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PREFACIO
Sobreviviendo a la “Tormenta Perfecta”

“Vámonos de aquí, no nos embarguen por alguna locura que 
nosotros ignoramos; porque en el mundo todos somos locos, los 
unos de los otros” (“El diablo cojuelo”, Luis Vélez de Guevara)

A partir de los últimos años de la primera década del siglo 
XXI muchos ciudadanos españoles se encontraron ante una súbita percepción de vulnerabilidad. Por vez primera en medio siglo 
parecía haberse roto de manera tajante una idea de “progreso 
continuado y sin vueltas atrás”, omnipresente en el mundo occidental desde los años 60. Se asomaban al vértigo de un imprevisto regreso a lo peor del pasado, con “generaciones perdidas” que 
vivían  peor que las de sus padres, y sistemas de cobertura social 
tan imprescindibles como el oxígeno, en fase de eclipse total. Hecho insólito hasta para una sociedad capitalista donde el componente psicológico de “optimismo natural” siempre está presente. 
El auto-reconocimiento de un “estado de vulnerabilidad” producía efectos no sólo en el espacio individual más cercano y en la 
esfera familiar,  sino en la organización social, cuyos cimientos 
mostraban indicios de ruina, de impredecible evolución.         

Desde 2009, con especial virulencia en 2010 y especialmente 
en un terrible 2012,  sociedades como la española, se han visto 
abocadas a situaciones inéditas en la historia de la Unión Europea 
con una crisis cuyos efectos sólo admiten paragón con catástrofes 
como la del 29; indiscutible referente tanto en la ciencia económica como en la creación artística. La más grave de esas consecuencias: la voladura o la reducción hacia lo puramente testimonial, 
del llamado “estado de bienestar”; la fórmula que las sociedades 
europeas occidentales de la posguerra inventaron como réplica a 
los modelos centralizados y herméticos del Este. A través de cual 
los poderes públicos asumían el impulso, la tutela y la gestión de 
los contenidos relacionados con el acceso de toda la población a 
la educación, la sanidad o la vivienda, y al que más adelante se 
incorporaron nuevas aportaciones, como la protección del medio 
ambiente o los derechos de los consumidores y usuarios. En la génesis de ese modelo de sociedad intervinieron aquellas ideologías 
que dieron impulso a la construcción europea desde los primeros 
años 50 (democristianos, socialdemócratas, liberales, conservadores…). A las que se habrían de unir dos décadas más tarde, 
comunistas desvinculados del modelo estalinista, y ecologistas. 
En la base de esa organización social estaba presente una idea de 
pacto, de diálogo y negociación, de mejor reparto de las cargas 
y de redistribución de la riqueza. Sus efectos fueron indiscutibles 
dando lugar a sociedades mucho más estables que las del pasado 
durante el periodo de entreguerras, socialmente mejor articuladas, donde la paz social era más fácil de desarrollar. El modelo 
capitalista,  con matices respecto al del liberalismo de la primera 
revolución industrial, fue de manera indiscutible el gran beneficiado de ese marco de estabilidad social, que enfrío el riesgo de 
revolución siempre permanente en la Europa anterior a 1945.   

Ese modelo ha estallado hecho añicos, y con singular virulencia en España, donde la intensidad de la contracción de lo público 
y el acelerado proceso de destrucción de la actividad económica 
propicia una situación solo comparable a la de los peores escenarios de la época de la Depresión, o a la de los “años de hierro” 
de la posguerra española, con un recorte de derechos y una amenaza latente sobre las conquistas logradas desde la Constitución 
gracias al estado democrático. Situación que conlleva una percepción de vulnerabilidad que se transmite entre los ciudadanos; 
en paralelo a un difuso sentimiento de “culpabilidad” -mensaje 
que parece identificarse en las cúpulas de poderes económicos y 
políticos- por el que se trasluce la sensación de que los propios 
sufrientes son “responsables” por haber intentado vivir mejor 
que las generaciones de sus padres y abuelos, y por disfrutar de 
un más fácil acceso a la igualdad de oportunidades. Ciudadanos 
confundidos, sin poder de decisión directo o de influencia en un 
proceso de especulación inmobiliaria donde han desempeñado el 
rol de víctimas, ajenos a las prácticas que han dado lugar a los 
fenómenos de corrupción, y de picaresca, de todos conocidos, 
sobre quienes ahora se proyecta una extraña sombra de “culpabilidad”: deberán pagar en sus carnes la factura de los vidrios que 
otros han roto.    

Describir esa situación desde otra lógica ajena a lo puramente 
economicista implica el reconocimiento de fenómenos muy complejos: para pagar los elevados intereses de la “prima de riesgo”, 
o lo que es lo mismo las cantidades que los acreedores perciben 
por la exposición de sus capitales, el estado ha de sacrificar en sus 
presupuestos aquellas prestaciones que formaron las columnas 
en las que se identificaba la sociedad de bienestar. Bajo el impacto de ese deterioro, los ciudadanos se enfrentan al desempleo, 
al sangrante deterioro de los servicios públicos, a la caída de la 
atención educativa a niveles preconstitucionales con el riesgo de 
ruptura de la gratuidad, -rotunda aportación de la sociedad española de la Transición-, y a múltiples dudas sobre la continuidad o 
la calidad del servicio en prestaciones básicas a la colectividad. El 
peso de ese rigor se contrasta con una actitud de lejanía y  falta de 
sensibilidad de unas instituciones comunitarias a las que se cedió 
soberanía económica, como quien se entrega a un administrador 
que a la larga es incapaz de defender un patrimonio. Un proceso 
que describe a una Unión Europea carente de impulso, atrapada 
en un sofisticado mecanismo de poderes y contrapoderes, y en último extremo dependiente de intereses económicos especulativos, 
alimentados en los espacios del mundo globalizado. Cuyas únicas 
respuestas son las de una política de austeridad, sin reactivación, 
capaz de condenar al moribundo a la extremaunción.  

Esa caída hacia una especie de pozo negro en el que la luz se 
hace muy difícil -“el peor momento de la historia de España“, se 
entiende que contemporánea, declaraba en julio de 2012, Sáenz 
de Santamaría,  vicepresidenta del gobierno- es un proceso que 
en contra de las apariencias no se ha generado de la noche al día, 
sino que arrastra un dilatado itinerario de señales y de encendido 
de “luces rojas”, muchas de las cuales fueron ignoradas o minusvaloradas por anteriores administraciones españolas. Buena 
parte de esos precedentes, a modo de ensayo casi premonitorio, 
se produjeron en distintos países de Europa y de América en la última década, despachados en nuestro país con un frívolo: “Aquí 
no pasa nada”.

La gran mayoría de los ciudadanos somos conscientes de las 
dificultades, en una secuencia de atribución de cargas que lamentablemente no es equitativa, en la que los recortes golpean duramente a los más desprotegidos,- desempleados, trabajadores, asalariados, funcionarios, autónomos, y clase baja y media-, y en la 
que no todos las soportan por igual, contribuyendo a cuestionar 
en un “escaparate” social, situaciones, usos, costumbres y lacras 
todavía más escandalosas y ofensivas.

Los ciudadanos perciben en sus propias carnes los mordiscos, 
a veces desgarradores, de la situación. Un impacto que va más 
allá de las magnitudes contables, y que alcanza a los valores, a la 
quiebra de la confianza entre  administrados y administradores, 
que cuestiona los modelos de organización social, y pone bajo 
sospecha a la totalidad de las instituciones. 

Conocer las dimensiones de este cráter en el volcán, las características de la sima y sus posibles causas es un ejercicio ciudadano comparable a una “tormenta de ideas”. Ayudar a pensar 
sobre los orígenes y desarrollo de una situación tan dramática, 
aportando materiales para ese debate, es el objetivo principal de 
este trabajo volcado hacia la participación del lector. En el texto 
se han limitado al máximo las cifras y las referencias puramente 
económicas, y aquellos conceptos solo asequibles para técnicos y 
expertos. 

Crisis no sólo financiera o presupuestaria, también política, de 
ideas, de modelo de sociedad... Con un abanico de dimensiones: 
de lo ético a lo ideológico. Como ya ocurriera en otros procesos 
similares, “quema” generaciones, destruye voluntades,  agita sociedades y contribuye a quebrar muchas de las bases sobre las que 
se ha sustentado el mundo contemporáneo desde los años 50, y 
en España desde 1978. Con un proceso de erosión en el que nada 
queda indemne ante la mirada crítica,  y las estructuras aparentemente más arraigadas y los modelos de sociedad son cuestionados con incisiva aspereza.

Las respuestas cada uno debe ofrecerlas en función de sus intereses personales, sus valores, y su ética ciudadana y social. Generar debate plural  puede contribuir a rechazar ideas unidireccionales de pensamiento único, y a fomentar el ejercicio crítico, 
sentando nuevas bases respecto a las relaciones representantesrepresentados. En la inexcusable búsqueda de la máxima transparencia dentro de un espacio de ética tan quebradiza como el 
del dinero. Donde la opacidad, y los nidos de “tinta de calamar” 
anidan con una facilidad inaudita; frente a las sospechosas pasividades, las erráticas decisiones, y las equívocas tolerancias públicas que nos han hecho asomar al abismo. 

Pone Benito Pérez Galdós en boca de su personaje Villamil, en 
el soliloquio dramático e irónico de la novela “Miau”: “A ver, 
esos pajarillos tan graciosos que andan por ahí picoteando ¿se 
ocupan de lo que comerán mañana?  No; por eso son felices; y 
ahora me encuentro yo como ellos, tan contento, que me pondría 
a piar si supiera, y volaría de aquí a la Casa de Campo, si pudiese. 
¿Por qué razón Dios, vamos a ver, no le haría a uno pájaro en vez 
de hacerle persona?...Al menos que nos dieran a elegir”. 

Extraño paralelismo al de quienes vagan por terrenales osas 
mayores sintiéndose golpeados sin capacidad para reaccionar. O 
peor: sin entender el “pecado” o el “delito” que han cometido, 
simplemente por vivir.






PRIMERA PARTE

Las Costuras Rotas
de un Mundo en Crisis
CAPÍTULO 1
Cigarras y Hormigas

“Este, decía yo, es pobre; y nadie da lo que no tiene; más el 
avariento ciego y el malaventurado mezquino clérigo, que con 
dárselo Dios a ambos, al uno de mano besada y al otro de lengua suelta, me mataban de hambre; aquellos es justo desarmar y 
aquéste de haber mancillar” (“Lázarillo de Tormes”, Anónimo) 

Las crisis económicas circulan en paralelo a las humanas: están siempre presentes y responden a situaciones cíclicas. Se convive con ellas de la misma manera que viajan en el organismo la 
tristeza y la alegría, la depresión y el optimismo, el miedo y la 
esperanza, la enfermedad y la salud. Ese carácter rotatorio lo descubrieron los clásicos de la ciencia económica del mundo moderno en los tiempos de La Ilustración y en el XIX: “No hay prosperidad continuada que dure para siempre”. Del mismo modo que 
los imperios, como recordaba Toynbe en el siglo XX, responden 
a ciclos muy parecidos al de la vida humana. Aunque ya los viejos 
enseñaron que prepararse para la crisis era un ejercicio tan saludable y eficaz como almacenar cereal en el granero para cuando 
llega el invierno o vienen los años de sequía.   

La novedad, si existe, del XX, fue la de que tras la sacudida 
del 29 y la larga Depresión de los años 30, que hizo engordar 
a las bestias negras de las dictaduras y los nazi-fascismos, en la 
posguerra europea y en general occidental, se despertaron nuevos sueños de estabilidad, y un propósito de la enmienda donde 
parecía posible restañar bastantes de las heridas del viejo mundo 
que “no deberían volver a sangrar”. La crisis de la energía de los 
primeros años 70 representó un inesperado jarro de agua fría, y 
tuvo consecuencias muy agudas en la mayor parte de las economías occidentales. En la década de los 80  bajo un prolongado 
ciclo expansivo se consideró que la sociedad contemporánea disponía de armas, no para impedir las crisis, tan naturales como las 
enfermedades en los seres vivos, sino para paliarlas y aminorar 
sus efectos más dramáticos. 

Una década más tarde, en los 90 los sucesivos procesos asiáticos confirmaron que muchos rápidos crecimientos económicos 
estaban construidos sobre verdaderos cimientos de barro. De la 
misma manera, la secuencia de derrumbes a partir de 2008 que 
afectaron a diversos países del norte de Europa, -como Islandia, 
considerados “extremadamente estables” desde el punto de vista 
social-, evidenciaban la levedad y frivolidad con la que los gobiernos habían manejado ese teórico “dinero de todos”. En octubre 
de ese año el banco islandés Kauphting se hundía, poniendo en 
peligro el dinero de los ahorradores depositado en sus cuentas 
por parte de ciudadanos de ese país y de los estados del Atlántico europeo. Horas antes otra entidad, Exista, liquidó con precipitación enormes paquetes de acciones, dentro de un proceso 
de desmoronamiento estrepitoso de todo un sistema bancario; 
lo que motivó que el estado, como siempre utilizando el dinero 
de los ciudadanos,  hubiera de entrar al rescate tras quebrarse la 
imagen de “fortaleza” del sistema. Con la consiguiente pérdida 
de recursos para los contribuyentes, asunto que se desarrolla con 
detalle más adelante. Sobre este tema se publicaba recientemente 
el “best seller” finlandés, “Calle Erottaja” (Editorial Bruguera, 
Barcelona, 2012) escrito por Karo Hämäläinen,  periodista de 
una conocida revista económica de ese país, donde se mezcla ficción con realidad para lanzar dardos envenenados contra un sistema que durante mucho tiempo ha utilizado el fraude, el engaño 
y la corrupción como moneda de uso cotidiano.

En el siglo XIX con la revolución industrial y el descubrimiento y la explotación de nuevas tierras en los imperios coloniales, 
despojando a sus autóctonos de los recursos que pertenecían a 
sus ancestros desde hacía milenios, se generó un mecanismo de 
acumulación de beneficios bajo la creación de un engranaje de 
formación y de retorno de capitales a las metrópolis y cabeceras 
de los imperios. Cien años más tarde, el nuevo imperio se llamó 
en la década de los 90 “boom” de la industria tecnológica, a través de internet y de las redes, con una formidable generación y 
acumulación de dinero dirigido hacia las industrias innovadoras, 
en lo que acabó finalmente revelándose en 2000 una auténtica 
“burbuja tecnológica”. Esas llamadas “nuevas tecnologías” habían ejercido una influencia paralela a la que a lo largo de las primeras décadas del XX tuvieron la sucesiva aparición y explotación comercial de ingenios y productos ligados a la investigación: 
del caucho al acero, del petróleo al plástico, del uranio al “chip”. 

En cambio, en los últimos años 80 y especialmente en los 90, 
esas tecnologías eran absolutamente inmateriales. Se trataba de 
redes, servicios “invisibles”, portales y formas de relación y de 
comercio por encima de las fronteras, crecidas al hilo de la expansión de internet. El “boom” de esa industria fue sorprendente y rápido: llegaron a alcanzarse altas cotizaciones por varias 
firmas, muchas de ellas impulsadas por jovencísimos y astutos 
creadores, que se hicieron millonarios a una velocidad de vértigo, 
amados y deseados como figuras del mundo del espectáculo. Eran 
las nuevas estrellas mediáticas, en cuyo rostro se identificaba la 
imagen de los triunfadores.

El modelo quebró por la propia velocidad y voracidad con la 
que había crecido algún tiempo antes. El pinchazo de la “burbuja 
tecnológica” se produjo en torno a 2000, cuando de la noche al 
día el precio de sus acciones hasta entonces por las nubes empezó 
a caer al nivel de un producto-basura. La reacción a esa burbuja 
que acababa de explotar tuvo caracteres muy especiales en Estados Unidos y el mundo anglosajón, tras los atentados del 11-S; 
cuando los ojos se volvieron otra vez hacia los valores materiales, 
y a la tradición de la propiedad sobre los bienes raíces y básicos: 
la vivienda, la tierra, la industria… El fin de la “burbuja tecnológica” como  en todas las crisis empujaba hacia aquellos recursos 
aparentemente más sólidos, tradicionales y “seguros”. 

En 2001 las entidades bancarias concedieron en Norteamérica 
muchos más préstamos a la vivienda que a las “efímeras” industrias tecnológicas cuyos valores habían caído en picado. Esos 
créditos e hipotecas volvían a retornar hacia la vivienda, considerada una garantía para los préstamos. Al disponerse de un crédito 
mucho más fácil para la compra de inmuebles se incentivó el consumo, subieron los precios de casas y pisos, y se inició un nuevo 
ciclo especulativo con hipotecas puente, que permitían “adquirir” una vivienda, y revenderla antes de escriturarla para obtener 
una ganancia; en un proceso con muchos puntos en común con 
lo ocurrido en España durante los años del “boom del ladrillo”. 

En  el año 2004 la Reserva Federal Norteamericana había subido los tipos para contrarrestar la inflación, que en poco tiempo 
pasó del 1 al 5,25 %. El precio de la vivienda se estancó e incluso descendió, y la cifra de impagos y ejecuciones aumentó. En 
2006 llegaron a quebrar una cincuentena de entidades ligadas 
a créditos hipotecarios, y el índice bursátil de la construcción se 
derrumbó en un 40 %. Se trataba del inicio de un ciclo caracterizado por la llamada “crisis de las hipotecas sub prime”,  en torno 
a las cuales en los años anteriores se habían concedido sustanciosos créditos sobre viviendas que ahora valían mucho menos. La 
situación contaminó los mercados financieros en 2007. Desde su 
origen se había producido una incorrecta valoración de los riesgos, haciendo transacciones sobre una montaña de espuma bajo 
la cual había realmente muy poco. En el periodo 2001-2007 se 
transfirieron abundantes activos a los bonos ligados a la deuda, y 
a fondos de pensiones y de inversión. 

Los procesos de “contaminación” dentro de la economía admiten un paralelismo con las “infecciones” en el cuerpo humano: 
imposible crear cortafuegos o separar trigo de cizaña cuando los 
mercados han  sido invadidos por valores “tóxicos”. En agosto 
de 2007 estallaba oficialmente la crisis de las hipotecas sub prime. Llegó la caída en picado de los fondos de inversión, y el cierre 
o suspensión de muchos de ellos. Y lo que siempre suele suceder 
en estos procesos: la pérdida de confianza más absoluta en  un 
sistema que había funcionado sin control alguno, cuya falta de 
credibilidad era puesta continuamente en evidencia, lejos de cualquier fiscalización por parte de las instituciones surgidas desde el 
mandato del pueblo. Acababa de sonar el primero de los clarines 
sobre las agencias de evaluación de los riesgos; un poderoso y decisivo oligopolio, que había aportado informaciones “positivas” 
sobre marcas que poco tiempo más tarde solo eran capaces de 
evidenciar barro en sus cimientos. 

La crisis de las hipotecas sub prime de Norteamérica, tuvo 
en la España de 2007 una lectura pintoresca. Mereció un tratamiento distante, como el del científico que contempla desde la 
lejanía la evolución de una pandemia en una colonia de pingüinos, sin entender que una situación semejante pudiera tener una 
traslación en clave española. Se estaban viviendo los últimos estertores del “boom del ladrillo”, con una “burbuja” inflada por 
una especulación parecida a la de una “venta piramidal”, en la 
que unos cargan con todas las obligaciones mientras otros les 
“vampirizan”, pero los últimos que empiezan a pagar tienen la 
secreta esperanza de invertir su papel. Todos los gobiernos de la 
democracia durmieron con un tigre narcotizado escasamente prevenidos ante el riesgo de que esa fiera se descongelara cualquier 
día. Ciertos análisis y opiniones de expertos  alertaban sobre la 
posibilidad de un “pinchazo”, pero este se creía que podía ser 
suave y perfectamente controlable. En realidad, la especulación 
montada sobre el ladrillo permanecía anclada dentro de una cultura muy española, cuyos orígenes se remontan a los tiempos del 
franquismo.

La vivienda era “el valor” por excelencia de las familias  desde 
los años 50, cuando la escasez típica de posguerra, con un parque 
todavía escaso, convertía a “la casa” en un bien deseado por encima de cualquier otro, mal atendido por la iniciativa pública y la 
privada. Desde el final de la autarquía, en los últimos 50 se había 
abierto un nuevo ciclo con la liberalización económica, que no 
política, posterior al Plan de Estabilización del 59 y a los primeros planes de desarrollo. Al mismo tiempo la vía libre a la salida 
de mano de obra española hacia la Europa del antiguo Mercado 
Común aliviaba la presión sobre el mercado laboral y propiciaba 
un retorno del ahorro de los inmigrantes en forma de remesas, 
destinadas en buena medida a la futura compra de una vivienda. 
Por otra parte, en los 60 se iniciaba el ciclo de la construcción típico de los años del “desarrollismo” que explotaba y colonizaba 
las zonas turísticas y de costa con unos modelos expansivos que 
hoy nos parecen absolutamente obsoletos, pero que han quedado 
ahí, como expresión de una identidad, con la consiguiente destrucción del paisaje y un tratamiento anárquico y especulativo en 
la utilización del territorio. 

En paralelo, las periferias de las ciudades se llenaron de construcciones de una arquitectura puramente utilitaria para acoger a 
una población de aluvión; tanto la que procedía de las migraciones interiores como la de retorno de quienes emigraron y aspiraban a instalarse en sus lugares de origen “con dinero fresco en el 
bolsillo para comprar la casa o el piso”.

El modelo había alterado los sistemas de titularidad en torno 
a la vivienda, desplazando al antiguo formato hegemónico del alquiler, por el de propiedad, con una demanda que alimentaba un 
ciclo totalmente especulativo, pero que aún no había alcanzado 
los niveles posteriores al cambio de siglo. De esa apuesta por la 
propiedad, con ayudas públicas a la construcción se beneficiaron 
amplísimos sectores encabezados por las constructoras en plena 
explosión; aunque la historia de las últimas décadas está repleta 
de hundimientos espectaculares en circunstancias que han acabado en “patatas calientes” de difícil respuesta por su enorme 
repercusión social. España se distanció notablemente de los modelos europeos, basados en el alquiler (Holanda, Reino Unido) o 
el mixto alquiler-propiedad de la mayor parte de la UE.

Se confirmaban diversas reglas repetidas a lo largo de los tiempos, cuyo alcance aparece contextualizado en las siguientes páginas:

a) Cuanto más grande es una burbuja especulativa más devastadores serán sus efectos una vez que estalle.

b) El capital especulativo carece de fronteras, no tiene nacionalidad, y sola aspira a desembarcar donde puede hacer negocios 
más rápidos y con más alta rentabilidad, tras haber dejado una 
huella semejante a la del paso de la cola de un huracán.

c) Los procesos de falta de control y de desregulación sobre 
los usos económicos desde principios de los años 80 han acabado por convertir en quimera la supervisión democrática sobre 
la economía. El estado bajo la presión de ese modelo se ha visto 
obligado a empequeñecerse y a reducirse, y el capital globalizado, 
como antes las transnacionales, ocupa ahora su papel o influye 
notablemente en la toma de decisiones.

d) El gran peso y dimensiones de ese capital especulativo dentro de una economía globalizada, actúa como verdadero poder 
(“los mercados”) frente a gobiernos e instituciones “dóciles”, débiles y derivadas de esos poderes, formal y retóricamente “elegidos por el pueblo”.

e) La crisis proyecta una luz de desconfianza sobre la totalidad 
del sistema y sobre sus instituciones, sin que exista válvula de recambio alguno. Sus críticos, a diferencia de las primeras décadas 
del siglo y hasta los 80 sólo pueden aspirar a “corregir sus excesos”, profundizar en la sociedad de bienestar en fase de extinción, 
o presionar por una reforma integral del sistema. Se discute el 
“cómo”, no el “qué”; es decir la esencia y las bases del sistema, 
que  hoy nadie parece cuestionar. Principal diferencia de esta crisis frente a otras anteriores, en la que las alternativas no son: 
“capitalismo” versus “socialismo”, sino “capitalismo sin reglas” 
contra “intervención democrática para crear reglas de juego mucho más justas y equitativas”.      






CAPÍTULO 2
Cabalgando sobre un Tigre

“Pues esa, justamente es la paga; que muchos hombres se han 
perdido por afán de lucro” (“Antígona”, Sófocles) 

Empecemos por conocer a la familia Pérez. Cuando Carmen 
decidió dar el “si” a Ricardo Pérez, allá por los primeros años 
50, hubieron de reunir como pudieron el dinero para el ajuar y 
los pocos muebles que colocar en su piso de alquiler, cuya fianza 
había pagado el tío y padrino de ella; un solterón ya jubilado 
que había trabajado de perito en la delegación del ministerio de 
Agricultura. Carmen dio un día una buena noticia a Ricardo, 
cuando regresaba a casa a comer tras echar el cierre en el pequeño establecimiento de alimentación que con ayuda de un mancebo regentaba: pronto serían padres. Ante la previsión de ese 
nuevo futuro, los Pérez echaron números, y él abrió una libreta 
de ahorros a su nombre,-entonces las mujeres casadas no estaban autorizadas a hacerlo sin la autorización del marido-, en la 
cercana caja postal, dado que conocían a un par de oficinistas 
del barrio que trabajaban en el servicio de correos y telégrafos 
de la localidad. 

A medida que la tienda empezaba a funcionar,- y hasta se 
logró ampliar tirando un tabique en el establecimiento contiguo, lo que permitió instalar un armario-frigorífico comprado 
a plazos que hizo aumentar las ventas-, y con nuevas bocas que 
alimentar en casa, había que pensar en poder pagar el colegio 
de los niños, y cualquiera sabe qué necesidades imprevistas pudiera traer el futuro. Carmen Pérez renunció  a comprarse ese 
abrigo de nucas de astracán, para el que ya tenía el dinero de 
la entrada y las dos primeras letras, y decidió guardarlo en la 
cartilla familiar, donde mes tras mes se apuntaban a mano, con 
tinta o bolígrafo, las cantidades que ingresaba y la suma total 
de lo que iba guardando para “el día de mañana”. Aprovechaba 
para saludar a los que trabajaban en la caja, y preguntar por la 
salud de la madre de una de las chicas dado que el anterior mes 
la encontró muy preocupada por la salud de un familiar. Cada 
dos por tres se pasaba por la sucursal para ingresar en la libreta 
de ahorros sus billetes arrugados y sus monedas, y más adelante, 
incluso, en las navidades a veces recibía como obsequio un almanaque, un bonito juego de bolígrafos, y un año, incluso, una 
caja con dos botellas de vino, que ella guardaba en el mueblebar del cuarto de estar, al lado del televisor y frente a los sillones 
de eskay que imitaban la textura del cuero.

Hoy, Alejandro, uno de los nietos de los Pérez está en la treintena y se ha visto obligado a buscar “piso de soltero” después 
de su reciente divorcio. Estudió arquitectura, pero no encuentra 
trabajo de su titulación, y se ha tenido que buscar  la vida completando y supervisando trabajos que otros firman y comercializan. Pero algo es algo, y no puede sentirse del todo defraudado. 
Como quiera que ahora es autónomo a la fuerza, y en su anterior trabajo por cuenta ajena la empresa le pagaba al año un 
complemento para un plan de pensiones, intenta destinar una 
ínfima parte de sus menguados ingresos, esa “calderilla” que le 
queda, a hacer pequeñas aportaciones. Algo le ha quedado del 
espíritu ahorrativo de la abuela Carmen. Ella se fiaba de los 
empleados de la caja a los que conocía de toda la vida, y estaba 
segura que esos ahorrillos estarían a buen recaudo. La caja se 
los debía prestar a personas o a empresas que necesitaban crédito y que tenían que pagar unos intereses: la entidad anotaba 
en su libreta una pequeña parte de esos réditos que otros habían 
debido pagar y así notaba que mes tras mes  aumentaban aunque sólo fueran unos céntimos.

Su nieto Alejandro, en cambio, casi por casualidad, empezó a 
leer con cierto asombro la cesta de productos en los que sus ahorros habían ido a parar: acciones en una bolsa norteamericana, 
una empresa papelera finlandesa, una industria que cotiza en 
la Bolsa de Tokio, un “trust” de comunicación alemán, una farmacéutica suiza y una sociedad que se dedica a la construcción 
en el norte de África, más otro fondo de ignota composición, 
radicado en Londres y domiciliado en Aruba. Por lo visto un 
paraíso fiscal que no sabría dónde ubicar en un mapa. Todo en 
un mismo paquete. 

De haberlo sabido la abuela Carmen en los años 50 sufriría un 
desmayo. El dinero de esos rostros anónimos de quienes aspiraban a complementar sus pensiones, el de los pequeños accionistas 
en bolsas de ciudades, que no iba a visitar en su vida, se nutrían 
de los pocos-muchos que afluían hacia fondos de inversión que 
se desplazaban como nubes impulsadas por un vendaval, por encima de cualquier frontera, productos-magnitudes volátiles con 
referencia a objetos físicos o abstractos. En un proceso de internacionalización por encima de controles y supervisiones, que 
dejaba a los países y a los supra-estados en papeles subsidiarios o 
complementarios.

Globalización aplicada a los capitales, favorecida por la simultaneidad en las comunicaciones gracias a la red; mundialización 
apenas permitida en los desplazamientos de capital humano por 
motivos laborales: doble vara de medir. El dinero se ha desenvuelto con una enorme agilidad tanto a través de las vías legales como 
las ilegales, bajo los focos o la oscuridad, en directo o con sociedades pantalla, en procesos con distintos colores y temperaturas: 
de la transparencia hasta la opacidad más absoluta. 

No deja de sorprender cómo todavía a estas alturas, después 
de las reuniones del G-20, especialmente la cumbre de Londres de 
2009 y el resto de las Europa-América del Norte, de las reiteradas 
reuniones europeas en las que se han adoptado decisiones sobre 
el control sobre los paraísos fiscales, estos “paraísos” sigan ocupando un papel muy importante en el sistema financiero como 
albergue del dinero negro. 

El problema surge cuando los estados no se ponen de acuerdo 
sobre quienes merecen figurar en la “lista negra”. Los criterios 
básicos de la OCDE para incluir un país en esa relación han sido: 
carencia de impuestos o bien que solo lo sean de carácter nominativo, aplicación de sus ventajas también a los no residentes 
aunque no tengan actividad comercial en el país, estricto secreto 
bancario, falta de transparencia, y limitaciones para acceder a la 
información. Y aquí aparece la primera muestra de una falacia 
asumida de manera cínica: muchos de esos territorios pertenecen 
o están tutelados por estados de la UE o mantienen estrechas relaciones y vínculos comerciales con el área. En esa referencia se 
pueden incluir: Andorra, Chipre, Gibraltar, las islas británicas del 
Canal de La Mancha, Malta, San Marino, Mónaco, Litchtenstein, las Islas Vírgenes, más otros cuya imagen está indisolublemente asociada a los movimientos de dinero opaco-refugio, como 
las islas Caimán. 

La presión internacional ha conseguido que se abra algún resquicio a la información en el antaño paraíso de la opacidad, que 
era el sistema de Suiza, que salió de la lista negra en 2009. De no 
existir esos paraísos, donde según el FMI se ocultaban en 1999 
activos por valor de 4,6 billones de dólares, -la mitad del total de 
los capitales extraterritoriales en el mundo-, se seguiría con mucha mayor eficacia el recorrido del dinero negro o de origen turbio en su deambular especulativo por los subterráneos del mundo 
financiero. La tenue presión ejercida desde las instituciones supranacionales y los grandes estados hacia su erradicación o limitación pone en evidencia la existencia de una “doble moral” en la 
que públicamente se reniega de esos refugios del dinero, pero que 
existen porque la voluntad política para eliminarlos es escasa.
La diferencias entre los modelos del mundo económico respecto a los tiempos  de la crisis del 29  y el surgido en los años 
80 es manifiesto. La crisis del 29, la más grave descrita desde 
los orígenes del liberalismo, tenía un punto en común con las 
precedentes: la búsqueda de un enriquecimiento desmedido en el 
menor plazo posible generando una enorme “burbuja” especulativa que pinchó de manera súbita. Dentro de una histeria en la 
que se beneficiaban los grandes intereses y las compañías ávidas 
de codicia pero en la que también trataron de obtener beneficios, 
apenas una “propina”, los advenedizos que desde la nada, aspiraban a hacerse ricos. Un sueño repetido a lo largo de la historia 
del capitalismo desde los inicios de la Edad Moderna, y siempre 
presente en los argumentos del “sueño americano”: el mito del 
desfavorecido por la fortuna que “se hace a sí mismo” y pasa de 
la nada a la opulencia en menos de una generación. Una historia 
que estaba muy presente en la sociedad de la década de los 20 
tanto en Europa como en Norteamérica.

Dentro de esa sociedad, en la que “los ricos eran ricos, y los 
pobres se tenían que buscar la vida desesperadamente para intentar dejar de serlo”, el lujo todavía proyectaba, igual que en las 
tradicionales del mundo antiguo, una fascinación que por primera vez podía ser acariciada fuera de los vínculos del linaje, el 
título nobiliario o la condición social recibida por herencia. En 
naciones como Estados Unidos la proyección de ese lujo adquiría  connotaciones sociales muy diferentes a las de España, en 
donde la propiedad todavía permanecía vinculada al título nobiliario, a las desamortizaciones o a los réditos de los tiempos de 
las antiguas colonias. El periodo de anteguerras fue pródigo en la 
difusión de esas imágenes del “lujo exultante”, en una sociedad 
en la que ya no existía otra aristocracia más que la del dinero. 
Los personajes de los relatos de un inspirado F. Scott Fitzgerald 
revelan muy bien ese encuentro entre privilegiados de la fortuna 
siempre  advenedizos, y la proyección de la imagen de opulencia 
y distinción hacia el resto de la sociedad. El dinero contribuía a 
blanquear y a dar lustre a fortunas de orígenes confusos, vinculadas a actividades claramente especulativas e incluso delictivas. 
Una parte de las grandes fortunas de esa época se crearon dentro 
de este clima.

La imagen del lujo alcanzaba una proyección mucho más escandalosa en sociedades como la española de los años 20, en la 
que las diferencias sociales eran manifiestas, pero donde se apuntaba una pequeña burguesía urbana que había despertado a partir de la mitad del XIX y la Restauración; sociedad que perdía 
el sueño por acariciar el “gotha”. Un anuncio de la marca Studebacker aparecido en distintas revistas españolas de 1929, al 
final de la Dictadura de Primo de Rivera, nos parece hoy absolutamente provocador, poniendo en boca de Raquel Meller, la 
estrella del cuplé, la frase: “De todos mis coches, el que prefiero 
es el Studebacker”. Sobre todo teniendo en cuenta que en esta 
época millones de españoles eran analfabetos, carecían de acceso 
al suministro de agua o al alcantarillado, sin oportunidades para 
llegar a las estructuras educativas, e incluso tenían problema para 
alcanzar los mínimos de subsistencia desde el punto de vista de 
la nutrición.

Esas imágenes venían a ser un reflejo ya tardío del ambiente 
especulativo que se había agitado a lo largo de la década de los 
20 en el mundo occidental. El final de la primera Guerra Mundial, la más cruenta sangría humana que se había visto nunca 
hasta la fecha, alzaba a Estados Unidos como potencia mundial 
y económica, mientras Europa trataba de sobrevivir a las cenizas 
del desastre. Norteamérica representaba el sueño de la potencia 
industrial y agrícola con un crecimiento arrollador de la producción. La euforia de los años 20, el tiempo de la llamada “belle 
époque”, dio lugar a un “boom” especulativo y a una burbuja 
económica, en la que grandes inversores y compañías jugaban de 
manera totalmente a la aventura en un mercado donde no existían límites para el enriquecimiento y este parecía eterno; mercado en el que también los pequeños inversores y los ciudadanos 
destinaban sus reducidos excedentes a la compra de acciones. Se 
atisbaba una forma de acercamiento a lo que años más tarde sería 
descrito como “capitalismo popular”.

La euforia especulativa estaba construida sobre una montaña 
de aire. En esa época se expandió el comercio internacional, pero 
sin alcanzar la capacidad de intercambios de nuestra época. De la 
noche al día, la burbuja estallaba de manera dramática. Entre un 
martes y un jueves de la última semana de noviembre de 1929 la 
Bolsa de Nueva York ardía con una caída estrepitosa del valor de 
unas acciones, poco tiempo atrás objeto de un “boom” especulativo con la llegada masiva de capitales, proceso en el que participaban las pequeñas y las grandes compañías, y  los ciudadanos de 
a pie. En unas pocas horas muchos accionistas descubrían que sus 
posesiones se reducían a simples títulos de papel sin valor alguno. 
Pese a la magnitud de la caída se confiaba en una pronta recuperación de los índices que nunca iba a llegar. Muchas entidades 
financieras fueron arrastradas por aquél ciclón y derribadas por 
tierra como objetos inservibles. En 1930 habían quebrado cuarenta bancos en Estados Unidos. Un año más tarde la cifra alcanzaba a los dos mil, en un tiempo de fragmentación de entidades 
financieras. Las quiebras se producían en una secuencia parecida 
a la de la catástrofe en un coliseo lleno de espectadores donde 
alguien grita “¡fuego!”, y da lugar a una estampida masiva desordenada y frenética que alimenta la tragedia. El año 29, millones 
de ciudadanos se lanzaron en Norteamérica a pedir la devolución 
de sus dineros depositados en bancos y entidades, que se vieron 
obligados a cerrar ante la expresión de pánico de los particulares 
que exigían el reintegro.

Las primeras respuestas a la crisis del 29 tanto en Estados 
Unidos como en el Reino Unido fueron conservadoras y en línea 
con el viejo liberalismo, imponiendo medidas arancelarias;  especialmente en Inglaterra,  espejo del liberalismo de la Revolución 
Industrial. Se estaba ante una profunda depresión, más grave de 
lo esperado, en la que miles de ciudadanos perdían lo que tenían, 
no podían hacer frente al pago de préstamos e hipotecas, bajo la 
amenaza de los embargos y la expulsión de sus tierras de pequeños propietarios, la destrucción masiva de empleos y la caída del 
consumo hasta niveles inconcebibles en los años dorados de los 
“felices 20”. El sobreprecio sobre valores especulativos y la caída 
estrepitosa de los agrícolas como consecuencia de la superproducción, habían precipitado el drama con una caída brutal del 
valor de las acciones  arrastrando a la alcantarilla a compañías y 
a familias. 

Por vez primera, y ello significaba un primer “test” de cómo 
el comercio se encaminaba hacia un proceso de internacionalización, la crisis se expandía a Europa y al resto del mundo. En 
primer término a la República de Weimar, en Alemania, que soportaba desde la Conferencia de Versalles de 1919 el pago de 
unas humillantes indemnizaciones de guerra impuestas por los 
vencedores, lastrando su economía, y castigando a los sectores 
más débiles de la sociedad. A finales de la década el gran capitalismo alemán empezaba a salir del hoyo al que le había conducido la guerra, pero la crisis del 29 le estalló en la cara. Weimar 
representó una de las sociedades más interesantes de ser estudiadas en la historia del mundo moderno, bajo el imperio de una 
crisis institucional permanente, una inflación de auténtica histeria 
y  cifras de desempleo inasumibles hasta para una sociedad con 
la tradición industrial de Alemania. Esta República además de un 
verdadero laboratorio sobre las corrientes culturales del mundo 
moderno, en el que se juntaron todos los “ismos” y muchas de 
las creaciones más brillantes del siglo XX a nivel mundial, fue el 
caldo de cultivo para todas las ideologías que habrían de estallar 
en los años posteriores, donde el substrato alimentado por la crisis alimentó a la bestia negra del nazismo. 

Las respuestas para afrontar la Depresión fueron muy variadas. En primera instancia en clave de liberalismo clásico, como 
las de Reino Unido y Francia, reduciendo los presupuestos públicos y las prestaciones sociales; es decir la política de “recortes y
de ahorros en clave radical”, tal y como hoy la denominaríamos.
Pero la reactivación no se produjo y las clases más desfavorecidas 
siguieron al margen de los sistemas de protección social, mientras 
la pequeña burguesía se veía obligada a reducir sus niveles de vida.

Frente a las primeras respuestas en clave liberal tradicional 
para afrontar la crisis, con la llegada del demócrata Roosevelt 
entraba en la Casa Blanca  un programa innovador que rompía 
totalmente con el discurso “laisezferiano” de “ver, oir y dejar 
hacer” en la economía, defensora de   que el mercado se regulara 
a sí mismo, sin “injerencias extrañas”. La vuelta al patrón oro 
constituía la primera medida de alcance, a la que siguió el amplio 
paquete de iniciativas del “New Deal”; un auténtico programa 
de choque anti-ortodoxo, que daba prioridad a la intervención 
pública directa en la economía y a la potenciación de la demanda 
sobre el control de la inflación o el equilibrio presupuestario. 

En la economía capitalista la referencia había transitado desde 
Inglaterra como centro de gravedad a Estados Unidos después de 
la Gran Guerra. Con la llegada del “New Deal” que representaba 
el intervencionismo de lo público directamente en la economía, se 
rompían todos los tabúes del modo de producción capitalista. El 
estado participaba en el capital de entidades bancarias, el dólar 
se devaluaba aún con el riesgo de crear inflación, se daba impulso 
a un ambicioso programa de obras públicas para generar empleo 
e incentivar el consumo, a la vez que se promulgaban nuevos 
reglamentos de trabajo con la fijación de horarios, la limitación 
de los mismos, y la aplicación, venciendo un sacrosanto prejuicio 
liberal, por primera vez, de un salario mínimo en Estados Unidos. Poco se podía confiar en la auto-regeneración de ese llamado 
“mercado” alzado sobre una ola especulativa, que fracasó,  y 
Roosevelt no dudó en intervenir abiertamente contra el intocable 
dogma liberal del “mercado sin imposición externa” y de la autonomía de los actores en esa representación teatral que se llama 
el mundo del dinero. 

Un ejemplo: el estado indemnizaba a agricultores para que dejaran de producir ciertos productos y evitar nuevas caídas de los 
precios. A la vez los programas sociales y las reglamentaciones 
laborales trataban de mejorar la calidad de vida, y por consiguiente los niveles de consumo. La paradoja es que ese “plan de 
choque” del “New Deal” y de la administración Roosevelt, que 
en su momento fue tildado por los numerosos adversarios del 
Partido Demócrata de “socialista” e incluso de “comunista”, se 
hacía precisamente para regenerar y salvar de la revolución al 
propio capitalismo. Al final de la década de los 30 se mostraban 
signos de recuperación, pero se tuvo que esperar a un impulso radical y público para superar totalmente la Depresión: el esfuerzo 
de la economía de guerra a partir de 1939.

Una constatación verdaderamente reveladora: la guerra puso 
punto y final a la crisis. De la misma manera, aunque sobre modelos distintos, las potencias fascistas, Alemania e Italia, impulsaron su crecimiento a través de su autarquía militar y económica. 
“Tristes guerras”, como decía Miguel Hernández, pero en las que 
la inversión pública lograba la salida de la postración.   

La Depresión había trastocado el discurso del liberalismo clásico de “no intervención” en la economía, donde el estado debía resignarse a ejercer el papel de un discreto guardia de tráfico 
mientras las reglas las definían los propios poderes e intereses 
económicos en su propio provecho. En el mundo occidental se 
asumieron términos como “planificación”  “política social” impulsada por el estado presentes en modelos de referencia “no 
democráticos”, -desde una terminología liberal-, como el de la 
Rusia soviética, entonces un mito, para las clases trabajadoras de 
Occidente; o el de la Alemania anterior a la primera guerra mundial en la que se establecieron a través de un modelo fuertemente 
autoritario y jerarquizado programas de protección social. El discurso cultural de la política económica abandonó los parámetros 
del viejo liberalismo, incluso en el Reino Unido, con la aparición 
de una generación que priorizaba la intervención sobre la autode una generación que priorizaba la intervención sobre la auto
1946) constituyó  la referencia máxima durante el resto del siglo. 

Ni Roosevelt, ni el “New Deal”, ni Keynes aspiraban a una 
transición hacia un sistema socialista, como les acusaban sus críticos de esa época, sino a consolidar un nuevo capitalismo a través de un intenso programa de reformas en el que la prioridad 
la tenía la intervención del estado y los poderes públicos para 
reactivar la economía y el consumo. 

Keynes que procedía de una familia de la clase media-alta británica, era un personaje de una profunda cultura, y no sólo económica. Al término de la Gran Guerra, había participado con 
opiniones muy originales en un debate abierto sobre la imposición de sanciones a Alemania como compensaciones por la guerra en beneficio de las potencias vencedoras. Despegándose de la 
corriente mayoritaria que triunfó en la Conferencia de Versalles, 
publicó con 1919 “Las consecuencias económicas de la paz” en 
donde se mostraba extremadamente crítico con la imposición de 
duras sanciones a la nación vencida: “Degradar Alemania a la 
servidumbre para toda una generación es un hecho muy contraproducente, humillando la vida de millones de seres humanos, 
privando a una nación de la felicidad: un hecho abominable y detestable”. Keynes parecía casi premonitorio sobre lo que habría 
de ocurrir unos años más tarde, pero que entonces, en el clima de 
euforia posbélica por parte de los vencedores nadie era capaz de 
ver, y auguraba una “venganza” de los humillados, “una guerra 
final impulsada por las fuerzas de la reacción y convulsiones desesperadas de la revolución”.

Las críticas de Keynes contra la imposición de sanciones “duras” que solo iban a contribuir a castigar a las clases populares
y al pueblo y no a las élites responsables de la guerra, adquieren
nuevas lecturas en nuestros días con el extremado rigor con el que
se impone la disciplina presupuestaria en la corriente hegemónica
europea, aún a riesgo de acabar por “matar al paciente” empujado
hacia un verdadero “rigor mortis”. A lo largo de su carrera Keynes
fue denominado “anti-sistema” por sus adversarios y críticos, pero
en realidad no hacía otra cosa que defenderlo, ayudándolo  a sacar
del atolladero y a darle vida a través de una acción pública. La Alemania de la República de Weimar, como se temía, alcanzó en 1923
unos niveles desbocados de inflación con una caída estrepitosa de
las condiciones de vida de amplias capas sociales y la evidencia de
duros contrastes entre ricos y pobres, verdadero caldo de cultivo
para el drama europeo que habría de venir a continuación.

Tras el estallido de la burbuja bursátil de la Bolsa de Nueva 
York de 1929, el Reino Unido aplicó recetas del liberalismo clásico para hacer frente a la crisis, con políticas de austeridad que 
implicaban intensos recortes. En línea diametralmente opuesta, 
Keynes abogaba por incentivar la economía y el consumo a través de la inversión pública. El liberalismo clásico esperaba a que 
los intensos recortes de gasto y las políticas de austeridad dieran 
lugar a caídas en el precio de la mano de obra, y por lo tanto 
a que los empresarios pudieran obtener un mayor excedente de 
beneficio que les permitiera teóricamente reinvertir. Keynes pensaba que ese modelo producía más y más recesión y caída de la 
actividad, en lugar del calentamiento.

De manera casi inesperada las ideas de Keynes, mal aceptadas 
entonces en el Reino Unido, tuvieron una gran influencia en la 
política de Roosevelt, a quien llegaría a conocer personalmente 
en 1934. En 1930 Keynes había publicado su “Tratado sobre 
el dinero”, donde se mostraba muy crítico contra las políticas 
de austeridad, y su opinión empezaba a ser escuchada lejos de 
su país de origen. Tendría que llegar en 1936 la publicación de 
“Teoría general del Empleo, el Interés y el Dinero”, la obra de referencia de Keynes, para que su cuerpo teórico macroeconómico 
quedara formalmente expuesto. En él abogaba por las políticas 
intervencionistas del estado sobre la economía, definiendo el concepto de “demanda agregada” como la suma del consumo más la 
inversión. Sin la intervención del estado con el aumento del gasto 
público una economía era, según su opinión, incapaz de crear empleo, abogando por las llamadas “políticas activas” para generar 
actividad. El modelo keynesiano de manera bastante sorprendente empezaría a tener una amplia difusión y más tarde aplicación 
en el mundo occidental tras la guerra mundial. Desde el punto de 
vista de la cultura macroeconómica este pensamiento logró una 
presencia casi hegemónica en Occidente a lo largo de la década de 
los 50, incluso bajo gobiernos liberal-conservadores, hasta definir 
un verdaderamente “nuevo modelo clásico”, en el que se priorizaba la inversión estatal frente a las políticas de austeridad, y el 
calentamiento a cargo de la inversión pública por encima de los 
planes de control de la inflación. 

Este modelo intervencionista en la economía, vinculado a la 
promoción de políticas sociales, se desenvolvió con un enorme 
auge en las sociedades occidentales de la posguerra. No era extraña a esa influencia la propia situación geopolítica que se vivía tras 
el final de la guerra. Con dos bloques enfrentados que representaban dos sistemas de vida radicalmente antagónicos. El conflicto 
Este-Oeste de los tiempos de la “guerra fría” se desenvolvió en 
terrenos muy amplios, desde el bélico al ideológico, pero como 
en la teoría de los contrarios que mutuamente acaban por influirse sin pretenderlo, también tuvo muy importantes consecuencias 
especialmente en una Europa cuyas economías habían quedado 
severamente tocadas por el conflicto, y a las que ahora acudía 
a “salvar” el “amigo americano”. Pero no bastaba con el dinero yanky, ni con las alianzas militares contra el bloque del Este, 
ni con la exhibición a veces obscena del “american way of life” 
entre las poblaciones de la depauperada Europa (La actriz Joan 
Collins decía en 1987: “La diferencia entre Inglaterra y Estados 
Unidos en 1953 era que en América podías comprar bombones, 
dulces y toda clase de objetos sin ningún tipo de limitación, mientras en Inglaterra hasta buena parte de los 50 seguía habiendo 
cartillas de racionamiento para muchos productos”). También 
era necesario reactivar los programas de protección social destinando muchos recursos públicos a sectores de población a los 
que antes no había llegado la acción del estado.

No puede ocultarse que en estas iniciativas había una clara intención de generar una especie de “vacuna” o “antídoto” contra 
el contagio de los modelos del llamado “socialismo real” de los 
países del Este, que en aquella época todavía tenían cierta buena 
imagen entre las clases trabajadoras. Dentro de la estrategia de 
confrontación Oriente-Occidente, comunismo-capitalismo, Este 
y Oeste, la asunción por parte de los poderes públicos de contenidos desconocidos en el periodo de entreguerras era una novedad 
fundamental para la conformación del mundo posterior a 1945. 
La construcción del llamado “estado de bienestar” en la sociedad 
europea de la posguerra liberal-democrática occidental tenía mucho que ver con ese marco. A través de la progresividad de los 
impuestos, de un mejor reparto de las cargas fiscales en función 
de la renta, de la asunción pública de áreas tan esenciales como la 
sanidad y la educación, se contribuía a paliar en parte la natural 
tendencia del capitalismo a la desigualdad social. El modelo estuvo presente en muchas sociedades occidentales de ese tiempo con 
toda clase de matices y colores, en función de gobiernos e ideologías, y en su conjunto fue asumido como un principio incluso por 
ejecutivos liberal-conservadores. 

El conflicto “intervencionismo económico” versus “desregulación liberal y reducción del impulso de lo público” fue un motivo 
permanente de conflicto en los años siguientes. Con un importante grado de diversidad en la aplicación de prestaciones con acceso 
para la totalidad de la población: todavía en la actualidad, pese 
a los intentos de las administraciones Clinton y Obama, ha sido 
imposible la implantación en Norteamérica ni siquiera de un sistema público-privado de cobertura obligatoria sanitaria, autentico fracaso para las dos administraciones demócratas.

Las ideas de Keynes aparecen de manera concreta o difusa en 
la teoría del llamado “estado de bienestar” o “sociedad de bienestar”, cuyo terminología es atribuida a William Temple, arzobispo de Cantembury, quien en 1945 contrapuso el “estado de 
guerra” de la Alemania nazi al “estado de bienestar” que debía 
construirse en Occidente. Esa concepción de la acción pública 
ayudó a desplazar a una vieja e irritante visión que procedía de 
las sociedades anteriores a las revoluciones liberales y que anclaba sus raíces en el mundo antiguo y en sus religiones: la de la 
“asistencia social” y la beneficencia dirigida hacia “los pobres”. 
Desde el precepto coránico que obliga a ofrecer limosnas a “pobres” hasta las referencias que aparecen en el cristianismo a una 
forma de “caridad” que es dádiva para ganar supuestos favores 
del cielo, pero no justicia. En la sociedad del XIX la beneficencia 
y la filantropía eran iniciativas que correspondían a particulares 
movidos por intenciones muy diversas. Las “instituciones de caridad”, de las “damas del ropero” a las “amigas de los pobres”, o 
al Auxilio Social del falangismo, quedaban dentro de un concepto de beneficencia social no de justicia redistributiva.

La sociedad de bienestar de posguerra rompía radicalmente 
ese discurso, en un contexto de economía mixta, distinto al de 
los modelos comunistas y al del viejo liberalismo, en los que los 
servicios lo eran a los ciudadanos en su conjunto, iguales para 
“pobres” que para “ricos”, financiados a través del sistema fiscal con un principio redistributivo y re-equilibrador. La educación gratuita y obligatoria al alcance de todos los ciudadanos, 
así como la atención sanitaria se constituyeron en piedra central 
de este modelo, al que se fueron agregando con posterioridad 
nuevos contenidos. La vieja referencia a la asistencia social o al 
“estado providencial” de la Francia de finales del XIX había quedado obsoleto. También el denominado “estado social” bajo una 
perspectiva autoritaria de la Alemania de Bismarck.

Lo que desde los sectores más “ultra” del viejo capitalismo 
trató de ser presentado como una “concesión al socialismo” en 
realidad iba a convertirse en la verdadera tabla de salvación del 
propio capitalismo de posguerra. Dentro de este modelo cabían 
dos respuestas. Por una parte el desarrollo de iniciativas para detener la presión de los movimientos obreros y de los modelos del 
“otro bloque”. Por la otra, la de un reformismo liberal progresista o socialdemócrata, partidario de iniciar procesos reformistas 
desde la perspectiva de lo social; posición a la que más tarde llegarían a adherirse también los comunistas, una vez abandonado 
el viejo modelo estatal centralizado. 

Este sistema etiquetado bajo la denominación de “estado de 
bienestar” implicaba además una clara tendencia hacia el pacto 
social, sin el que hubiera sido imposible su implantación. El pacto 
se tradujo en una multiplicidad de acuerdos: el primero de ellos 
el reconocimiento de las partes en las negociaciones sobre el empleo y las condiciones laborales. Frente al modelo de rechazo, o 
prohibición de los sindicatos del conservadurismo de finales del 
XIX; como el que estaba presente en Cánovas del Castillo y en los 
primeros momentos de la Restauración española, donde se debieron esperar varios años  para la legalización de las organizaciones 
obreras. En la posguerra europea posterior a 1945 aparecía una 
significativa concepción: la patronal había empezado a adquirir 
conciencia sobre  la importancia de disponer de interlocutores válidos de la clase trabajadora con quienes negociar, y esa posibilidad se la otorgaban fuerzas sindicales de clase que cedían en parte 
sus reivindicaciones para asumir espacios de responsabilidad. Ello 
implicaba además un hecho trascendente: el rechazo de un sindicalismo revolucionario que  aspirara a derribar el sistema, frente a la 
implantación de otro modelo participativo y gradualmente reformista. El proceso se constata a la perfección en la transformación 
de las Trade Unions o sindicatos británicos que evolucionaron de 
un modelo a otro, de un sindicalismo puramente reivindicativo a 
otro basado en las reformas y en la participación. 

Los resultados del estado de bienestar no se hicieron esperar: 
entre 1950 y 1973, es decir desde el Plan Marshall a la crisis de 
la energía, el tronco central de Europa creció a una media anual 
cercana al 3 %, ralentizándose tras 1973 y hasta 2000, año del 
pinchazo de la “burbuja tecnológica” al 1,5 %. Pero sobre todo 
Europa había conseguido dar contenido a un elemento tan relevante en una sociedad moderna como el de la cohesión social. 
Este se obtenía a través de la política de acuerdo, de pacto, de 
diálogo entre partes muy diferentes y con intereses notablemente 
contrapuestos, pero en confluencia. No se eliminaba ni negaba 
la tensión social, ni se anulaba la lucha de clases, pero esta se 
canalizaba hacia instancias que contemplaban las posibilidades 
de pactos o de acuerdos, implicando que los antiguos sindicatos 
revolucionarios se sentaran en instituciones de representación, y 
que generaran un amplio catálogo de servicios complementarios 
a los del estado, sin renunciar a sus banderas reivindicativas. 
Los modelos keynesianos, asumidos tanto en Europa como 
en Norteamérica tras el fin de la guerra empezaron a sufrir un 
eclipse a partir de la mitad de los años 50 cuando volvieron a 
emerger nuevas teorías liberales que desplazaban a las visiones 
macroeconómicas del fundador de esta teoría económica. Con el 
retorno de las teorías del “laissez faire” cobraba protagonismo 
una generación intelectual de preguerra con una trayectoria vital 
muy parecida: nacidos en Centroeuropa y aclimatados al mundo 
anglosajón tras la llegada del nazismo. En la filosofía Karl Popper 
(1902-1994) representaba esa línea. Popper de origen judío luego 
bautizado cristiano, había militado en su juventud en el Partido 
Comunista de Austria. Según él su cambio radical de posición 
se produjo en 1919  tras matar la policía a varios de sus camaradas en el transcurso de una manifestación, lo que mereció del 
partido un comentario: “Estas muertes servirán para que algún 
día cambie el curso de la historia”. Popper se rebelaba contra el 
historicismo, que interpreta que la historia se desarrolla de acuerdo con las leyes generales hacia un fin determinado que puede ser 
el progreso; principio que, a su juicio, sustenta el totalitarismo y 
el autoritarismo. Desde un principio liberal puro había que oponerse a los intolerantes. En “La sociedad abierta y sus enemigos” 
afirma: “Si no estamos dispuestos a defender una sociedad tolerante contra los ataques de los intolerantes, los tolerantes serán 
destruidos más tarde y la tolerancia con ellos”. 

Popper, considerado un referente intelectual para toda la generación ultraliberal de finales del XX, había formado parte desde 
1947 de la Sociedad Mont Pelerin para defender el liberalismo, 
en la que también participaban Friedrick Hayeck, Milton Friedman y Ludwin von Mises.

El austriaco-norteamericano Von Mises (1881-1973) había 
defendido la bandera del “laissez faire” desde las primeras décadas del siglo. Dice este economista: “La única política viable es la 
del “dejar hacer”, sin restricción alguna del mercado libre, con el 
ejercicio absoluto del derecho de propiedad privada, y el gobierno estrictamente limitado a la defensa de los ciudadanos y de sus 
bienes dentro de este ámbito”. El único camino posible para la 
prosperidad es el mercado libre, la división del trabajo y el capital 
privado. “La ausencia de propiedad privada de la propiedad de la 
tierra y del capital evita cualquier fijación de precios racional. La 
intervención pública además de obstaculizar y paralizar el mercado es contraproducente y conduce al socialismo”.

Von Mises y los partidarios del liberalismo extremo habían 
polemizado con los keynesianos en un curso en Cambridge en los 
años 30, donde vencieron las teorías de estos últimos. Mises defendía una “intransigencia” a favor del “laissez faire”: “La peor 
forma de intervención consiste en fijar precios o tablas salariales, 
aumentar oferta de dinero y gasto público para aumentar el consumo”. Compartía con su amigo Popper la crítica al historicismo 
y al positivismo. Como libertario era furibundo enemigo de cualquier teoría “estatista”. Atacaba el igualitarismo y el feminismo, 
al que consideraba una “faceta del socialismo”.   

Pero fue la Escuela de Chicago y la figura de Milton  Friedman (1912-2006) quien simbolizó definitivamente  ese cambio de 
rumbo en un modelo cuya influencia se haría muy presente en las 
tentativas tecnocráticas de los 60 y especialmente en las políticas 
económicas de los 80 y 90.

De origen judío con padres inmigrantes, desde 1946  Friedman 
habría de permanecer durante tres décadas al frente de un grupo 
universitario que trascendía de la pura economía y se adentraba 
en la sociología y en otras disciplinas, y cuya influencia sería 
decisiva pero mucho más tardía. Hasta llegar a ser al lado de 
Keynes, y en un plano teórico totalmente opuesto, el economista 
más influente del pasado siglo. Milton Friedman era muy crítico 
contra el “New Deal” de Roosevelt: se trataba, en su opinión, de 
un remedio equivocado frente a la Depresión, cuyas causas eran
atribuidas al fallo del sistema de libre empresa, en el que el Estado no tenía otro papel que cumplir que el del restablecimiento 
del sistema, para dejarlo en manos de la iniciativa privada. Las 
políticas debían haber priorizado la oferta de dinero, y no el 
fomento del empleo. La clave de su teoría era el monetarismo, 
opuesto a cualquier política activa de los gobiernos para actuar 
sobre la economía o el mercado de trabajo. Friedman representaba otra vuelta de tuerca del viejo liberalismo del “dejar hacer, 
dejar pasar”, que entroncaba con un nuevo discurso de filosofía 
libertaria. Defendía el mercado libre y se resistía a cualquier intervención pública en la economía, que debía ser en último caso, 
mínima. El combate contra la inflación era prioritario, mucho 
más que sobre el desempleo, que pasaba por ser un objetivo muy 
secundario; incluso la existencia de una cifra relevante de desempleados podía ser positiva para el sistema, proporcionando 
una mayor elasticidad a los empleadores. Se propugnaba un tipo 
de cambio flotante, y la eliminación de cualquier traba administrativa como el de la colegiación para el ejercicio de las profesiones, defendiéndose las privatizaciones y la desregulación de
las políticas gubernamentales. Friedman tenía además una faceta
de filósofo y sociólogo, en la que se oponía al servicio militar 
obligatorio, a la prolongación de los derechos sobre el copy y al 
reconocimiento de la autoría y de las patentes, mientras se defendía la legalización de las drogas.

El pensamiento de la Escuela de Chicago había comenzado 
a tener cierta influencia en las políticas de los tecnócratas. En 
España aparecía algún eco de ese pensamiento en las iniciativas 
emprendidas desde 1959 para la liberalización económica del 
franquismo, a cargo de un selecto grupo en el que la voz cantante 
la llevaban personajes vinculados al “Opus Dei”, aunque otros 
acabaron en otras direcciones. La liberalización de la economía 
con el “requiem” por el sueño autárquico, en el que las cifras 
aparecían condicionadas por una ideología anclada en un fascismo en declive, abrió las fronteras a la emigración, provocó 
cambios fundamentales en la epidermis del país, y favoreció un 
acercamiento a la Europa del Mercado Común, a la cola de la 
más larga fase de crecimiento continuo jamás producido en las 
naciones del continente. Sin embargo, esa vinculación por parte 
española era muy incompleta, habida cuenta que no se habían 
producido en paralelo cambios políticos, y el Régimen seguía 
siendo contemplado como un apestado, una dictadura en la que 
no se reconocían ninguna de las libertades o derechos que constituían la base paralela ideológica de lo que inicialmente no era 
más que una zona de libres intercambios comerciales en la que 
habían desaparecido las barreras arancelarias. 

La posición libertaria y pseudo-ácrata de Friedman fue difícilmente explicable a partir de la implantación de varias de sus 
recetas en el Chile surgido después del golpe de 1973 de Augusto 
Pinochet. Los procesos de privatización, y la atadura impuesta 
vía durísima represión policial y militar a sindicatos y partidos 
políticos, contribuyeron a que  la explotación de la mano de obra, 
en los años siguientes hicieran mejorar los datos de crecimiento 
del país andino. En 1975 Friedman levantaba críticas al ofrecer 
un ciclo de conferencias en el Chile de la dictadura, siendo recibido con toda clase de honores por el propio Pinochet. Tampoco 
hubo por su parte crítica alguna a esa dictadura que a través del 
golpe de estado y de la violencia, había eliminado las libertades 
del país. Se mostraba un doble lenguaje: “liberalismo extremo” 
aplicado a la economía, donde solo se permitían aquellas condiciones que favorecieran a la iniciativa privada, y “silencio” o 
“abstracción” sobre las libertades políticas y formales. 
En 1976 Milton Friedman recibía el Premio Nobel de Economía, como un reconocimiento al apogeo de sus teorías económicas. En 1980 participaba como asesor en la campaña hacia la presidencia del republicano Ronald Reagan, y cuando este se sentó 
en la Casa Blanca, el nuevo padre del “monetarismo” se convirtió 
en uno de sus “cerebros económicos”. Además las viejas teorías 
keynesianas habían sido desplazadas de las instituciones económicas internacionales como el Fondo Monetario Internacional 
o el Banco Mundial, donde las neoliberales y monetaristas de 
Friedman se encontraban en plena expansión.

Se producía con la irrupción de esa posición ultra-liberal un 
discurso que iba de Reagan y el thatcherismo al “Tea Party”: 
una defensa de la tecnocracia y una latente aspiración al confinamiento del estado y  lo público a su mínima expresión, camino de ese “fin de la Historia” interpretado como el “crepúsculo 
ideológico” del viejo humanismo. Frente a su aparente desprecio 
por las ideologías, el neoliberalismo estaba ofreciendo la misma 
mercancía de manera mucho más radical: otro producto fuertemente ideologizado. Lo que se vendía no era técnica aplicada a 
la economía o a las ciencias sociales, ni un sistema casi perfecto 
construido sobre la “mano invisible” de la competencia y la ley 
de la oferta y la demanda capaz de regir el mundo con la maquinaria de un reloj que se alimenta de sí mismo, sino ideología, 
pura ideología. 

El cambio de contenidos fue radical, desde el modelo intervencionista en la economía y social del “estado de bienestar” de 
la posguerra al desregulador que alcanzó su máxima difusión a 
finales de la década de los 80 y en la siguiente. La nueva doctrina 
ultra liberal encontraba a su figura de referencia en Friedrich Von 
Hayeck (1899-1992), mezcla de economista y filósofo como era 
habitual en esta generación, defensor acérrimo del capitalismo 
globalizado, con enorme influencia en pensadores como Popper 
y Nozick, y en dirigentes como Ronald Reagan, Margaret Thatcher, y Vaclav Klaus y muchos de los cuadros surgidos tras el 
derrumbre del antiguo muro de Berlín. Von Hayeck representaba 
la máxima expresión del liberalismo económico y de la desregulación. Bajo su teoría, la actuación del estado para lograr el bienestar social “se traduce en una tendencia hacia el totalitarismo”. 

Sin embargo, como ocurriera con Friedman, Hayeck mostraba 
una sorprendente tolerancia con las dictaduras políticas siempre 
que permitieran el libre juego de las fuerzas en un mercado sometido a la ley de la oferta y la demanda. Considerado por sus 
partidarios como una figura a la altura de Adam Smith, su coqueteo con las dictaduras había sido permanente. En 1962 envió un 
ejemplar de su libro doctrinario “The Constitution of Liberty”, 
que habría de tener una gran influencia entre la nueva generación de líderes del poscomunismo europeo, al dictador Oliveira 
Salazar de Portugal, fundador del llamado “Estado Nuovo”, sutil heredero de los antiguos fascismos. En su dedicatoria Hayeck 
afirmaba: “Puede ayudarle en su esfuerzo por diseñar una constitución que es una prueba contra los abusos de la democracia”. 

Partidario de la mínima intervención de los gobiernos sobre 
la economía, que debería desenvolverse a su libre albedrío, su 
relación con el Chile de Pinochet fue pintoresca. En 1978 había afirmado en “London Times”: “No estoy de acuerdo que la 
libertad personal sea menor con Pinochet que la que había con 
Allende”. Su justificación de la dictadura era clara. En 1978 decía a “The Times”: “En determinadas circunstancias históricas, 
un gobierno autoritario puede ser especialmente propicio para 
la conservación a largo plazo de la libertad: hay muchos casos 
de autoritarismo de los gobiernos en virtud de la cual la libertad 
personal es más segura que en muchas democracias”.

Y en 1981 volvía a las andadas: “No existe ningún gobierno 
totalitario en América Latina. El único era el de Salvador Allende”. Entre 1977 y 1981 Hayeck había estado en distintas ocasiones en Chile. “El principio básico de una sociedad libre puede ser 
suspendido temporalmente cuando la preservación a largo plazo 
del orden de la sociedad libre se ve amenazada”, decía en 1979. 
Su corpus teórico “The Constitution of Liberty” permanecía en el 
espíritu del texto legal que Pinochet promulgó en 1980. 

Esa doble concepción del ultra liberalismo, separando las libertades económicas identificadas con la desregulación y la no 
intervención del estado sobre la economía, de las políticas y de 
los derechos civiles, que podían ser sometidas a limitaciones con 
tal de que las primeras pudieran prosperar, se distanciaba de los 
modelos de liberalismo clásico, para quienes la libertad era indivisible. Hayeck en su radical exaltación anti-estado, llegaba a 
preconizar en 1978 la “libre competencia” en las monedas nacionales. Citando el proyecto de crear una moneda europea común, lo que muchos años más tarde habría de ser el euro, se 
pronunciaba en 1978 en una entrevista: “Empecé comentando en 
contra de la idea de una moneda común europea, diciendo por 
qué simplemente no admiten todas las otras monedas que puedan competir con las suyas y entonces ustedes no necesitarán una 
moneda única. La gente tendrá la oportunidad de elegir cuál es la 
mejor. Esto me ha llevado a decir: ¿por qué limitarse a las divisas 
del gobierno y no dejar que otras empresas privadas suministren 
el dinero?”.

La fuerte presencia de este pensamiento durante los años 80 
se basaba también en un nuevo uso del lenguaje económico y la 
introducción de nuevos referentes culturales que sustentaban su 
corpus ideológico. Entre esas vinculaciones ideológico-filosóficas 
merece destacarse el papel de una peculiar pensadora, llamada 
Ayn Rand o Alisa Zinovyeina Rosembaum (1905-1982), a la que 
muchos de los defensores de la nueva teoría liberal y de la desregulación mencionan como vehículo fundamental teórico y cultural. Entre ellos Alan Greenspan, futuro responsable de la Reserva 
Federal Norteamericana a lo largo de distintas presidencias de la 
República y figura clave en el proceso que va a estallar a finales 
de la primera década del siglo siguiente. 

Rand era una rusa de origen judío, cuyos padres no eran practicantes, que llegó a Norteamérica en 1926 siendo acogida por 
unos parientes de Chicago que tenían una sala de cine. Rand pasó 
por Broadway como autora y más tarde por Hollywood, donde 
conoció al director Cecil B. de Mille en el rodaje de “Rey de reyes”, y a un joven actor llamado Frank O´Connor con el que finalmente se casaría. En los años siguientes trabajó como guionista para la industria del cine y estrenó en Broadway. Y en paralelo 
publicó novela, “Los que vivimos”, editada en 1936 con amplia 
resonancia popular. En esa época Rand hacía años que había adquirido la nacionalidad norteamericana por matrimonio. 

Se mostraba a sí misma como autora de una novela casi filosófica en la que exponía un mensaje aparentemente libertario, 
incluso de una acracia total muy conservadora. Rechazaba cualquier clase de estatismo e intervención pública en la vida de los 
ciudadanos, lo que llevaba a oponerse radicalmente a toda iniciativa estatal o “colectivista”. Su defensa del individualismo más 
feroz la llevó hasta los extremos más virulentos.

En 1943 publicaba la novela “El manantial”, cuyo manuscrito 
había sido rechazado anteriormente por siete editoriales, que tendría un gran éxito de ventas y motivaría su adaptación al cine en 
1949 por la Warner, con King Vidor en la dirección y Gary Cooper y Patricia Neal en el reparto. En su argumento un prestigioso 
arquitecto defiende la individualidad de su obra frente al resto 
del mundo hasta elegir la propia destrucción de la misma cuando 
trata de ser condicionado. Ese mensaje extremadamente individualista debía resultar extraño de comprender en la España de la 
época en la que se editó la novela y se distribuyó la película. Rand 
desde 1940 trabajaba en el equipo de campaña del candidato republicano Wendel Willkie, opuesto a la política “colectivista” del 
“New Deal” de Roosevelt. Según sus teorías la base moral de 
las personas es su propio individualismo, rechazando la religión 
y la fe. A favor de lo que denomina “egotismo ético”, de “ego” 
igual a “yo”. La defensa de los derechos individuales es absoluta, 
creía,  y la autora se mostraba crítica con la filosofía clásica y la 
del mundo greco-latino.

En el Hollywood de la posguerra, Ayn Rand participó en distintas plataformas anticomunistas. Ese “egotismo” racional debía 
ser el único referente moral admitido: “El individuo debe existir por su propio bien, ni debe sacrificarse en beneficio de otros, 
nada más que para él mismo”. El “dejar hacer, dejar pasar” se 
convertía en una especie de categoría moral. Dentro de ese universo sin reglas externas el más poderoso tenía todo el derecho a 
imponerse. Rand daba la razón a los colonizadores europeos del 
XIX en la conquista y explotación de nuevas tierras, “donde los 
colonos tenían razón al arrebatárselas a los nativos e indios, que 
jamás  iban a ser capaces de sacar provecho ni rentabilidad de sus 
recursos”. Abandonada su carrera literaria, Rand muy criticada 
por el liberalismo progresista norteamericano y la izquierda liberal, se había convertido en un referente ideológico para la extrema derecha. En 1964 trabajaba en la campaña para la elección de 
Barry Goldwater en su carrera a la presidencia de Estados Unidos 
por el partido Republicano; precisamente uno de los candidatos 
de la línea más dura en la historia de esa formación. 

El poderoso presidente de la Reserva Federal Norteamericana, 
Alan Greenspan, anota en sus memorias (“La era de las turbulencias”, Ed. B, 2008) distintas referencias a Rand. De quien dice 
que estuvo presente en su toma de posesión en el despacho oval 
de la Casa Blanca, delante del presidente Ford. “Estaba intelectualmente limitado hasta que la conocí,-dice Greenspan-, todo 
mi trabajo había sido empírico y basado en los números, nunca 
orientado hacia los valores. Era un técnico del talento, pero no 
pasaba de ahí (…) Rand me convenció de observar a los seres humanos, sus valores, su manera de trabajar, lo que hacen y porque 
lo hacen y cómo piensan y por qué piensan. Eso ensanchó mis horizontes mucho más allá de los modelos de economía que había 
aprendido (…) (Ayn Rand) me introdujo en un reino inmenso del 
que me había mantenido desterrado yo solo”.

La figura de Rand que había sembrado la polémica en otras 
épocas quedó muy eclipsada en los 60, para volver a ser entronizada en los 80 y especialmente a partir de 2000, hasta convertirse 
en un referente cultural para el “Tea Party”. En sus memorias 
Greenspan reconoce esa deuda ideológico-cultural con Rand.

Durante la década de los 80 el resurgir del pensamiento económico contrario a la intervención estatal y partidario de la desregulación, dejando a las empresas y a las entidades económicas desenvolverse sin la menor fiscalización y supervisión externa, alcanzó 
carta de protagonismo. El modelo neo-liberal o ultra-liberal fue 
más allá, propugnando una reducción de la propia administración 
y de su papel, así como de las prestaciones y servicios comprendidos dentro del estado de bienestar, relegado por su característica 
de “costoso” e “intervencionista”. Esos mensajes formaron parte 
del ideario con el que Ronald Reagan (1911-2004) llegó a la Casa 
Blanca, y especialmente en el de Margaret Thatcher en el Reino
Unido. Se trataba de una auténtica revolución conservadora que 
ejerció un papel hegemónico en esta época. Partía de una crítica 
al estado contemporáneo en los países industriales, cuya presencia 
había crecido dentro de lo que se llamaron “economías mixtas 
público-privadas”. Friedman defendía que la administración tendría que renunciar a prestar muchos servicios, entre ellos el federal 
de correos, que debían ser privatizados. Reagan había apostado 
por ese neoliberalismo, pero sin embargo estaba atrapado en varias contradicciones: frente a la reducción de la presencia pública 
en servicios sociales y educación, o la contra-reforma fiscal para
reducir la presión fiscal a las grandes fortunas con el pretexto de 
que de esa forma se liberaban capitales para ser reinvertidos desde el sector privado, crecía la deuda pública y privada y el déficit 
presupuestario, mientras el desempleo aumentaba. Además la inversión en gastos militares era creciente. Reagan fue enérgico en 
la actuación contra un bloque soviético al borde del “crack” bajo 
la perspectiva de su modelo insostenible y con escasa capacidad de 
competir con el occidental. La política exterior, e incluso la económica, aparecían fuertemente ideologizadas dentro de una decidida 
actuación anticomunista. 

Reagan que había sido en su juventud un demócrata cercano 
a posiciones moderadamente progresistas, evolucionó hacia un 
giro fuertemente conservador. En 1960 al borde de poner punto y final a su carrera como actor en Hollywood, ya se había 
mostrado en una actitud muy cercana a Friedman y a la Escuela de Chicago, criticando públicamente los que consideraba una 
“intromisión” del gobierno en las libertades personales: “Si una 
persona quiere discriminar a los negros no vendiéndoles su casa 
ni alquilándosela tiene perfecto derecho a hacerlo en ejercicio de 
su libertad”. En un temprano 1961 se mostró muy crítico contra 
el proyecto de creación de Medicare impulsado por la administración Kennedy, servicio de cobertura médica parcial y limitada 
en un país donde hasta la fecha se carece de una sanidad pública, 
y los intentos de combinación privada-pública de cobertura sanitaria no han logrado ser desarrollados ni bajo la presidencia de 
Clinton ni en la de Obama. El joven Reagan calificó el intento de 
crear Medicare como “el fin de la libertad en América”. 

En 1965 el presidente Johnson creaba finalmente Medicare 
como programa de seguridad social exclusivamente para mayores de 65 años, y más adelante para personas con discapacidad y 
enfermos de riñón terminales, en el que quienes reciben las prestaciones pagan un 48 % de sus costos, financiado con una tasa 
sobre las nóminas. Iniciativa de la que se benefician cerca de 50 
millones de norteamericanos, con una cobertura que no alcanza 
a la totalidad de los gastos hospitalarios ni de tratamiento. Los 
recientes esfuerzos por ampliar el programa han fracaso estrepitosamente por la presión de las cámaras y el poderoso “lobby” de 
las aseguradoras sanitarias.

En el 64,  Reagan se presentaba públicamente como un radical del liberalismo en un famoso discurso: “Los fundadores de 
Norteamérica conocían que un gobierno no puede controlar la 
economía sin controlar a la gente, y que cuando un  gobierno se 
presta a hacerlo ha de usar la fuerza y la coacción para conseguirlo”. Además: “La opción es el máximo grado de libertad individual compatible con el orden, o el hormiguero del totalitarismo”.

En la presidencia de Estados Unidos, entre 1981 y 1989, Reagan se vio muy influido por Friedman y el grupo de Chicago. 
Impuso una política de recortes fiscales a los más ricos para estimular la economía, con el natural aumento del déficit y la deuda 
del estado, en un periodo de expansión de los gastos militares: 
un 40 % de incremento entre 1981 y 1985. La reforma tributaria 
hizo que los ingresos descendieran, lo que obligaba a recortes, 
en este caso sobre la ayuda federal a los gobiernos locales, la 
vivienda pública o los subsidios para alquileres, además de la eliminación del programa de “Lucha contra la Pobreza” que venía 
de las presidencias del Partido Demócrata; así como el llamado 
“cupón de alimentos” que permitía comprar a familias sin recursos. Como paradoja se partía de una situación en la que los 
impuestos habían crecido en 1982, mientras el salario mínimo 
permanecía congelado. Con todo, la inflación descendió, desde el 
12,5 % del último año de Carter (1980) hasta el 7,5 poco tiempo 
después, mientras el desempleo pasó del 10,8 % de 1982 al 7,5 
% de media en el resto de su mandato. 

La política económica de Reagan era profundamente monetarista, partidaria de reducir la presencia del estado en la economía, 
a pesar del aumento de los gastos militares, dentro de la “línea 
dura” contra la URSS adoptada a lo largo de su mandato, donde 
la política de distensión se difuminó a favor de la inversión armamentista. Pese a que al final de su periodo en la Casa Blanca tras 
la llegada de Gorbachov al Kremlim se firmó el famoso tratado 
NIF de eliminación de arsenales nucleares.    

Thatcher, primera ministra de 1979 a 1990,  fue en el Reino 
Unido todavía más lejos en su política de reducción del papel del 
estado y de desmantelamiento de los sistemas de protección pública, muchos de los cuales pasaron a ser prestados por entidades 
privadas o eliminados. El Reino Unido además tenía un modelo 
heredado de la posguerra con una fuerte presencia pública y con 
muchos servicios en manos de los poderes estatales. Antes de llegar a Downing Street como cabecera del Partido Conservador, la 
señora Thatcher se había mostrado muy crítica contra la presencia del estado en la economía, bajo la influencia del Instituto de 
Estudios de Economía y de personas y entidades caracterizadas 
por una oposición al estado de bienestar propia del neoliberalismo; estado que se consideraba “caro” e “improductivo”. En un 
temprano 1966 había criticado a la presión fiscal del laborismo 
que, en su opinión “conducía al Reino Unido no al socialismo, 
sino al comunismo”. Su programa básico propugnaba la reducción de impuestos como incentivo a las empresas y el desplazamiento de la presión desde el IRPF, -fiscalmente más justo-, hacia 
los impuestos indirectos. 

Bajo la sombra de Friedman y los discípulos de Von Hayeck, 
estableció límites al gasto público, y a la vez fuertes recortes en 
los gastos sociales, fundamentalmente en educación y vivienda. 
Al tiempo que imponía una poderosa política de privatizaciones 
en servicios como el gas, la energía eléctrica o el suministro de 
aguas, que también alcanzó a los ferrocarriles. En paralelo, la 
desregulación financiera había permitido eliminar el control de 
cambios a partir de 1979 y que desaparecieran restricciones en 
la Bolsa de Londres. La política de recortes a programas sociales 
y educativos fue muy contestada. Hasta la elitista universidad de 
Oxford se realizó una votación para decidir si Margaret Thatcher 
debía recibir el doctorado honoris causa, como los anteriores primeros ministros, que ganaron los críticos a la “dama de hierro” 
por sus recortes a las universidades británicas.

Dentro de ese modelo Thatcher jugó muy fuerte contra el poder de los sindicatos, cuya influencia  trató de reducir al máximo. 
Aún con ese programa en el que actuó de una manera tan enérgica, al principio de los 80 Thatcher no era todavía bien aceptada 
por la ciudadanía. El desempleo había llegado a crecer hasta los 
3,4 millones de trabajadores, en unas cifras que parecían recordar las de los años de la Depresión. Además se había producido 
un claro deterioro en los servicios públicos antes en manos del 
estado y ahora explotados por sociedades privadas que aplicaban 
una gestión restrictiva para disminuir gastos. El antaño magnífico sistema sanitario público británico dio pasos atrás sobre  su 
imagen previa. 

Un gran golpe de suerte afianzó a Thatcher por encima de su 
trayectoria en materia económica: la guerra de las Malvinas de 
1982, donde su tenacidad e inflexibilidad dio lugar a una fulminante victoria militar contra la cáscara de nuez armada por la 
dictadura militar argentina con  ataduras puramente retóricas. 
Thatcher, sin embargo, al final de su mandato en 1987 empieza a 
ver luces positivas en los datos de empleo y reducción de la inflación. De forma igualmente paradójica su salida del poder se va a 
ver muy influida por la revuelta popular y el malestar motivados 
por la imposición de un nuevo impuesto local sobre el valor de 
las viviendas de alquiler que cada residente debía pagar, lo que 
provocó una oleada de disturbios; tasa que su sucesor, Major, 
eliminó nada más llegar a Downing Street. 

La presencia de políticas ultraliberales, de reducción del papel 
de lo público y renuncia a contenidos de estado de bienestar, más 
la desregulación de la economía para dar más protagonismo al 
sector privado, arrinconó en estos años las teorías keynesianas, 
en un proceso abierto de franca revisión de los sistemas de protección social, especialmente en Estados Unidos y el Reino Unido, 
mientras una parte del contenido anterior se mantuvo todavía 
en la Europa continental, Francia y Alemania, aunque el debate 
público estaba ya iniciado y la revisión en marcha. 

Al final de la década de los 80 se producía además un hecho 
decisivo para comprender el mundo que iba a venir a continuación y la propia supervivencia del estado de bienestar, como fue 
la caída del muro de Berlín y la rápida desaparición de la URSS. 
Para Alemania la reunificación representaba su consolidación 
como primera economía europea, a pesar del elevado coste del 
fin de la RDA con una recesión de 1991 a 1993 y el trasvase y 
la inversión de capital público en el Este para la actualización de 
su obsoleta maquinaria productiva. Con la privatización, cierre, 
fusión o devolución a sus antiguos propietarios de unas 25.500 
empresas.

El efecto más importante de la caída del muro, un hecho positivo por lo que tiene de derribo de fronteras y de bloques entre 
los estados y las sociedades, ha tenido mucho que ver con lo ideológico, lo social y lo político. El capitalismo que venía utilizando 
el estado de bienestar como antídoto frente a la revolución ya no 
tenía  necesidad alguna de dar respuesta a esa obligación, cuando 
el comunismo de estado “se había hecho el hara-kiri”. El reformismo social, los programas compensadores e igualatorios a partir del mejor reparto de las cargas fiscales y la redistribución de 
recursos, aparecían perfectamente “inútiles” porque ya no había 
“enemigos” a los que salir al paso. En consecuencia se regresó 
a un modelo liberal heredado de los tiempos de la Revolución 
Industrial y adaptado a unos procesos de explotación tecnológica 
muy avanzados. Durante toda la década de los 90 la crisis del 
estado de bienestar se superpone a un profundo deterioro en la 
identidad de la propia socialdemocracia, que va a permanecer 
casi como único sostén de esa formato de estado protector; ahora en efímera competencia con una izquierda que ha perdido la 
referencia del antiguo y periclitado comunismo, y trata de buscar 
nuevos espacios al encuentro de renovadas inquietudes como la 
paz o el ecologismo.

Dentro de ese proceso abierto a partir de 1989 pero cuyas tendencias eran apreciables desde muchos años atrás aparecerá un 
rebrote de un pensamiento tecnocrático, que viene a interpretar 
que tras la caía del muro, no queda más camino que otra nueva 
ideología única: la de un ultra liberalismo sin fronteras, que se 
muestra como la auténtica anti-ideología por excelencia, ante la 
inutilidad de las precedentes que se han evacuado por el sumidero de la historia. El japonés-norteamericano Fukuyama encarna 
esa posición mejor que nadie con “El fin de la historia, el último 
hombre” (1992), un texto que en su momento provocó mucha 
polémica y discusión. El politólogo viene a decir que tras la caída 
del muro de Berlín las ideologías se han acabado, y comienza 
una nueva era basada en el triunfo de la economía sobre la política, que desplaza a todas las utopías surgidas durante la guerra 
fría. La única ideología posible es la del liberalismo más absoluto. Presenta como “inútiles” a las ideologías a las que considera 
“innecesarias”, a favor de la economía que es quien se encarga 
de reemplazarlas. Aliado a ese liberalismo absoluto aparece una 
ciencia que no ha consumado sus límites y que alimenta al sistema. Cualquier ideología es inútil y no cabe otro recambio que la 
economía del liberalismo como sustituto.

Fukuyama formó parte del influente grupo de “neocons” que 
inundaron el pensamiento de la época en Estados Unidos pero 
también en Europa, con el que finalmente el propio politólogo 
llegaría a mantener cierta diferencia. La aparición de un islamismo beligerante y de combate y de un nuevo alineamiento mundial, desaparecido el de la guerra fría, desvirtúa la intención tecnocrática de este planteamiento, muy común en este grupo. En 
España, Laureano López Rodó (1920-2000)  o Fernández de la 
Mora (1924-2002), eran premonitorios de ese pensamiento, que, 
en definitiva,  reforzaba en su momento el papel de la dictadura 
franquista. “El crepúsculo de las ideologías” (1965) del último 
de esos autores, describe un mundo ajeno a la influencia de los 
pensamientos filosóficos y de las ideologías políticas, regido por 
una minoría-casta que se apoya en los números, las magnitudes y 
en la técnica. Fernández de la Mora era un diplomático, de gran 
cultura, miembro del Consejo Privado de Don Juan de Borbón, 
pero más tarde cada vez más cercano al franquismo. Defendía un 
liberalismo económico no político desde una posición extremadamente conservadora. Lo que denominaba “estado de obras” era 
capaz de reemplazar a las libertades ciudadanas y a los derechos 
individuales y colectivos, sin necesidad de “la política” a la que 
despreciaba. De la Mora había fundado al final del franquismo 
un grupo de la derecha radical, Unión Nacional Española, que se 
integró en la naciente Alianza Popular, figurando el propio autor 
de “El crepúsculo…”, ministro de Obras Públicas entre 1970-74, 
como vicepresidente de ese partido, predecesor del PP. Sin embargo acabó dándose de baja en 1977 porque Fraga había apoyado 
la redacción de la Constitución de 1978. Fue muy comentada en 
su momento la frase: “España no necesita constitución porque es 
un estado perfectamente constituido”.    

Fukuyama con otros pensadores de su misma línea hizo llegar 
al presidente Clinton una carta en la que se posicionaba a favor 
de declarar una segunda guerra contra el Irak de Saddam Husein. 
Su pensamiento sobre “el fin de la historia” había sido objeto dos 
décadas atrás de un intenso debate crítico.

La presencia a partir de 1987 de Greenspan al frente de la 
Reserva Federal Norteamericana alcanza un valor simbólico del 
poder adquirido por el monetarismo, y el decisivo peso de las 
estrategias de desregulación y de abandono del papel del estado 
sobre la economía; a la que se deja aparentemente “a su aire”, 
con escaso control, casi sin intervención pública exterior. Hay 
además todo un discurso sobre la reducción del estado y su contracción, abandonando sectores o áreas en las que hasta entonces 
ha ejercido una presencia muy significativa. El ultra-liberalismo 
conservador desempeña un papel protagonista casi absoluto en el 
inicio de esta “era”.

Se trata además de un retorno al liberalismo de la Revolución 
Industrial que asume principios de una “acracia” conservadora, 
en la que se realiza un canto permanente al individuo frente al 
estado, a la iniciativa privada contra la planificación, a la drástica 
reducción o a la eliminación del control sobre los llamados mercados y los mecanismos financieros. El perfil de los partidarios de 
ese liberalismo individualista va a representar una nueva oleada 
diferenciada respecto al conservadurismo tradicional. Friedman 
defiende la legalización de las drogas, mientras Rand, la ideóloga 
cultural de la teoría individualista, se manifiesta contraria a las 
religiones, de la misma manera que Thatcher es activa a favor del 
aborto y en contra de la discriminación a los homosexuales. Se 
trata de un matiz interesante que distancia a ese grupo hegemónico en ese tiempo de las antiguas derechas tradicionales bajo la 
influencia de las confesiones religiosas.

La mayor contradicción del modelo ultra-liberal se evidencia 
con el estallido de la crisis de 2008. Años atrás, en 2000 las Bolsas 
habían presenciado el estallido fulminante de la burbuja tecnológica de la economía de los “punto com”. Internet y la propia imagen de Sillycom Valley como efigie o referencia estaban presentes 
en la gestación de ese modelo que acababa de estallar. En 1998, 
año de la verdadera explosión de internet, se consolidaba una 
“nueva economía” basada en la tecnología, la globalización de 
las comunicaciones y la explotación de nuevos mercados a través 
de la “red de redes”. En un tiempo verdaderamente record compañías nacidas al calor de la expansión de la red, alcanzaban cotizaciones de verdadero infarto. Yahoo esaba valorada en 35.000 
millones de dólares, Ebay en 24.000 y Amazon en 23.000. Internet era el nuevo espacio para explotar negocios en todo el planeta. Hasta de las piedras surgieron capitales para invertir en esos 
proyectos que parecían prometer alzas sin límite de valoración. 
La presencia de fondos de capital-riesgo en este mercado impulsó 
la burbuja especulativa hasta niveles estratosféricos. El pinchazo 
tuvo lugar al principio de la nueva década, con una rápida caída en unas cotizaciones que parecían insostenibles y fuera de la 
realidad. El índice Nasdaq de la bolsa electrónica neoyorquina 
certificó una caída de valores desde los más de 5.000 puntos a 
los 1.300 en octubre de 2002. Con una virulencia contundente 
desaparecieron entre 2000 y 2003 unas cinco mil compañías en 
internet tan solo en los Estados Unidos. 

La descripción de esa burbuja tecnológica y su caída sirvió 
como más arriba se señala, a poner los ojos en los bienes y garantías “tradicionales”, fundamentalmente la vivienda. Al cabo 
de los años se había presionado gracias al crédito fácil hacia una 
verdadera burbuja especulativa en torno a la construcción, que 
estallaría tras el caso de las hipotecas sub prime, arrastrando a su 
vez a muchas entidades bancarias.

Así Bush hijo, seguidor de la teoría ultra-liberal del partido 
republicano, se encontraba con que debía arrojar al sumidero sus 
planteamientos de “no intervención” pública en la economía, debiendo acudir en auxilio de los bancos con un rescate  millonario 
de 700.000 millones de dólares. Nos encontramos aquí con la 
primera de las contradicciones dentro del  modelo: la economía 
se debe regir con la menor fiscalización o control público, sin 
apenas ayudas, dejando toda la iniciativa en manos privadas, y 
al sistema auto-regulándose, en teoría por sí mismo. Pero cuando 
se produce una situación de peligro o hay una amenaza de bancarrota en cadena, el estado ha de invertir cantidades millonarias 
para socorrer a las entidades en riesgo. Es decir: serán finalmente 
los ciudadanos con sus impuestos quienes ayuden a salvar al sistema financiero en peligro. 

Se trata por lo tanto de un “laissez faire” de doble cara, dictado en función de la oportunidad, tal y como se describe más 
abajo hablando sobre la resolución de la crisis de 2007-2008 en 
los mercados internacionales.

El huracán neoliberal alzado como una verdadera “estrella” 
en las décadas de los 80 y 90 iba todavía más lejos del liberalismo 
progresista de los años de entreguerras, y enlazaba directamente con las teorías del XVIII de la ciencia clásica para quien el 
estado era contemplado como un individuo sospechoso. El escocés Adam Smith (1723-1790), un inteligente teórico de esta 
corriente, había atribuido ya en ese siglo al estado un papel de 
mero árbitro encargado de crear las condiciones para la que la 
actividad económica funcionara por sí misma, sin otras regulaciones que aquellas que facilitaran la pervivencia del sistema. La 
famosa definición sobre esa “mano invisible” que debe regir la 
economía capitalista, como una “suma de egoísmos individuales 
y responsables” repercutiendo de manera positiva en el resto de 
la sociedad y en la economía. Sin embargo, al final del XIX los 
críticos del sistema advertían que el proceso “sin control” externo alguno, dejado al libre arbitrio de la ley de la oferta y la demanda, provocaba una enorme diferenciación social, que excluía 
a millones de ciudadanos.

La aparición de un discurso revolucionario, provocó desde finales de ese siglo, y por la fuerte presión de los movimientos sociales y de los nuevos sindicatos y partidos obreros, una reacción 
incluso dentro del propio estado liberal. Frente al rechazo inicial 
del primer liberalismo a la regulación de salarios y jornadas por 
parte del estado, desde principios del XX se establecían las primeras normativas reguladoras. La aplicación de una doctrina económica liberal en la que los controles eran casi inexistentes había 
conducido en la Revolución Industrial a que las condiciones de 
trabajo de los nuevos incorporados al proceso productivo fueran 
humillantes, tanto por el bajo precio de los salarios, como por las 
dilatadas jornadas o el empleo de mujeres, de niños y de ancianos 
en forma de mano de obra barata, mientras los excedentes y el 
proceso de acumulación del capital crecían como la espuma. 
En su versión más extrema ese liberalismo que atribuía al estado como principal misión “crear las condiciones para el que el 
mercado pueda funcionar por sí mismo, así como velar por el bien 
común pero nunca llegar a realizarlo”, volvía a hacerse presente 
en el debate de finales del XX. El modelo, directamente entroncado con el pensamiento de algunos de esos clásicos del XVIII y 
XIX se oponía a la regulación de precios por parte de los poderes 
públicos, incluso a la fijación de salarios mínimos o de jornadas 
laborales, que debían ser discutidas y negociadas directamente 
por las partes, y en la que el gasto público era contemplado de 
manera extremadamente crítico. Su impacto llegaba también a 
desechar teóricamente aspectos relacionados con la acción social 
o la ayuda dirigida hacia los grupos y colectivos más desfavorecidos, que debía ser ejercida a través de la iniciativa  privada o de 
las entidades creadas desde el tejido social, nunca desde el estado. 
Se trataba de “individualizar” al máximo esa acción rechazando 
cualquier tentativa equilibradora o igualatoria del poder público, bajo un axioma parecido al de: “Aquella persona que quiere 
acallar su conciencia y sentirse tranquilo consigo mismo, que lo 
haga a través de acciones benéficas, individuales o en sociedades 
privadas, pero no a través del estado, cuyo principal objetivo es el 
de facilitar que la iniciativa privada funcione sin cortapisa alguna”. En estos años de finales del XX se hablaba además del “final 
de la política” e incluso del “fin de la Historia”, o lo que es lo 
mismo de la desaparición de un estado “corrector o benefactor”, 
mientras se imponía una vía casi técnica en el ejercicio del poder. 
Una élite de tecnócratas regiría sociedades muy tecnificadas “sin 
política”, de bajo coste, cuya principal misión era la de dejar que 
las fuerzas productivas se desenvolvieran por sí mismas sin necesidad de regulación exterior alguna.

A mayor extensión de esa economía des-regulada, según la 
teoría, había más espacio para la libre actuación de la ley de la 
oferta y la demanda, lo que conduciría a mejores precios a través 
de una mayor competencia. El planteamiento que interpretaba a 
Adam Smith tres siglos más tarde dejaba al estado en un simple 
papel de creador de unas condiciones para que las empresas privadas pudieran actuar sin cortapisas externas. Pero a finales del 
XX habían surgido condiciones nuevas: el poder de las grandes 
corporaciones se extendía por encima de fronteras y de estados, y 
en muchos casos alcanzaba mayor influencia que la de los poderes públicos. Ese dominio sin cortapisas de los mercados creaba 
una fuerte limitación para la fijación libre de los precios, que ni 
siquiera las leyes anti-trust o contra los monopolios podían eliminar. El papel de los estados se revelaba cada vez más disminuido 
frente a los conglomerados industriales y trasnacionales.    

La explosión de ese modelo había desplazado a toda una corriente reformista o revolucionaria, que pretendía “paliar” o al 
menos actuar como colchón frente a las presiones de sindicatos y 
partidos obreros presentes desde finales del XIX. De esta manera 
el apellido “social” se incorporó a las más variadas ideologías y 
espacios, incluso el de las iglesias que contrarias a la revolución 
debieron asumir una bandera de contenido “social” que corroboraba el cambio de discurso sobre el papel del estado, y se distanciaba del liberalismo clásico. En la era de las dictaduras y de 
las ideologías totalitarias de los años de entreguerras, el discurso 
intervencionista estaba presente aquí y allá, incluso en regímenes 
que se decían liberales, o en los modelos autoritarios de estado. 
Se utilizaba el término “regeneracionismo” social para evitar el de 
“revolución”. Con una afirmación de la intervención del estado 
como la del fascismo. O el empuje de un capitalismo de estado de 
las características de la Dictadura de Primo de Rivera (1922-29) 
en España, absolutamente regulador en todos los sentidos, incluso
en el de la formación de monopolios, al mismo tiempo que impulsor de una reglamentación laboral muy categórica, en un régimen 
donde las libertades de asociación política no eran respetadas.

Desde 1945 el propósito de reformas, y de impulso a los sistemas de protección social, manteniendo sin cambios el modelo 
liberal tanto en lo político como en lo económico, dio lugar a esas 
formas mixtas que generaron instrumentos de cohesión social en 
Europa. Todo ello dentro de una creciente presencia de partidos 
en sus orígenes obreros o revolucionarios, cuya composición ya 
no era la misma que la de sus momentos fundacionales, que habían optado desde hacía muchos años por el reformismo y no por 
la revolución. El ejemplo más notable era el de los laboristas británicos en la posguerra, pero el modelo estaba implantado en casi 
toda Europa, ya fuera a través de los gobiernos socialdemócratas 
y de otros de signo incluso conservador y liberal, ahora muy influidos por esos contenidos de proteccionismo social, distantes 
del viejo modelo del antiguo liberalismo.

Sin embargo, en plena agitación del neoliberalismo, la identidad del estado de bienestar se cuestionaba en primer término 
desde una perspectiva ideológica, a la que sucedía otra crítica por 
razón de su “alto precio”. A pesar de ello esa teoría en su concepción más pura tropezaba, aún en los territorios donde podía 
ser mejor recibida como Norteamérica o el Reino Unido, con un 
inconveniente: el estado moderno había venido recibiendo desde 
varias décadas atrás nuevas competencias y cometidos, y el incremento de los gastos militares, más el papel de superpotencia en 
el conjunto mundial, eran un impedimento para reducir el papel 
de lo público a su mínima expresión, como pretendían los más 
ortodoxos de la corriente. De esta manera las administraciones 
Reagan y Thatcher, en países muy distintos y con diferentes presencias en el contexto mundial, se vieron obligados a ejercer una 
dualidad: altos gastos militares por un lado, con incentivos a los 
procesos de privatización y estrategias de desregulación económica, por el otro, más recorte de prestaciones sociales y de programas de ayudas públicas a los sectores más desfavorecidos.
Sin ningún género de dudas ese modelo alcanzó su máxima 
vigencia hasta la crisis de 2007 en el mundo anglosajón, e incluso 
se difundió con aureola de prestigio en estados de gran tradición 
capitalista con una fuerte presencia de lo público, como Francia o 
Alemania. Los procesos de desregulación de esta época acentuaron el papel de las fuerzas productivas y de la iniciativa privada 
aparentemente “sin control alguno”, ante las que el estado se 
limitaba a facilitar que pudiera desenvolverse con toda facilidad 
y sin cortapisas. La quiebra del sistema a finales de la pasada década puso precisamente contra las cuerdas a la teoría de “no intervención” desde el espacio público tan reclamada desde 1980, 
obligando incluso en Estados Unidos, el paraíso de la “teoría de 
la desregulación” y a cargo de una administración republicana 
como la de Bush hijo, en cuyo sustrato las ideas monetaristas y 
las perspectivas de los nuevos clásicos como Friedman, Von Hayeck o Poper se hacían muy presentes, a cambiar súbitamente de 
modelo, para dar lugar al rescate cuantitativamente más costoso 
de la historia, en el que el dinero de los contribuyentes norteamericanos tuvo que salvar al sistema bancario de la bancarrota. Los 
principios liberales fueron arrinconados de manera súbita con 
una de las mayores intervenciones estatales en la economía desde 
el final de la guerra mundial.

Como en todas y cada una de las crisis que el mundo recuerda, 
a una burbuja especulativa, -y su listado sería infinito-, sucede 
un pinchazo, que puede ser más suave o gradual, y por lo tanto, 
socialmente más asumible. O violento e inesperado, con el consiguiente riesgo para la totalidad del sistema. Ya había ocurrido 
en 2000 con el ocaso de la burbuja tecnológica y la caída de 
precio de las acciones de internet. La derivación hacia el mercado 
hipotecario y la vivienda de las energías especulativas, se vieron 
incentivadas por la situación tras los atentados del 11-S, y el retorno a los “valores de siempre”, y a la propiedad en su sentido 
más clásico.

Durante varios años de la pasada década, buena parte de ese 
capital especulativo se canalizó hacia las llamadas “hipotecas sub 
prime” relacionadas con los valores inmobiliarios. Es decir: frente a los préstamos personales, esas hipotecas con mayor riesgo de 
impago, ofrecían a la vez un interés más elevado. Se trataba de 
una regla muy presente en la economía: a mayor riesgo de que 
aquél a quien se presta dinero no pague crecerá el interés por la 
duda que aparece implícita en la operación. Ocurre de manera 
idéntica a la subida de la prima de riesgo para la deuda soberana: 
se pagará un interés más alto a los inversores ante las dudas sobre 
impagos que pudieran aparecer.

En el caso de las hipotecas sub prime la garantía se extendía 
sobre los propios activos: una vivienda que ante la facilidad para 
obtener créditos e hipotecas dentro del mercado, venía registrando una demanda al alza. Las hipotecas sub prime además tenían 
una particularidad: se podían transferir a los fondos de inversión 
o las gestoras de planes de pensiones. Esos inversores, ya fueran 
entidades bancarias, fondos o particulares, no eran conscientes 
de los riesgos de esos activos cuya garantía última eran unas viviendas sobre precios que habían subido como la espuma.

Dentro de un sistema en el que se juega permanentemente 
con la credibilidad y la fiabilidad, el grito de “¡Fuego!” tardó en 
producirse pero se produjo finalmente. Desde principios de 2007 
aparecieron señales de humo y se encendieron luces de alarma 
por el crecimiento de la morosidad en el pago de estas hipotecas y 
el aumento de las ejecuciones. La Reserva Federal en un principio 
reaccionó, subiendo los tipos de interés, lo que contribuyó precisamente a que creciera el número de morosos, que no podían 
seguir pagando sus hipotecas.

El verdadero estallido tuvo lugar cuando se acumularon las 
noticias sobre impagos, y se descubrió que la totalidad del sistema estaba “contaminada” por idéntico “virus”; no sólo las entidades especializadas en préstamos hipotecarios de alto riesgo. Se 
propagó con rapidez que eran muy numerosos los activos invertidos por otras muchas sociedades dentro de ese mercado. Lo que 
dio lugar a que con bastante velocidad los créditos se empezaran 
a contraer, poniendo el foco de la atención pública, y las sombras 
de sospecha sobre los valores bursátiles con dinero invertido en 
las sub prime. En pocos días las bolsas registraron el golpe, por el 
temor a impagos que podrían atrapar a los principales inversores 
del país, que empezaron a poner pies en polvorosa, para “salvar 
los muebles” respecto a lo colocado en ese mercado. De la noche 
al día esos valores se fueron a la alcantarilla arrastrando en la 
caída a una buena parte de los cotizados, y a la vez al resto de las 
bolsas del mundo, dentro del proceso de simultaneidad, globalización e interdependencia de la época contemporánea.
A principios de 2007, el Fondo Monetario Internacional encendía la “luz roja” en torno a las sub prime alertando sobre 
su elevado riesgo. De la noche al día se puso sobre el tapete la 
evaluación de los capitales invertidos en esos bonos vinculados a 
hipotecas sobre viviendas: 4,2 billones de euros, de los que cerca 
de 625.000 procedían de inversiones no estadounidenses, principalmente europeas. Se describieron las primeras situaciones de 
pánico: no solo entidades dedicadas a los préstamos sino muchos fondos de inversión y de pensiones habían metido dinero 
en las sub prime para obtener beneficios más altos. El anuncio 
de la primera caída, el de la entidad especializada en los “fondos 
flexibles” (“hedge founds”), Bear Steams, que entró en quiebra, 
desató la histeria. En las semanas siguientes de ese verano la Reserva Federal evaluaba en 50.000 millones de dólares las pérdidas 
de sociedades atrapadas en las sub prime. El miedo se extendió a 
todos los mercados, tanto de América del Norte como del resto 
del mundo. Grandes entidades cuyos fondos de inversión habían 
invertido en esas hipotecas se vieron obligadas a cerrarlas por 
su falta de liquidez, como la francesa BNP Paribas, e incluso la 
alemana Deutsche Bank reconoció perdidas en sus fondos ligados 
a esas inversiones. La nube negra se extendió como la tinta del 
calamar: muchas entidades desconocían el valor de sus pérdidas 
vinculadas a préstamos para la financiación de las viviendas afectados por la crisis. 

En el 29 también la caída fulminante del precio de las acciones 
y el pánico semejante al de un devastador incendio produjeron la 
catástrofe, tras un proceso especulativo generador de una locura 
inversora en busca de rendimientos fáciles y rápidos. La sociedad 
de 2007 distaba mucho de ser la del final de los 20. Bush hubo de 
salir al paso de la crisis de pánico exigiendo calma y poniendo de 
manifiesto que el mercado tenía liquidez para rato. Pero los anuncios de quiebra se sucedieron: se vino abajo la entidad Home Banc 
y las bolsas encajaron muy esas malas noticias. Para evitar la caída de sus divisas, la UE, Canadá y Japón inyectaron dinero para 
sostenerlas. A la vez que en Estados Unidos descendía el precio del 
dinero en un 0,25 %,  pero sólo para las cantidades que se prestan 
entre los bancos, no para los particulares. Casi a diario se acumulaban las noticias sobre caídas de empresas y bancos atrapados en 
estos créditos hipotecarios o que poseían fondos “contaminados”. 
En el Reino Unido se vino abajo un popular fondo de pensiones, 
mientras en Alemania el Sachsen LB, cuya titularidad pertenecía 
a un länder o gobierno territorial, debió ser rescatado por cajas 
de ahorros en una cantidad de más de 17.000 millones de euros,
pillado por las hipotecas de alto riesgo de las sub prime.

La descripción de este correlato de un fuego que se extiende 
por aquí y por allá, nos pone cerca de una de las realidades de la 
economía mundial: la profunda interdependencia y los intereses 
del capital y de los mercados dentro de un sistema globalizado 
para el mundo del dinero, en el que los poderes públicos no siempre tienen a mano recetas para marcar  reglas (como admiten los 
liberales), actuando en función del llamado “bien común”, o al 
menos para la supervivencia y conservación del sistema. La crisis 
de las “sub prime” provocó la intervención de la Reserva Federal 
y del Banco Central Europeo con una tendencia a revisar a la baja 
los tipos, mucho más acusada en Norteamérica, frente al miedo 
europeo a despertar al fantasma de la inflación, otra de las claves 
de la crisis actual que merecerá ser analizada mucho más adelante. El Reino Unido se tuvo que meter a fondo en el problema 
ante el “crack” de Victoria Mortagages, presa de 440 millones de 
euros en estos productos, mientras el Banco de Inglaterra hubo 
de lanzar el salvavidas al Northern Rock, quinto banco hipotecario del país. Como se trataba de una entidad muy popular, la 
instantánea de las largas colas de impositores retirando su dinero 
de las sucursales recordó los peores tiempos del 29 o la crisis del 
“corralito” argentino de principios del siglo XX. 

Ese otoño la crisis aparecía como el tema prioritario en la 
prensa anglosajona o europea, no así en la española como más 
adelante se cuenta. El miedo a desatar un “pánico infinito” en 
las bolsas y en todo el sistema forzó a la intervención del estado 
al más alto nivel. Bush se guardó en el bolsillo la teoría neoliberal de “no intervención” en la economía, archivó el principio de 
auto-regulación, y en un cambio forzado de modelo, se vio obligado a lanzar un ambicioso plan de rescate. Por su importancia 
económica, el más importante y cuantioso de toda la historia de 
los Estados Unidos. Nada menos que 700.000 millones de dólares para salvar al sistema. Un plan negociado con la oposición 
demócrata, pero que naufragó estrepitosamente en la primera 
votación en el Senado. El dinero de los contribuyentes, pobres o 
ricos, inversores o no en bolsa, habría de ser utilizado para adquirir activos financieros e inmobiliarios “contaminados” en poder 
de los bancos, y mantenerlos fuera del sistema ,-la estrategia del 
“banco malo”-, hasta que la economía de los Estados Unidos 
pudiera recuperarse.

Las “malas noticias” crecieron a lo largo de la temporada. En 
el otoño de 2007 Merril Lynch admitía impagados imposibles de 
cobrar de unos casi 8.000 millones de dólares, y los beneficios 
de Citygroup caían en picado por la misma causa. Oficialmente 
Estados Unidos reconocía la recesión de su economía al principio 
del invierno, mientras se sucedían los hundimientos de la bolsa en 
todo el mundo. El FMI evaluaba en 945.000 millones las pérdidas acarreadas por la crisis. A la vez que se desaceleraba la economía las subidas de precios, especialmente en energía y alimentos, 
amenazaban con un ciclo de inflación. En el verano de 2008 la 
Reserva Federal rescataba a entidades cuyo negocio había sido 
el de las hipotecas sobre la vivienda. Llegaba la nacionalización 
más costosa de la historia norteamericana, por valor de 200.000 
millones que alcanzó a diversas entidades en apuros. La Cámara 
de Representantes se acordaba, no obstante de los ciudadanos 
con problemas, aprobando un fondo de 3.900 millones en ayudas 
para hipotecados con dificultad para pagar su deuda.

Unas semanas más tarde, en el verano de 2008, se producía 
el mayor de todos los desastres financieros de esta crisis, con la 
caída de Lehman Brothers, una entidad que alcanzaba el número 4 del “hit parade” de entre los bancos e inversión, con unos 
46.000 millones de euros en hipotecas problemáticas. Mientras 
Bank of América compraba Merril Lynch en horas muy bajas. La 
quiebra de Lehman impulsó el plan de rescate más cuantioso de 
la historia, en plena quiebra de la ortodoxia ideológica del neoliberalismo. Las bolsas subieron ante su anuncio. Entre tanto la 
Reserva Federal acudía también en socorro de la principal caja de 
ahorros norteamericana.

Al destaparse el “caso Lehman” arreciaban las críticas contra 
el escaso papel de los supervisores durante anteriores décadas de 
la era ultra-liberal. Lehman nació en el XIX como una entidad 
financiera familiar, de orígenes judíos. A lo largo del XX se había 
profesionalizado al máximo en su gestión, especialmente después 
de la guerra del 39-45. En 1984 se fusionó con American Express, unidad que luego se rompería. Años más tarde era la cuarta 
entidad financiera en Estados Unidos, tras Goldman Sachs, Morgan Stanley y Merril Lynch, con un amplio grado de negocios en 
América, Europa y Asia. La crisis de las sub prime la había atrapado de lleno a punto de ser arrojada al vacío. Las pistas sobre 
esa crisis ya habían sido detectadas, pero Lehman utilizaba a la 
perfección una estrategia habitual en el mundo de las finanzas: el 
maquillaje contable y la ingeniería del dinero. El truco eran los 
pactos de recompra y la retirada temporal de valores de sus balances, lo que permitía al final de cada trimestre ocultar su “agujero”. En estos años de “dejar hacer, dejar pasar” las entidades 
apenas eran fiscalizadas o supervisadas desde el exterior, a través 
de órganos independientes.

Las crisis de las hipotecas sobre viviendas la abocó a deshacerse de un fondo, y a hacer recortes por la vía de la supresión 
de empleos: hasta 1.200 trabajadores se vieron en la calle. La 
firma anunció una “sustancial reducción de sus recursos y capacidades” a causa de las nuevas condiciones del mercado. Su valor 
siguió en clamoroso declive día tras día a pesar por los esfuerzos 
para disimular su dramática situación. En agosto de 2008 anunciaba el despido de otros 1.500 trabajadores. Pero los problemas 
fueron aumentando, y cuando se trató de buscar un comprador 
para varias áreas de su negocio, se pudo descubrir la desastrosa 
situación de sus cuentas. No quedaba otra vía que la solicitud de 
quiebra, la mayor en un banco de estas características en América 
del Norte. Diversas áreas del antiguo gigante se trocearon para 
venderlas a postores como la británica Barclays, así como sus 
franquicias asiáticas y sus participaciones en distintos negocios. 

El “caso Lehman Brothers” suscitaba muchos motivos de escándalo entre los ciudadanos. Revelaba en primer término una 
absoluta negligencia financiera entre autoridades que teóricamente tendrían que haber tenido mejor y mayor conocimiento 
respecto a la verdadera situación de sus negocios. Y en segundo 
término exponía a la luz pública las verdaderas “tripas” de una 
práctica absolutamente deshonesta y escandalosa para los impositores y los ciudadanos que con sus tributos debían afrontar el 
rescate. Así como se convertía en una autentica bofetada a los 
trabajadores que habían perdido su empleo o estaban a punto 
de quedarse en la calle: el cobro de elevadísimos “bonus”, los 
planes de pensiones millonarios, o las altísimas retribuciones a 
modo de indemnización, que iban a cobrar los rectores y “cerebros” económicos de una sociedad que había acabado de entrar 
en quiebra. Un hecho que se repetiría por aquí y por allá a lo largo de esta crisis. Mientras trabajadores, accionistas e impositores 
perdían practicamente casi todo, aquellos que habían conducido 
a la catástrofe tenían previsto embolsarse millonarios beneficios.

En segunda votación el plan para sacar adelante el rescate al 
sistema financiero, salió adelante en el Senado con una importantísima enmienda: el aumento de la garantía a los depósitos 
bancarios de 100.000 a 250.000 dólares por parte del Seguro 
Federal de Depósitos, en caso de quiebra de una entidad. Lo que 
constituía un acto de defensa de los usuarios, consumidores y depositantes particulares, auténticos agentes pasivos e ignorados en 
la crisis, de la misma manera que los contribuyentes que  facilitan 
con sus impuestos la salvación del sistema bancario. 

La manera de abordar la crisis de 2007-08 por parte de Estados Unidos ha dado lugar a cruces de opiniones y a polémicas de 
hondo calado. Bush, y más tarde Obama, han actuado en sentido 
contrario al de los modelos neoliberales. Varias opiniones sostuvieron en ese momento que en lugar de gastar el dinero de los 
contribuyentes en salvar las cuentas de unas sociedades privadas, 
podría haber sido más coherente dejar quebrar a alguna de esas 
entidades, una vez devuelto el paquete básico de los capitales en 
su poder por el fondo de garantía de depósitos. En contra de esta 
crítica, el punto de vista de los defensores del rescate millonario: 
la quiebra de una sola entidad índice o referencia dentro del sistema equivaldría  a la caída en picado del resto. ¿Cuál es el papel 
de “lo público” y de “lo privado” ante situaciones como estas?

La crisis de las sub prime colocó el foco de la atención en las 
prácticas de un sistema opaco, dejado a su libre albedrío como 
consecuencia de las filosofías desreguladoras de los años pasados. 
Cuestionaba el papel de unos “supervisores” que parecían haber renunciado a su trabajo. Lanzaba dardos acusadores contra 
las poderosas e influyentes agencias de calificación y evaluadores 
externos, incapaces de detectar los evidentes “vicios ocultos” en 
las cuentas de muchas de esas entidades. Como ocurrió con Lehman Brothers, y la “vista gorda” como se actuó aceptando sus 
números; a pesar de los “trucos” contables que los técnicos de los 
organismos supervisores venían detectando desde tiempo atrás.

En paralelo, otro escándalo quebró la seguridad en el sistema 
financiero y reveló la dejación o el interesado abandono de los 
supervisores. Bernard L. Madoff (1938) era un hombre de origen 
judío, hijo de un ama de casa y de un fontanero aficionado al 
juego en la Bolsa. Desde muy pequeño estaba familiarizado con 
los pequeños negocios. En 1960 había fundado su propia firma, 
Madoff Investiment Securities, de la que sería presidente hasta 
descubrirse el escándalo en 2008. La pequeña empresa administraba capitales y realizaba inversiones. Poco a poco fue alcanzado 
un mayor volumen de negocio, incorporando más adelante a sus 
propios hijos. En el transcurso del tiempo, pero especialmente a 
partir de 1990 Bernard L. Madoff alcanzó notoriedad y prestigio social. Tenía acceso a importantes espacios del mundo de las 
finanzas, contaba con amigos entre los legisladores, desde 1991 
hacía donaciones a las campañas de los candidatos del Partido 
Demócrata. Se le abrieron las puertas de los círculos sociales, y 
afluyeron a su oficina grandes patrimonios para que se encargara 
de su gestión. 

Madoff construyó un gran imperio desde sus oficinas, y fue el 
primero en utilizar la informática aplicada a la bolsa de valores. 
Wall Street le abrió las puertas de par en par, y en plena explosión 
de las tecnologías aparecía como presidente no ejecutivo del Nasdaq o bolsa ligada a través de la red. Su imagen personal era la de 
un auténtico triunfador, con una agenda social de primer nivel. 
Sin embargo, hacía tiempo que se mostraban indicios de que 
las cuentas no eran tan claras como parecían. Un primer informe 
técnico desde el área jurídica de la Oficina de Supervisión ponía 
en duda que Madoff obtuviera unos resultados tan brillantes; informe que fue literalmente archivado. Unos años antes, en 1999 
otro precedente había dudado de las ganancias obtenidas por la 
entidad, pero no llegó a prosperar. Madoff parecía demasiado 
poderoso, y socialmente arrollador como para tener un “talón de 
Aquiles” tan evidente.

Desde el principio aplicaba a su trabajo un auténtico esquema Ponzi, como el que se utiliza en la venta piramidal, donde 
los últimos en invertir son los que pagan a los que primero lo 
hicieron. Carlo Ponzi fue un emigrante italiano en Estados Unidos que inventó un fraude muy rentable. Al enterarse de que los 
sellos de correos se vendían más caros en Estados Unidos que en 
Europa ideó un pretexto para justificar una enorme “pirámide”. 
Los más antiguos inversores recibían altos tipos de interés obtenidos de los nuevos que aspiraban a obtener grandes beneficios. 
Se llegaban a obtener rentabilidades de un 100 % de interés, lo 
que motivó una gran afluencia de ahorradores hasta constituir un 
negocio millonario. Para que el sistema funcionase la base debía 
ser continuamente ampliada y con el dinero de los nuevos depositantes se debía ir pagando a los antiguos. Ponzi obtuvo ganancias 
muy suculentas en 1920 que le permitieron vivir con enorme lujo, 
hasta que el negocio se vino abajo. Se trataba de una práctica 
fraudulenta de dimensiones monumentales. Por sorprendente que 
parezca, Ponzi pasó breve tiempo en la cárcel siendo deportado 
de nuevo a Italia, donde se le recibió como a un benefactor. Los 
ahorradores perdieron la totalidad de su dinero. ¿Quién no conoce alguna versión reciente en España con miles de pequeños 
inversores damnificados?

Cuando los indicios de la estafa de Madoff  empezaron a ser 
más que evidentes, el FBI tomó cartas en el asunto para descubrir el más formidable fraude en la historia reciente de Estados 
Unidos. Un engaño ante el que habían vuelto a fallar de manera 
estrepitosa los órganos reguladores, los evaluadores externos, las 
autoridades económicas federales, fácilmente “convencidas” durante años por un personaje dotado de una gran astucia. En la estafa quedaron atrapados cientos de inversores y fortunas, muchas 
de ellas ligadas a personajes o entidades judías, entre ellos la del 
director de cine Steven Spielberg, o la de Asociación de la Mujer 
Sionista, diversas Fundaciones y patrimonios privados. 

El siguiente recorrido, tras estos escándalos, fue el deterioro en 
la confianza en el sistema, y el clamor público a través de los medios en favor de una supervisión más eficaz y de una fiscalización 
más estrecha sobre el marco económico, lejos de las dejaciones de 
la era ultra liberal.

Con Obama el giro en la política económica fue evidente. De 
manera absolutamente diferente a la forma como Europa encaraba la crisis, Estados Unidos se mostró predominantemente 
intervencionista: inyectando dinero para calentar la economía, 
aumentar el consumo y generar empleo. Aunque los resultados 
de la gestión económica de Obama han sido tibios, tras cruzar 
por una auténtica tormenta financiera, sus perspectivas de recuperación parecen mejores que las europeas lastradas por una obsesión por el máximo rigor presupuestario de Ángela Merkel y su 
desprecio a las políticas de reactivación. El presidente demócrata 
se ha atrevido incluso a romper un “principio casi sacrosanto” 
del liberalismo: la negociación privada entre las partes sobre los 
emolumentos de la alta dirección. Antes que en Europa se impusieron límites y prohibiciones a directivos de firmas ayudadas 
o rescatadas con dinero público sobre sus “bonus” millonarios, 
estableciendo límites al principio de la autonomía en las condiciones de los acuerdos comerciales, Obama con el apoyo de la 
opinión pública establecía topes a las indemnizaciones millonarias y a los planes de pensiones de los altos ejecutivos que precisamente con sus prácticas habían precipitado la crisis. Fuertemente 
intervencionista en economía, como ya lo fuera el último Bush 
obligado a renunciar a su ultra-liberalismo para salvar a un sistema en entredicho.

La crisis posterior a 2007-2008 ha venido a revelar un curioso 
cambio de papeles entre Europa y América. Mientras la UE bajo 
la presión de Alemania se ha mantenido en recetas ortodoxamente liberales con miedo a calentar una economía en fase de degradación por el temor a resucitar un proceso inflacionista, Estados 
Unidos ha apostado por poner músculo económico para lograr 
una reactivación todavía tibia.

La política económica “intervencionista” de Obama ha sido 
muy criticada desde una oposición republicana presionada por 
“lobbys” y grupos de presión ultra liberales y neoconservadores, como la que encarna desde una perspectiva ideológica el Tea 
Party. Tomando el nombre de los pioneros que habían rechazado 
imponer impuestos al té británico, y reverdecido en tiempos de 
Bush, hijo, como grupo de extrema derecha “libertario” y populista, favorecido por medios como la cadena Fox News, saltó a la 
palestra para protestar con el millonario rescate a la banca norteamericana. Difuminado a veces dentro de un movimiento antiimpuestos, en realidad es un “club de enfadados” que defiende 
una reducción drástica del papel de las administraciones, menores 
tributos, descenso de la deuda pública y del déficit federal. El Tea 
Party impulsó en 2009 lo que se llamó “Contrato por América”, 
una iniciativa para desmantelar las escasas prestaciones públicas 
de la administración norteamericana, entre ellas las ayudas para 
refinanciar hipotecas y la eliminación de los programas de salud. 
La mayoría de sus miembros pertenecen al partido republicano, 
su media de edad es madura, y se manifiestan extremadamente 
conservadores en temas como la igualdad sexual o los derechos 
de los homosexuales y minorías raciales. Retoman algunas de las 
ideas que estaban presentes en los discursos ultra liberales de los 
años 80, e incluso las llevan más allá, poniendo en tela de juicio 
la continuidad de la enseñanza pública.   

Más allá de su perfil puramente económico la crisis de las sub 
prime y el rescate del sistema bancario en Estados Unidos cuestionaron la totalidad de un modelo, revelando una auténtica “historia negra” de pícaros y engañadores con traje de seda, dentro 
de un sistema de opacidad en el que se mezclaban el blanco y el 
negro, la honradez y la estafa. Como ya ocurrió en los años del 
“New Deal”, a partir de 2008 se recurría al dinero  de los ciudadanos para salvar al capitalismo, en fase de lo que se ha llamado 
de manera teórica y mal descrita “refundación”. Un propósito de 
la enmienda meramente enunciativo.

La laxitud del sistema y la falta de controles y de transparencia se ha puesto a prueba nuevamente en junio de 2011 con el 
escándalo de entidades bancarias británicas de las que ha sabido que llevaban muchos años manipulando el “libor”, un índice 
paralelo al “Euribor”, en provecho de sus propios intereses. Se 
les ha abierto un expediente a distintas “primeras marcas” por 
esa alteración  en los índices, al mismo tiempo que desde el parlamento británico se pedía una comisión de investigación. Casi 
un mes después del estallido del caso, la UE anunciaba la tipificación como delito de la manipulación de índices económicos 
que se usan en el mercado. Lo revelador es que ese fraude del 
que dependen buena parte de las referencias que se utilizan en 
las transacciones económicas no haya sido incluido mucho antes 
en la categoría de delito. Paradoja que pueda acabar en la cárcel 
un timador callejero que ofrece recortes de periódicos en lugar 
de dinero, mientras siguen sentados en sus despachos de diseño 
aquellos que urden tramas lesivas para miles de incautas personas 
gracias al ilícito enriquecimiento  de la llamada “ingeniería contable” y a la opacidad de un sistema “sin reglas”. 

El curso de la crisis de 2007-2008 destruía de paso otro de 
los mitos mejor perfilados en las sociedades de Norteamérica y 
Europa: el carácter casi indemne de sus economías, y la creación 
de un baluarte semi-perfecto a prueba de seísmos económicos y 
sociales. Las crisis contemporáneas, desde la de los países asiáticos de los primeros años del siglo, a la de Argentina, o la caída 
de Rusia al borde del abismo, e incluso la de los estados bálticos, 
se desarrollaban en una periferia absolutamente distante de los 
clásicos centros del mundo. Se estaba, sin embargo, a punto de 
descubrir otra verdad: Europa y Estados Unidos habían dejado 
de ser los “guardianes del planeta”, y la emergencia de nuevos 
países desplazaba los centros de gravedad. 

Una lección se puede extraer: nadie es inmune a las crisis. De 
la misma manera que en todo proceso especulativo a mayor velocidad de generación de beneficios desaforados mayor será el 
dramatismo del “más dura será la caída”. Se trata de un proceso 
bien conocido desde el principio de la Edad Moderna, con episodios como el de la fiebre del oro y la plata de las colonias después 
de la Conquista, la del caucho, la quimera del oro y de la plata de 
finales del XIX, el “boom” de la industria automovilística, o la 
locura de la industria tecnológica a través de internet. 

Cuanto más veloz sea el enriquecimiento adquirirá características más vertiginosas, y establecerá más diferencias y barreras.
Como se decía en el Siglo de Oro: “Hay ricos porque hay pobres”.






CAPÍTULO 3
El Azote Europeo

“Señor, a este buen hombre le presté días ha diez escudos en 
oro, por hacerle placer  y buena obra, con condición de que me 
los devolviese cuando se los pidiese. Pasáronse se muchos días sin 
pedírselos, por  no poderle en mayor necesidad de volvérmelos 
que la que él tenía cuando yo se los presté; pero por parecerme 
que se descuidaba en la paga, se los he pedido una y otra vez muchas veces, y no solamente no me los vuelve, pero me los niega y 
dice que nunca tales diez escudos le presté, y que si se los presté, 
que ya me los ha vuelto” (“El Quijote”, Miguel de Cervantes)

La oleada de desregulaciones había campado por sus respetos 
en casi todo el mundo, dentro de una cultura económica caracterizada por su bajo nivel de fiscalización y supervisión externa, 
del estado o de la representación del poder público. El principio 
de la auto-regulación de los propios sectores, versión libre de la 
antigua “mano invisible” rectora del capitalismo de Adam Smith, 
y el “cuantos menos controles, mejor” facilitó los procesos especulativos. De lo que se dedujo en paralelo un telón de opacidad 
sobre muchas acciones y operaciones. La responsabilidad corporativa de algunas entidades se vio salpicada por el descarado 
concepto “es dinero, y no hay que preguntar”, aforismo ante el 
que no hicieron ascos ni siquiera “primeras marcas” obligadas a 
comparecer bajo un techo de cristal. Uno de los últimos escándalos ha afectado a mediados de 2012 a HSBC, entidad británica de primer nivel, sometida a una investigación parlamentaria 
en Estados Unidos, al revelarse que manejó millones de dólares 
procedentes de actividades cuando menos sospechosas, presuntamente relacionadas con los fondos del narcotráfico, en su filial 
mexicana, que manipuló los registros de entradas de esas divisas 
en territorio norteamericano, y que administró capitales de Arabia Saudí relacionados con presuntas actividades terroristas, y de 
comercio con Irán. El escándalo ha puesto otra vez sobre el tapete el importante papel de los paraísos fiscales y su colaboración 
como vehículo e intermediario de dinero negro o sucio hacia esos 
nidos-bunker del capital, por compañías perfectamente legales y 
bien insertadas en el mercado. Según la investigación, la sucursal mexicana HSBC canalizó presuntamente miles de millones de 
dólares y abrió 50.000 cuentas en las Islas Caimán, uno de los 
paraísos fiscales más conocidos, donde ni siquiera existe sucursal 
alguna de la entidad, ni trabajador contratado en su nombre. Las 
arterias del “dinero negro” vinculado a la evasión o a la delincuencia, al “guante blanco” o al crimen, en cualquiera de sus versiones, se mantienen vivas gracias a la conjunción de dos factores: 
existencia de refugios opacos sobre los que  no existe trasparencia, y entidades con fachada legal e imagen comercial potente, 
que prestan ese servicio, aunque tengan que taparse la nariz. Tras 
este nuevo escándalo se ha pedido al organismo regulador, en Estados Unidos, una investigación que podría conducir a  retirada 
de licencias a  entidades descubiertas en prácticas vergonzosas. A 
medida que cada uno de los escándalos dejaba otra cuenta más 
de un largo rosario, las miradas se dirigían hacia los reguladores: 
¿dónde estaban?, ¿hacía qué lado miraban?, ¿eran tan débiles o 
condescendientes con los grandes poderes económicos para casi 
renunciar al cometido para el que habían sido creados? 

Al menos, una de las consecuencias de la crisis de finales de 
la pasada década en los Estados Unidos fue la de la redefinición 
en el papel de los reguladores, a los que durante la era de máximo apogeo ultra liberal se les veía muy mal considerándolos una 
especie de “estorbo inútil”. La primera de las crisis europeas de 
esta fase, también tuvo mucho que ver con la ausencia de controles sobre las entidades bancarias, en lo que constituye la quiebra 
más espectacular de un sistema económico. Menos mal que este 
se produjo en un estado insular como Islandia, de solo 330.000 
habitantes. De haberlo sido en otra nación con más población y 
peso económico, las consecuencias podrían haber sido semejantes 
a la apertura de una sima sobre la epidermis de la tierra.

En 2001 en el apogeo de la oleada liberalizadora, los bancos 
islandeses habían sido desregulados. En una economía que parte 
de un exiguo mercado esos bancos se lanzaron a las finanzas internacionales comprando multitud de empresas, apuntando cada 
vez más hacia adquisiciones de muy alto nivel. El proceso de internacionalización de su sistema bancario fue saludado como un 
hecho positivo. En paralelo,  nuevos inversores internacionales 
depositaron sus capitales en coronas islandesas habida cuenta del 
alto interés que ofrecían los tipos de interés de ese pequeño país, 
lo que contribuyó a crear una verdadera burbuja especulativa.

Pero cuando empezaron a surgir problemas de refinanciación 
de los bancos islandeses en el interbancario, es decir el dinero 
que las entidades se prestan entre sí, se encendieron las señales 
de alarma. Y antes de que prendiera la primera llamarada, los 
prestamistas corrieron a retirar su dinero produciéndose una situación previa a la de un pánico financiero. En 2008 las tres principales entidades bancarias del país se encontraban al borde del 
colapso, al no ser capaces de refinanciar su deuda. Ese mismo 
verano, el gobierno islandés nacionalizaba el primero de sus bancos, Glitnir, ocupándose de su control la autoridad de supervisión 
financiera; lo que en nuestro país correspondería teoricamente al 
Banco de España. Las otras dos grandes entidades del país corrieron la misma suerte en los días posteriores tras declararse en 
suspensión de pagos. Atrapados en ese colapso del sistema bancario, miles de ahorradores del Reino Unido, Alemania, Suecia, 
Noruega, Finlandia y otros países, que habían corrido en los años 
anteriores a depositar su dinero en las bien remuneradas cuentas 
de alto interés islandesas, temieron por sus capitales. 

Como se reproduce en los procesos de rescate bancario: fueron 
finalmente los ciudadanos quienes con sus impuestos hubieron de 
salvar a los bancos que habían generado la burbuja especulativa, 
bajo el argumento de que una quiebra acabaría por hundir al 
propio país. De la noche al día Islandia se encontraba con un incendio difícil de apagar, y una deuda exterior de 50.000 millones 
de euros, el 80 % de los cuales procedía directamente de su sistema bancario. El Producto Interior Bruto islandés era de 8.500 
millones de euros en 2007: la comparación entre las magnitudes 
muestra las dimensiones de la catástrofe. 

El primer ministro, Geir Haarde, aseguró que el estado “no 
iría a la quiebra”. El maremoto económico había traído secuelas 
imprevisibles: devaluación de su moneda, la corona islandesa, la 
suspensión de los cambios con otras divisas, y una fortísima caída 
en la bolsa. El resultado de la crisis le costó a Islandia nada menos 
que el 75 % de su PIB en este año. Pero la pesadilla no había hecho más que empezar: medio millón de depositantes extranjeros 
en cuentas islandesas exigían la devolución del dinero, mientras 
los bancos alemanes pillados en el hundimiento reclamaban ayudas a su gobierno para compensar las pérdidas.

El conflicto más grave se producía con el Reino Unido, tras 
lanzarse toda clase de dudas sobre la recuperación de los depósitos de miles de ciudadanos británicos con cuentas en bancos 
islandeses. 300.000 ahorradores habían quedado atrapados en 
esas cuentas de alto interés. El gobierno islandés decidió intervenir directamente en la economía. La compra de las tres entidades 
bancarias se saldó con la prohibición de mover capitales sin licencia, y el establecimiento de un precio referencial en la cotización 
de su divisa en función del valor en subasta de las otras monedas. 
Las restricciones sobre los movimientos de capital fueron muy 
exigentes.

Ante las dudas sobre la falta de garantías en torno a los depósitos británicos el primer ministro Gordon Brown no obtuvo 
respuestas positivas de la administración islandesa, amenazando 
con congelar los activos de ese país en el Reino Unido. Mientras 
Noruega pasaba a controlar directamente los activos y pasivos 
de las sucursales locales de los bancos islandeses en su territorio. 

Los islandeses se encontraban con que estaban entrampados 
“hasta las cejas” para salvar a sus bancos, y que debían pagar por 
los desmanes de sus entidades, garantizando con un porcentaje 
mayúsculo de su PIB la devolución de ese dinero que había llegado en los años de la burbuja especulativa. En una sociedad nórdica, pequeña en población, pero con un alto nivel de conciencia 
cívica, se produjo una intensa reacción popular, dando lugar a lo 
que habría de llamarse “revolución islandesa”. Los ciudadanos 
no se contentaron con las protestas populares y las manifestaciones, crearon plataformas muy críticas no solo frente a los bancos 
que con su bochornosa actuación habían conducido al desastre 
sino contra la actuación del propio gobierno. A medida que se revelaban los trapos sucios de las entidades surgían nuevos problemas. En 2006 una de las más importantes empresas exportadoras 
noruegas que tenía a uno de los bancos islandeses como agente, 
pasó a demandarlo por desfalco al acusarlo de quedarse con el 
dinero de los préstamos cancelados antes de tiempo, dinero que a 
través de otro de los vericuetos de ingeniería financiera, el banco 
acababa por prestarse a sí mismo.

El gobierno islandés se vio obligado a navegar por aguas turbias buscando la tabla de salvación en los lugares más insospechados. Ni Alemania, ni el Reino Unido, ni los países nórdicos 
parecían dispuestos a dar otro cheque en blanco, presionando 
como estaban para que sus ciudadanos y empresas recuperaran 
el dinero enterrado en sus cuentas. Y el SOS alcanzó a Rusia, a 
quien se pidió un préstamo. El atolladero en el que estaba metido le devoraba como la boca de un volcán que se abría cada vez 
más, hasta emplear el 30 % del PIB de 2007 en la salvación de su 
sistema bancario.

La presión popular ejerció un importantísimo papel en esta crisis. Se intensificaron las acciones ciudadanas, las manifestaciones 
y concentraciones públicas, los comités de barrio… Se presiono 
de manera muy crítica con los partidos políticos, y especialmente 
con el gobierno de Haarde, que finalmente tuvo que dimitir por 
las presiones populares. En un gesto de democracia directa que 
honra a este país se sometieron a referéndum las medidas extremas que la población debía afrontar, empezando por el espinoso 
caso de la devolución de las deudas con otros países de su sistema 
bancario. A los islandeses se les planteaba un difícil dilema: pagar 
a cambio de una contracción espectacular y un recorte sangrante 
de su estado de bienestar para toda una generación o arriesgarse 
a las sanciones internacionales. El “no” triunfó en este primer 
referéndum. El 90 % de los ciudadanos no estaban dispuestos 
a asumir esa deuda, que ellos no habían contraído directamente 
sino su sistema bancario. 

La dimisión de Geir Haarde como primer ministro en 2009, 
oficialmente para recibir tratamiento en Holanda de un tumor 
maligno, se produjo casi al mismo tiempo que el FMI empezaba 
a intervenir en la economía islandesa. Se firmaron acuerdos sobre consolidación fiscal, y controles sobre el capital y el trabajo. 
La parte más importante de la “revolución islandesa” estaba por 
venir: el movimiento crítico de la ciudadanía se convirtió en un 
auténtico vendaval contra las instituciones, en lo que se puede 
considerar una especie de refundación constitucional del propio 
estado. La crisis permitió que salieran a la luz todo un rosario de 
trapos sucios, como los préstamos y donaciones de los bancos 
concedidos a los partidos políticos. Un segundo referéndum obtenía finalmente la aprobación del electorado, mientras se constituía una plataforma de veinticinco “ciudadanos de a pié”, por 
encima de los partidos políticos, dispuesta a impulsar una asamblea constituyente y nuevas reglas de juego constitucionales. 

Años más tarde el resultado de este rescate ha sido moderadamente positivo. Y la crisis sirvió para que se removieran los 
cimientos del propio país y de sus instituciones. En un giro histórico, en época reciente: Islandia ha pedido su ingreso en la 
Unión Europea. Dentro de un proceso atípico por sus propias 
características, la “revolución islandesa” ha impulsado el proceso 
ciudadano que ha conducido al propio primer ministro Haard 
al banquillo, en un encausamiento único y sorprendente por sus 
características.

La crisis islandesa parecía el colofón de otras producidas en 
la pasada década en Europa, como la de las Repúblicas Bálticas. 
Especialmente Letonia en el año 2008, con una caída del 10,5 % 
de su PIB en un trimestre, que siguió descendiendo hasta el 19,6. 
Letonia  había vivido un crecimiento sorprendente desde el final 
de la URSS y la entrada en la UE al lado de las otras dos repúblicas ex-soviéticas del Báltico. Sin embargo se había producido 
una caída de su actividad productiva, y una desaceleración con 
un aumento espectacular del desempleo, hasta el 17, 2 %; el segundo porcentaje en la UE después de España. La contracción de 
su PIB en 2008 que alcanzó el 18 % fue considerada la mayor del 
mundo en ese año. Además su sistema bancario se tambaleaba, y 
hubo de entrar al rescate y la consiguiente nacionalización de su 
segunda entidad por el volumen de sus depósitos. En el invierno 
de 2009 la reacción popular se tradujo en manifestaciones y concentraciones y una gran presión sobre el gobierno por el pésimo 
manejo de la crisis. También en este caso el FMI y la UE debieron 
intervenir con un préstamo de 7.500 millones de euros. Naturalmente, contraer préstamos y someterse al control del FMI y de la 
UE implica siempre sacrificios en las políticas sociales. El proceso 
se repite de manera incesante: burbujas especulativas que favorecen a una minoría, crisis financiera y caída de recursos fiscales 
por la aguda contracción de la actividad económica, concesión de 
préstamos internacionales por el FMI, el BCE o la UE, e imposición de duros sacrificios a toda la población, que teóricamente no 
ha tenido responsabilidad alguna en las causas de la crisis. Puede 
parecer excesivamente maniqueo: de las ganancias se benefician 
directamente unos pocos, y cuando hay pérdidas estas son asumidas por la totalidad de la ciudadanía. 

Estas crisis todavía “periféricas” en las proximidades o en el 
interior de la UE tendrían un alcance muy limitado, frente a la de 
la deuda soberana generada a partir de 2009 y 2001 en la Unión 
Europea, cuyo desenlace es aún difícil vislumbrarlo. Una crisis 
que se ha convertido en un auténtico martillo neumático contra 
una concepción de Europa que estaba presente desde los orígenes 
del “sueño europeo” de la posguerra. Y cuyas últimas consecuencias pueden no haberse producido todavía, con un porvenir que 
está a punto de dinamitar las bases sobre lo que antaño se llamó 
“construcción europea”.

A lo largo de la historia los intentos de unificar Europa fueron constantes, pero con una salvedad: se trataba de conseguir 
esa unidad a través de un nacionalismo expansivo, que produjo 
conflictos constantes  entre los intereses nacionales. La guerra 
franco-prusiana (1870-71) fue a finales del XIX un verdadero antecedente de las dos conflagraciones que vendrían a continuación 
en el XX. En el siglo de los nacionalismos, Francia y Prusia disputaban la hegemonía continental, entre sí y con otros estados. 
El juego de alianzas históricas entre reinos y países dentro de la 
historia europea había permitido toda clase de combinaciones. 
Pero a la vuelta del siglo XX, una vez culminada la expansión 
colonial de las grandes potencias, Europa empezaba a descubrir 
una amarga verdad. Había dejado de ser la encarnación del mito 
de Occidente. Un concepto, además, en permanente evolución, 
generado por adicciones, sobre la base greco-latina con el cristianismo como argamasa, pero a la que se habían incorporado en 
los siglos posteriores otras corrientes culturales de origen judío, 
musulmán, renacentista, ilustrado, las ideologías de las revoluciones liberales, el  socialismo… Ese conglomerado cultural ahora era además recreado fuera de su marco geográfico. 

Pese al discurso de guerra fría de conflicto Oriente-Occidente 
ambos conceptos no tenían por qué ser antagónicos sino hasta 
complementarios. De la misma manera que buena parte de los 
textos de la Grecia clásica habían sido recuperados en la Europa 
cristiana de la última Edad Media a través del legado islámico. 
Aspecto que viene a mostrar cómo no existen civilizaciones, razas, ni culturas “puras”, sino afortunadamente yuxtaposiciones, 
mezclas y vínculos, con el mestizaje como base común.

En 1918, Europa había despertado de la más terrible de las 
pesadillas: una guerra de cuatro años entre potencias europeas 
con participación de países alejados del continente que se convirtió en la más terrible carnicería humana jamás conocida hasta 
entonces. La violenta colisión entre estados europeos durante la 
Gran Guerra enfrentaba a monarquías entre cuyas familias reales 
había directos vínculos de sangre, para acentuar todavía más el 
macabro absurdo de un sinsentido. La devastación del continente 
había puesto patas arriba sus economías con grandes destrucciones materiales y la sangría de toda una generación lanzada a 
degüello por el nacionalismo expansivo. La idea paneuropea se 
asomaba por vez primera en la Conferencia de Locarno de 1921; 
pero se trataba de una simple enunciación de un buen deseo, todavía carente de contenido. Las potencias triunfantes en la guerra 
habían impuesto severas y humillantes sanciones a las naciones 
centrales vencidas, singularmente Alemania, alimentado el fuego 
de la venganza. 

La historia volvía a repetirse entre 1939 y 1945. Bajo el paisaje de una Europa en ruinas, en la posguerra se construían las 
primeras iniciativas para un nuevo modelo que impidiera la repetición de los precedentes saldados con tres guerras devastadoras 
(franco-prusiana, 1914-18 y Segunda Guerra Mundial). En 1946 
se había iniciado la “guerra fría” y el conflicto Este-Oeste volvía 
a convertirla en territorio de disputa. 

Dentro de ese marco, aparecía una generación de personajes 
de posguerra dispuestos a dar pasos hacia la creación de estructuras comunes; generación que representaba a varias corrientes 
ideológicas: conservadora-liberal, democristiana, y socialdemócrata. Hubo que esperar a la tardía década de los 70 para que 
a ese núcleo se incorporara otra corriente, surgida desde un neo 
comunismo que inicialmente, bajo el fragor de la guerra fría, antaño se había opuesto a la construcción de Europa. En su fase 
inicial el proyecto se ideó en torno a la generación de un mercado 
para el libre intercambio de productos y de servicios, dentro de 
un marco de liberalismo económico templado, con gran presencia del estado en el proceso de reconstrucción del continente. La 
Comunidad del Carbón y del Acero, mostraba la prioridad de los 
productos industriales en ese gran proyecto que estaba echando 
a andar. A la vez que se unificaban aranceles frente a terceros 
países, y se tendía a una cierta armonización general, con libre 
circulación de mano de obra y de capitales. 

Una divergente interpretación de la idea europea se  evidenció 
desde sus mismos orígenes, con dos polos: el liberal, como un espacio económico común, y el social, extendido a la búsqueda de 
unas condiciones comunes, y al reconocimiento de unas libertades y unos derechos que no debían desvincularse de los aspectos 
mercantiles. Mercado y ciudadanía. Dos polos siempre presentes 
como dos caras de una misma moneda. 

En 1957, el Tratado de Roma creaba las bases para lo que 
se denominó Mercado Común, formado por seis países: Francia, 
Italia, Alemania, Bélgica, Holanda y Luxemburgo. Aún así, lo 
que nació como un espacio puramente económico para facilitar 
los intercambios, donde inicialmente tampoco se suspendieron 
las aduanas ni las fronteras interiores, también aspiraba a tener 
una clara vocación como espacio de derechos y libertades. En la 
España franquista de los 60, los tecnócratas conservadores tantearon la posibilidad de una incorporación al Mercado Común, a 
sabiendas de que la integración era imposible por las características del régimen de Franco: a lo más que se llegó fue a la firma 
de un acuerdo preferencial en 1970.  A lo largo de estos años, los 
países del Mercado Común registraron crecimientos sostenidos 
en lo que se pensó que iba a ser una fase sin fecha de caducidad, 
hasta la crisis de la energía de 1973. En esa época precisamente se 
producía la primera ampliación, con la incorporación del Reino 
Unido, Irlanda y Dinamarca. Grecia lo haría en 1981, y España 
y Portugal en 1986.

A lo largo del proceso se desarrollaron instituciones, con 
un órgano independiente, la Comisión Europea, una asamblea 
legislativa y un tribunal de justicia. En 1974 se había decidido 
crear un parlamento europeo. A pesar de ese impulso europeísta en busca de la ansiada ciudadanía común, la vieja identidad 
de “mercado” y de “zona con libre circulación de intercambios 
de productos y de personas” siguió ejerciendo un peso decisivo 
como concepto.

En 1992, en Maastrich, el nuevo tratado transformaba el antiguo Mercado Común en la Unión Europea. Sólo Dinamarca 
tuvo problemas para la ratificación del pacto. El tratado implicaba una cesión de soberanía por parte de los estados, bajo un 
modelo con una fuerte influencia liberal. La ampliación en 1995 
a Austria, Suecia y Finlandia, mientras Noruega rechazaba la incorporación, ampliaba las fronteras de la Unión. Bajo la luz de 
distintas posiciones: “federal”,  “Europa de los estados”, “de las 
regiones”, “a distintas velocidades”, etc. Su proyecto más importante fue la creación de una moneda común, a la que se incorporaron un grupo de países. Desde una década atrás se había creado 
un valor de cambio meramente nominal , el llamado “ecu”, para 
facilitar las transacciones, sin que llegara a convertirse en una divisa. La Unión proyectaba un mercado regional muy amplio con 
una moneda única, definiendo unas condiciones mínimas para la 
participación en ese proyecto. Una mayoría de países renunciaron a su divisa nacional y al control sobre la misma a través de 
sus Bancos Centrales, cediendo la soberanía a Europa.

En 1998 el grupo de países de la UE que participaban en el 
proyecto de moneda común, excluidos Reino Unido, Dinamarca 
y Suecia, reunían las condiciones fijadas para la implantación de 
la nueva moneda, excepto Grecia. Aún así había un claro interés 
político en que Atenas se incorporara al selecto club. Los intereses de la gran banca alemana y francesa por esa participación 
facilitaron que se dieran por buenas las cuentas que cada uno de 
los gobiernos griegos iban a facilitar, en una clara connivencia 
de intereses con sectores de las instituciones europeas. Lo que se 
convertiría a la larga en un “caramelo envenenado”, una piedra 
en el zapato de la UE, que azuzaría el fuego de la peor de las crisis 
desde sus inicios dentro de la Europa unida.  

Primeros indicios de esa comedia contable y de ese engaño 
sistemático ¿aceptado? por las instituciones comunitarias habían 
aparecido con la incorporación griega al proyecto del euro. Lo 
sorprendente es que nadie en Bruselas ni en ninguno de los veintisiete países de la UE (con la última gran ampliación), especialmente los dieciséis de la zona euro, dijera algo sobre ese déficit oculto 
que no aparecía en sus cifras oficiales descaradamente “maquilladas”. En el truco habían tenido mucho que ver los gobiernos 
griegos que se alternaron en el poder, pertenecientes a una auténtica “aristocracia” política: los Karamanlis (conservador-liberal) 
y los Papandreu (socialdemócrata), y los grandes colosos de las 
finanzas mundiales. Goldman Sachs firmó en 2002 un acuerdo 
para canjear su deuda soberana, es decir la deuda pública griega, 
en monedas ajenas al euro, como el yen o el dólar. Esa deuda no 
era obligatoria que fuera comunicada a Bruselas. La deuda en 
divisas extracomunitarias volvía a ser cambiada por la original, 
en un extraño  recorrido que permitía una financiación a un bajo 
interés. Sin embargo, la crisis de 2007 tensaba la situación y los 
acreedores empezaron a tener dudas sobre si el estado griego podía hacer frente a esos pagos cuando fueran a vencer sus bonos. 

Según el Tratado de Maastrich el máximo de deuda pública de
un país miembro es el del 60 % de su PIB, y el déficit fiscal, es
decir la diferencia entre lo que el estado ingresa por impuestos y
tasas, y lo que gasta, no debe superar el 3 %. Oficialmente Grecia
ofrecía unas cifras en las que su déficit se mantenía en ese dato,
gracias al subterfugio empleado para su ocultación. Pero la crisis
produjo una primera caída de recaudación fiscal al mismo tiempo
que acentuó la desconfianza de los llamados “mercados”, y de la
noche al día la monumental “comedia griega” estallaba en toda su
virulencia. La responsabilidad de Goldman Sachs en este monumental engaño era evidente. Por sorprendente que parezca en esos
momentos el vicepresidente para Europa de la firma norteamericana era Mario Draghi, en la actualidad presidente del Banco Central
Europeo. Aunque compareció delante del Comité de Economía del
Parlamento para explicar esas actividades, sus aclaraciones fueron
en general dadas por buenas sin demasiado esfuerzo.

De manera súbita el déficit griego saltaba del 3 al 12, 7 % en el 
año 2010, sonando sirenas de alarma por el miedo a los impagos. 
Esa deuda de más de 400.000 millones de euros, representaba el 
115 % del Producto Interior Bruto de ese mismo año. La crisis 
provocaba además una caída de la recaudación fiscal, en un estado con una alta tasa de evasión de capitales: un secreto a voces. El 
miedo a un impago corrió por la totalidad del sistema financiero, 
a pesar de la escasa participación de Grecia en el mismo por las 
reducidas dimensiones de su economía.  

La “comedia griega” debía ser encuadrada en los procesos de 
desregulación de la era del neo-liberalismo y de los procesos de 
globalización. Cuando la economía se hizo menos transparente y 
la opacidad acabó por manchar a la totalidad del sistema, emergieron de un lado a otro del planeta fondos y capitales buscando 
el más alto interés, cualquiera que fuera el lugar. En esa época 
de transacciones sin frontera ni limitación alguna buscando altas retribuciones aparecieron “tiburones” y “especuladores” dispuestos a jugar fuerte y con audacia. El poder de esos inversores 
desconocidos se  erigía en la verdadera protagonista del mercado. 
En 2008 el presidente de la Comisión, Durao Barroso recibía una 
carta de antiguos dirigentes socialdemócratas que tuvieron un 
importante papel en la construcción de la UE, como Helmut Schmidt, Lionel Jospin o Jacques Delors, advirtiendo del riesgo de 
dependencia de los capitales especulativos y volátiles dispuestos 
a lanzarse en picado en busca de las mayores ganancias, beneficiados por la eliminación de regulaciones; fondos especulativos 
bajo sistemas de gran opacidad: “Los mercados no nos pueden 
gobernar”, afirmaban los autores de la carta. 

Claro que gobiernan, hay que decir, por encima de los estados, 
de los poderes públicos y de las instituciones supranacionales. 
Esos “mercados” ejercen todo el peso en las decisiones, hacen 
y deshacen, controlan y especulan. Como las administraciones 
necesitan financiar su déficit, se presiona al alza para pagar un interés más alto ante un riesgo de impagos. Es una de las máximas 
del sistema: si se quiere obtener alta rentabilidad hay que exponerse más. Los usuarios de fondos de inversión y los adheridos a 
planes de pensiones se encuentran habitualmente ante este dilema 
al contratar productos financieros: más conservadores, como la 
deuda pública de estados con cuentas claras y perfil de buenos pagadores, o productos sobre una cesta de fondos especulativos que 
proporcionan más altos beneficios, aún a riesgo de perder todo en 
caso de impago. Verdadera ruleta de casino o juego de apuestas. 

La crisis de 2007 se tradujo en una presión sobre la deuda soberana de los estados, que para refinanciar su déficit debían pagar 
un precio más alto por los intereses. Bajo este sistema de capitales especulativos que se desplazan de un lado al otro del planeta 
sin dejar huella, cestas de fondos enormemente diversificados y 
complejos en ignotos negocios aparentemente fuera de control, la 
divulgación de rumores, noticias sobre los riesgos, y las “notas” 
de los evaluadores podían dar lugar a auténticos seísmos. La desconfianza de los mercados se traducía en que los estados debían 
pagar más dinero para colocar su deuda. 

Frente a un modelo de sociedad industrial como el de las sociedades occidentales en los 50 y 60 basados en valores tangibles, 
desde los industriales, a las materias primas, en la galaxia de la 
economía desregulada el máximo protagonismo lo desarrollaban 
esos fondos de origen complejo en permanente circulación en 
busca de oportunidades, beneficiados por las facilidades de internet, en un mercado continuo de  valores, carente de fronteras. Un 
magma que desde principios de la crisis de la deuda soberana conocemos con el ambiguo apelativo de “los mercados”. En 1971 
el gobierno de Nixon había sentado la estocada contra el patrón 
oro y por lo tanto al fin de los controles en torno a los movimientos de capital. A finales de siglo con la explosión de internet y la 
globalización de capitales el tránsito especulativo alcanzó características de auténtica oleada, con ingentes cantidades de dinero 
desplazándose por las redes dispuestas a dejarse caer sobre los 
negocios que permitieran hacer más dinero en menos tiempo. 

Este ir y venir de los especuladores ha encontrado un caldo de 
cultivo abonado ante situaciones como la de la crisis de la deuda 
soberana europea. Crisis de confianza que ha puesto a la moneda 
europea a los pies de las estrategias especulativas. 

La crisis se inició en 2007 como consecuencia de la aparición 
del “caso griego” y la revelación de su déficit oculto, maquillado 
durante años con la  complacencia de los supervisores europeos 
que hicieron la “vista gorda” en comandita con los distintos gobiernos que pasaron por Atenas. Diferentes bancos norteamericanos, empezando por Goldman Sachs habían asesorado a Grecia 
desde principios de la década en su sofisticado proceso de ocultación de su déficit y canjeo de deuda soberana por otras monedas 
ajenas al euro. Esas entidades percibieron altas comisiones por su 
fino trabajo de ingeniería financiera. Así Grecia pudo cumplir los 
criterios de Maastrich sobre su déficit, una operación en la que 
bancos norteamericanos actuaron como cerebro ejecutor y en la 
que presumiblemente autoridades comunitarias prefirieron mirar 
hacia otro lado.  Cuando en 2007 y 2008 emerge el problema se 
convierte en argumento para que los especuladores presionen al 
alza contra la deuda de otros estados de la zona, que deberá colocarse a precio más alto en cada una de sus emisiones. Las sombras 
de sospecha son muy rentables para la especulación, y los países 
con economías más débiles empiezan a quedar atrapados en esas 
redes, absolutamente a merced de “los mercados” que dominan 
y piden más altos intereses por su dinero ante la eventualidad de 
hipotéticos futuros impagos.   

En un sistema de finanzas globalizadas, se producen situaciones como la del “clavo que ganó una batalla”, en la bota de un 
general, que acaba por confundirlo y desestabilizarlo, y que finalmente provoca la confusión y la derrota en su ejército. El cuento 
se podría aplicar al mundo de la economía actual bajo el prisma 
de la interdependencia. Grecia era una pequeña economía en el 
conjunto del euro, pero estaba en camino de jugar el papel de clavo molesto. Durante los primeros años del siglo, y dentro del proceso abierto de globalización financiera, el acceso a los créditos 
había sido más fácil habida cuenta de la circulación de ingentes 
capitales deseando aterrizar en operaciones que producían altos 
beneficios, aunque tuvieran riesgos inherentes.

La sofisticación del modelo globalizado había llevado a la 
creación de instrumentos como los “swaps” o CDS (credit default swaps), contratos de crédito ante impago. Estos podían ser 
acumulados sobre un mismo título, en ocasiones con el consiguiente efecto de que el valor del dinero circulante que cambia 
una y otra vez de dueño puede ser superior al de la deuda que, 
en teoría, respalda. El modelo lo que hace es sobreexponer a la 
totalidad del sistema, a través de una cadena de vinculaciones. La 
especulación es sofisticada y tiene toda clase de variables.

De la noche al día el “dios” se quedaba sin túnica protectora. 
Los rumores sobre un posible impago de Grecia se extendieron 
por el sistema. El miedo hizo presionar al alza el interés que debía 
ser pagado sobre esa deuda con aureola de “peligrosa”. Además 
la caída de la economía y el aumento del desempleo en ese país 
ponían más dificultades al pago de esa deuda. Con el miedo a que 
el contagio se extendiera a otras economías europeas. 

En la primavera de 2010 el gobierno griego lanzó el SOS, y 
la UE y el FMI dudaron en la intervención o el rescate de la economía griega. Y aquí se puso a prueba un problema no previsto: 
cuando se decidió crear el euro el tratado no incluyó clausula 
alguna sobre el rescate de un país, mientras el colectivo aparecía 
desechado, puesto que se pensaba que de esa manera los estados no reducirían su déficit. Además sirvió para evidenciar los cimientos de barro sobre los que se había construido la zona euro. 
Un mecanismo de toma de decisiones lentísimo y sometido al 
marcaje entre los distintos estados,  bajo la influencia de los procesos internos locales y de sus opiniones públicas. El panorama 
que empezó a escribirse era desolador: se carecía de instrumentos 
para una reacción rápida, y el Banco Central Europeo actuaba 
con una lentitud y falta de decisión absoluta. Frente a la rapidez 
de reflejos o a los gestos decididos de la Reserva Federal Norteamericana y del Banco de Inglaterra.

En consecuencia los únicos que llevaban la voz cantante eran 
los especuladores. Cada una de las nuevas evaluaciones de las 
agencias, con sucesivas bajas a las deudas soberanas de los estados venían a mostrar que el gigantesco portaviones de la zona 
euro estaba funcionando sin motor alguno, sobreviviendo en alta 
mar a merced de las olas. Frente a un ataque especulativo de esas 
características en el periodo anterior al euro, los estados hubieran 
recurrido a su Banco Central para adoptar decisiones como la 
devaluación de su moneda nacional. Pero ahora se carecía de esa 
competencia, y se dependía de instituciones complejas sometidas 
a juegos de intereses diversos. Europa carecía de una Hacienda 
común.

La crisis tiraba por tierra la euforia con la que se había creado 
el euro al principio de esa década, y revelaba las enormes carencias de un modelo de lentas reacciones, bajo el arbitrio de unas 
instituciones donde las decisiones sobre política fiscal seguían 
dictándose en clave interna de los estados, a pesar de los intentos 
de armonización, y en el que se carecía de una política presupuestaria común. Frente a la arrolladora salida del euro a los 
mercados, con un disparo en su cotización por encima del dólar, 
la crisis empezaba a pasarle factura en su precio. Se acababa también con un viejo mito: el de la absoluta seguridad de la deuda 
europea. Las agencias habían valorado a la baja esa deuda y eso 
hizo que crecieran los ataques de los especuladores. Dentro de ese 
panorama confuso, muchos bancos que ganaban dinero con la 
emisión de bonos aumentaron los precios de los CDS o contratos 
frente a impago de la deuda. El lío estaba montado. 

La situación revelaba además un inquietante panorama sobre 
la toma de decisiones europeas y el papel de su clase política. 
Mientras la especulación se cebaba con las economías más débiles de la zona euro, la potencia industrial y exportadora alemana 
emergía en todo su protagonismo. Ángela Merkel, canciller desde 
2005, reelegida en 2009,  representaba dentro de su partido, la 
democristiana CDU, el ala más cercana a la ortodoxia ultraliberal. Estando en la oposición se había mostrado partidaria de 
cambiar la legislación para facilitar el despido y “flexibilizar el 
mercado de trabajo”,  y aumentar el número de horas semanales 
trabajadas, con el fin de “mejorar la competitividad del país y el 
negocio de las empresas alemanas”. Desde esa ortodoxia su prioridad se había centrado en la lucha contra la inflación, mientras 
se imponía al resto de la UE la máxima disciplina presupuestaria 
en el cumplimiento del déficit. Pese a ese perfil “no intervencionista”, su gobierno había tenido que afrontar en plena crisis de 
las sub prime la caída de la hipotecaria Hypo Real Estate, por la 
vía de la ayuda financiera por valor de 30.000 millones de euros, 
aportada por el Bundesbank y otras entidades bancarias.

Las sombras de presunción de un impago griego sacudieron al 
alza a las deudas soberanas de los estados con mayores problemas de financiación. Dentro de ese modelo de capitalismo globalizado la crisis sacudió a Irlanda por una situación realmente atípica: la garantía sobre los pasivos. Irlanda había vivido un gran 
crecimiento del PIB durante mucho tiempo, al que contribuyó 
entre otros la baja fiscalidad a las sociedades mercantiles; periodo 
en el que se generó una burbuja inmobiliaria de dimensiones muy 
reducidas respecto a la española. El gobierno irlandés garantizaba año a año los depósitos a todos los depositantes y tenedores 
de bonos. En pleno estallido de la crisis de las sub prime y de 
la presión especuladora contra la deuda soberana europea por 
los rumores sobre un posible impago de Grecia, extendió esa garantía no solo a los depósitos de los bancos, sino también a los 
tenedores privados de los bonos; lo que representaba que la garantía cubría a la totalidad del sistema, incluso a quienes debían 
afrontar las pérdidas en una operación especulativa. El pinchazo 
de la burbuja inmobiliaria precipitó la crisis. Los bancos irlandeses se encontraron con bienes cuya garantía valía menos que el 
préstamo concedido. El golpe fue muy severo contra el sistema 
bancario. El gobierno de Dublín se vio obligado a pedir el rescate 
de su sistema bancario al BCE. El gobierno adquirió unos 80.000 
millones de euros en créditos dudosos en poder de los bancos. De 
esta manera se volvió a reproducir el viejo axioma: en caso de 
apuro en entidades absolutamente privadas como son los bancos, 
el dinero de los contribuyentes tiene que ayudar a afrontar sus 
pérdidas y atender a las obligaciones de su deuda. 

Irlanda que no tenía problema alguno de déficit y que incluso 
ofrecía superávit en 2007 pasó a otro del 32 % del PIB en 2010, 
el mayor hasta entonces conocido dentro de la zona. Este mismo 
año se renovaba la garantía sobre los capitales en las entidades 
bancarias.  UE, FMI, más un crédito de Reino Unido, Suecia y Dinamarca, financiaron con 35.000 millones esa ayuda para salvar 
a su banca. A cambio Irlanda se comprometía a volver a un tope 
del déficit del 3 % en 2015. 

La crisis del sistema bancario irlandés provocó como en todos los países afectados otro terremoto político, donde la mala 
gestión de los gobiernos fue penalizada por los electorados. En 
mayo de 2012 aprobaba en referéndum el tratado de estabilidad 
que imponía un límite al déficit público, requisito indispensable 
impuesto por la UE.

El estallido de cada burbuja había producido consecuencias 
devastadoras en las economías de los afectados, repitiendo una 
constante: a todo proceso especulativo sucede una caída estrepitosa en los abismos. Portugal fue el siguiente. En este caso, el 
problema de sus cuentas públicas mostraba un catálogo de luces 
y de sombras que venía de los años en que se integró en la UE. Se 
habían inflado los precios sobre la obra pública, los gastos del estado aumentaban según se extendía el número de funcionarios y 
las empresas públicas. Dentro de ese fracaso se revelaban sueldos 
millonarios, privilegios inadmisibles y “bonus” escandalosos a 
los altos ejecutivos de muchas de esas empresas. Por si fuera poco 
los Fondos de Cohesión europeos que habían beneficiado durante 
mucho tiempo tanto a Portugal como a España, se habían gestionado e invertido de manera deficiente. La oleada especuladora 
atacó los puntos débiles de la economía portuguesa, las agencias 
de calificación degradaron sus notas, y la presión de esos capitales y fondos globalizados que conocemos como los “mercados”, 
se cebó con los problemas del país ibérico. 

La presión arreció contra su deuda, extendiendo la misma sospecha que sobre la griega. Ello a pesar de que Portugal contaba 
con excelentes datos en muchas partidas, como la de las exportaciones, los pedidos industriales o la capacidad emprendedora, 
con indicadores superiores a los de la Europa del Norte. Nada 
de esto le sirvió ante el ataque de los especuladores que se obsesionaron con los defectos y puntos débiles de su economía. En 
un escenario de recesión hubo de pedir el rescate por importe de 
78.000 millones a la UE y el FMI. Con un gobierno contra las 
cuerdas, el del socialdemócrata Sócrates, cuya salida del poder 
produjo un verdadero bandazo hacia la derecha, los ejecutivos 
debieron emprender la más difícil tarea de todas: reducir a su 
mínima expresión las dimensiones del estado, con un durísimo 
ajuste que se convirtió en un  sacrificio para trabajadores y clase 
media. Oleada de despidos, liquidación y privatización de empresas públicas, retirada de pagas extra, subida de impuestos, recortes en las pensiones, eliminación de programas sociales… En un 
proceso semejante al de otros países en fase de sometimiento a la 
acción de la piqueta de su estado de bienestar. 

Los ataques especulativos contra las deudas soberanas de los 
estados con más dificultades se han repetido y extendido a otros 
estados (Italia, España, Bélgica, incluso Austria y Francia) dentro
de un sistema en el que la voz cantante la lleva ese trasiego constante de capitales beneficiados por la desregulación y la globalización, dispuestos a lanzarse hacia las economías donde se puede 
atisbar un buen negocio. Todo ello ante las dudas, la falta de pulso 
político y la escasa decisión de las instituciones europeas, y la carencia de una política comunitaria eficaz de respaldo a su moneda.

El mecanismo para responder a ese ataque especulativo ha venido siendo la compra parcial de deuda de los estados por parte 
del BCE, lo que momentáneamente aplaca esa presión reduciendo la tendencia al alza de las primas de riesgo; es decir el interés 
que hay que pagar por esa deuda, bajo el principio de que “a más 
riesgo, mayor ganancia para el inversor por esa exposición”. Sin 
embargo, una vez completado ese proceso de compra parcial de 
deuda, las nuevas acciones de los especuladores volvían a presionar contra los países en apuros. 

La situación ponía además de relieve un hecho capital: el estrepitoso fracaso de la política, sometida a las reglas de la economía
dictadas por el capital globalizado. Frente a las dificultades de financiación de los estados en dificultades, Alemania se beneficiaba
de un interés muy bajo; lo que quiere decir que debía pagar muy
poco a los inversores con respecto a la factura de las economías en
apuros, cuya partida más elevada en sus presupuestos generales era
ahora el pago de los intereses a los poseedores de la deuda. En la
primavera de 2012 la rentabilidad de los títulos españoles, tras el
“caso Bankia”, ha cotizado a 7,27 a diez años, a 6,87 a los cinco,
y a 5,76 a los dos años. Mientras a Alemania, Finlandia, Holanda
y Austria su interés le sale negativo,  Francia lo hace a un 0,1 %
y Bélgica a un 0,2. Cifras bajísimas respecto al alto precio que
España ha de pagar por ese interés elevadísimo. Así el pago a los
prestamistas se ha convertido en la primera partida del gasto para
los presupuestos españoles. Esta carga extraordinaria se comerá
en 2013 las cantidades que se estiman en la última subida del IVA,
incidiendo en una combinación letal: “elevados pagos a la deuda”
más “recortes duros presupuestarios”. Fórmula que hace previsible un 2013 sin apenas crecimiento e imposibilidad de comenzar a
dar empleo al elevadísimo número de trabajadores en el paro.

Para respaldar a esas economías en dificultades, y preservarlas 
de los ataques especuladores, solo había un camino: que se pudiera garantizar la solvencia de la zona entre todos, a través de la 
emisión de eurobonos. Sin embargo Alemania y otros estados de 
la Europa del norte, especialmente Finlandia, han sido radicales 
en su oposición a ese respaldo. La ortodoxia neoliberal de Merkel 
erigida en eje absoluto de las decisiones, y mucho más después 
de la salida de la presidencia francesa de Sarkozy con que el que 
llegó a formar un peculiar tándem, ha puesto obstáculos a los 
rescates, con un catálogo de obligaciones muy estricto sobre la 
vuelta a la disciplina fiscal, en lo que constituye un proceso de 
intervención en varias economías, o lo que es lo mismo, una total 
cesión de su soberanía económica.

Para cumplir ese déficit los estados han debido empequeñecerse hasta límites insospechados con la natural sangría y casi destrucción de la sociedad de bienestar, hondas rebajas en la indemnización a sus trabajadores en caso de despido, drástica reducción del sector público, desmantelamiento de programas sociales 
y recortes sangrantes de las prestaciones. Todo en un proceso en 
el que Europa ha aplicado recetas mucho más neoliberales que las 
de la administración Obama, bajo el influjo de Merkel y el peso 
decisivo de Alemania. 

Esa ortodoxia ha concedido prioridad absoluta a la reducción 
del sector público y a las privatizaciones, presionando con extremo rigor sobre el equilibrio presupuestario y el control de la inflación. Mientras los mecanismos de reactivación de una economía 
herida de muerte en muchos de esos países apenas ha recibido 
estímulo alguno para su recuperación y calentamiento. 

El proceso, además ha puesto en evidencia la erosión de un 
modelo europeo en fase de derribo, con la definición de dos áreas 
que se relacionan con sendas formas de concebir la UE. El golpe 
podría llegar a ser mortal contra la institución, en la que parece 
dibujarse un primer tramo de naciones hegemónicas de la Europa 
del Norte, y otro de estados “periféricos” en el peor sentido de la 
palabra tutelados o de segundo nivel. La crisis con la hegemonía 
de lo económico sobre lo político tiene mucho que ver con un intento de volver a una versión corregida del antiguo Mercado Común, como zona de libre cambio, bajo la sombra omnipotente de 
la globalización del capital. Las constantes incorporaciones a la 
UE han ampliado esos mercados, pero bajo una visión puramente 
economicista, con una ralentización en el desarrollo de derechos 
y libertades individuales y colectivas, y de políticas sociales en 
clara mengua. Expresión de esa dejación el rebrote de prácticas 
de discriminación, de abusos de poder, de procesos contrarios a 
la expresión de la soberanía popular en el ejercicio de la acción 
pública, la aparición de increíbles desprecios contra los derechos 
de las minorías en actuaciones claramente xenófobas, que están 
surgiendo en muchos de los nuevos incorporados del Este de Europa, frente a la tibieza con la que las instituciones comunitarias 
están reaccionando. 

Desde la perspectiva de ese poder globalizado del dinero que 
ha tenido todas las fronteras a su disposición gracias a los procesos de des-regulación, el sueño europeo se desdibuja arrinconado 
en su propio mito. Expresión de ese arrollador proceso de dominio de los intereses económicos sobre la política, la imposición y 
el cambio de primer ministro en Italia; en uno de los hechos más 
llamativos, pero sorprendentemente menos estudiados del mundo occidental contemporáneo.

Desde la posguerra Italia había tenido crecimientos significativos en su PIB, hasta constituir a finales de los 60 un auténtico 
fenómeno. Lo peculiar del mismo es que esa creatividad, lo que 
se llamó “milagro italiano”, se había constituido a pesar de un 
marco político de extrema fragilidad, con gobiernos que duraban 
un suspiro en el tiempo, con todos los fenómenos añadidos de 
clientelismo, corrupción e ineficacia administrativa. Politicamente 
la vida italiana había girado sobre dos polos: una poderosa Democracia Cristiana que de los años del anticomunismo militante 
había pasado a una fragmentación en corrientes y tendencias, vinculada al dinero y a la Iglesia, y un Partido Comunista, que desde 
los años 50 trataba de buscar su propio camino lejos de la ortodoxia escasamente atractiva del modelo soviético, con una apertura 
a la sociedad que llegaba al mundo del catolicismo, en el breve 
periodo del llamado “compromiso histórico”. En torno a la cual 
funcionaron otros pequeños partidos, ocasionales “partenaires” 
de las peculiares coaliciones de gobierno de la política italiana.
Todo ello dentro de una enorme inestabilidad y fragmentación 
política. La caída del muro de Berlín acentuó la crisis del PCI, que 
había sido el primer partido comunista de Occidente por su número de votos, precipitando su desaparición. Tras unos intentos 
de adecuarse a los parámetros de la socialdemocracia acabó tras 
convertirse en 1992 en el PDS (Partido Democrático de Izquierdas), en  una especie de sucedáneo europeo del Partido Demócrata 
de Estados Unidos, consumada la escisión de su ala izquierda que 
iba a alimentar Refondazione Comunista y otros grupos.

El cambio de modelo –economía globalizada, hegemonía de 
los medios de comunicación, sistema parlamentario-liberal condicionado por el mundo de la imagen-  desplazaron los ejes de la 
política italiana hacia perspectivas totalmente distintas a las del 
pasado. En un estado caracterizado desde muchos siglos atrás 
por un intenso debate ideológico, extremadamente plural en sus 
ideas, se extendía una fórmula totalmente nueva en Europa pero 
emparentada con modelos del continente americano: el poder 
empresarial que se apoya en el espectáculo y en los medios de 
comunicación audiovisuales para hacerse con el gobierno. Berlusconi cuando llegó a primer ministro estaba más cerca de la marca 
comercial que de la cabecera de lista de un partido, se ofrecía 
como podía hacerlo un paquete de detergente, una firma de salchichas o una agencia de viajes que tratara de vender cruceros. El 
proceso se veía influido por un factor desde muchas décadas atrás 
presente en el modelo americano: el desplazamiento de la política 
al terreno del espectáculo.

Las coordenadas del “show bussines” se hicieron presentes en
los últimos 70 y especialmente en los 80 en Europa como ya lo
eran en Estados Unidos o en la América Latina. Un proceso que
tiene mucho que ver con la reconversión audiovisual de la prensa
escrita. Los grandes diarios de principios de los 20 e incluso de la
posguerra, con la aparición de la televisión se habían ido transformando en empresas audiovisuales, que abarcaban toda clase de
negocios y de sinergias, tanto en lo informativo como en el espectáculo. El sistema venía teniendo vigencia desde que en los años 20
las grandes compañías decidieron invertir en el negocio del cine:
detrás de cada una de las “major” permanecía un grupo industrial,
un gran banco o entidad financiera. Todavía en esa época y hasta
los 70 las decisiones eran tomadas por los grandes magnates.

El cambio fue radical en los 70 y después, con un desplazamiento del poder desde la antigua casta de productores de origen 
judío hasta los “brokers” y ejecutivos sin ninguna vinculación 
anterior con esa industria, dispuestos a obtener los mejores rendimientos en el más breve periodo de tiempo. Con ese modelo de 
sociedad “bajo los focos” en la que el escaparate de lo mediático 
recibía el más absoluto protagonismo, la política quedo bajo los 
dictados de la industria del espectáculo. Con la sombra de los 
grandes conglomerados mediáticos detrás se podían “fabricar” 
candidatos con buena imagen pública y habilidades para la comunicación. De ese modelo han bebido muchos personajes de 
la reciente historia europea, como Sarkozy, y desde luego americana. Pero fue Berlusconi quien llevó el modelo a su máxima 
expresión continental.

Personaje mediático por excelencia,  había hecho escarceos 
con el mundo de la construcción en los años del llamado “milagro 
italiano”. En 1974 entra en el floreciente negocio de la televisión 
por cable, y empieza a adquirir canales, en un momento en que 
el monopolio de la televisión pública, RAI, se tambalea. Frente 
a un vacío legal se genera una oleada de televisiones locales que 
proliferan como setas en otoño, muchas de las cuales acaban por 
integrarse en una red. Berlusconi crea Finiwest en 1978 como 
una cadena de canales y entre 1980 y 1984 se hace con el control 
de Canale 5, Italia 1 y Rete 4. Algunos de estos medios serán revendidos o compartidos con otros grupos europeos. Su imperio 
se construye en torno a Mediaset, y a sus infinitos negocios que 
van de la prensa escrita a la construcción. En 1957 Elia Kazan 
describía en su película “Un rostro en la multitud” el ascenso al 
poder y el dinero de un aventurero a través de la radio. Berlusconi 
llegó mucho más lejos de ese personaje: al puesto de primer ministro con más años en el poder de toda la vida italiana desde la 
posguerra, acumulando una de las grandes fortunas del planeta, 
valorada según “Forbes”, en casi 6.000 millones de dólares.

Berlusconi fue un gran comunicador, y un verdadero producto 
mediático, y su salto a la política tuvo mucho que ver con una 
estrategia comercial de primer nivel. Para empezar su partido, 
Forza Italia, respondía a un título más próximo al del slogan de 
lanzamiento de un producto comercial que al de una fuerza política. Berlusconi tenía una cobertura como producto similar al de 
una marca de detergente, una línea de alimentos o unos grandes 
almacenes. Representaba el mayor proceso de americanización 
jamás conocido dentro de la política europea, y ello en uno de 
los países en los que las ideologías tuvieron una mayor presencia. 

Pero Berlusconi también quería ser un líder populista, con el 
que se identificaban incluso las clases más desfavorecidas socialmente que veían en él al triunfador que siempre hubieran deseado 
ser. El mismo espectáculo de oropel, exceso, focos mediáticos, 
estilo personal, entre lo glamouroso y lo “frikie”, que proyectaron el resto de los mitos populistas del siglo. La crisis de la deuda 
soberana europea alcanzaba de lleno a Italia con un estado problemático y una administración nada modernizada. La presión 
de los especuladores y de los mercados empezó a arrinconar a las 
cuentas italianas, con el miedo a los impagos en la que constituye 
una de las primeras economías de la zona euro.

En cuanto las presiones atacaron a la administración italiana, 
Berlusconi inició una línea de recortes y de contracción presupuestaria, que levantó ampollas. Pero en su esquema seguía habiendo un alma populista, y manifestó muchas dudas a la hora 
de enfrentarse a medidas todavía más duras que le enemistaran 
con su ciudadanía. Cuando se demostró que ya era imposible que 
apretara todavía más la tuerca de los ajustes duros, los mercados 
presionaron sobre la deuda. Y las instituciones comunitarias entraron en juego: tomando cartas en el asunto de la mano del BCE 
en una maniobra sorprendente fue desplazado del poder, y reemplazado por un gobierno de tecnócratas presidido por Monti, que 
previsiblemente estará en el poder hasta 2013. 

Monti ni siquiera era parlamentario, y el, en otro momento, 
vivísimo y activo parlamento italiano tuvo que tragarse el sapo 
para congraciarse con los poderes económicos europeos. El muy 
reservado nuevo primer ministro de un “gobierno técnico” provenía de la vida académica e institucional europea, y del trabajo 
en grandes corporaciones como Golden Sachs o The Coca Cola 
Company, y entre otros pertenecía al influyente Club Biderberg. 
Lo que viene a mostrar que por encima de las afinidades y las 
vinculaciones políticas de antaño, en el tiempo de la globalización financiera adquiere un mayor peso la relación con alguno 
de los decisivos y elitistas “clubes” de pensamiento y finanzas. 
Hace solo una década parecería difícilmente asumible que un primer ministro como Berlusconi a pesar de su liderazgo populista y 
mediático, hubiera sido reemplazado por un tecnócrata “sin imagen” con el fin de dar confianza a los mercados. Monti ha subido 
impuestos (aunque en los últimos meses con tentaciones revisionistas de reducción de la presión fiscal “para activar el consumo 
y el mercado”), recortado pensiones y prestaciones, liberalizado 
profesiones como abogados, médicos, taxistas o farmacéuticos, 
que ya no necesitan como antes licencias, facilitado y abaratado 
el despido,-lo que le ha enemistado con los sindicatos, pero estos 
también aparecen en una confusa situación en el vendaval de la 
crisis-, y adoptado algunas medidas para combatir la evasión fiscal. El gobierno italiano se vio obligado a realizar un recorte de 
124.000 millones en 2011, lo que constituye un colosal esfuerzo 
de reducción de las dimensiones de lo público.

El caso es suficientemente grave: el poder legal salido de las 
urnas y del parlamento (en este caso Berlusconi, guste o no) es 
obligado a salir por la imposición de los “mercados” que prefieren a un tecnócrata de confianza. De manera absolutamente 
grosera ese capital globalizado ejerce todo el poder enviando a 
los órganos de la soberanía popular a las tinieblas. Tan ilimitado poder se refuerza en casos como los de la periferia europea, 
empezando por España, donde los logros de varias generaciones, 
y los consensos sociales impulsados desde la Transición por ideologías políticas muy amplias, saltan por los aires bajo el fuego de 
los intereses del capital globalizado y de la especulación, con la 
indiferencia, tibieza y complicidad de un grupo hegemónico al 
frente de las instituciones de la UE incapaz de adoptar otras medidas que no sean la de los duros ajustes, y donde la reactivación 
se deja al libre arbitrio de unos “mercados” que ven más negocio 
en la especulación y la presión sobre los intereses de la deuda que 
en la inversión productiva.  

En su momento, los ataques especulativos contra la deuda italiana eran tan sospechosos como los que atenazan a la española. 
Parecía olvidarse que el déficit en el momento de máxima presión 
sobre la primera de riesgo era de 4,6 %, semejante al de Alemania 
en ese mismo año, 2010, e inferior al de Reino Unido y Francia. 
Mientras su deuda alcanzaba el 120 % del PIB. La imagen de 
riesgo de los bonos italianos se relacionaba con la disminución de 
su crecimiento, por debajo de la media de la UE. Es decir: la presión para pagar a los especuladores, más dinero por los intereses, 
no tenía otra consecuencia que seguir restando más dinero para 
la recuperación y el consumo, dentro de una verdadera espiral de 
sinsentidos.

La presión contra su deuda soberana y la desconfianza hacia su sistema bancario, también han revoloteado sobre Bélgica 
desde 2010, con una deuda del 100 % del PIB y un 5 % de déficit. Pero principalmente por las dudas sobre la estabilidad de 
sus entidades financieras, y sus dudas de gobierno a lo largo de 
un dilatado periodo, al no ponerse los partidos de acuerdo en un 
plan para constituir un ejecutivo estable entre sus dos comunidades enfrentadas. Sin embargo, la tradición ahorradora del país ha 
permitido una financiación parcial a través del dinero de sus ciudadanos particulares. También Francia se ha visto como objetivo 
de la especulación al alza contra su deuda, que en 2010 era el 83 
% del PIB, con un déficit del 7 %. 

El debate sobre las respuestas a la crisis no está cerrado. Con 
dos posiciones fuertemente contrastadas: la neoliberal partidaria 
de la reducción del papel de lo público, y por tanto de la disminución del déficit aunque sea de manera draconiana, y la keynesiana que defiende la prioridad en la inversión para la mejora del 
consumo y la inyección de nuevas fuerzas a la economía, postergando el objetivo del déficit a una etapa de crecimiento, lo que 
debería permitir una mayor recaudación fiscal.

La primera de las posiciones ha sido la triunfadora por aclamación en toda la zona, hasta la llegada de Hollande a la presidencia de Francia en la primavera de 2012. Con el objetivo de 
la presión sobre el déficit se ha aplicado un principio ideológico 
siempre presente dentro de la estrategia neoliberal: la desconfianza hacia lo público, la reducción del estado a un papel meramente 
externo y complementario, el desplazamiento del tronco central 
de los servicios hacia las áreas privatizadas, y la contracción de 
las ofertas administrativas, bajo el argumento de los ajustes y el 
retorno a la estricta disciplina fiscal. Ese planteamiento hegemónico ha sido el defendido por Alemania a través de la política de 
la canciller Merkel: severos ajustes, reforma del mercado laboral 
para abaratar el coste de la mano de obra y facilitar el despido, 
recortes en los servicios públicos y saneamiento económico con el 
fin de dar confianza a los inversores, y a los mercados dentro de 
un universo económico globalizado. 

La presión para la contracción de la sociedad de bienestar ha 
sido una constante, especialmente en los estados con más dificultades de la periferia de la zona euro. Un proceso muy costoso 
desde el punto de vista social y que además plantea inquietantes cuestiones en el terreno político, con modelos hasta ahora 
estables de entender las instituciones, sometidas a una intensa 
fiscalización desde nuevos espacios ajenos a los tradicionales del 
parlamentarismo clásico: internet, redes sociales, nuevas formas 
de organización ciudadana, grupos espontáneos y articulados en 
torno a novedosas realidades… Distintas a las de los partidos, 
hasta ahora principales canalizadores de las corrientes de opinión 
y que aparecen por vez primera cuestionados o presionados desde 
la ciudadanía, con una  rebelión que ha tenido expresiones muy 
diversas y todavía abiertas, entre la “revolución islandesa” y el 
“15-M” de España. 

Aún así el proceso ha puesto de relieve la extrema fragilidad de 
la moneda europea y de las propias instituciones de la UE frente 
a los ataques de los especuladores, con la espada de Damocles de 
la prima de riesgo como test continuo. El euro ha perdido credibilidad y valor en todo este proceso, en el que han jugado un 
papel muy peculiar los medios de comunicación y las agencias de 
calificación. 

Dentro de un juego de marcajes en el que las noticias y los 
rumores se han mezclado de manera casi obscena diversas informaciones de prensa han dado lugar a pequeños cataclismos o a 
presiones innecesarias sobre las deudas soberanas, impulsándolas hacia el alza, a medida que se propagaban opiniones sobre 
insolvencias y descubiertos, mientras las autoridades europeas se 
desenvolvían entre gestos de tibieza. El efecto más evidente en la 
bola de nieve generada por especulaciones mediáticas que contribuyó a la gran caída de las bolsas europeas de mayo de 2010, 
especialmente las de Paris, Madrid, Atenas e incluso Londres. En 
paralelo, se ha cuestionado el papel de las agencias de calificación 
en esta crisis -donde tres marcas, Standar & Poor´s , Moody´s y 
Finch- acaparan el 90 del mercado mundial. A las agencias se 
las ha acusado de ofrecer sospechosas calificaciones, fallar en las 
evaluaciones de instituciones, y desenvolverse bajo la luz de supuestos conflictos de intereses. Distintas cumbres europeas desde 
2010 expresaron deseos de promover una agencia de calificación 
europea, proyecto que no ha pasado de la mera hipótesis sin que 
ningún dirigente se atreva a desarrollar proyecto alguno. 

La sobreexposición a los especuladores es en una de las causas de esta crisis ya larga que está creando graves problemas a 
las sociedades europeas, más allá de los recortes: la pérdida de 
confianza en las instituciones. Los estados que forman parte de la 
zona han cedido soberanía política, -mucho más los que han debido recurrir a mecanismos de ayuda o rescate, con la presencia 
de los llamados “hombres de negro” o controladores por encargo 
europeo-, sin que se llegara a crear la autoridad fiscal central.

En consecuencia alguna de las hipótesis de trabajo no dejan de 
considerar la eventualidad de una ruptura de la zona euro. Sobre 
la que ha gravitado una hipótesis de desvinculación y suspensión 
de pagos controlada de Grecia; eventualidad que abre una caja 
de Pandora de difícil pronóstico. Bajo la extrema sensibilidad y el 
poder de mercados y especuladores un movimiento en falso presionaría al alza a la deuda de los países más sobre-expuestos y en 
dificultades para su ajuste fiscal al tope del 3 %. Se teme ante esa 
eventualidad un contagio por los circuitos europeos que podría 
envenenar a la totalidad del sistema. Merkel y el núcleo duro de 
la UE manifiestan deseos de que Grecia siga en la eurozona, pero 
dentro de la administración democristiana se han oído diversas 
voces en sentido distinto. 

Frente a esa presión en clave neoliberal sobre los países con 
más dificultades para que afronten una auténtica operación 
quirúrgica contra su estado de bienestar, las políticas keynesianas han encontrado de manera sorprendente un eco en Estados 
Unidos dentro de la administración Obama. Al siguiente día del 
anuncio de la ayuda al sistema bancario español, tras el “caso 
Bankia”, el presidente se refería expresamente a Italia y España. 
Tras mencionar de manera positiva la actitud reformista advertía 
en junio de 2012: “Si solo están cortando, cortando, cortando y 
cortando, y la gente cada vez compra menos porque siente una 
enorme presión, eso va a hacer más difícil que unas reformas lleguen a tener resultados”. 

La situación más extrema de esas presiones ha tenido a Grecia 
como objetivo. Los equipos de gobierno engañaron a la UE, pero 
en primer lugar a sus ciudadanos, falsificando las cuentas para 
su ingreso en la zona euro, maquillando  su déficit con la inestimable ayuda de bancos americanos que diseñaron una sofisticada estrategia contable, hasta que la crisis estalló tras el caso de 
las sub prime. Ajenos a la responsabilidad sobre esas decisiones 
erróneas, sus ciudadanos han visto en muy poco tiempo como 
se destruían empleos de manera masiva, y sus ingresos caían por 
los suelos, mientras el estado renunciaba a prestar servicios básicos, bajo la presión exterior. Medidas que representan terribles 
sacrificios para una generación. La UE, el BCE y el FMI se han 
mostrado muy duros en la exigencia de rigor antes del rescate, 
sin que la última palabra sobre la salida de la crisis griega se haya 
dicho todavía.

Visto desde América las corrientes keynesianas han defendido 
el regreso al equilibrio contable en un periodo más dilatado de 
tiempo, para que se pueda recuperar la actividad económica, generar empleo y aumentar los niveles de consumo; o lo que es lo 
mismo permitiendo que el estado recaude más por impuestos sin 
sacrificar a la ciudadanía con unas medidas de auténtico “rigor 
mortis”. Situación extrapolable a la de otros estados europeos en 
dificultades. Las políticas de austeridad han sido criticadas también desde otro punto de vista: el déficit no ha sido creado por la 
deuda pública como en el caso de España sino por una excesiva 
oferta de crédito por parte de los bancos y entidades financieras 
que podían obtenerlo a bajo precio en los años dorados de la 
“burbuja”, por lo que se trata de una deuda de las familias más 
que del estado. 

En torno a este debate han surgido voces planteando el establecimiento de controles a los movimientos especulativos de capital 
que se desenvuelven con toda facilidad gracias a la globalización. 
Las propias dificultades para la integración económica y política 
europea han facilitado esa pasividad frente a los movimientos 
especulativos. 

Cualquier tentativa para un mayor control de esas actividades 
ha fracasado lo mismo que las iniciativas para combatir a los 
paraísos fiscales. En los últimos meses del gobierno de Sarkozy, el 
todavía presidente galo recurrió a desempolvar por su cuenta un 
viejo proyecto nacido en los años 70 de imposición de un gravamen a los movimientos especulativos de capital, resucitando una 
nueva modalidad de la “tasa Tobin”.

James Tobin fue un economista norteamericano de la universidad de Princenton, que ganó el Nobel de 1981. Cuatro décadas 
atrás tras retirar Nixon los controles sobre los movimientos de 
capital privado, había propuesto una tasa para el control de los 
movimientos de cambio y las operaciones especulativas. El proyecto tuvo una vida efímera, pero fue resucitado en ocasiones posteriores bajo nuevos enfoques. Concebida como una tasa de valor 
muy bajo, el 0’1 %, estaba previsto que penalizara únicamente a 
las operaciones especulativas realizadas en plazos mínimos. 

Ese fondo, que en principio tenía un valor recaudatorio secundario, en función de la intención inicial de control sobre los 
movimientos de capital especulativo, adquirió otra vocación: 
constituir un fondo internacional para erradicar enfermedades en 
países del llamado Tercer Mundo, tal y como fue aprobado por la 
conferencia de la ONU sobre Comercio y Desarrollo, que evaluó 
en unos 720.000 millones de dólares anuales la dotación de ese 
recurso. La idea nunca llegó a ser aplicada. En la primavera de 
2012 Sarkozy rescataba una propuesta parecida, para establecer 
labores de control sobre el itinerario del capital especulativo de 
rápida ida y vuelta. Proyecto que siempre había sido rechazado por los economistas neoliberales, que calificaban la intención 
de aplicar esas tasas como “confiscaciones” y criticando que su 
recaudación “habría de obligar a generar una gran maquinaria 
burocrática a un elevado precio”. A medio camino, en 2011 la 
Comisión Europea analizaba  la posibilidad de desarrollar iniciativas de control sobre los capitales especulativos, idea apoyada 
por Alemania, Francia, España y otros estados, pero rechazada 
tajantemente por el Reino Unido, bajo presión de la City londinense que  condiciona toda la política económica del país. 






CAPÍTULO 4
Europa frente al Capital Globalizado

“ Cuando queda vacante un alto cargo, por defunción o disfavor (lo cual sucede a menudo), cinco o seis de esos candidatos piden permiso a Su Majestad para entretenerle a él y a su corte con 
una danza en la cuerda. Y aquél que salta más y mejor, sin caerse 
obtiene el empleo. Con mucha frecuencia, los mismos primeros 
ministros reciben orden de mostrar su destreza y acreditar ante 
el emperador que no han perdido sus facultades” (“Los viajes de 
Gulliver” de Jonathan Swift)

La caída del muro de Berlín de 1989 significó un hecho positivo desde el punto de vista del final de una concepción del mundo 
segregada en bloques. Pero el fin del muro coincidió con el máximo auge de una concepción neoliberal de la economía en plena 
etapa de desregulaciones y de renuncia de los poderes públicos 
al control sobre el mundo de las finanzas. En el inicio de la era 
de la globalización, capitales circulando por el planeta parecían 
dispuestos a lanzarse sobre los negocios más rentables, gracias 
a la falta de control sobre sus movimientos. Todo era válido, y 
justificable con tal de que sirviera para ganar dinero. Se amplió 
en esa época el  movimiento de capitales especulativos dentro de 
lo que se llamó una “globalización de la economía mundial”, 
favorecida todavía más por la creación de internet a finales de siglo. Esa “globalización” vendida como un hecho positivo para la 
nueva sociedad, afectó únicamente al dinero, pero no al trabajo 
ni a las personas. En paralelo a ese proceso, los controles sobre la 
inmigración se hicieron mucho más estrictos en Europa y Estados 
Unidos, definiéndose como una especie de “sociedad-baluarte”; 
una “isla fortín”, a la defensiva contra el resto del mundo.

El final de las fronteras con el Este abría otro negocio de gran
calado. Las antiguas repúblicas soviéticas poseían una maquinaria
productiva anticuada,  pero con una mano de obra con aceptable
nivel de formación técnica. Además, y era lo más interesante, sus
salarios estaban muy por dejado de los de los grandes países de la
Europa continental. Buena parte de la industria del tronco central
europeo puso sus ojos en esa región por su bajo nivel de precios.
Sería el inicio de lo que se llamó “proceso de deslocalización”.
Grandes compañías descubrieron que había mano de obra abundante, con menores retribuciones y escasas exigencias de derechos
que podían reemplazar a la de los países del antiguo Mercado Común.  La deslocalización empezó afectando a la pequeña industria
para pasar a actividades industriales de más calado, y a los servicios. A la vez se ampliaba el inicial impacto centrado en los estados
del antiguo bloque del Este, para llegar a sociedades en vías de
desarrollo con abundantísima y poco pagada mano de obra.

La conversión de China en potencia industrial y su formidable 
maquinaria productiva y exportadora estaba ligada al fenómeno 
de los precios bajos y de la mano de obra barata, aspecto extendido a otros países del sur de Asia y de otras zonas. Países donde 
apenas existen legislaciones laborales, con ausencia de derechos 
sindicales o con una fuerte limitación sobre los mismos, horarios que recuerdan a los de los años de la revolución industrial, 
enorme falta de respeto por las normativas ambientales, e incluso 
trabajo infantil. Las grandes marcas de la electrónica, el textil o el 
consumo desplazaron la producción hacia China y otros países. 
El fenómeno afectó a todas las firmas: Phillips había sido una enseña totalmente europea dentro de la electrónica de consumo: en 
poco tiempo sus nuevos productos llegaban a los consumidores 
bajo la etiqueta “made in China”. Lo mismo que Sony, Siemens, 
Hewlett Packard, Dell, IBM, Alcatel, Ericson o Samsung, entre 
primeras referencias comerciales. Todas las marcas deportivas 
desplazaron o subrogaron la fabricación de sus prendas a estados como Sri Lanka, Filipinas, Tailandia, Vietnam o la India. Lo 
mismo que muchas firmas europeas o americanas dentro de los 
productos industriales, las manufacturas e incluso el diseño.

Atraer la inversión exterior fue para España una prioridad 
desde los años 60, pero con especial intensidad en los 80 con la 
incorporación a la UE. Todavía en esa época nuestro país tenía 
salarios más bajos y una mano de obra de aceptable preparación 
técnica. Durante dos décadas la inversión extranjera se hizo presente en áreas muy distintas de la actividad industrial, desde el 
automóvil a la electrónica de consumo. Sin embargo, tras la caída 
del muro se empezaron a desplazar sus procesos de producción 
hacia el Este y otras zonas. En la actualidad, cuatro países dentro 
de la UE, Polonia, Hungría, República Checa o Eslovaquia, concentran una parte de la producción que ha emigrado desde el resto de Europa, de la misma manera que China y otros emergentes 
se ha tragado literalmente el producto que antes  se fabricaba en 
Japón o Estados Unidos. En este proceso de globalización, Europa Occidental perdía competitividad, a excepción de Alemania, 
mientras España dejaba pasar muchos trenes.

La fórmula, “mano de obra más barata + reglamentaciones 
laborales  mucho menos exigentes + reducida exigencia de obligaciones ambientales + una cierta estabilidad política”, se ha repetido en la última década, principalmente con el formidable acceso 
de China como principal país exportador. Cuando se analizan las 
causas de ese fenómeno debido a ese nuevo capital globalizado 
que rota en busca de las mayores condiciones para ser rentable, 
suele aparecer siempre un debate no cerrado: el tema de los costes 
laborales. La polémica se repetía en el verano de 2012 en Francia, 
con el anuncio de un expediente de empleo en Peugot-Citroën 
alegando el “alto precio de la mano de obra”; “affaire” en el que 
la nueva mayoría en torno a Hollande ha adoptado una actitud 
muy activa contra el expediente, defendiendo el mantenimiento 
del empleo. Entre sus argumentos un dato: la mano de obra más 
cara en la UE corresponde a Alemania, que es precisamente el 
estado europeo más competitivo desde el punto de vista de las 
exportaciones, y el que mejor está saliendo de la crisis. La importancia del I + D, del valor añadido en torno al diseño, de la 
creación de imagen de emblema, y la de marca-país, adquieren 
un nuevo papel y mayor visibilidad en esta economía globalizada. Un elemento en el que España apenas ha sabido moverse 
con desenvoltura. Frente a la creciente tendencia a concentrar la 
actividad en China y otros emergentes, una gran multinacional 
como Ikea con establecimientos en cuarenta países decidía recientemente ampliar su línea de producción en Italia, donde ya 
representa el 8 % para la empresa, gracias a su tradición de I + D, 
más diseño, en un sector tan sensible para esos contenidos como 
el de los equipamientos domésticos y el mueble.

La situación además ha definido un nuevo mapa mundial de 
las exportaciones, en el que Estados Unidos, Japón y Europa Occidental han perdido su protagonismo, a favor de China, Europa del Este y otros emergentes. Cuota de mercado que ha sido 
absorbida de manera destacada por el gigante asiático. Así esos 
productos a muy bajo precio, gracias a una mano de obra muy 
abundante, con largas horarios, restricción de libertades sindicales, y carencia de normativa ambiental, han inundado los mercados destrozando las industrias locales hasta casi su extinción. El 
bajo precio de los productos chinos, pese al daño a las industrias 
y artesanías locales, ha sido utilizado de manera estratégica por 
gobiernos, especialmente europeos, para controlar el índice de 
precios al consumo, propiciando una caída súbita a través de importaciones de choque. Se trata de una concepción oportunista 
de los ejecutivos para reducir la inflación, pero a largo plazo un 
elemento destructor de empleo y actividad.

La perspectiva de una economía globalizada dentro de un 
mundo interconectado en el que los países en vías de desarrollo 
tienen posibilidades de recibir inversiones y mejorar su consumo 
y su nivel de vida, ha de ser contemplada desde una sintonía llena 
de notas musicales muy complejas. Los inversores buscan fabricar productos de reducido precio gracias a una mano de obra 
que percibe menores ingresos que en Estados Unidos o Europa 
Occidental, lo que hace aumentar el beneficio empresarial. Sin 
embargo, la situación plantea un riesgo en torno a la idea de 
competir exclusivamente por los precios bajos, donde China no 
admite rival, o por el valor añadido a los productos. La idea ha 
dado lugar a una inquietante tendencia que ha prosperado relativamente en Norteamérica y Europa: la adaptación de los métodos de producción de Extremo Oriente y de los emergentes, y la 
equiparación a la baja del precio de la mano de obra, para poder 
competir con los nuevos productores. Una falacia y una  amenaza 
para la ciudadanía europea. 

Este debate abierto también se reproduce en nuestro país  situándonos ante la tesitura: “Para ser competitivos con China y
otras economías debe descender el precio de la mano de obra, flexibilizarse el mercado de empleo incluso con más desprotección de
los trabajadores, reducir las contribuciones a la seguridad social,
y ser más tolerantes con los reglamentos ambientales”. Sin embargo, competir solo por los precios termina por ser una auténtica
“misión imposible”: Europa no dispone de ese ejército de reserva
de los países de Extremo Oriente, y siempre tendrán los asiáticos
todas las de ganar. Al contrario, las antiguas potencias industriales europeas deben especializarse en productos de valor añadido,
diferenciadas en los mercados de los que proceden de esas áreas.
La pérdida de retribuciones y la bajada de los salarios repercuten
finalmente en el consumo, en fase de retroceso durante la crisis.

Por eso, defender los derechos de sindicación, la mejora en 
la calidad de vida de los trabajadores y la fiscalización sobre sus 
condiciones ambientales, de la misma manera que el llamado 
“comercio justo” o al menos más ético, más caro de precio, acaba 
por mostrarse no ya como una utopía sino como un elemento reequilibrador. A medida que en China mejora la calidad de vida, y 
que el coste de la mano de obra se eleva, el potencial competitivo 
de su industria dejará de ser tan atractivo como hasta lo ahora 
lo ha sido para los importadores. Uno de los graves problemas 
de la grave crisis española ha sido por una parte la caída de las 
inversiones extranjera, y por otra la débil estructura exportadora; 
a pesar de que las exportaciones han sido el solitario indicador 
positivo en la situación a la desesperada de la economía española, y  el único  en estos momentos capaz de ayudar a reinvertir la 
situación de declive. 

El debate sobre la “tercerización” de la mano del trabajo está 
abierto en toda Europa, con la tendencia a importar modelos de 
Extremo Oriente o de la época de la revolución industrial para 
reducir los precios de la mano de obra. El desplazamiento de una 
cultura de la identificación trabajador-empresa, imperante en las 
relaciones capital-trabajo de los estados industriales contemporáneos más desarrollados, se ve desplazada por la de “trabajo 
mercadería”, con un deterioro de las condiciones laborales, y la 
pérdida de la vinculación con un modelo de empresa. Las generaciones españolas que se han incorporado al mercado de empleo 
a partir de 2000 se han encontrado frente a culturas totalmente 
diferentes respecto a la que tuvo la generación de sus padres en su 
forma de identificación con la empresa para la que desarrollaron 
su actividad. Antaño los informes de vida laboral se caracterizaban por la continuidad en el trabajo por cuenta ajena, con escasos cambios de empresa y por dilatados periodos de tiempo, que 
a veces se extendían a toda una vida laboral.

Hoy esa realidad resulta totalmente irreconocible, con itinerarios laborales en los que se alternan los trabajos por cuenta ajena 
de reducido periodo de tiempo, las etapas discontinuas de desempleo, y la rotación por distintos empleos de muy baja calidad, 
con la imposibilidad de identificación con una cultura de empresa. La fidelización trabajador-empresa en el modelo de relación 
industrial del pasado primaba de manera destacada la continuidad: bajo ese propósito se retribuía con un plus a la antigüedad 
y permanencia en el trabajo. Complemento en la actualidad  en 
vías de extinción o al borde de su desaparición. Con el deterioro 
del trabajo de calidad, reducido su concepto a un simple valor de 
mercadería, bajo la perspectiva de una globalización del capital, 
hasta los servicios han sido alcanzados de lleno por esa fórmula. 

El caso más palpable el de las empresas de llamadas y de tele 
promociones, situadas en países a miles de kilómetros de distancia; modelo al que se adscriben la mayor parte de las llamadas 
de operadoras de telefonía y comunicaciones que casi a diario 
nos convocan con sus ofertas. Incluso el desplazamiento de los 
antiguos servicios de información telefónica y las centralitas de 
empresas con gran número de trabajadores, a espacios ajenos 
al país o muy alejados de los ámbitos geográficos a los que se 
circunscribe su actividad productiva. Como en  España, por la 
familiaridad en el idioma, desplazados a América Latina o a Marruecos, buscando el objetivo de reducción de costes laborales, 
menores que los españoles.

José Carlos, el hijo mayor del matrimonio formado por Carmen y Ricardo Pérez, había nacido en 1954. Gracias al empuje 
de la madre y a la tenacidad del padre ante unos resultados educativos que inicialmente distaban de ser brillantes, pudo acabar 
la Formación Profesional. Al principio de la década de los setenta empezó a trabajar en una fábrica de herramientas. No se 
ganaba mucho, pero al menos esos ingresos fijos le permitieron 
solicitar un piso de protección, visto que la familia se enfrentaba 
a un problema. Un embarazo precipitado de su novia Amelia. 
Con rapidez, hubo que casar casi a galope a José Carlos con 
Amelia, en una boda a la que sólo asistieron los padrinos, los 
testigos y una decena de invitados. Carmen, la madre del novio estaba muy disgustada, prometió no acudir a la ceremonia, 
pero definitivamente decidió ir a la iglesia: al fin y al cabo no 
se casa un hijo todos los días. Tampoco hubo banquete, como 
a ella le hubiera gustado, sino una invitación a los pocos invitados en una cafetería, a la vuelta de la esquina. Después los 
novios se marcharon en el utilitario de José Carlos a realizar 
un viaje por Ronda y la Costa del Sol. Tres días que se hicieron 
demasiado cortos. A la vuelta había que preparar todo para la 
nueva situación. 

Meses después nacía Alberto, y después Rocío, y más tarde 
Abel, y años después cuando ya nadie se lo esperaba, Alejandro. 
José Carlos fue ascendiendo poco a poco en la fábrica de herramientas, que acabó siendo comprada por una empresa americana. Él que era listo y no quería perder el tiempo como en su 
primera juventud sacaba tiempo hasta de la flaqueza. Así pudo 
ampliar conocimientos técnicos y hasta recibir clases de inglés 
que venían muy bien para enterarse de las instrucciones que venían en las plantillas de los nuevos productos. Cada uno de sus 
hijos siguió su propio camino. Los mayores pudieron estudiar 
una carrera, y con más o menos suerte se han ido valiendo por sí 
mismos. Los pequeños no. “Tenemos un problema” le dijo José 
Carlos a su mujer, la madre de los chicos, “a estos no hay quien 
los saque de casa”. Ahora que está preparando los papeles para 
la jubilación José Carlos ha cotejado su informe de vida laboral 
con el de su hijo pequeño. El suyo es tan corto que parece una 
página en blanco: un par de empresas en las que estuvo unos 
meses de aprendiz, y los treinta y ocho años de la fábrica de 
herramientas, que ahora se llama de otra forma, y en lugar de 
producir martillos y forjas, que para eso las hacen en China, 
distribuye maquinaria y línea de productos marrones de aquí 
y de allá. El más pequeño de sus vástagos también ha recibido 
su informe de vida laboral: tres páginas enteras con nombres de 
firmas, a base de quince días por aquí, siete por allá, dos meses 
más en otro sitio, cinco por otro lado, entre bajas, desempleos 
y vuelta a empezar. Al final, en tres años ha pasado por veinte 
empresas distintas. Bueno, es un decir, ha estado más tiempo en 
el desempleo que en el curro. A este paso, cuando tenga su edad, 
tendrán que proporcionarle un disquete de muchas megas donde 
quepa toda esa coletilla de altas y bajas coyunturales, tapando 
huecos, entre desempleo y despido. Y eso que se puede dar con 
un canto en los dientes, por haber podido trabajar al menos tres 
o cuatro meses cada año.

José Carlos consideraba a la empresa como su segunda familia, aunque se llevó muchos disgustos, y no siempre los jefes que 
pasaban por ella le trataban igual. Pero estaba tan implicado 
que cuando encontraba en una tienda un producto con la marca 
sentía una intensa emoción. Su hijo pequeño ni se acuerda, ni 
le importan los sitios por los que pasado. Hace la faena y sale 
corriendo con el finiquito en la mano, y eso cuando no le quedan 
a deber dinero.

La vinculación trabajador-empresa se ha perdido bajo la perspectiva de una “tercermundización” que también ha acabado por
llegar a Europa, con la destrucción del llamado “empleo de calidad” y la aplicación de condiciones precarias para lograr un abaratamiento de costos. La identificación de los trabajadores con una
empresa a la que uno permanece vinculado a lo largo de una parte
de su vida está en vías de extinción, cuando la “antigüedad” ha dejado de ser un concepto positivo a retribuir en las nóminas. La tendencia hacia la externalización de la mayor parte de los servicios,
prestados a cargo de agencias privadas ajenas, acentúa esa “extrañeza” entre trabajadores y empresa. El nuevo modelo traduce y
adapta categorías que estaban presentes en el “taylorismo”, uno
de los sistemas de mayor arraigo durante la revolución industrial.

El norteamericano Frederick Taylor (1856-1915) fue el creador de un método científico aplicado a la relación obrero-trabajo 
que rompía con la tradición artesana del antiguo régimen. El método se aplicaba a la mano de obra, las máquinas y las herramientas. Aportaba una división de las tareas muy estrictas: se había 
acabado trabajar en una pieza de principio a fin para obtener una 
creación personal y única. Cada obrero se limitaba a ejecutar una 
acción o movimiento repetido dentro de una cadena, como satirizaba Charles Chaplin en “Tiempos modernos” (1936). Se imponía el cronometrado de todas y cada una de las operaciones que 
se efectuaban según tiempos que eran medidos y calculados. Los 
trabajadores adquirían una categoría semejante a la de las piezas 
mecánicas dentro de una serie de producción. La improvisación 
quedaba totalmente eliminada.   La imposición de estos métodos, 
que se han denominado “taylorismo”, dio lugar a un gran beneficio para las empresas que pagaban menos por cada pieza recibida 
para que los obreros se dieran más prisa en realizarla. Su efecto 
más evidente fue el de la reducción de los salarios y la mejora en 
las ganancias. 

El sistema de Taylor implicaba una especialización del trabajador basado en el individualismo técnico, la división del trabajo 
y el estudio científico de los movimientos para lograr el máximo 
ahorro posible en los costes. El programa necesitaba de un control 
externo o supervisión sobre los obreros, papel que correspondía 
a los ingenieros. Su aplicación se saldó con huelgas y protestas en 
1912, pero los centros fabriles lo impusieron por que representaba una bajada de los salarios y por lo tanto mayores beneficios.

Más de un siglo después el modelo se reproduce en la economía globalizada, en función tanto del desarrollo de internet 
y de las redes, como de los procesos de deslocalización. El teletrabajo extendido al mismo tiempo que internet permite muchas 
posibilidades, pero también conduce a una “externalización” de 
la actividad productiva que implica desvinculación con una cultura de empresa tal y como antes era conocida. Los procesos de 
deslocalización han favorecido una división internacional de la 
producción, con su traslado hacia los países del tercer mundo 
por el precio mucho más bajo de la mano de obra. Esos métodos 
heredados del “taylorismo” aparecen hoy en los sistemas de relación obrero-producción industrial, con productos cuyo diseño 
puede ser europeo pero cuya fabricación es totalmente china o 
tailandesa. 

De resultas de ese modelo los sistemas de producción industrial que permitieron los crecimientos europeos de los años 50 y 
60 aparecen en vía de extinción y la fuerte competencia en precios de esos nuevos emergentes impulsa la aplicación en Europa o 
en Estados Unidos de sistemas que implican una “tercerización”, 
y la desaparición del llamado empleo de calidad. Aún con esa 
fuerte competencia, varios estados de la antigua Comunidad Económica Europea han sabido sortear esa competencia aportando 
su I + D, un diseño de calidad, con una presencia de productos de 
“valor añadido” que se distancian de los modelos con los que los 
grandes productores de Oriente invaden los mercados. 

La polémica sobre los costes de trabajo está muy viva en la 
Europa de la crisis, donde las compañías buscan sistemas que 
permitan la reducción del valor de la mano de obra para poder 
competir con los nuevos productores. Aún así se producen significativas paradojas como la de Alemania, el estado que tiene 
los costes laborales más altos de Europa,  potencia exportadora 
número 1 del continente, gracias a la tecnificación y a la aplicación de tecnologías dentro del espacio productivo. Lo que permite contrarrestar dos modelos: el de China con una numerosísima 
mano de obra casi regalada, y el de la potencia industrial que con 
la ayuda de las tecnologías es capaz de producir con un número 
de trabajadores infinitamente más reducidos, técnicamente mejor 
preparados, y bien retribuidos. El modelo de la localización y tercerización del trabajo de nuestra época durará en tanto los salarios se mantengan a precios de saldo en esos países y no mejoren 
los derechos de los trabajadores o las condiciones ambientales. 
Del mismo modo que la presencia del aluvión inmigratorio en la 
España del pasado dio lugar a un abaratamiento de la mano de 
obra en determinadas actividades. Reclamar para esos trabajadores venidos de otras tierras las mismas condiciones e idénticas retribuciones que para los de nacionalidad española, parece no solo 
un derecho (“a trabajo igual salario igual”), sino un elemento que 
beneficia a los inmigrantes, pero sobre todo a los trabajadores autóctonos. La precariedad aunque al principio alcance solo a unos 
pocos termina por repercutir en la totalidad del sistema. 

Ese proceso de desaparición del vínculo de identificación trabajador-empresa de la nueva economía se extiende por primera 
vez a la administración pública y a las empresas de esa titularidad. La formación del trabajador y los sistemas para la creación 
de ascensos a través de la mejora en la preparación, el estudio y 
la investigación, sufren un serio ataque con los procesos de privatización y de externalización que afectan también a un sector 
público  en fase de poda. El debate de las sociedades europeas sobre el peso de la administración en el conjunto del país ha tenido 
una lectura muy precipitada en el caso de la España de la crisis, 
donde atendiendo a factores economicistas de contención presupuestaria se está produciendo una severa fase de contracción de 
lo público. Paradojicamente el peso de los trabajadores del sector 
público en España es semejante al de los otros estados europeos, 
a pesar de la importancia de las comunidades autónomas y el 
ayuntamiento, e inferior frente al del país más centralizado de 
Europa, Francia. 

La externalización de servicios en las administraciones como 
principio general afecta también ahora a áreas como la sanidad 
donde antes su presencia era escasa. Todo ello dentro del acelerado proceso de desplazamiento de lo público a lo privado. En 
esta tendencia se reproduce el fenómeno de falta de identificación 
trabajador-empresa. El propio concepto de función pública se 
pone en entredicho, mientras se cercenan opciones para la mejor 
actualización de sus modelos dentro de un esquema profesionalizado, no dependiente de los gobiernos de turno. Esta fue una 
de las aportaciones no reconocidas de la España constitucional, 
bajo un modelo muy diferente al de la Restauración, basado en el 
clientelismo y el caciquismo. Esa profesionalización de la administración pública española como concepto general constituyó un 
logro y un paso adelante en la modernización del país.
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Lecciones del Desastre
CAPÍTULO 1
El Escándalo del Ladrillo

“La certidumbre de que por fin peleaba por su propia liberación, y no por  ideales abstractos, por consignas que los políticos 
podían voltear al derecho y al revés según las circunstancias, le 
infundió un entusiasmo enardecido” (Gabriel García Márquez, 
“Cien años de soledad”) 

“Los graves daños en la explosión de de una burbuja especulativa son proporcionales a las de su volumen”. Entre los años 1997 
y 2007 la construcción se convirtió en motor de la economía española, bajo las trazas de una inmensa especulación. Puede sorprender, hoy, conocidas las dimensiones de la catástrofe que durante 
aquella época apenas se pusieran en marcha desde las administraciones,  medidas para paliar una desaceleración de la actividad sobre la que recaía no solo la estabilidad del sistema financiero, sino 
la propia supervivencia económica de administraciones locales y 
regionales vinculadas a las licencias sobre la construcción, dentro 
de un fenómeno que alimentó la corrupción en consistorios y aledaños. Ni siquiera las señales de aviso de finales de burbujas como 
la de la crisis de las sub prime en Estados Unidos y otros países 
merecieron demasiada atención. Por gobiernos de un signo y por 
otro. Pedro Solbes, a la sazón ministro de Economía del gobierno 
de Zapatero, cuando saltaron las noticias sobre la crisis de las sub 
prime declaraba que “no había posibilidad alguna de una situación como esa en España”; de la misma manera que hasta en un 
tardío 2009 se repetía hasta la saciedad que “el sistema bancario 
español era el más sólido del mundo”.

¿Qué factores dieron lugar a esta formidable especulación en 
torno a la vivienda, de la que fueron víctimas compradores y aspirantes a la propiedad o el alquiler? En primer término la existencia de esa “cultura de la propiedad”, en la que España se había 
convertido en el estado con un menor número de viviendas en 
alquiler de toda Europa, y donde el régimen de propiedad era el 
mayoritario. Muy arraigada dentro de un ideario de vinculación 
con la tierra, y de búsqueda de valores materiales seguros, de 
origen un tanto conservador, en la que la propiedad inmobiliaria 
se convirtió en el primer instrumento de ahorro de los españoles. 
Frente a la volatilidad de las acciones, los bienes inmateriales y 
los productos financieros, el precio de la vivienda había vivido 
desde los años 60 conatos de especulación, con subidas graduales 
de precio. Pero sobre todo en el periodo 1976-2003 el valor de la 
vivienda se multiplicó por 16, según el Banco de España, y entre 
1997 y 2006 dio lugar a una subida escandalosa del 150 %. 

Los indicios de la existencia de una burbuja se aprecian a partir de incrementos de precios anormales y muy por encima de los 
del Índice de Precios al Consumo. El suelo urbano se convertía 
en un bien codiciado, de precio cada vez más alto, e inicialmente 
escaso. Aspirantes a propietarios y familias demandaban viviendas cuyo valor no era fácil de pagar por el sobreprecio del suelo 
que incrementaba notablemente el precio final de la construcción. 
Junto a esa demanda de primera vivienda se ofrecía otra de residencial bajo una visión de ahorro-inversión, especialmente en un 
momento en el que los productos financieros, como los bonos o 
las acciones ofrecían rentabilidades más bien magras. La vivienda 
se había convertido en España en la principal inversión para las 
familias, y en el objetivo principal para el ahorro, bajo el sofisma 
generalizado de que “su valor nunca podría bajar”, teniendo en 
cuenta la curva ascendente continuada en sus precios.

Con el aparente propósito de incorporar más suelo y provocar 
una bajada de precios para las nuevas viviendas, el gobierno de 
Aznar decidió liberalizar el suelo, permitiendo la construcción 
excepto en aquél que estaba protegido. Sin embargo no logró 
efecto alguno de revisión de precios a la baja. Al libre arbitrio de 
la ley de la oferta y la demanda, carente de control, el precio de 
la vivienda, primero la nueva y residencial, pero por contagio la 
usada, fueron objeto de unos incrementos de precios escandalosos. Distintos factores concatenados propiciaron la burbuja. En 
primer lugar la gran facilidad de los bancos y entidades financieras por conseguir capital de manera casi ilimitada, junto a la caída en los tipos de interés que favorecían la circulación del dinero. 
Bancos y financieras europeas en el mercado del euro inyectaban 
capital destinado a hipotecas a las entidades españolas.  La presión sobre la demanda era creciente dentro de un ciclo expansivo 
de la economía, con la incorporación de nuevos residentes, como 
inmigrantes, extranjeros jubilados, y partícipes en nuevos modelos de familia. Las dimensiones de la vivienda-tipo de nueva 
construcción se mostraban ahora más reducidas y se adaptaban 
a esas realidades objetivamente distintas: jóvenes emancipados, 
separados y divorciados, mujeres solas, familias monoparentales, 
etc. que rompían con un, hasta entonces,  modelo tradicional de 
familia española. En esa época la rentabilidad de la vivienda era 
creciente y sostenida, y buena parte del ahorro se canalizaba hacia la propiedad de segundas viviendas que permitían rentabilidades cercanas al 10 % frente a las escasas de los fondos y Bolsas.

En esta especulación aparecían dos claros beneficiarios. Por 
una parte las constructoras. Por el otro los ayuntamientos y comunidades, que obtenían a través de las licencias  sobre la construcción y las tasas y gravámenes una importante inyección de 
dinero para sus presupuestos. En medio de esta fiebre especulativa la obtención de licencias de construcción y la declaración de 
suelo urbanizable se convirtieron en caldo de cultivo para prácticas de corrupción, dentro de un chalaneo en el que participaron 
ayuntamientos y promotores. Todos y cada uno de los escándalos 
de corrupción más publicitados de la reciente historia de España 
aparecen directamente vinculados con el suelo y la recalificación 
de terrenos. En ninguno de los casos la espectacular subida de su 
precio se podía vincular con las subidas del IPC.

A ello hay que unir que esa facilidad con la que bancos y cajas 
manejaban un dinero casi ilimitado  que les permitían conceder 
créditos tanto a promotores como a particulares. En medio de 
aquella “fiebre del ladrillo”, los ciudadanos como en todo proceso especulativo, acababan por encontrar su propio espacio en la 
misma rueda: “adquiriendo” viviendas sobre plano, que se traspasaban a mucho mayor precio meses más tarde, antes de la firma las escrituras. Bastaba con un pequeño capital a modo de entrada o señal para la firma de un contrato, remitiendo el pago del 
principal a la firma ante el notario. Pero antes de la firma de las 
escrituras era habitual la cesión del contrato a otro comprador 
que estaba dispuesto a pagar más, con la consiguiente plusvalía 
para el primer “adquiriente”. 

Dentro de esta complicidad de agentes, las tasadoras muchas 
de ellas vinculadas a bancos o cajas, ofrecían valoraciones cada 
vez más altas de las viviendas, lo que permitía a los particulares contratar hipotecas y créditos con enorme facilidad, incluso 
con promociones que ofrecían el 110 % del valor de tasación, se 
acompañaban de un crédito personal o de facilidades para la adquisición de un vehículo o de un equipamiento doméstico. Entre 
el año 1999 y el 2001 se llegaron a construir 500.000 viviendas, y 
300.000 por año hasta 2005. Más de la mitad de toda la vivienda 
construida en el territorio de la UE se estaba haciendo en España.

Dentro de una cadena de favores y de intereses el “boom” del 
ladrillo acababa por descuadrar las cuentas de los ayuntamientos 
y de las administraciones públicas, que si bien recibían un maná 
por licencias e impuestos ligados a la construcción, por otra se 
encontraban ante la obligación de ofrecer servicios básicos a barrios y zonas recién urbanizadas. Esa expectativa de entrada del 
capital en las cuentas de las administraciones permitía disponer 
de abundante crédito, con muchas facilidades para endeudarse, 
dentro de un ciclo que se creía permanente. Los ayuntamientos 
entraron en una “rueda” de gasto sin freno alguno. Al lado aparecía otro fenómeno asociado a la corrupción, como el de la presencia abundante de “dinero negro” en el que se movía el 60 % 
de las transacciones.

La economía española sufrió un proceso de reconversión a una 
especie de monocultivo, con la derivación de capitales y recursos 
hacia la construcción, frente al abandono de la inversión productiva y la postergación de la industria. Este “boom” ejerció 
una indudable influencia sobre el proceso educativo, desmotivando a alumnos que veían como su esfuerzo educativo parecía casi 
inútil cuando en labores asociadas a la construcción se estaban 
ganando salarios absolutamente fuera de mercado, y que la rápida circulación de dinero negro permitía en un tiempo record 
el acceso a bienes de consumo antes prohibitivos. La estampa de 
jóvenes trabajadores de la construcción exhibiendo vehículos de 
alta gama es muy representativa de aquél momento. 

Frente a ello, la actitud de las administraciones y de los organismos supervisores era débil y tolerante, sin evaluar los enormes 
factores de riesgo sobre los que el modelo se asentaba. Para contrarrestar el constante incremento de precios en viviendas de nueva construcción, entidades bancarias y cajas recurrieron a alargar 
el periodo de vigencia de las hipotecas, que ahora podían alcanzar hasta los cincuenta años. Como resultado de ello muchas de 
las nuevas familias se encontraban ante la opción de seguir hipotecadas hasta el final previsible de su vida laboral,  cuando fueran 
abuelos o alcanzaran la edad de jubilación. 

En consecuencia y gracias a la facilidad en la obtención de 
préstamos hipotecarios las familias españolas se endeudaron hasta  el infinito. En 1986, el 34 % de la renta disponible se dedicaba a vivienda, cifra que había ascendido al 52 % en 1996, para 
subir en 2005 a la increíble cifra del 105 %. Durante la etapa de 
máximo apogeo del “boom” la deuda de las familias creció a un 
ritmo del 18,53 % anual.

Como en todo proceso especulativo, la “contaminación” acabó por “manchar” a la totalidad del sistema, dentro de una imprevisible rueda de la que todos y cada uno se convirtieron en más 
o menos “cómplices” con responsabilidades desiguales. Estaban 
los bancos que daban créditos sin fin con una enorme irresponsabilidad, las tasadoras en su mayoría dependientes de las entidades, que valoraban a altísimo precio unas viviendas cuyo valor de 
construcción era sensiblemente más bajo, y las constructoras que 
tenían un fácil acceso a la financiación. En estos años un modesto 
cantero o albañil se convertía en pocos meses en constructor de 
macro-urbanizaciones. Una nueva forma de caciquismo vinculado a la construcción se hizo presente en el poder municipal, con 
un sospechoso juego de intereses y de picarescas. Las constructoras podían financiar toda clase de recursos y servicios, participar 
en oscuros acuerdos de permutas con los responsables municipales, financiar televisiones locales e incluso podían estar detrás de 
“candidaturas electorales fantasma” que en las elecciones municipales lograban la entrada de sus candidatos a los consistorios; 
en algunos casos con capacidad para influir decisivamente en el 
nombramiento de alcaldes y equipos de gobierno, y en sus decisiones. Siempre con el área de urbanismo como máximo “objeto 
de deseo” dentro del poder municipal. 

En torno al sector surgieron muchas actividades auxiliares, y 
las calles de las ciudades se llenaron de improvisadas agencias de 
mediación, muchas de ellas carentes de una base técnica, pero 
que permitían ingresos por el volumen de contratación en que 
se desenvolvían. El sector de la construcción que había llegado 
a alcanzar a partir de 1987 el 7 % del PIB, años después se había mostrado como el verdadero motor de la economía española. 
Como excepción, entre 1992 y 1996 se produjo una leve bajada 
de los precios, de un 1, 7 % que rapidamente fue superado por el 
nuevo ciclo alcista, hasta alcanzar en el periodo 1996-2003 una 
cifra cercana al 176 % de incremento. 

La pregunta que desde el puro sentido común se tendría que 
haber hecho en esta época podía haber sido: “Pero, ¿hay tantos 
compradores para quedarse con tanta vivienda?” Muchos ayuntamientos y comunidades mezclando la ilusión con la realidad 
hablaban de masas de ciudadanos europeos dispuestos a radicarse en la Península y en las islas, como una secuela de la industria 
turística. Parecía imposible, echando cuentas que las estimaciones, por optimistas que fueran llegaran a prosperar. Comunidades, ayuntamientos y gobierno central, confundían esperanza con 
realidad. 

La primera señal de desaceleración se produjo en 2004 con un 
apunte de cambio de ciclo: se empezaba a constatar la existencia 
de un gran parque de viviendas sin habitar. Asunto que motivó 
diversas tentativas por parte de las administraciones de establecer 
gravámenes o impuestos a las viviendas vacías. Calificación técnicamente muy problemática, y con muchas dificultades de implantación; y con un elevado rechazo social habida cuenta que casi 
todos los ciudadanos eran partícipes, con grados muy diversos de 
implicación, de ese sistema. En 2006 el propio Fondo Monetario 
Internacional en su informe sobre globalización había llamado la 
atención sobre el elevado precio de la vivienda en España, que no 
estaba en absoluto en relación con el resto de los bienes ni con los 
ingresos que percibían las familias.

Con Zapatero en la Presidencia del Gobierno se intentó abrir 
el mercado al alquiler, desarrollando ciertas iniciativas de mediación para agilizarlo. Un mercado generalmente caracterizado 
por el uso de dinero negro en las transacciones, y en el que las 
garantías de arrendadores y de arrendatarios  no eran suficientes, con una complicada tramitación en el caso de impagos o de 
desahucios por la vía judicial, saturando un sistema ya de por sí 
al borde del colapso. Esas tentativas también fueron secundadas 
por varias Comunidades sin que se lograra una mayor presencia 
del alquiler en la oferta del mercado. Fracasó también el intento de adecuar las dimensiones de las viviendas a la realidad de 
las nuevas familias y a las condiciones de las demandas sociales 
cambiantes de los españoles. Como el sistema seguía aportando 
mucho dinero a  comunidades y ayuntamientos vía licencias e 
impuestos, la rueda se siguió moviendo hasta que la economía 
española empezó a ofrecer signos de desaceleración. 

En 2007 el estallido de las hipotecas sub prime en Estados Unidos y otros países parecía premonitorio del acercamiento a una 
realidad: las cosas y los bienes no valen por lo que cuestan sino 
por lo que el mercado está dispuesto a pagar por ellos. De la noche al día el sistema sufría un terremoto en Norteamérica cuando 
pinchaba la burbuja, y se demostraba que las garantías hipotecarias sobre viviendas estaban vinculadas a castillos de naipes. Con 
un índice creciente de morosidad, y de impagos, la garantía hipotecaria, es decir el propio bien sobre el que el préstamo había sido 
concedido, empezaba a cotizar  en el mercado a un valor cada 
vez más reducido. En caso de ejecución o de impago las entidades 
financieras se veían obligadas a asumir cuantiosas pérdidas por 
que la garantía carecía ahora del valor que tuvo tiempo atrás.  El 
caso de las sub prime arrastró al fango a multitud de compañías 
hipotecarias, y a través del sistema de garantías asociadas que 
podían ser endosadas y adquiridas por nuevos tenedores como 
fondos de inversión, acabó por envenenar a la totalidad del sistema y a precipitar la crisis.   

Dentro de la superficial lectura con la que desde la España de 
2007 se contempló esa crisis la única constatación aparente de 
seguridad era la de que el sistema de garantías hipotecarias español era muy diferente al norteamericano. Pero había un factor 
todavía más premonitorio, que no se supo contextualizar desde 
nuestro país: ante una súbita caída del precio de la vivienda, caerían los activos de las entidades bancarias y cajas que habían concedido préstamos millonarios sobre unos bienes que ahora valían 
mucho menos que cuando se contrataron. El enfriamiento de la 
economía y las mayores dificultades para conseguir financiación 
como consecuencia de la oleada restrictiva europea posterior a la 
crisis de las sub prime, contribuyeron al súbito parón.

Sin embargo, existen suficientes indicios para saber que en un 
temprano 2006 inspectores del Banco de España habían advertido al entonces gobernador, Jaime Caruana, del riesgo que la economía española pudiera sufrir una convulsión por los altísimos 
precios de una vivienda sobrevalorada, lo que implicaba un alto 
endeudamiento de las familias. Aviso que supuestamente fue infravalorado desde la presidencia de la institución y por el propio 
gobierno.

Con fecha 22-IV-2005, la Asociación de Inspectores de Entidades de Crédito del Banco de España (AIECA) se había dirigido 
a Pedro Solbes, vicepresidente económico y ministro de Economía y Hacienda, denunciando la actitud de Caruana, presidente 
del Banco de España: “(…) Nuestro sentido de la responsabilidad, así como la lealtad que le debemos a la institución para la 
que trabajamos, nos obliga a desmarcarnos de los imprudentes 
análisis de la realidad que presenta el sr. D. Jaime Caruana en sus 
últimas comparecencias públicas. Nosotros, que somos los que 
examinamos “in situ” la situación de las entidades sometías a la 
supervisión del Banco de España –incluidas las sociedades de tasación-  conocemos de primera mano el frágil estado en el que se 
encuentra el mercado inmobiliario en España y conocemos también las implicaciones que podrían tener para la economía en su 
conjunto y para el sector financiero en particular una corrección 
desordenada de sus evidentes desequilibrios. En una situación así 
permanecer callados ante las continuas manifestaciones de complaciente optimismo realizadas por el gobernador del Banco en 
sus últimos discursos nos haría partícipes de su análisis y de sus 
errores (…)”

La denuncia se repite en otra misiva del 26-V-2006 dirigida a 
Solbes: “Los inspectores del Banco de España (queremos) mostrar nuestra preocupación por su falta de voluntad para adoptar 
las medidas necesarias para hacer posible la reconducción de la 
delicada situación actual hasta hacerla sostenible y segura (…) 
Nos vemos obligados a hacer notar que el nivel de riesgo acumulado en el sistema financiero español como consecuencia de 
la anómala evolución del mercado inmobiliario en España en los 
últimos seis años, es muy superior al que se desprende de la lectura de los mencionados discursos del gobernador (…) Detrás 
de este crecimiento desordenado del crédito –especialmente en la 
parte dedicada a la financiación de la actividad inmobiliaria- se 
encuentra, en último término, la falta de determinación demostrada por el Gobernador para exigir a las entidades sometidas a 
la supervisión del Banco de España, el rigor en la asunción de los 
riesgos exigible a gestores de recursos ajenos (…) Este desmedido 
crecimiento del crédito bancario, destinado en su mayor parte a 
la financiación de la actividad inmobiliaria en todas su fases –a 
nuestro entender, una de las causas principales de la extraordinaria subida del precio de los inmuebles en España- ha acabado 
provocando otro tipo de problemas en las entidades de crédito 
españolas (…)”.

“Debido a que el incremento del pasivo tradicional –los depósitos bancarios- ha demostrado ser insuficiente para dar contrapartida al acelerado crecimiento del crédito, las entidades españolas han
tenido que buscar fuentes adicionales de liquidez, y lo han hecho
acudiendo a los mecanismos financieros de la zona del euro, aprovechando las posibilidades que proporciona la moneda única”.

Las señales de aviso presagiaban una catástrofe, pero se careció de voluntad política para imponer a las entidades financieras 
un mayor control sobre la concesión de créditos hipotecarios, en 
un momento en que bancos y cajas con mucho dinero que ofrecer 
en préstamos los podían colocar en el mercado con total facilidad. En el tiempo en el que Caruana estuvo al frente del Banco de 
España el crédito de bancos y cajas a usuarios pasó de 560.000 
millones a 1,5 billones, es decir se multiplicó tres veces más. Cifra 
equivalente al 1,5 del PIB de 2006. Un recorrido por una auténtica montaña rusa. 

El aviso parece que sirvió de muy poco. Ni Economía ni el 
Banco de España se dieron por aludidos por esas opiniones de 
sus técnicos. La especulación del ladrillo alimentaba a todo un 
sistema del que se beneficiaban también comunidades y ayuntamientos. De manera harto sorprendente todavía en un ya tardío 
2008, cuando las señales de alarma estaban sonando por doquier 
y el pinchazo de la burbuja especulativa de las sub prime había 
sido devastador para las economías occidentales, Solbes en campaña electoral desmentía la existencia de burbuja en España y la 
de cualquier peligro de quiebra para bancos y cajas. Las declaraciones triunfalistas estaban a la orden del día, dentro de un clima 
de euforia.

Pocos meses más tarde,  las administraciones se enfrentaban 
a una rápida caída del sector de la construcción que había sido 
hasta entonces el motor de la economía española. En muy pocos 
meses las cifras de desempleo crecieron de manera espectacular, y 
los ayuntamientos empezaron a perder una de sus fuentes principales de financiación. Zapatero había cambiado su equipo económico, con la salida de Solbes, mientras, Fernández Ordoñez, uno 
de los hombres del antiguo ministro de Economía, estaba ahora 
al frente del Banco de España. El presidente se fiaba ahora de la 
opinión de la nueva responsable de la cartera de Economía, la 
“tecnócrata” Elena Salgado, y de su ministro Miguel Sebastián.

Todavía en esta época se vivía un extraño espejismo en torno 
a la economía española a pesar de que los síntomas de desaceleración tanto exteriores como interiores eran crecientes. Espejo de 
ese optimismo lo había sido una de las decisiones más polémicas 
de su ejecutivo: la devolución de 400 euros a trece millones de 
contribuyentes en el IRPF, con la justificación de que el superávit 
de 2,3 % en el PIB de 2007 permitía ese reparto a los ciudadanos 
para “mejorar su capacidad adquisitiva” y estimular el consumo. 
El coste de esta devolución fue cercano a los 5.000 millones de 
euros, y en su momento despertó una gran polémica. Se trataba 
de una devolución lineal, no progresiva, es decir beneficiaba tanto al que había declarado rentas de 10.000 euros en el ejercicio 
anterior como a quien ingresó más de 100.000. Pero la principal 
crítica que se le podría hacer era la de la imprevisión: esa reserva podía ser muy eficaz como “colchón” en caso de una vuelta 
al déficit público. Otras dos medidas como el llamado “cheque 
bebe” (1.200 millones de euros) y las deducciones por alquiler de 
vivienda (700 millones) mostraban que aún se vivía bajo un clima 
de euforia.

El pinchazo de la burbuja inmobiliaria produjo efectos devastadores en muy pocos meses, con un crecimiento del desempleo 
galopante, lo que obligó a tener que gastar mucho más dinero 
en la protección a los trabajadores que se habían quedado en la 
calle. Frente al superávit de 2007 el déficit se disparó al 11,4 % 
en 2009, con las familias españolas atrapadas en unas hipotecas 
sobre bienes inmuebles que valían ahora mucho menos que el 
precio al que fueron tasadas. De forma casi violenta, el ejecutivo 
Zapatero se encontró sobre la mesa con unas cifras de destrucción de empleo realmente escandalosas como consecuencia del fin 
del “ciclo del ladrillo”. 

Como medida de choque “para el fomento de empleo” el gobierno Zapatero se propuso dar un nuevo impulso al sector de la 
construcción para reactivar y paliar la pérdida de puestos de trabajo, con la creación del llamado “Fondo Estatal para el Empleo 
y la Sostenibilidad Local”, más conocido como “Plan “E”, por el 
que los ayuntamientos podían recibir financiación pública para la 
realización de obras y servicios dentro del ámbito de la construcción. El Plan mostraba una loable primera intención de paliar el 
creciente desempleo y de reactivar la economía, pero incidía en 
un grave error: los ayuntamientos acostumbrados a presupuestos 
muy expansivos, gastos suntuosos o superfluos, y a una gran prodigalidad en el uso del dinero de todos, podían seguir recibiendo 
todavía más dinero público a cargo del “Plan “E” para gastar en 
obras y servicios, en lugar de imponer medidas de ajuste y control 
de sus presupuestos. El Fondo estaba dotado de 8.000 millones 
de euros en 2009 y de 5.000 en 2010, y el gobierno esperaba 
crear 274.000 puestos de trabajo. Se financiaron con cargo a ese 
fondo 30.000 proyectos municipales tras una convocatoria en la 
que se recibieron unas 100.000 ofertas, impulsadas directamente 
por los ayuntamientos. Con cargo al “Plan E” se hicieron obras 
socialmente útiles, pero también muchas perfectamente superfluas y gratuitas. Entre el catálogo de obras pagadas con el dinero 
de ese recurso estatal había  pistas de squash, campos de rugby, 
reforma de perreras municipales, arreglos de goteras en instalaciones públicas, internet gratis o palomares electrónicos y paneles 
de audio. En 2011, el presidente Obama dentro del paquete de 
acciones para calentar la economía y generar empleo lanzaba un 
plan con algunos puntos en común con el “E”, pero centrado 
exclusivamente en áreas muy concretas: mantenimiento y ampliación de escuelas e instituciones educativas, mejoras en centros dedicados a servicios públicos (estaciones, bomberos, etc.). El “Plan 
E” llegaba a los ayuntamientos como un inesperado “maná” que 
permitía gastar más dinero a consistorios que ya se habían mostrado pródigos en los dispendios. 

El problema estallaba en toda su dimensión a partir de 2007 
contagiando a la totalidad del sistema. El espectacular crecimiento del desempleo obligaba a un incremento presupuestario 
para la cobertura a los desempleados, mientras los ingresos de 
las administraciones se retraían, y caía el dinero disponible de 
ayuntamientos y comunidades que ahora carecían de las inmensas posibilidades de financiación a cargo de las licencias sobre la 
construcción. 

El “veneno” se extendía a todo el sistema bancario: las entidades que habían concedido préstamos “a gogo” con una facilidad 
absolutamente laxa empezaban a ver como sus índices de morosidad se incrementaban día y a día, y los impagados aumentaban 
como la espuma. Con bienes como garantía que ya no valían lo 
que antes. La peor de las papeletas les correspondían sin embargo 
a quienes contrataron hipotecas y ahora no podían pagarlas al 
convertirse en desempleados, con la eventualidad de ser desahuciados, perdiendo no solo su bien más importante, sino con una 
deuda de por vida con la entidad, que no se podía cubrir con la 
recuperación de la prenda.   

Como consecuencia de este escenario las tasas de morosidad 
crecieron de manera progresiva. Se entiende por “tasa de morosidad” el porcentaje de los créditos concedidos por las entidades 
bancarias y las cajas de ahorros cuyo pago sufre un retraso de 
más de tres meses. En abril de 2010 la tasa había subido hasta el 
5,5 %  con cerca de 100.000 millones de euros. Los impagados y 
créditos de dudoso cobro se incrementaron en pocos meses. Todavía era mayor la morosidad de los promotores que se convirtió 
en la más alta de la historia. El volumen de créditos de dudoso 
cobro superaba los 100.000 millones de euros, repartido en unos 
48.760 millones que debían asumir las cajas de ahorros, y los 
42.70 de los bancos.

En 2011 el índice de morosidad seguía creciendo hasta llegar 
al 7,416 % en octubre de ese año, con 131.908 millones de euros 
en cantidades de dificultosa recuperación. Desde el año 1994 con 
la intervención de Banesto no se habían registrado cifras tan altas 
en España. Los créditos dudosos a promotores ascendieron de 
37.707 en 2010, a 57.577 unos pocos meses más tarde en 2011. 
También los impagos de los constructores pasaban de 10,39 % al 
16,09 % y de 12.631 a 16.455 millones de euros. El mayor peso, 
sin embargo, recaía en las familias españolas metidas en una auténtica boca del lobo.

Rocío, la segunda hija de la familia había abandonado los 
estudios de contabilidad y un trabajo en una gestoría para casarse muy temprano con Diego. Fue un error del que siempre se 
lamentaría. Diez años más tarde para disgusto de todos, empezando por sus padres, llamaba un día a la puerta para decir que 
iba a presentar los papeles del divorcio. Sus padres no le reprocharon nada, aunque se lamentaron de su situación. Gracias a 
la capacidad negociadora de su abogada, Rocío logró un acuerdo con Diego, su ex marido, que no fuera lesivo para ninguno 
de ellos. Poner en alquiler el piso que habían acabado de pagar 
unos meses atrás, y repartirse la mensualidad de 400 euros al 
cincuenta por ciento dado que se había comprado bajo régimen 
de gananciales.

Rocío, además recibió una pequeña pensión dado que había 
renunciado a trabajar para casarse. Durante tres meses se quedó 
a vivir en casa de sus padres, durmiendo en el mueble cama que 
cada atardecer debía ser extendido en el saloncito para luego recoger antes de que se despertaran el resto de los habitantes de la 
casa. Desde luego que aquél no era plan. Su prioridad era volver 
a encontrar trabajo. Le costó bastantes meses, y pasar todo un 
curso en un módulo de administración de empresas. Pero finalmente logró un puesto de trabajo en una distribuidora de libros 
cuyo almacén estaba en un polígono industrial de la periferia. 
Ahora empezaba a ganar un sueldecito y podía permitirse algunos lujos. Pero antes había de resolver el problema de la vivienda. Unos meses atrás se había ido a vivir a un piso compartido 
con una antigua amiga de la infancia, también divorciada, pero 
la convivencia con la chica no funcionaba.

La solución se la dieron en el banco donde tenía ingresada la 
nómina: una hipoteca en las mejores condiciones del mercado. 
Rocío hizo cálculos y vio que las cuentas podrían salirle. Se pateó 
el barrio y casi toda la ciudad, y finalmente en la periferia encontró un pequeño estudio de nueva construcción. Con una hipoteca 
de 70.000 euros en veinte años podría salir adelante; su índice 
estaba acompasado al euribor. Pero cuando el tasador del banco 
acudió a la vivienda ofreció un extraño informe: el estudio tenía 
un buen equipamiento, en una vivienda de nueva construcción, 
pero ¿por qué no pensar en una casa mucho más grande? ¿Qué 
pasaría si decidiera iniciar otra nueva relación? ¿No era mejor 
que ante la eventualidad de un apuro económico tuviera una 
habitación totalmente libre, por si tenía que ayudarse con su alquiler? ¿Por qué no incrementar el precio de la hipoteca, si como 
insistía, el amable señor del banco, con la misma podía pagar la 
vivienda, los impuestos, las escrituras, los muebles,  electrodomésticos, y hasta quedaría dinero para quedarse con un televisor 
de plasma? Un tanto aturdida, y después de pensarlo muy bien, 
contestó afirmativamente. El informe de tasación fue positivo y 
el crédito se concedió a velocidad de vértigo. Ya le había advertido el señor del banco que ellos  mejoraban la mejor oferta de 
la competencia, por si acaso se le ocurría irse a otra entidad. Un 
solo día para firmar y treinta años para pagar.

Durante cinco años el pago de la hipoteca suponía el 65 % del
dinero que recibía mes a mes. Pero como la tendencia del euribor
era a la baja la presión iba a ser con toda probabilidad mucho
menor en los próximos años. Además esperaba que las cosas fueran mejorando y los sueldos se revisaran al alza poco a poco.

Pero las malas noticias se empezaron a acumular de repente. El trabajo empezaba a flojear, hicieron expediente en la distribuidora de libros y revistas y echaron a varios trabajadores, 
pero al menos a ella la mantuvieron en el puesto. Durante todo 
un mes hasta que salió la lista definitiva de despedidos le tocó 
llorar y tener que tomar pastillas para poder dormir. Aunque no 
debía confiarse demasiado al menos había salido del atolladero.

Inesperadamente, llegaron noticias de deudas e impagos, y 
aunque los trabajadores quisieron saber qué estaba pasando, 
la puerta del despacho del director no se abrió. Cobraron los 
tres meses de mensualidad que les debían y la indemnización 
correspondiente del fondo de garantía salarial, y adiós. Al menos durante unas cuantas semanas trató de ganar tiempo para 
encontrar otro trabajo. Pero las posibilidades eran casi nulas de 
obtener un resultado positivo. En un suspiro las mensualidades 
sin pagar se acumulaban. Y el señor del Banco con el que había 
firmado la hipoteca, tan amable antes, le recordó con la frialdad 
de un bisturí que debía dos meses, informando de las acciones 
que podían iniciarse si no había frente a la deuda.

Acudió como pudo a la sucursal. Preguntó por una posibilidad de arreglo: ella se podía desenvolver perfectamente en el estudio que había visto primero y cuya hipoteca podía haber sido 
pagada mucho antes, pero ellos se empeñaron en que se llevara 
otro más grande, y con la misma,  muebles y electrodomésticos, 
y menos mal que fue lista, de no firmar el crédito personal al 
consumo que le ofrecían a la par para hacer un viaje al Caribe 
o darse un lujo. Ella había sido tan tonta por dejarse convencer 
y contraer una deuda casi de por vida, que ellos se la vendían 
como un paseo por las nubes.

Se vio obligada a regresar a casa de sus padres, a dormir 
como una colegiala en el sofá-cama que odiaba tanto y que le 
recordaba a una cama de piedra. Trató de llegar a un arreglo con 
el banco: que le cobraran un alquiler al mes, que podría pagar 
con alguna chapuza y la ayuda de sus padres, o tratar de revenderla… Totalmente inútil. Ahora ha perdido el piso, los muebles, 
los electrodomésticos, aunque ha salvado el televisor de plasma, 
que apenas cabe en la pared del el salón de sus padres, entre retratos de boda y de comunión. Pírrica victoria. Durante casi un 
cuarto de vida tendrá que seguir pagando al banco por nada, en 
una deuda perpetua como la bola negra de hierro del preso. Día 
y noche. Ha perdido todo, incluso la ilusión. Ahora el banco ya 
tiene un piso más, que no sabrá cómo colocar, y concederá otra 
hipoteca a aspirantes a entrar en el  maldito circuito. ¡Tonta, 
que te creíste que el dinero lo regalaban!  

A medida que las consecuencias del “pinchazo” se agravaban y 
la cifra de desempleados iba en aumento, todo el sistema empezó 
a mostrar señales de ese “envenenamiento”: la cifra de personas 
sin trabajo se iba incrementando, el estado debía gastar más en 
subsidios, el déficit público se disparaba, muchas constructoras 
que habían hecho negocio en los años del frenesí por el ladrillo 
entraban en suspensión de pagos, los que habían contraído hipotecas ahora no siempre podían pagarlas, y los bancos y cajas de 
ahorros iniciaban dramáticos procesos de desahucio. Y al final 
esas entidades que tan alegremente habían dado dinero en una 
orgía especuladora se encontraban con una enorme cartera de 
viviendas que apenas tenían salida en el mercado. Una situación 
verdaderamente explosiva, en la que a diferencia de otros países 
europeos con un alto déficit público, el español se basaba en la 
abultada deuda de las familias contraída en los años en los que 
para conseguir una vivienda había que pagar muchísimo más dinero de lo que en realidad valía. 






CAPÍTULO 2
Luces y Sombras de un Sistema
Bancario en Entredicho

“Acabaron de comer y quedaron unos mendrugos en la mesa, 
y en el plato, dos pellejos y unos huesos; y dijo el pupilero:

-¡Quede esto para los criados que también han de comer; no 
lo queramos todo.” (Francisco de Quevedo: “La vida del Buscón 
llamado Don Pablos”)

A finales de los años 80 el sistema bancario español había vivido una crisis profunda, que obligó al estado a intervenir, en la 
que Banesto, hasta entonces en manos de Mario Conde, el empresario-estrella de la época, quedaba bajo la tutela pública, hasta 
su posterior regreso al sector privado. Esa crisis se había vivido 
dentro de un contexto económico muy diferente al de 2007 y los 
años siguientes.

En el tiempo transcurrido entre 2000 y 2007 la “fiebre del 
ladrillo” se “alimentó” de un dinero fácil de conseguir que las 
entidades bancarias y las cajas de ahorros colocaban en manos 
de promotores y de constructores, a la vez que en las de los contratantes de hipotecas. El oficio de promotor empezó a estar al alcance hasta de los advenedizos: ni siquiera era necesario arriesgar 
dinero para entrar en el floreciente negocio. Los bancos consentían en la financiación de practicamente la totalidad de una promoción subrogando el dinero a los compradores finales de una 
vivienda. Se produjo así una gran concentración de préstamos 
en promotores inmobiliarios, mientras bancos y cajas encontraban dinero a través de titulaciones de los préstamos hipotecarios 
en el interbancario, con buenas posibilidades de ser colocado en 
Europa y en otros bancos extranjeros. Mientras la deuda de las 
familias crecía a un 18,53 anual, el crédito pasó de representar el 
88 % del PIB en el año 2000 al 171 % en 2008. La exposición al 
riesgo de un estallido era evidente en todo el sistema financiero 
español volcado hacia la construcción y la vivienda. El parque de 
nuevas construcciones pasó de 334.000 en 2000 a 734.000 en 
2007, stock imposible de asumir por el mercado.  

A los bancos les interesaba que las tasaciones de vivienda se 
hicieran por arriba y no por abajo, lo que hizo que se prolongara 
la duración de las hipotecas hasta extremos nunca vistos hasta 
entonces; una dependencia para toda la vida como la de los personajes de esos comics donde se dibuja a presos arrastrando una 
bola de hierro para el resto de sus días. Como además muchas de 
las tasadoras dependían de las cajas y entidades bancarías, todos 
participaban con indudable interés en el juego.

Indicadores macroeconómicos de la crisis se mostraron en la 
España de 2008, pero la lectura que se hizo desde las autoridades 
económicas y desde el mundo de las finanzas era el de que la explosión de la burbuja especulativa de las sub prime tan solo tendría moderados efectos sobre nuestro mercado. Todo ello a pesar 
del goteo de artículos y de opiniones advirtiendo sobre los riesgos 
de estallido de la burbuja que habían aparecido en los medios 
españoles desde muchos años atrás. Entre ellos el del propio Miguel Ángel Fernández Ordoñez, gobernador del Banco de España,  que en un temprano 2003 cuando aún no había llegado a ese 
puesto, publicaba en “El País” un artículo sobre los riesgos del 
proceso especulativo en torno al ladrillo. En su comparecencia 
ante la Comisión de Economía del Congreso de los Diputados de 
julio de 2012 sobre la crisis financiera se le recordó ese extremo.

En 2008 estallaba una triple crisis: exterior (la de las sub prime), internacional (los problemas del sistema bancario como 
consecuencia del caso de las hipotecas basura) y española (con el 
pinchazo de la burbuja, el aumento descontrolado del desempleo 
y la crisis bancaria posterior). Lo que comenzó siendo una crisis 
financiera se convertiría en un terremoto social e incluso político. 
En muy poco tiempo se había pasado del “crédito fácil” a una 
restricción del dinero que los bancos prestan a familias y a pequeños empresarios. Al restringirse esos créditos y caer los ingresos 
de ayuntamientos por las licencias de construcción las economías 
municipales sufrieron un gran golpe. El desempleo pasó del 7,95 
% de la población activa en 2007 al 22,85 % en 2011. Cifras que 
en este último año dejaban fuera del sistema a más de la mitad 
de los jóvenes españoles menores de veinticinco, lo que da una 
idea de la dimensión social de la tragedia. La caída del Producto 
Interior Bruto había ido a la par que las cifras de la crisis, con una 
primera recesión en quince años, con la contracción desde el 3,7 
% de 2009 al -0,01 de 2010.

Bancos y cajas de ahorro debieron afrontar el primer golpe de 
un problema que contribuyeron a crear con su negocio de hipotecas fáciles y dinero “a gogó”. La crisis de las sub prime avisaba de 
cómo las entidades financieras se encontraban en primera línea 
de fuego frente a la exposición ante los riesgos. Lo mismo que 
las constructoras, sector muy beneficiado durante los años de oro 
del proceso especulativo con beneficios antes millonarios, y ahora 
atrapadas en la caída del mercado y con dificultades para seguir 
financiándose. En abril de 2007 el grupo Astroc sufre una caída 
que arrastra a los valores de la bolsa española, mientras Llanera 
se ve obligada a suspender pagos. Pero la caída más importante 
de una constructora estaba por llegar con el concurso de acreedores de Martinsa-Fradesa, parecida a la piedra que es arrojada 
sobre una superficie de agua provocando un tsunami, en este caso 
en la bolsa española. 

La sobre exposición de las cajas y bancos había sido una constante, con prácticas que bordeaban el aventurerismo, como la 
participación en la compra de suelo que todavía no estaba urbanizado, con el riesgo de no poderse recuperar la inversión. Pero la 
presión sobre ayuntamientos era capaz de conseguir el “milagro” 
de una licencia a tiempo para reconvertir un terreno rústico en 
otro edificable. 

Las reacciones ante la crisis fueron en principio tibias y lentas, 
sin que se reconociera la extrema exposición y fragilidad de todo 
el sistema a una crisis tanto a nivel internacional como nacional. 
En 2007 la palabra “crisis” nunca era pronunciada en público 
por el gobierno Zapatero, e incluso se utilizaron eufemismos que 
parecían de otra época como “desaceleraciones transitorias ahora más intensas” o “debilidades económicas”. Con cifras de déficit público en aumento, tan solo en 2008 se llevó a cabo un plan 
de austeridad que pretendía ahorrar una modesta cifra de 250 
millones de euros a base de reducir el 70 % en las convocatorias 
de empleo público y congelar los salarios de los altos cargos, entre otros el del Presidente y los ministros.

A la vista de lo que estaba pasando con la crisis del sistema 
financiero en Estados Unidos y en Europa que amenazaba a todo 
el espectro del mundo del dinero, se anunció desde el gobierno 
la creación de un fondo de 30.000 millones de euros que podían 
ampliarse a 50.000 para la compra de activos financieros “sanos, 
no tóxicos” con cargo al Tesoro Público. A la vez se daban garantías a los impositores con un aumento hasta los 100.000 euros 
de las cantidades aseguradas, el doble que las que la UE había 
impuesto como obligación. La crisis del ladrillo había provocado un verdadero maremoto en todo el sistema financiero. En un 
“viernes negro”, de otoño de 2008 la Bolsa de Madrid caía un 
9,14 %, la cifra mayor de toda su historia.

La desoladora situación de la banca europea como consecuencia del contagio tras las hipotecas sub prime había impulsado a 
la eurozona a ofrecer liquidez a todo un sistema que empezaba 
a ser puesto en entredicho. En una reunión en Paris, los líderes 
aprobaron destinar un billón de euros para asegurar la fluidez del 
sistema financiero. España se comprometió a aportar 100.000 
euros para garantizar los avales bancarios, noticia que dio seguridad a las bolsas que iniciaron una leve recuperación. Los últimos 
datos de 2008 eran muy negativos y confirmaban la recesión con 
una caída del PIB en un 1,1 %, mientras las cifras de desempleados ascendían a dos millones y medio, la más alta en una década, 
hasta hacer que España fuera reconocida por el dudoso record de 
“estado que más empleo destruye en el mundo”.

Para calentar la economía se puso en marcha el llamado “Plan
de Activación” del que el “Plan “E” era su expresión máxima. Con
un 2,3 % del PIB de 2009 previsto para emplear en ese intento de
generar actividad, que tenía a los ayuntamientos como principales
actores con el dinero del Estado. El Plan apenas tuvo en cuenta
que uno de los males del sistema estaba en los propios consistorios,
financiados con el dinero de las licencias de construcción, acostumbrados a una gestión manirrota o caprichosa de recursos que
en tiempos pasados parecían inagotables. Dentro de un territorio
donde muchas veces anidaba el clientelismo o la corrupción, vinculada siempre a las licencias de construcción y al “ladrillo”.

El primer estallido de la crisis del sistema financiero se producía en marzo de 2009 con la intervención de la Caja de CastillaLa Mancha. El gobierno Zapatero en una reunión extraordinaria 
decidía la intervención de la entidad, primera del ciclo, aunque 
solo representaba el 1 % de los activos del sistema. Nacida en 
1992 de la fusión entre varias cajas de ahorros de la región su 
trayectoria era casi común a la de la mayoría de las entidades: 
extrema exposición al ladrillo, y criterios de gestión influidos 
por intereses de los gobiernos territoriales, y consejos en los que 
se sentaban políticos e incluso promotores. Las cajas se habían 
desarrollado a la par que crecía el estado autonómico: los gobiernos de turno utilizaban a estas entidades en función de sus 
propios intereses y de su clientelismo. No es extraño, que bajo 
esa perspectiva, se metiera mucho dinero en costosos proyectos 
faraónicos o simplemente disparatados desde el punto de vista de 
su rentabilidad, que solo beneficiaban a las constructoras. Acostumbrados a manejar un “dinero fácil” y a recibir competencia 
tras competencia a lo largo de menos de veinte años, las comunidades se embarcaban en iniciativas de enorme escaparate social 
pero cuya realidad parecía confundir deseos con realidades. Esa 
euforia de la política española de los años 80 y 90 generó  una 
“cultura” en la que participaron políticos de las más variadas 
siglas. Y las cajas se convirtieron en un instrumento privilegiado 
de financiación para tales “sueños”. Un abundante muestrario 
de “aeropuertos sin aviones”, “fastuosos estudios de cine en los 
que hasta se pagaba dinero por ir a rodar, donde ahora no hay 
más que silencio”, “parques temáticos concebidos como bengalas 
para futuras operaciones sobre el ladrillo”, “macro urbanizaciones y campos de golf y resorts más suntuosos que los de Florida”, 
“autopistas innecesarias de peaje hoy costosísimas de mantener”, 
“equipamientos aparentemente culturales de “florero” avalados 
por las primeras firmas del diseño y la arquitectura del mundo, 
que “se mueren” por falta de presupuesto para arreglar sus goteras”, “palacios de deportes, museos grandiosos, fastuosos costosísimos complejos de carísimo mantenimiento para los que era 
incluso necesario contratar escaladores de los Alpes o los Andes 
para limpiar sus cristales”...

El gran volumen de los créditos inmobiliarios a los promotores generó todo un sistema de amistades, influencias e “intereses 
creados”, llevando a que en ocasiones los propios promotores se 
llegaran a sentar en los  consejos de administración. Dentro de 
esa orgía constructora favorecida por el “dinero fácil” las cajas 
se llenaron de primeras firmas de la política autonómica o local, 
bendecidos o colocados por los amigos. La historia se repitió de 
la Caja de Castilla la Mancha a Bancaja, pasando por todo un 
abanico de situaciones en las que la metodología se reproducía. 
Sus respectivos responsables en esta época, Hernández Moltó 
(PSOE) que venía del gobierno autonómico y del Congreso, y 
Olivas (PP) ex presidente de la Generalitat Valenciana, eran perfecto exponente de esa confluencia de intereses entre cajas y gobiernos locales y territoriales.   

El riesgo de un pinchazo estrepitoso de esa burbuja en mitad 
de una verdadera orgía inversora iba a ser letal para todo el sistema. En 2007, a diferencia de lo que había ocurrido hasta hacía 
poco tiempo antes, el acceso a los créditos se ponía cuesta arriba, 
tras el caso de las sub prime. Un factor que influyó en que el final 
de la burbuja española se acabara de manera precipitada. Como 
ya no tenían el mismo acceso a la financiación interbancaria o a 
la titulación de los préstamos hipotecarios se produjo un súbito 
parón en el sistema que revelaba la delicada situación en que quedaban cajas y entidades. 

Este fue el problema de Caja Castilla-La Mancha con una crisis de falta de liquidez por su fortísima inversión en “ladrillos”. 
El gobierno hubo de intervenirla rápidamente “para salvarla y 
garantizar su futuro”, según justificación oficial, destituyendo a 
su cúpula directiva. Al frente de la cual estaba desde diez años 
atrás el ex consejero de Transportes de la Junta, Hernandez Moltó. Un antiguo economista que siendo diputado, el 15 de abril de 
1993  en comparecencia de Mariano Rubio, ex gobernador del 
Banco de España ante la comisión parlamentaria, por su dimisión tras supuesto tráfico de influencias y por no haber declarado 
alguna de sus inversiones financieras emplazó  al ex gobernador 
con una famosa frase: “Señor Rubio, míreme a la cara, ¡de frente! 
Me recuerda ¿no?”

La descarada intervención de las comunidades que consideraron a muchas de las cajas como un autentico juguete en sus 
manos, impidió una fusión temprana entre entidades que pertenecían a distintos territorios, lo que hubiera aminorado la interesada tutela de los gobiernos autonómicos. En el abanico de cajas 
con problemas Caja Sur habría de ser la siguiente en ser intervenida por el Banco de España. Vinculada a la Iglesia Católica, y 
en concreto al cabildo catedralicio de Córdoba, y presidida por 
un sacerdote, su exposición al ladrillo la había llevado a fuertes 
pérdidas: 596 millones en 2009,  que ya habían motivado anteriormente la alarma del Banco de España. Cuando todo parecía 
indicar una fusión con la otra gran caja andaluza, Unicaja, los 
órganos de la entidad prefirieron ser intervenidos y subastados 
por el Banco de España en mayo de 2010, hasta su posterior 
venta a BBK.

Frente al discurso de pocos años antes en el que se vendía una 
imagen de la Banca española como “la mejor del mundo” y se 
elogiaba el papel del supervisor, Banco de España, la crisis de las 
sub prime llevó a Europa a preguntarse por la solidez de sus sistemas bancarios, exigiendo criterios de valoración sobre los activos 
y sobre su negocio. En 2009 el gobierno español había tratado de 
responder a ese riesgo de crisis en las entidades con la constitución del llamado Fondo de Reestructuración Ordenada Bancaria 
(FROB).Creado en junio de 2009 a través de un decreto-ley su 
objetivo era el de la gestión sobre los procesos de restauración de 
entidades de crédito para contribuir a reforzar sus recursos propios. El Fondo contaba con 15.000 millones de dotación mixta 
a cargo de los Presupuestos Generales del Estado y del fondo de 
garantía de las entidades. De los 9.000 primeros millones, 6.760 
correspondían a los presupuestos y 2.250 al fondo. Se permitía 
al FROB captar recursos en los mercados de valores, emitir renta 
fija y recibir préstamos o créditos, no pudiendo superar tres veces 
la dotación que exista en cada momento. Con un órgano rector 
en el que figura el Ministerio de Economía, el Banco de España y 
el propio Fondo de Garantía.  

A medida que la crisis iba extendiéndose como mancha de 
aceite por la totalidad del sistema la situación del entramado financiero quedaba todavía más comprometida. Desde Bruselas y 
la UE se fomentaba una política de exigencias a la banca. Aún así 
dictada por intereses puramente locales y respondiendo al juego 
de poderes existente en la actualidad en las instituciones comunitarias, en ese momento bajo el peso del dúo Merkel-Sarkozy. 
De manera harto sorprendente, esos criterios de evaluación de la 
banca, o “pruebas de estrés”, se trazaron en función de los intereses nacionales, con indicadores que parecían predisponer a los resultados. Desde Europa la crisis bancaria española se contempló 
con gran rigor, dentro del juego de roles de la actual Comisión y 
del extraño papel del Banco Central Europeo en este juego, con 
cíclicas fases, del frío al fuego.

El BCE dista mucho de ser lo que menciona en su apellido, 
y su poder es mucho menor que el de sus paralelos en el Reino Unido, Estados Unidos o en los países de la UE que no han 
cedido su soberanía económica a la zona euro. El peso de una 
hegemonía política conservadora, por lo menos hasta la llegada 
de Hollande al Eliseo, y el de un neoliberalismo siempre presente, 
ha acentuado un aparente carácter “técnico” del BCE, ajeno a 
los gobiernos. De manera harto contradictoria esa imagen “técnica” de “independencia” frente a los ejecutivos no existe respecto a los poderosos grupos de poder e influyentes “lobbys” de 
intereses, vinculados directamente al mercado. La denuncia del 
verano de 2012 contra Draghi presidente del BCE por supuesto 
“conflicto de intereses” por su pertenencia al denominado “Foro 
Europeo de los 30”, potente “club” en el que participan grandes 
bancos privados entre otras entidades, que dirige su antecesor 
Jean-Claude Trichet, revela esa cercanía de vinculaciones, que la 
UE todavía no ha sido capaz de regular.

En paralelo,  el BCE ha acabado por controlar la actuación de 
los propios ejecutivos con sus medidas, en el proceso latente de 
sometimiento del poder político al económico. Y esto se ha podido comprobar muy bien en la crisis de la deuda española de 2012. 

La elevada exposición del sistema financiero a la construcción 
se acabaría por convertir en un veneno sin antídoto. El “caso 
Bankia” sería   el episodio  más sonado del proceso. Su génesis 
describe muy bien la conjunción de intereses políticos y económicos que tomaron parte en él. En torno a Caja Madrid, la  entidad 
más potente en el sector tras La Caixa, gravitaron toda clase de 
ambiciones de poder. Distintas facciones del PP pugnaron por el 
control de la entidad, con un descarado protagonismo de la presidenta de la Comunidad de Madrid, Esperanza Aguirre. Cuando 
finalmente el “candidato” oficial, Rato, que volvía de la presidencia del FMI llega a la entidad se inicia un periodo de reconversión 
y adecuación al nuevo escenario financiero, dando lugar junto a 
otras seis cajas a la creación de Bankia, el llamado “banco de la 
nueva era” según su campaña publicitaria. La realidad era que 
el edificio estaba construido sobre dos “cimientos” de materiales 
endebles: Caja Madrid, implicada hasta los huesos en la catástrofe del ladrillo, y la valenciana Bancaja, en la vanguardia de la 
orgía especulativa constructora y soporte financiero de proyectos 
faraónicos o disparatados. Dentro del proceso de reconversión 
de las antiguas cajas en bancos, impulsado por los ejecutivos y 
la UE, la “boda” entre las dos cajas representó algo así como el 
enlace entre un roto y un descosido. Según relato del propio Rodrigo Rato ante la Comisión de Economía del Congreso, en junio 
de 2010, Fernández Ordoñez, presidente del Banco de España, le 
había citado con urgencia a su despacho en el que este último “le 
conminó a negociar”.

La nueva banca se iba a convertir en la cuarta entidad de España con un volumen de negocio de 486.000 millones y activos 
por valor de 328.000. En la fusión los activos tóxicos fueron en 
principio traspasados al Banco Financiero y de Ahorros de nueva 
creación. Con rapidez se anunció la salida al mercado de Bankia, con una gran operación publicitaria que inyectó recursos en 
los medios de comunicación ya muy afectados por la crisis. En 
versión de Rato la salida a bolsa de Bankia se produjo tras la 
elevación por el gobierno de Zapatero de los requisitos de solvencia a las entidades financieras de principios de 2011. El ratio 
de solvencia del grupo era del 7,8 %, dos puntos por debajo de 
lo exigido por el gobierno para las entidades que no cotizaban en 
bolsa. “La única solución era la salida a bolsa”, declaraba Rato, 
para alcanzar el ratio del 8 % que exigía el ejecutivo. En el folleto 
de salida a bolsa, dice Rato “se dedicaban varias páginas a los 
factores de riesgo”.  

Sin embargo el sector financiero  no se fió de la situación, y la 
oferta de acciones se canalizó hacia los particulares y el pequeño 
inversionista. Dentro de la actual reconversión de las entidades 
bancarias y cajas en entidades de promoción y de venta de recursos, todas y cada una de las oficinas de la entidad se lanzaron a 
un proceso de captación de pequeños inversores e impositores, 
con una política muy agresiva que contemplaba dejar de cobrar 
comisiones por mantenimiento de cuentas y libretas a cambio de 
adquirir un paquete de acciones en la entidad. 

Más allá de ese oropel, Bankia demostraba que dos entidades con problemas no hacían una buena. En mayo de 2002, con 
ocasión de su intervención, se ha confirmado que la entidad es la 
mayor detentadora de activos inmobiliarios de España. El nuevo 
gobierno del PP se encontró con una de las más complicadas papeletas de la historia reciente del sistema financiero español. Bankia es un acorazado, con millones de cuentas y de clientes, activos 
y participación en los más variados sectores, y la más completa 
red de oficinas en España. Bankia está atrapada en lo que antaño 
fue el negocio del ladrillo, que ahora lastra negativamente sus 
balances. 

Pero Bankia escenifica la falta de transparencia existente dentro del sistema financiero: a finales del invierno de 2012 presenta resultados  positivos en su explotación, y pocas semanas más 
tarde se ve obligada a revelar un impresionante “agujero” que 
el estado tiene que salvar por la importancia de la entidad en el 
sistema financiero español. Cuando la firma Deloitte se opuso a 
firmar las cuentas del grupo puso en aviso de que la situación de 
Bankia no era la que parecía. La crisis se convirtió en algo parecido a una piedra lanzada contra un cristal, con el disparo hasta 
la estratosfera de la prima de riesgo, y la noticia en las cabeceras 
de la prensa mundial. Era necesario pedir dinero a Europa para 
salvar a la entidad (y al sistema) del desastre, en una extraña situación de “rescate/ayuda” presentada por el gobierno de Rajoy 
como un inesperado “maná del cielo” o un “regalo de navidades 
en junio”. El ministro de Economía (De Guindos), aparta súbitamente de la presidencia a Rato, colocando a Goirilgolzarri. El 
ex presidente del FMI había sido el emblema más utilizado por 
el PP para vender la imagen de la gestión económica de Aznar. 
Rato, cuya figura gravitaba una y otra vez como alternativa a la 
presidencia del gobierno, con muchos e influyentes amigos dentro 
de su partido, se convertía de la noche al día en la estampa de un 
ídolo de barro. En una extraña actitud el PP en uso de su importantísima y mayoritaria presencia en las cámaras, se oponía a la 
creación de una Comisión de Investigación sobre Bankia, actitud 
en la que encontró ciertas complacencias con el grupo hegemónico dentro del PSOE, hasta que la presión de la facción de Carmen 
Chacón hizo que cambiara la actitud inicial. La contradicción 
era mayúscula porque el propio Rato se ofrecía a dar su propia 
versión sobre la crisis, la intervención y su precipitada salida de 
la presidencia de la entidad. En las posteriores comparecencias 
sobre la situación financiera se han cruzado puntos de vista muy 
divergentes. Rato se mostraba contrariado por su forzado desplazamiento de la cabecera de la entidad, de cuya situación ofrece 
otra versión: la de que el proceso podía haber sido controlado 
con un menor coste económico, con 6.000 millones, cantidad 
muy inferior a la solicitada por el equipo gestor post-Rato. La 
deficiente gestión del caso por el ejecutivo Rajoy y una errónea 
política de comunicación sembraron todavía más dudas sobre la 
verdadera situación de todo el sistema financiero español. 
El “caso Bankia” además ha revelado una de las contradicciones sociales más sangrantes de la crisis. Mientras se ejecutaban 
desahucios de familias que contrataron hipotecas en los momentos de euforia del ladrillo, que las familias ahora no podían pagar 
por haber perdido el trabajo y quedado sin ingresos, con Bankia 
a la cabeza por su gran presencia en el sector, los españoles en 
su totalidad, tanto los más ricos como los más pobres, debían 
financiar el rescate de la entidad, o al menos ver condicionado su 
futuro por los compromisos contraídos para la ayuda al sistema 
financiero. 

Los desahucios han llegado a ser de los asuntos más vidriosos 
desde el punto de vista social. La entrega o la llamada “dación en 
pago” como alternativa, dejando en caso de impago la vivienda 
a la entidad con la que se contrató, reclamada desde hace mucho 
tiempo por los críticos del sistema actual, ha sido siempre rechazada por bancos y cajas por las pérdidas que ello les supondría en 
sus balances: las viviendas valen mucho menos de lo que se tasaron en su momento por las agencias, muchas de ellas vinculadas 
a las entidades. Pero sin embargo, los usuarios tienen que seguir 
pagando por un bien que hoy tiene  un valor mucho más reducido. 

La acumulación de lanzamientos y el aumento de la morosidad como consecuencia del agravamiento de la crisis han forzado 
a las entidades a adoptar una cierta flexibilidad para evitar quedarse con activos muy inferiores en valor a las estimaciones del 
pasado, como la conversión del crédito en alquiler, o el aumento 
de los periodos de carencia. Pero aún así, se echó en falta en los 
últimos meses del gobierno Zapatero una mayor sensibilidad respecto a la “dación en pago”, con algún tipo de medida destinada 
a paliar la difícil situación de los miles de familias al borde del 
desahucio o con una deuda contraída casi por vida, cuando ya 
habían perdido la vivienda que empezaron a pagar. De manera 
sorprendente, el PP asumía tibiamente algunos de los argumentos 
de los partidarios de la “dación en pago” con un límite económico. En Estados Unidos en el momento más duro de la explosión 
de las hipotecas sub prime, el Senado aprobó la concesión de ayudas a las familias afectadas para aliviar el peso de sus hipotecas. 
Una de las consecuencias directas de la crisis ha sido la pérdida de imagen del propio sistema financiero entre la ciudadanía, 
la escasa transparencia, e incluso las prácticas escandalosas de 
varias entidades. Entre ellas la de la percepción de sustanciosos 
“bonus”, planes de jubilación millonarios, y retribuciones de escándalo, de la que han sido beneficiarios responsables de cajas 
en dificultades que han debido ser ayudadas con cargo a los ciudadanos, en lo que constituye una repetición más del conocido 
planteamiento: en caso de crisis las familias han de socorrer con 
sus impuestos a los bancos y entidades en grave situación, mientras cuando hay ganancias estas jamás son compartidas con los 
ciudadanos. Como se ha mencionado: socializando las pérdidas y 
privatizando las ganancias

Las escandalosas indemnizaciones a directivos de entidades a
las que el dinero público se ha visto obligado a entrar,  ponen en
la picota a un sistema que ha funcionado con una laxitud rayando en una estructura de “reino de taifas”. Avergüenza reconocer
que ha sido Obama el primero que ha salido al paso de esas
retribuciones exorbitadas de quienes fracasaron como gestores,
aunque esa revisión limite el principio de autonomía contractual entre las partes. En caso de las cajas españolas intervenidas
o ayudadas muchos de esos altos directivos hacían y deshacían
a su antojo, sin control alguno, por lo que en realidad estaban
practicamente “contratándose con ellos mismos” pero con el dinero de todos. Dentro del durísimo paquete de medidas del gobierno Rajoy de julio de 2012 hay una mención a la limitación
de los “bonus” y retribuciones de entidades ayudadas. No deja
de ser sorprendente, cómo esa presión social contra los bonus
millonarios a los responsables ejecutivos de las entidades, que
en la calle sonaban a auténtico escándalo público, apenas fuera
recogida por el ejecutivo de Zapatero, cuyo discurso económico
era excesivamente tecnocrático, y políticamente desideologizado; factor que tanto daño causó a la imagen de sus gobiernos.
Capaces sin embargo de dar pasos muy importantes en el desarrollo de los derechos y libertades ciudadanas o las políticas de
igualdad.

La crisis  ha servido además para escenificar las contradicciones de una doble vara de medir frente a los sacrificios y a las medidas de reactivación. El cuestionado papel de Caruana al frente 
del Banco de España con Aznar en la presidencia del Gobierno, 
y especialmente el de Fernández Ordoñez con Zapatero, por la 
práctica renuncia a tomar medidas para enfriar la oleada especulativa en torno a la construcción, quedan todavía más en evidencia, mientras en sus discursos era habitual la referencia sobre 
el coste de los salarios. No deja de ser una incongruencia que 
responsables del Banco de España en los momentos más calientes 
del ciclo especulativo del ladrillo se preocuparan por recomendar 
la reducción de los costes laborales en las empresas, la flexibilización, y la reducción de las retribuciones por despido, como si desempeñaran la cartera de Trabajo, mientras los beneficios seguían 
creciendo dentro de ese bucle especulativo. De la misma manera 
que en la actualidad se polemiza sobre la insistencia en la contención o la bajada de sueldos en Europa para ser más competitivos, 
expresados por altos ejecutivos que han visto crecer su salario de 
manera astronómica a pesar de la crisis. 

Las argumentaciones sobre el reparto de los sacrificios entre 
la población adquieren un tono absolutamente elusivo. Son los 
trabajadores por cuenta ajena y los autónomos, los pequeños 
empresarios, funcionarios, desempleados, y pequeña clase media 
quienes soportan todo el peso de la crisis y sufren de manera más 
intensa los recortes.

No es extraño que en la “tormenta de ideas” en la que participa un sector muy importante de la ciudadanía española, la 
banca y las entidades financieras aparezcan en el punto de mira. 
El caso de las participaciones preferentes ha venido a revelar una 
mala praxis, en la que precisamente han tenido un gran protagonismo varias de las cajas en apuros o que necesitan ayuda. Desde 
1999 diversas entidades empezaron a comercializar estos productos como si fueran depósitos rescatables en cualquier momento, 
cuando en realidad tenían un alto riesgo de iliquidez y variación 
de precio. Una buena parte de esas entidades colocaron preferentes entre pequeños ahorradores, que ignoraban que el producto 
carecía de vencimiento y solo se podía colocar en el mercado secundario si alguien quiere comprarlas. Ni acciones, ni depósitos, 
las entidades se agarraron a ellas para financiarse en un momento 
de dificultades para colocar dinero en bolsa y comercializar otros 
instrumentos. De haber sido informados los ahorradores que en 
caso de deterioro de la solvencia del emisor podían perder parcial 
o totalmente su valor, que carecían de vencimiento y cuyo beneficio estaba condicionado a que la sociedad emisora obtuviera 
ganancias, es dudoso que los ciudadanos particulares hubieran 
acudido en masa a suscribirlas.

A los problemas de las entidades en apuros o que han necesitado ayuda del FROB o de Europa se añade esta papeleta sin 
resolver, y cuya solución es muy compleja. Algunas entidades intervenidas o compradas por otras firmas, han ofrecido convertir 
las preferentes en acciones, con una clara merma en su valor. Las 
vías para resarcirse de un proceso en el que ha fallado de manera absoluta la trasparencia, son difíciles y van de la vía judicial 
al acuerdo extrajudicial. Según datos, un millón de familias ha 
suscrito estos productos de los que se vendieron cerca de 30.000 
millones de euros. Las informaciones sobre colocación a analfabetos, ancianos o personas sin conocimiento técnicos sobre el 
mundo financiero, revela la extrema falta de rigor con el que se 
ha actuado, poniendo en entredicho la imagen de un sector del 
mundo financiero atrapado en prácticas escasamente edificantes, 
y que en el futuro deberán ser objeto de códigos de conducta mucho más estrictos. 

Dentro de la presión para una mayor transparencia del sector 
no hay que echar en saco roto la medida adoptada por la UE 
para eliminar la “letra pequeña” de los contratos de los usuarios 
de banca y entidades financieras, con una regulación de su tipografía en orden a eliminar textos de difícil lectura que por un uso 
incompleto de la información, acaban por condicionar las decisiones de los usuarios. Es de lamentar lo tardío en ofrecer esas 
garantías a los ciudadanos de a pié.

Sin lugar a dudas una de las víctimas de la situación que vive 
Europa está siendo la postergación de la protección de consumidores y usuarios, que contó en la década de los 80 con una 
política muy activa desde las comunidades europeas. Esa pérdida 
de impulsos hay que atribuirla tanto al desgaste de la sociedad de 
bienestar, como a la hegemonía creciente de los grandes intereses 
económicos y de la producción, en detrimento de los derechos 
ciudadanos. Sin ir más lejos, una de las mayores víctimas de los 
recortes de ayuntamientos y comunidades lo está siendo la estructura de servicios de información al consumidor generada en 
España a partir de 1985, ahora en fase de declive o desaparición. 






CAPÍTULO 3
Déficit Público: Con todo
el Peso de la Ley

“Pues desde ahora te digo que el nuevo Presupuesto es peor 
que el vigente, y todo lo que hacen aquí, una  cáfila de barbaridades y despropósitos. Ahí me las den todas. Yo, en mi casa tan 
tranquilo viendo cómo se desmorona este país, que podría estar 
nadando  en  oro  si  quisiera”  (Benito  Perez  Galdós,  “Miau”)           

Las dos grandes líneas teóricas de la macroeconomía a lo largo 
del siglo XX, -o lo que es lo mismo: “Keynes versus Friedman”-, 
han desarrollado opiniones divergentes sobre el papel del déficit 
público. Hay déficit en una contabilidad, una familia, una tienda de comestibles, una empresa o un estado, cuando los gastos 
superan a los ingresos. El neoliberalismo ha aplicado una misma 
receta contra el déficit: el recorte de lo público o su disminución 
al mínimo. Aunque esto signifique eliminar programas sociales 
y prestaciones a los ciudadanos, servicios que pueden ser prestados por los particulares directamente y de manera voluntaria sin 
comprometer a las administraciones.

Para los keynesianos el déficit no tiene por qué ser negativo: 
puede estimular la demanda de productos y de servicios, generando actividad y paliando la caída del consumo y de la inversión 
privada. Replican los neoliberales: pero también puede hacer que 
aumente el ahorro privado y que ese dinero en lugar de repercutir 
en el aumento del consumo y de la actividad se quede en la “hucha” o en la cuenta del banco sin gastar. 

En todas las situaciones de crisis económica la actividad se 
ralentiza, la recaudación fiscal es menor, y hay que gastar mucho 
dinero en pagar gastos sociales derivados de la protección a los 
desempleados. Este era, en líneas generales, el panorama de la 
economía española tras la rápida propagación del estallido de la 
burbuja inmobiliaria. Cifras de desempleo que crecieron en progresión geométrica, hasta alcanzar el más triste record mundial 
de destrucción de puestos de trabajo en menos tiempo, y con ello 
el aumento de los gastos para pagar las coberturas mínimas y las 
ayudas para que los parados subsistan. Con la caída del consumo 
y de la actividad económica la recaudación tributaria se resintió 
muy a la baja. En 2007 España alcanzaba un déficit del 1,90  % 
de su Producto Interior Bruto, equivalente a 20.066 millones de 
euros; es decir, unas cuentas saneadas, y en mejores condiciones 
que las de otros estados europeos con deudas mucho más altas. 
Un año más tarde, el déficit subía al 4,20  % con 45.189 millones 
de euros, y en 2009 se producía el verdadero disparo: 11,10 % y 
117.306 millones de euros. Se empezaron a imponer políticas restrictivas del gasto desde el segundo gobierno Zapatero. Lo peor 
estaba por venir.

La UE tenía establecido un límite de déficit del 3 %, imposible 
de cumplir por países en una situación de rápida desaceleración 
de la economía. La grave crisis bancaria de Irlanda le había pasado factura, subiendo el déficit a un 14, 3 % en 2009, y encaramándose a un 31,2 % en 2010, para descender al 13,1 % en 
2011. La situación española era atípica: el problema no era de las 
cuentas públicas sino de la deuda de las familias, “entrampadas” 
hasta los ojos por las deudas contraídas durante el “boom” de las 
hipotecas fáciles. La UE tenía que elegir entre control del gasto o 
reactivación, y apostó por la primera, dentro de una perspectiva 
muy conservadora, en la que Ángela Merkel ejercía el papel más 
resolutivo de toda la zona. Ante una tesitura semejante Obama 
había dado prioridad a la reactivación. Alemania y los países mejor situados, Holanda, Finlandia, Suecia, Austria, impusieron la 
más ortodoxa disciplina presupuestaria. El caso griego fue una 
“lección” interpretada a gusto del lector, que forzó a apretar mucho más las exigencias a los estados que no podían cumplir de 
manera fácil con el regreso a la disciplina presupuestaria. Alemania además daba la primacía al control de su déficit, y su ortodoxia se impuso como norma obligada en toda la zona.

El gobierno Zapatero se vio presionado hasta extremos nunca 
vistos hasta entonces para cumplir con el objetivo: el más dramático de todos, el recorte del 5 % del sueldo a funcionarios y 
trabajadores públicos anunciado en el verano de 2010; la primera 
vez que los salarios de este colectivo bajaban en su historia. En 
realidad Zapatero estaba cavando su propia tumba. La mayoría 
de los partidos, incluso el PP en la oposición criticaron gravemente la media. Pero se trataba de un “lo toma o lo deja” sin posibilidad de elección, por imposición de Bruselas y Merkel. Junto a 
ello la sorprendente “reforma express” de la Constitución donde 
se incluyó la obligación de cumplir con el tope presupuestario. 
Un hecho precipitado que abrió una especie de “melón” cuyas 
consecuencias no han sido suficientemente analizadas: sin referéndum ni consulta popular en plena canícula el parlamento introducía ese arreglo en el texto fundamental para convencer a la 
UE y calmar a la deuda cuya prima de riesgo empezaba a subir. 
Los dimes y diretes en torno a la crisis griega y la amenaza nunca 
conjurada de impago o crisis catastrófica de Atenas, presionaron 
al alza para que los intereses de la deuda española cotizaran todavía más alto. El déficit de la zona euro en su conjunto era de 
6,0 % en 2010 y el de Alemania de un 4,3 %, para quedarse en 
1,0 en 2011.

Sobre las circunstancias de esa reforma rápida y la naturaleza 
de la presión del BCE sobre Zapatero, dos años más tarde se han 
sabido nuevas revelaciones. Tanto el Presidente del gobierno español como el primer ministro italiano, Silvio Berlusconi, fueron 
destinatarios de una carta “estrictamente confidencial” del entonces presidente del BCE, Jean-Claude Trichet en la que expresaba su gran preocupación por la situación especialmente difícil 
de sus economías. El contenido específico de la carta a Berlusconi 
fue revelado por la prensa italiana una semana más tarde. No 
trascendió la recibida por Zapatero, aunque la naturaleza de esa 
presión fue muy grande. Según el Defensor del Pueblo Europeo 
en julio de 2012, en esa carta “no se pedía que se modificara la 
Constitución española para introducir un límite máximo de déficit a las administraciones públicas similar al de la UE”. Zapatero 
convocó a la entonces oposición del PP para sacar adelante esa 
reforma del artículo 135 bajo la innegable presión del BCE. La 
naturaleza de ese memorándum fue en su momento muy debatida 
dentro de los círculos comunitarios por lo que pudo ser interpretado como “ingerencia en la soberanía de un estado”. Aún no 
reconociéndola, la “presión” desde el BCE venía a demostrar de 
nuevo el enorme peso de la economía sobre la política en esta 
crisis. La prueba está que en Italia el movimiento provocó la salida del poder de Berlusconi, a pesar de contar con mayoría en el 
parlamento.

Los datos españoles implicaban un severo recorte para reducir 
gastos, con concesiones al núcleo duro de la UE como la reforma 
laboral, a la que los sindicatos respondieron con una huelga general que tuvo una acogida tibia, pero que contribuyó a arruinar 
las últimas imágenes de Zapatero. Los recortes afectaban tanto al 
estado, como a las comunidades autónomas, administradoras de 
casi la mitad del presupuesto español, y a los ayuntamientos. Se 
iniciaba así la primera de las podas de lo público, que alcanzaría 
muchos meses más tarde características de auténtico desmantelamiento del Estado de Bienestar. El problema de la deuda privada 
consecuencia de la burbuja inmobiliaria se ampliaba en un escenario de desempleo desbocado y de caída del consumo. La presión sobre el ajuste presupuestario dejaba literalmente a la economía española al borde del precipicio, atada de pies y manos, con 
su soberanía monetaria cedida a Europa, sin posibilidad alguna 
de reajustes o cambios en la moneda, en caso de seguir en la peseta, que habrían permitido otro margen de maniobra. La UE, 
con Merkel como cabeza visible, se portó además de una manera 
radicalmente exigente y sin concesiones, ante la eventualidad de 
una crisis en cadena tras el caso griego, y los rescates de Irlanda 
y Portugal. En consecuencia, la financiación de las administraciones se hizo todavía más dificultosa, a medida que la prima de 
riesgo, o la cantidad que debe pagarse a quienes prestan dinero, 
por la  mayor exposición que se asume, aumentaba.

En la segunda mitad de 2011, los datos adelantaban una recesión en toda regla, con los principales indicadores en negativo. 
Tan solo las exportaciones daban alguna alegría a la economía 
española. Con la imagen por los suelos, el ejecutivo Zapatero 
trataba de sobrevivir antes del desastre electoral que se anunciaba 
para su partido. Se atribuía a la falta de protagonismo político 
y a la carencia de un interlocutor sólido con una política firme, 
la falta de confianza de los inversores en la deuda española. Las 
elecciones, como se esperaba, dieron al PP el mayor porcentaje de votos nunca concedido a un mismo partido político desde 
los inicios de la restauración del sistema democrático; con datos 
en los que demostraba que había entrado a saco en los antiguos 
“graneros de voto de la izquierda” y en las zonas del extrarradio 
urbano de las grandes ciudades. 

Con Rajoy al frente se esperaba un nuevo comportamiento de 
la prima de riesgo, un apoyo más decidido de Europa, el inicio de 
una fase de mayor confianza dentro de unas instituciones caracterizadas por el gran peso de las opiniones públicas conservadoras.

Sin embargo, ese efecto se disipó nada más nacer. La prima 
de riesgo siguió aumentando de manera insaciable demostrando 
que el problema no era Zapatero, sino la falta de confianza en la 
economía española. Rajoy tomó posesión de su gobierno con una 
prima al 345 que en julio ascendía a un increíble 640; cifra imposible de asumir por los presupuestos, cuya primera partida es 
el pago de los intereses a los acreedores, y no la sanidad, la educación o las prestaciones sociales.  La labor de poda del Estado 
de Bienestar iniciada durante el segundo mandato de Zapatero 
se convertía ya con el nuevo ejecutivo, en una verdadera liquidación en muchos contenidos imprescindibles en ese modelo de 
sociedad. En el proceso se llegaba a cuestionar la gratuidad de la 
enseñanza, principio básico del sistema constitucional. En pocos 
meses, el gobierno del PP que mostraba una permanente descoordinación entre sus áreas económica y fiscal, se vio obligado a 
desdecirse a sí mismo en los contenidos que se habían defendido 
a capa y espada en la campaña electoral y que figuraban en la 
cabecera de su programa. El plan de choque incluía ajustes presupuestarios muy intensos, subida de tributos (frente al famoso 
eslogan “más trabajo, menos impuestos” que figuraba desde varios años atrás como una de las imágenes-base de este partido en 
todas sus campañas). Además una reforma laboral que colocaba 
a los trabajadores contra las cuerdas, y facilitaba y abarataba el 
despido, vendida a la opinión pública como una “medida para 
crear empleo”. Al contrario, los duros recortes en las administraciones y en el sector privado, hicieron aumentar las cifras de 
desempleados, mostrando que el ciclo no solo había acabado sino 
que tenía visos de empeorar. Además con una previsión de PIB 
que contempla una estimación de caída del 1,8 en 2012 y del 0,3 
% en 2013, lo que augura que hasta por lo menos 2014 o 2015 
persistirá la recesión. Cifras nada halagüeñas.

En su réplica al BCE y a Bruselas, en agosto de 2012 el gobierno adelantaba las cifras de previsión en su plan bianual de ajustes 
por importe de 102.149 millones, de los que 13.118 corresponden a 2012, 38.956 a 2013 y 50.075 a 2014. Con ese duro plan 
se pretende alcanzar un déficit de 4,5 % del PIB en 2013 para 
lograr el ansiado 2,8 % en 2014. Pero, ¿cuántos más sacrificios 
serán necesarios para lograr esas cifras?

Los recortes se convirtieron en verdaderos “hachazos” afectando a amplias capas de población. Generando el más intenso 
malestar social desde el final del franquismo. La actitud ante el 
núcleo de presión de la UE, con Merkel al frente, pasó del seguidismo del acólito a la incomodidad de quien se ve ninguneado. 
Dentro de una situación que beneficia claramente a Alemania y 
a otros países que se financian a precios bajísimos, mientras los 
periféricos lo deben hacer a tasas insoportables que cercenan sus 
derechos adquiridos y su calidad de vida, hasta extremos que suponen una humillación. 

En contra de lo que pudiera parecer el tactismo de la situación 
tiene mucho más peso que la adscripción ideológica. Los medios 
más afines al PP antes de las elecciones de finales de 2011 vendieron la idea de que la solidaridad Merkel-Rajoy por razones de afinidad política abriría una etapa de “mejor trato” a España. Nada 
de eso se ha cumplido, sino al contrario. De manera paradójica 
la elección del socialista Hollande como presidente de Francia ha 
mejorado la comprensión respecto al “drama español”. Merkel 
impone un rigor presupuestario extremo, mientras la deuda presiona al alza a sabiendas de que, casi a la intemperie, España debe 
seguir soportando una financiación imposible de asumir a muy 
corto plazo. El riesgo es enorme no solo para España sino para el 
resto de la UE y de la zona euro que se enfrenta a un peligro de 
disgregación, bajo la fórmula de la “Europa de dos velocidades” 
tan bien vista en Berlín. Se trata de una nueva versión de la antigua “división del trabajo”, en la que un tronco central industrial 
acapara el poder y los recursos, y en el que la periferia actúa 
como proveedor de mano de obra y de servicios de escaso valor 
añadido. O lo que es lo mismo: un esquema dual dentro de las 
mismas fronteras de la UE.






TERCERA PARTE

Sociedad Española:
La Percepción de Un Seismo
CAPÍTULO 1
El Deterioro de la Cohesión Social 

“Es bueno tener entendido que en política se llama “orden” a 
lo que existe, y se llama “desorden” ese mismo “orden” cuando 
le sucede otro “orden” distinto; por  consiguiente es perturbador 
el que se presenta a luchar contra el orden existente con menos 
fuerzas que él; el que se presenta con más pasa a restaurador, 
cuando no se le quiere honrar con el pomposo nombre de “restaurador”.  (Mariano José de Larra: “Artículos”)

Existen dos tipos de indicadores sociales para evaluar la calidad de vida en una sociedad. Por una parte aquellos que inciden 
en la renta per cápita, la capacidad de consumo, los niveles educativos y los equipamientos a disposición de la población. Ese 
modelo heredado de la época tecnocrática tuvo mucho éxito en 
la España de los años 60. En sus discursos de la época, Franco 
solía reiterar los datos sobre consumo de lavadoras, televisores y 
electrodomésticos, combinados con producción de automóvil y 
de cemento y acero, de la misma manera que un ejecutivo acude 
a una convención de ventas para mostrar las magnitudes de una 
compañía. Naturalmente de esa acumulación de datos no se desprendía información alguna sobre el grado de satisfacción de una 
población que vivía bajo una dictadura total.

Por su parte, Naciones Unidas a través del PNUD utiliza lo 
que se denominan “índices de desarrollo humano”, en los que se 
cruzan datos muy diversos, no solo productos, para obtener unas 
tablas comparativas. Por cierto que en las últimas oleadas de datos, España baja tres puntos, hasta el veintitrés. Con parámetros 
positivos como el aumento de la esperanza de vida que alcanza 
los 81, 4 años y la convierte en el noveno país más longevo del 
mundo. Sin embargo, estas tablas no entran a valorar factores 
más complejos relacionados con la integración social y la incidencia social de las políticas activas. 

Es el concepto de cohesión social quien permite evaluar mejor unos factores a caballo entre lo sociológico y lo psicológico.
La cohesión social ha sido uno de los elementos referenciales
para la sociedad de bienestar. Por encima del dato de la renta
per cápita. Interesa no solo saber cuándo dinero tienen a su
disposición los ciudadanos sino como está repartido entre los
mismos. En su origen el estado de bienestar tenía entre sus objetivos la mejora de los elementos de cohesión, al mismo tiempo que el efecto redistributivo de la renta. La sociedad de bienestar se había desarrollado en plena guerra fría y desde lo que
convencionalmente se llamaba “Occidente”, y bajo la filosofía
implícita del “pacto social” convertía directamente al estado en
actor de servicios prestados a la totalidad de la población independientemente de su origen o renta, mejorando la igualdad
de oportunidades. El estado de bienestar de la posguerra había
reemplazado al del liberalismo de entreguerras, para quien la
acción social estaba atribuida a las organizaciones privadas o
a las confesiones religiosas y grupos filantrópicos, y dirigidas a
las clases más desfavorecidas que no tenían posibilidad alguna
de recibir ayudas desde las administraciones. Ese modelo aspiraba a contrarrestar los sistemas de protección social y los servicios de las sociedades centralizadas y estatalizadas del bloque
del Este.

Dentro de los modelos de la Europa de la posguerra, y especialmente de los implantados en los años sesenta, la mejora de la 
cohesión social era un objetivo inseparable. Su ampliación en las 
décadas siguientes y a pesar de crisis como la de la energía, demostraban como en Europa la carta de derechos trascendía más 
allá de la sanidad, la educación y las prestaciones relacionadas 
con el trabajo. Dentro de un clima muy positivo en  los primeros 
80 se ampliaba la tutela del estado a aspectos no contemplados 
en los primeros tiempos del modelo, como era la defensa del medio ambiente o la protección de los derechos de los consumidores 
y usuarios. Durante esa época, la UE impulsó ese diseño que venía a dar nuevos cometidos al estado moderno. 

La cohesión social era un concepto que partía del análisis de 
aspectos como el empleo, los ingresos, la salud, la educación, la 
vivienda, y de otros puramente psicológicos, como la ansiedad, 
la autoestima, las relaciones sociales, el sentido de pertenencia a 
una sociedad, los estilos de vida, hábitos…Todo ello dentro de un 
terreno puramente psicosocial. Muchos de sus indicadores tenían 
que ver con las percepciones que los ciudadanos establecen sobre 
su realidad y sobre el entorno que les era más próximo. La definición del modelo implica una cadena que repercute en el resto de 
la esfera social, en la paz y en la seguridad, en el concepto de libertad, en la tolerancia, en la armonía y el respeto a las minorías, 
en el miedo social e individual… Y por encima de todo se vehicula a un elemento tan importante como el del sentimiento de pertenencia a una comunidad, y al carácter equitativo en el acceso 
a las oportunidades sociales, esencia de un estado democrático.

El modelo neoliberal despreció la búsqueda de la cohesión 
social como acción básica de gobierno. Bajo un planteamiento puramente economicista la prioridad estaba puesta en que la 
contabilidad pública cuadrara, y para ello el estado debía reducir 
sus dimensiones y empequeñecerse hasta abandonar campos que 
antes tenía asumidos, y que ahora se dejaban en manos del voluntarismo social o de la conciencia individual. Todo el proceso de 
ajustes duros y de estrechamiento del estado de bienestar que vive 
España está repercutiendo en un concepto tan digno de ser destacado como el elemento cohesión. Por vez primera desde el final del 
franquismo, -y posiblemente habrá que remontarse todavía mucho más atrás, en el momento previo al inicio del “desarrollismo”, 
últimos años 50-, la ciudanía adquiere la percepción de un hecho 
que rompe con todo un discurso que se creía “sin vuelta atrás”: la 
imagen de vivir bajo  una “sensación de vulnerabilidad”.

Los recortes, ajustes, las prestaciones sociales que se ponen en 
entredicho, las nuevas condiciones en la sanidad, las amenazas 
contra la gratuidad del sistema educativo básico, la reducción de 
las ayudas a los desempleados, la exposición de los trabajadores 
mucho más débiles que nunca ante los riesgos de despidos ahora 
“baratos” y generalmente traumáticos, aceleran esa percepción 
de fragilidad social. Su incidencia es amplísima en toda la esfera 
de la sociedad, y trastoca un modelo anterior que se creía que no 
tenía más camino que el del futuro. Las generaciones de jóvenes 
perciben que van a vivir peor que la de sus padres. 

Según “Un primer impacto de la crisis en la cohesión social. Un 
análisis provisional a partir de las Encuestas Foessa 2007-2009” 
de Miguel Laparra (Cáritas-Fundación Foessa) el aumento de la 
precariedad y de la exclusión social ha sido una constante desde 
el estallido de la situación. Con un aumento de 2,2 puntos de hogares excluidos y de 3,4 % de pobreza relativa. La peculiaridad es 
que este salto al vacío se ha producido en un tiempo muy breve. 

Aparece además una franja de integrados precarios o de excluidos moderados a la que pertenecen personas que antes estaban
perfectamente integradas y que más recientemente han perdido sus
elementos de integración a causa del desempleo. A la vez la exclusión severa también crece, con fenómenos como el aumento del
tamaño de los hogares y el de los polinucleares. Pensemos el modelo-tipo de la pareja que no puede pagar una hipoteca o un alquiler
y tiene que trasladarse a una habitación en la casa de los padres.

Los grupos que el informe sitúa como más afectados responden es el de las mujeres y el de los jóvenes. Sin embargo, el menos 
afectado es el de los mayores de 65 años o el de los ancianos, 
que es el que mejor soporta la crisis. Las pensiones de jubilación, 
en su mayoría muy bajas, contribuyen en muchos hogares a los 
gastos familiares  donde la generación de los hijos o de los nietos 
carece de ingreso alguno. En la hipótesis nada descabellada de un 
recorte en las pensiones españolas para cumplir con el objetivo 
del déficit impuesto por Bruselas y Merkel, semejante a los aplicados en las intervenciones de Portugal o Grecia, miles de hogares 
verían agravadas sus condiciones de vida y su integración. 

En la citada investigación se muestra cómo los espacios y los 
barrios más deteriorados amplían sus territorios de exclusión, 
ahora también afectando a las familias monoparentales. La percepción de la ciudadanía respecto al futuro también es pesimista: 
un 58 % de los hogares experimentan cambios en los espacios 
de integración de los excluidos, y un 36 % transita a problemas 
mayores que los que tenía con anterioridad. 

Lo más novedoso por lo tanto es el concepto de “precariedad 
integrada” que se desprende de las investigaciones, y que alcanzan a capas sociales ahora en caída libre que se ven obligadas a 
acudir en petición de ayuda a recursos cuyos anteriores usuarios 
eran personas cercanas a un perfil de mayor marginación. Dentro 
de esa percepción de inseguridad, un 9 % trabajan sin cobertura 
de la Seguridad Social. Un buen número de hogares se ve atrapado en la exclusión social sin posibilidad aparente  de salir de ella. 
A la vez el rigor de la situación empuja a que las familias adopten 
medidas muy severas de racionalización de sus recursos o de privación. Se contienen los gastos fijos o se reducen en ocio, vestido, 
calzado, -excepto en alimentación, aunque hay un abandono de 
las marcas por las blancas-, y se destaca una tendencia a compartir ropa  o a usar la de los familiares. Ante una situación de respuesta de los hogares la primera consecuencia es la contracción 
del consumo, tal y como está ocurriendo en España. La subida 
del IVA en el verano de 2012 puede incidir en esa caída, con todo 
lo que conlleva de impacto en la vida económica y social.

La inseguridad económica (impagos, recurso a los ahorros, 
venta de bienes…), el miedo a la pérdida del empleo, o a la reducción salarial (como a empleados y funcionarios públicos, cerca de 
un 20 % en catorce meses) acrecientan esa sensación de vulnerabilidad. Las estrategias de adaptación (pisos compartidos, retorno al hogar familiar, etc.) repercuten en el orden social en forma 
de percepción de inseguridad, miedo, frustración, desasosiego…
La caída de los ingresos, la incertidumbre sobre el futuro y las 
alzas del precio de los transportes públicos, también impactan en 
un mayor confinamiento en el ámbito hogareño, con influencia 
en las relaciones sociales.

Factores de esta índole influyen en dos realidades muy distintas. Por una parte ponen en riesgo la paz social, se convierten en 
un riesgo para la tolerancia, con el aumento de ataques a los más 
débiles y excluidos, y a las minorías socialmente más frágiles, y 
por la otra alteran el sentimiento de pertenencia e identidad de la 
población a un territorio o un grupo de referencia. Un ejemplo lo 
encontramos en los jóvenes, con un 50 % de la población activa 
en situación de desempleo, que antes de la crisis encontraban una 
ubicación de su identidad, en el barrio, la ciudad, la comunidad, 
y mucho más lejos en España, Europa o el mundo. En la actualidad esa situación de falta de arraigo impulsa a que muchos jóvenes se vean abocados a salir al extranjero no siempre en buenas 
condiciones. Verdadero dispendio para la sociedad española que 
ha costeado una aceptable formación educativa a sus generaciones más jóvenes, ahora abocadas a buscar su espacio en cualquier 
otro sitio que no sea el suyo. 

El empleo de los recortes como receta única junto al desmantelamiento de lo público, y las facilidades para un despido más 
barato, han provocado que en el verano de 2012 España alcance 
la cifra de desempleados más alta de la historia. Los peores datos 
y los más pesimistas se han producido: aumento espectacular de 
las familias sin ingreso alguno, crecimiento de los jóvenes en situación de desempleo superior al 53 %, percepción de mayor vulnerabilidad en grupos antaño perfectamente integrados, desarraigo social, inquietud por las iniciativas desreguladoras (como la 
del sector del taxi  entre actividades desarrolladas habitualmente 
bajo el régimen de autónomos, colectivo que antaño difícilmente 
se identificaba con las reivindicaciones de los trabajadores por 
cuenta ajena o con los sindicatos de clase). 

Aunque es pronto para evaluar las consecuencias de la regresión en los índices de cohesión social existen suficientes indicios 
para pensar cómo la contracción económica y el desempleo están 
afectando a identidades como el sentimiento de pertenencia a un 
espacio o una comunidad desde el punto de vista de los vínculos 
culturales; de igual manera que provoca respuestas de exclusión 
hacia los colectivos más vulnerables, como son los inmigrantes. 
Esa situación puede explicar los rebrotes de acciones contra los 
ciudadanos más débiles o el auge latente de actitudes xenófobas o 
racistas, en fase de ser asumidas por partidos políticos muy radicalizados y hasta ahora minoritarios, pero que pueden ser impulsados hacia los espacios de representación pública por un sector 
de la ciudadanía, incluso de la clase trabajadora en una situación 
de precariedad, que cree estar compitiendo con los inmigrantes 
por los mismos puestos de trabajo. 

Estos fenómenos son muy peligrosos e introducen un inquietante elemento en la sociedad española, donde ya existía una 
contradicción entre “lo que se dice” y “lo que se cree” respecto 
a la relación con grupos y colectivos llegados una década atrás 
cuando la economía permitía la creación de puestos de trabajo, 
y en muchos trabajos apenas había demanda por parte de trabajadores españoles. Si a nivel de las  relaciones entre grupos la 
crisis plantea un escenario lleno de amenazas, también habrá que 
valorar de aquí a muy poco tiempo su repercusión en otros factores ligados al resto de los elementos de socialización. Además 
de los impactos sobre fenómenos como el rebrote de la pequeña 
delincuencia, la nueva percepción sobre la seguridad ciudadana, 
y la quiebra de un modelo de cohesión familiar que con todos 
sus defectos había venido funcionando con una cierta facilidad, y 
que ahora cae hecho añicos como consecuencia de las durísimas 
políticas de ajuste que se están utilizando en la crisis.

El factor cohesión debe ser relacionado con el elemento “pesimismo” que destacan las investigaciones sociales, como la del CIS 
de agosto de 2012, en la que se evalúa la confianza del consumidor. El 90 % cree que la situación está peor que hace seis meses, 
y la mayoría piensa que en los próximos meses irá todavía peor. 






CAPÍTULO 2
Trabajo: “Contesten,
Tenemos un Problema”

“Pues dando crédito yo

a los hados, que adivinos

me pronosticaban daños

en fatales vaticinios,

determiné de encerrar

la fiera que había nacido, 

por ver si el sabio tenía

en las estrellas dominio” 

(Calderón de la Barca, “La vida es sueño”)

La percepción de vulnerabilidad y la angustia de fragilidad 

que aparece entre los ciudadanos tienen mucho que ver con la 
situación del mercado de trabajo. Le cabe a nuestra sociedad la 
dudosa gloria de ostentar el mayor record de desempleados de 
toda la Unión Europea, y la mayor destrucción de puestos de 
trabajo en menos tiempo del mundo entero. El empleo es la clave 
básica para la inserción social, y un indicador decisivo en los indicadores de cohesión. En nuestro país un bien escaso, precario 
y de baja calidad. 

Tradicionalmente el desempleo ha estado siempre presente en 
la historia social española. En los primeros años 60 al permitirse 
la salida de mano de obra hacia Europa se alivió la presión sobre 
el mercado. Los emigrantes, desde 1960 hasta la crisis de la energía contribuyeron decisivamente al sostenimiento de la economía 
con sus remesas de divisas. La Transición se desarrolló con un escenario macroeconómico muy complicado, con elevados índices 
de inflación y cifras altas de desempleo. La política de acuerdos 
como los Pactos de la Moncloa estableció límites de moderación 
salarial manteniendo sistemas de protección a los trabajadores. 
España además se convertía en receptora de inversión exterior y 
ello contribuyó a una mejora en la situación laboral.

A partir de 2000 con el boom de la construcción como motor 
de la economía, el país adquirió una nueva identidad como receptor de mano de obra del exterior, que se ocupaba de actividades 
donde no siempre era fácil encontrar trabajadores autóctonos. 
Esa presencia de inmigrantes ayudó a moderar la subida de los 
salarios. Las características del mercado del empleo en esos años 
de delirio inmobiliario distaron de ser aceptables. La productividad en los tiempos de crecimiento aumentó de manera muy 
escasa, con un elevado grado de precarización en el empleo. Bajo 
esas condiciones la calidad del trabajo era muy baja, volátil, caracterizada por la temporalidad habitual en el sistema español.

La mejora de la productividad está vinculada a la formación, 
a la racionalización del proceso laboral, al establecimiento de 
acuerdos de empresa, y en general al desarrollo de unas condiciones laborales en las que empleados y trabajadores puedan encontrar puntos de coincidencia y de acuerdo. Todo lo contrario de lo 
que parece desprenderse del modelo español, incluso en sus años 
de máxima expansión. Sin incentivos a los empresarios para la 
mejora de la formación, con trabajos en precario y de corta duración, muy poco se puede hacer por la mejora de la productividad 
y de la calidad técnica de los productos y servicios. Este concepto 
debe ser ligado además a un hecho reiterado dentro del sistema: 
la elevada siniestralidad laboral. 

Aún en los momentos de triunfo absoluto de la economía del 
ladrillo las cifras de desempleo españolas eran muy superiores a 
las de la media europea. En 2004 la cifra de desempleados registraba el 10 %. Destacaban también las cifras españolas en capítulos 
como la mayor tasa de temporalidad de toda la UE, y la baja participación relativa de mujeres y de jóvenes en el mercado laboral, 
con cifras solo superadas por debajo por Italia, Grecia, Portugal y 
Malta. Por lo tanto la precariedad y el trabajo de baja calidad ya 
estaban muy presentes en la economía española en los momentos 
de mayor agitación y euforia del boom de la construcción.

Cuando a partir de 2007 se inicia la crisis el primer indicador 
será la cifra de desempleados, con un autentico “tsunami” desatado en un breve periodo de tiempo. Por sexto año consecutivo hasta 2001 y con todos los indicadores apuntando a que los 
datos de 2012 todavía podrían ser peores, las cifras de desempleo se agrandan, con uno de cada cuatro trabajadores activos en 
el desempleo, y casi 1.800.000 hogares sin ingreso alguno, que 
dependen de las menguadas ayudas y subsidios. Además cuatro 
de cada cinco desempleados son trabajadores de larga duración, 
cuyo acceso al mercado es todavía más problemático. Los datos 
de mediados de 2012 focalizan además un desempleo juvenil que 
supera el 50 % con creces y define un dantesco escenario para 
una generación sin posibilidad de insertarse socialmente. 

El desglose de la actividad ofrece además perspectivas muy negativas como la caída del empleo fijo y hasta ahora “de calidad” y
el aumento de la precariedad, con los llamados “trabajos-basura”.
Más la hipótesis sobre los llamados “mini job” o “empleos” (es un
decir) por debajo del salario mínimo interprofesional para jóvenes
y jubilados, cuya implantación en España puede estar al caer.

A la hora de optar por una política, el núcleo duro de la UE ha
impuesto la vuelta a la disciplina presupuestaria como prioridad
absoluta, lo que implica una política de ahorros y de duros recortes
que afecta a las administraciones. El gobierno de Rajoy ha dado
protagonismo a los ajustes sobre la reactivación o la generación de
empleo. Los intensos recortes en las administraciones públicas han
contribuido a una gran pérdida de puestos de trabajo en el sector
público, a la vez que la disminución en pagas, salarios, ampliación
de jornada laboral, supresión de días libres, graves limitaciones
frente a las bajas, colocando a trabajadores del sector público y a
funcionarios literalmente “contra las cuerdas”. La eliminación de
la oferta pública de empleo, el despido de contratados, eventuales y
personal laboral de las administraciones, tiene una directa incidencia en la subida de los datos del desempleo de mediados de 2012.

La situación explica el malestar que profesionales y grupos hasta ahora sin protagonismo en la acción pública están teniendo en 
esta crisis. Cuando además se ha dejado traslucir desde las alturas 
una casi “demonización” del trabajo en la función pública. Desde 
esa perspectiva enseñantes, personal sanitario, bomberos o policías mantienen una presencia muy activa como colectivo en los actos públicos contra la política de recortes. La necesidad de que las 
cuentas de las administraciones cuadren con un casi imposible objetivo de déficit de 2,8% del PIB para 2014  -salvo que se ejecuten 
actuaciones todavía más radicales como los que podrían afectar a 
los pensionistas- se traduce no solo en un estado de malestar, sino 
en una permanente expresión de incomodidad frente al deterioro 
de los servicios públicos. Desde los hospitales bajo la amenaza de 
que no pueda prestarse el servicio de atención a los pacientes, a 
los bomberos enfrentados a imprevistas situaciones de riesgo con 
personal extremadamente diezmado y medios técnicos insuficientes, con el riesgo de dramática desatención en las emergencias; 
aspectos que implican una enorme carga de responsabilidad sobre 
profesionales empujados hacia la impotencia.

La opción por una política de control del déficit público como 
la que impone Alemania y secunda el gobierno del PP tiene enormes riesgos añadidos: las prestaciones a los desempleados aunque 
se recorten representan un elevado montante en los Presupuestos 
Generales, la destrucción de empleo hace caer las cifras de consumo, y por lo tanto provoca una más baja recaudación por IVA 
e IRPF, con lo que las arcas del estado se ven todavía más menguadas y el objetivo del déficit se pone todavía más cuesta arriba. 
Todo ello en un mercado bajo mínimos, en el que apenas hay posibilidad de financiación y de préstamos para las pequeñas y medianas empresas; únicas que por ahora tienen cierta proyección hacia 
la creación de empleo. Se trata, por lo tanto de una pescadilla que 
se muerde la cola. Se hacen duros recortes que cercenan el estado 
de bienestar y lanzan al desempleo a millones de ciudadanos, tanto en el sector público como en el privado, a los que además hay 
que pagar prestaciones, mientras la desaceleración y el desempleo 
redundan a la baja en la recaudación de las arcas del estado; con 
lo que se hace más y más difícil el objetivo del déficit.

Por eso la doctrina hasta ahora hegemónica en Europa empieza a mostrar fisuras. Tan solo una mayor flexibilización temporal 
en esa exigencia de disciplina presupuestaria para retornar al 3 % 
de déficit, aliviaría levemente el impacto de los ajustes. Dando un 
cierto respiro a la reactivación de economía para crear empleo,  y 
reduciendo por lo tanto  la cantidad que se destina a pagar a los 
parados, buscando una mayor recaudación fiscal por la vía del 
consumo y de la actividad. Hasta ahora las políticas de recorte 
duro como única receta no han conducido a un calentamiento de 
la actividad económica sino a acentuar la depresión, tal y como 
ocurre en Grecia, Portugal o España. 

A este escenario macroeconómico desolador hay que unir la 
caída de la inversión exterior, que en otras condiciones habría 
debido aliviar la situación del mercado de trabajo, unido a los 
fenómenos de incertidumbre que han conducido a una fuga de 
capitales desde España e introducido dudas todavía infundadas 
sobre la continuidad en el euro. Aunque no existen suficientes indicios de salida de capitales por parte de particulares, desde mayo 
de 2012, coincidiendo con la crisis de Bankia, ha aumentado de 
nuevo la cifra de emigración de capitales españoles, estimada en 
47.294 millones en ese mes, con una línea continuada de 259.000 
millones de euros en los últimos once meses, a través del mercado 
interbancario, según datos del Banco de España.  

La desigualdad respecto al trato ofrecido a los sectores más 
vulnerables,  y a las grandes fortunas ha sido manifiesto. Con el 
gobierno Zapatero las comunidades tenían la posibilidad de subir 
el tramo del IRPF a las fortunas superiores al millón de euros, varias  del PP incluso al borde del rescate decidieron no aplicar esta 
posibilidad “para evitar fugas de capitales”. Del mismo modo 
que se ha justificado la continuidad de las llamadas “sicav” que 
permiten a grandes fortunas tributar a un 1 % de media, por “el 
temor a que el dinero se lleve a otros países”. Mientras Francia 
o Estados Unidos han implantado un impuesto a las grandes fortunas, el ejecutivo español se opone a hacerlo para “impedir que 
estas tributen fuera”. 

La “amnistía fiscal” a los defraudadores que paguen el 10 % 
además de un agravio comparativo para los ciudadanos que han 
venido cotizando sus impuestos de manera rigurosa, no ha tenido 
los efectos recaudatorios previstos. Justificar subidas de impuestos 
como el IVA por la “alta cifra de fraude” es otro contrasentido, 
bajo el que parece penalizarse a los cumplidores con sus obligaciones fiscales que además han de cotizar por los que defraudan. La 
inspección fiscal ha sido muy crítica con alguna de estas medidas 
de “amnistía” a quienes no han cumplido con sus deberes.

Situaciones de contraste como estas se proyectan sobre la 
ciudadanía y siembran toda clase de dudas sobre acciones de gobierno no equitativas, y repartos de cargas de la crisis que caen 
sobre los sectores más desfavorecidos. La crisis bancaria añadida, 
última estela del “boom” del ladrillo, y las cantidades destinadas vía BCE a ayudar al saneamiento del sistema bancario, han 
puesto en evidencia muchas de las contradicciones del discurso de 
“sacrificio” que evidentemente no es igual para todos.

La percepción de vulnerabilidad y la situación de precariedad 
aplicada al empleo, generan un intenso malestar, y terminan por 
convertirse en un inconveniente para que España sea capaz de 
desarrollar una actitud positiva frente a una economía productiva con una estructura sectorial semejante a la de la media de los 
grandes estados europeos. La introducción de elementos para la 
mejora de la productividad en las empresas y el valor añadido a 
los productos es practicamente imposible en una situación como 
la actual, donde la precariedad es la norma, y las condiciones 
laborales se hacen cada vez más extremas. 






CAPÍTULO 3
Jóvenes a La Intemperie

“El olor de los pobres, siempre el mismo, pensaba Natalia, no 
me acostumbraré nunca, le había dicho una noche a Emilio. No 
se había acostumbrado nunca, era cierto, fuera sólo había conocido desarraigados como ella, gente perdida que huía de ciudades 
hundidas, gente que no aceptaba, que no penetraba dentro del 
olor de los pobres, que les olfateaban a través de unos cristales 
desinfectados y que esgrimían teorías para salvar a los hijos de los 
pobres de aquél olor, olor de siglos” (Montserrat Roig: “Tiempo 
de cerezas”) 

Posiblemente sean los jóvenes el sector más afectado por la 
crisis. La mayoría de los datos apuntan hacia una generación que 
saldrá muy marcada de la situación. Se trata, en términos generales, del grupo social, con más formación de la historia de 
este país, con mejor dominio de otros idiomas y más abierto al 
mundo, lo que agrava aún más el perfil. España registra la tasa 
de desempleo más alta de Europa, que supera más del 50 % entre 
las edades de 18 y 25 años, frente al 6,9 % en los Países Bajos.

No obstante es preciso salir al paso de una posible falacia: 
nunca ha existido un panorama idílico para el trabajo juvenil, 
y en crisis precedentes aunque no con la virulencia de la actual, 
como la de 1993-94 el desempleo en esta franja alcanzaba al 46 
%, mientras en la crisis de los 70 llegó a ser del 48 %. Victimizar 
a los jóvenes, o presentarlos bajo el perfil de una “generación 
perdida” o “inútil” es muy arriesgado, y contribuye todavía más 
a su desmotivación y desmovilización. Según un informe de la 
Organización Internacional de Trabajo de 2012 se trata de un 
grupo de población muy marcado por la crisis, afectado por una 
enorme inseguridad incluso entre quienes han logrado acceder al 
mercado de empleo, que provoca falta de motivación (un informe 
de la Fundación Santa María de 2010 afirmaba que el 46,3 % de 
los jóvenes se declaraba totalmente “carente de confianza”) y genera importantes cambios en la familia, con un retraso espectacular en la edad de emancipación (sólo un 26,8 % entre los menores 
de 30 años) y una reubicación dentro de un grupo familiar caracterizado por la versatilidad inter generacional de sus miembros. 

Las características de este desastre se pueden encuadrar en estas referencias:

a) La existencia de unos jóvenes que suponen la generación 
mejor preparada desde el punto de vista educativo y formativo 
de todas las españolas. 

b) El desempleo afecta a la totalidad del grupo, tanto a los 
que han completado sus estudios superiores como a aquellos que 
durante el “boom” de la construcción abandonaron el ciclo educativo para dedicarse a un trabajo técnico o aun oficio. Un millón 
y medio de jóvenes licenciados figuran en las listas de las Oficinas 
de Empleo.   

c) La emigración aparece casi como la única salida para muchos jóvenes, especialmente en actividades como la investigación, 
medicina, biología, ingeniería, arquitectura e informática. Es decir los perfiles de una tecnología más sofisticada, que sufren los 
intensos recortes. Desde 2008 más de 300.000 jóvenes de alta 
cualificación han abandonado España. 

d) Se alerta desde distintos espacios sobre el futuro riesgo de 
una falta de cuadros especializados.

e) La desmotivación de los jóvenes incide en la totalidad del 
sistema social, provoca dramas personales y genera frustraciones, 
que se trasladan a la totalidad de la población.

En los últimos tiempos al hablar de este grupo mayoritario de 
jóvenes que sufre un colapso casi absoluto en su acceso al medio 
laboral se suele emplear el término “generación perdida”, que 
aplica a una realidad totalmente distinta la referencia sobre la generación literaria norteamericana de la Gran Guerra que vivió la 
crisis del 29 y la Depresión, y de la que formaban parte nombres 
como Hemingway, Erskine Caldwell, John Steinbeck, John Dos 
Passos, William Faulkner, Pound o F. Scott Fitzgerald. Contemplada desde la realidad española la aplicación de esa terminología 
es mejor hablar de “generación en dificultades” bajo la influencia 
de un clima de pesimismo generalizado, que afecta de manera 
particular a este grupo que alcanza como referencia hasta los 35 
años de edad.

Por el contrario la mención a una “generación “ni ni” que no 
estudia ni trabaja parece mucho más estereotipada. Escasamente representativa esa posición entre jóvenes españoles que prolongan su vida en las aulas en espera de mejores oportunidades 
laborales. Es mucho más adecuado hablar de “jóvenes en precario” porque aún los que han logrado una cierta integración en el 
mercado padecen las duras condiciones laborales dentro de actividades de baja calidad. El elevado coste social de esta situación 
se muestra en toda su crudeza en el caso de los miles de jóvenes 
que han recibido una educación y una formación técnica con el 
esfuerzo de los impuestos de todos los ciudadanos, que no tienen 
otro remedio que acceder al mercado laboral de manera penosa 
y en actividades que no requieren la cualificación para la que han 
sido formados. 

El impacto de la crisis acentúa el desencanto y la frustración 
de un sector muy importante de la población cuyo proyecto de 
vida sufre un duro “shock”, con todo lo que ello conlleva de reubicación de los modelos familiares, retraso de la emancipación, o 
desmotivación como actitud de respuesta ante la crisis; fenómeno 
que repercute en una pasividad social, en renuncias que afectan a 
las formas de socialización y al ocio.   






CAPÍTULO 4
Instituciones bajo la sospecha

“En la guerra, la crueldad de hoy es la clemencia de mañana” 
(Valle-Inclán: “Los cruzados de la causa”)

La imagen de la Transición española se mantuvo sin apenas 
erosión alguna, reconocida como un “proceso modélico y exitoso” desde una larga dictadura a un sistema parlamentario-democrático que en la mitad de la década de los 80 logró instalar 
a España en el corazón de las instituciones europeas. Toda una 
larguísima literatura ha acompañado a la glosa sobre este proceso coronado con un resultado de estabilidad, a pesar de bandazos 
como el 23-F o la amenaza del terrorismo, abriendo un camino 
a distintos gobiernos cuya sucesión ha sido en general similar a 
la de países con una larga trayectoria democrática. España no ha 
sufrido situaciones tan complejas desde el punto de vista institucional como las de varios estados incorporados a la UE procedentes del antiguo bloque del Este, donde han rebrotado prácticas 
autoritarias o conatos dictatoriales, pese a su pertenencia a las 
instituciones europeas. 

Esa descripción de la Transición concebida como un proceso 
lineal adornado de figuras-mito (El Rey, Adolfo Suarez, Carrillo, 
Tarradellas, González, Tarancón, etc.) es muy incompleta o está 
sometida a revisión, por diferentes razones:

a) En contra de la leyenda, la Transición no obedeció a un diseño preconcebido, ni a un plan que se iba cumpliendo aunque se 
corrigiera sobre la marcha, sino a una verdadera improvisación, 
sin papel ni guión, en una labor mucho más difícil de lo que se 
haya podido describir para desmantelar desde dentro y desde fuera, las instituciones de la Dictadura. La Transición fue un proceso 
mucho más complejo,  y a la vez espontáneo,  de lo que pueda parecer, en el que hubo que actuar según las circunstancias, dentro 
de un difícil juego de pasos adelante y pasos atrás, bajo presiones 
e influencias de poderes muy complejos.

En ese proceso se produjo un encuentro entre sectores reformistas surgidos desde el aparato del franquismo, y la oposición 
antifranquista, dentro de un mecanismo de renuncias mutuas, cuyos resultados no fueron negativos.

b) Sin embargo ese marco de concesiones generó un sistema de 
prevenciones y de limitaciones, asumidas por la mayoría en orden 
a la intención de dotar de estabilidad a las nuevas instituciones. 
La primera de ellas afectaba a la forma de gobierno, que nunca 
llegó a ser discutida nada más que por partidos muy minoritarios, 
cuando hasta el PCE se había declarado “pactista”: republicano 
en sus estatutos pero aceptando la Corona de facto dentro del 
propio juego de las instituciones, lo mismo que pese a ostentar en 
sus actos públicos la bandera republicana, se mostraba respetuoso con la rojigualda.

Además el Rey se movió con cierta destreza para difuminar 
en un lento pero continuo proceso sus vínculos con el pasado, 
desvinculándose de lo que había sido el aparato del franquismo. 
Nada más muerto Franco, las estructuras del sistema permanecían 
tan activas que se pretendió simplemente reemplazar una imagen 
del Jefe del Estado por otra, dentro de un modelo de “pseudo-democracia controlada” que no contemplaba inicialmente un proceso constituyente, que acertadamente decidió finalmente llevar 
a cabo el parlamento elegido en 1977. Basta una anécdota para 
señalar ese itinerario de símbolos, cuando a principios de 1976 en 
el primer viaje al exterior de los Reyes a Norteamérica, la revista 
“Cambio 16” fue sancionada por ofrecer una bellísima caricatura de Juan Carlos I bailando por los tejados de Nueva York como 
Fred Astaire, tras cuarenta años de dictadura en la que estaba 
prohibida caricatura alguna de Franco. El descubrimiento mutuo 
entre el sector reformista desgajado del franquismo y la oposición 
democrática favoreció el impulso a la Transición, que sin embargo, no tuvo un camino recto ni lineal.

La presentación de ese proceso como “casi idílica” y “modélica” con la que ha sido descrita constituye un tremendo error 
de imagen. Aceptar esa versión vendría a significar olvidar que 
fue una continua y permanente presión desde sectores de la ciudadanía la que consiguió a través de una evolución culminar el 
proceso de manera aceptable. Nada realmente le fue regalado a 
nadie. Todavía parece deducirse en libros de texto o en temarios 
de oposiciones que la Transición fue un “proceso natural”, impulsado por el Rey y las instituciones. Constituyó realmente un 
esfuerzo colectivo de la sociedad española pero costó muchos sacrificios y renuncias, en orden a la obligada creación de un marco 
de estabilidad.

Los redactores de la Constitución lograron un aceptable texto 
de síntesis. Pero el impulso a las nuevas formas políticas estaba 
condicionado por la prioridad de buscar la estabilidad, y en ese 
“pacto” participaron la mayor parte de las fuerzas políticas. Ese 
protagonismo de la estabilidad está presente en buena parte del 
diseño posterior de la política española, en aspectos que varias 
décadas más tarde resultan incompletos o muestran severos signos de deterioro.

a) La identidad de un Senado que no llega a ser una cámara 
territorial de la representación de las Comunidades, una entidad 
que en el futuro tendrá que dotarse de otros contenidos para ser 
creíble.

b) Un sistema electoral que con una fuerte prima a la estabilidad, que sobre-representa a las dos primeras fuerzas, con el 
riesgo de distorsionar la voluntad popular. Corregir el sistema, 
aunque se imponga un porcentaje mínimo para tener representación, haría aumentar la representatividad del parlamento. El 
miedo a la fragmentación de las cámaras pesó demasiado a la 
hora de elegir el sistema electoral.

c) Un modelo parlamentario en el que las cúpulas de los partidos políticos ejercen un absoluto poder, bajo el peso de las listas 
cerradas, elaboradas por los máximos órganos de las fuerzas políticas, dentro de un esquema muy rígido. Ese modelo autoritario 
de partido es un impedimento para la vivificación del sistema y 
la generación de un verdadero debate de ideas y posiciones. Juan 
José Laborda, ex presidente del Senado, lo señalaba en un artículo (“El futuro (probable) del PSOE” publicado en “El País” de 
1-VIII-2012, donde critica el modelo de organización elegido por 
los partidos: “En España, los partidos políticos contaron con una 
legitimidad extraordinaria, consecuencia de su persecución por 
el franquismo; aunque jóvenes incurrieron pronto en los errores 
del modelo continental (europeo)”. En su opinión: “El partido 
de centro-derecha (PP) desde su cambio de nombre ¡en 1989! 
Adoptó un modelo de “leninismo hoy”, inspirado en las organizaciones conservadoras norteamericanas y de otros países. La 
disciplina de partido ha suprimido cualquier actitud liberal en su 
funcionamiento interno (…) celebrado por la absoluta homogeneidad de su discurso y de sus miembros”. Respecto al PSOE escribe: “Es una temeridad que se elija un candidato por primarias 
y el partido como “intelectual orgánico” decida todo lo demás, 
desde el programa electoral al resto de las candidaturas y cargos 
orgánicos”. 

d) Un parlamentarismo muy rígido y poco flexible, donde el 
debate se ve muy cercenado; diseñado bajo el temor a reproducir 
la imagen del Congreso de la II República.

e) Unos sindicatos y unas organizaciones empresariales claramente beneficiadas porque desde la Transición se les ha considerado elementos muy importantes para la estabilidad del sistema.

En definitiva, la idea de “pacto” arraigó en la sociedad española desde la Transición, con el elemento añadido de “renuncia” 
mutua por el bien de un proceso que estaba amenazado por poderosos adversarios. El modelo funcionó de manera aceptablemente 
positiva, especialmente a lo largo de la década de los 80, cuando 
España se integra en las alianzas internaciones, y especialmente 
en la Unión Europea, dentro de un clima de euforia, ampliado en 
1992 por la coincidencia de eventos, y más adelante apuntalado 
por un crecimiento económico sostenido aunque basado en un 
factor especulativo. En estas décadas la sociedad española construyó su propia versión del estado de bienestar, con el apoyo, 
la complicidad e incluso la ayuda, vía Fondos de Cohesión (no 
siempre bien aprovechados, pero mucho mejor que los de Portugal o Italia) de unas instituciones europeas de signo muy distinto 
a las actuales. 

Pero al estallar ese modelo como consecuencia de una crisis en 
la que atajar el déficit público aparece como la absoluta prioridad 
del estado, lo que implica destruir una buena parte de esa acción 
pública, el sistema se resquebraja y el antiguo pacto pierde su 
base de apoyo. Para que exista pacto debe haber dos partes si no 
iguales por lo menos con una actitud favorable a la cesión y al 
intercambio mutuo. Cuando se rompe ese acuerdo tácito y el Estado parece decidido a renunciar a contenidos básicos de lo que 
hasta ahora había sido una acción de gobierno protectora y correctora de  desigualdades por vía redistributiva, y de prestación 
de servicios a la totalidad de la ciudadanía, se corre el peligro 
de quebrar una de las bases fundamentales sobre las que se ha 
asentado la convivencia en España desde la Transición. Dentro 
de esa centrifugadora hasta la propia forma de estado aparece 
sometida a una fiscalización inédita desde 1975, donde la potente 
imagen legitimadora del Rey en la noche del 23-F, se desdibuja o 
está en trance de diluirse. Factor al que también han contribuido 
los últimos escándalos en torno al Rey y alguno de sus familiares. 
El dato se comprueba muy bien en la creciente desvinculación 
de los jóvenes respecto a la monarquía que ofrecen últimos sondeos, institución que necesita más que gestos de cosmética para 
reinventarse ante la ciudadanía. Ese elemento de desagregación 
tiene mucho que ver con las devastadoras consecuencias de una 
crisis que pone en tela de juicio el anterior modelo de relación 
representantes-representados.

Dentro de esa vorágine, una de las instituciones puestas en entredicho han sido las comunidades autónomas. Una buena parte 
de los desmanes del sistema a lo largo de las últimas décadas se 
puede atribuir a los gestores de esas instituciones tanto como a 
los de los ayuntamientos, dentro de una orgía de inversiones en 
actuaciones lo más distantes posibles de la economía productiva. 
Las comunidades manejan más de la mitad del presupuesto del 
estado, y no siempre han sabido manejarlo bien. En torno a ellas, 
como a los ayuntamientos, se ha desarrollado toda una manta de 
relaciones de interés, de vínculos dictados por el clientelismo, de 
redes sospechosas de las que muchos se han beneficiado en estos 
años. A la hora de adelgazar el estado por la prioridad dada a 
las políticas anti-déficit, por delante de la reactivación o de la 
creación de empleo, las comunidades se han llevado la peor parte. 
Muchas han protagonizado las imágenes de dispendio en el uso 
del dinero público del pasado reciente. No siempre sus gestores 
han acertado en la administración de competencias básicas para 
la ciudadanía como la sanidad o la educación, ni en la inversión 
productiva.

La crisis ha puesto contra la pared a las comunidades, incluso con opiniones muy focalizadas que no ocultan una vocación 
de retorno hacia un sistema centralista pre-constitucional. Esta 
tentación sería en estos momentos absolutamente suicida y sometería a todo el Estado a un riesgo de ruptura, especialmente en 
territorios como Cataluña o Euskadi donde la autodeterminación 
se posiciona con fuerza. Entre una re-federalización del estado, 
como la de Alemania con estados-länder con una estructura federal, y las tentaciones de neo centralismo con el pretexto de los 
recortes y de la crisis, aparecen dos vías antagónicas todavía no 
resueltas. El estado autonómico español ha constituido una de las 
identidades básicas del sistema en estos años. Su revisión, bajo el 
pretexto del elevado coste, sería algo parecido a acariciar el botón que acciona un explosivo.

La crítica, es necesaria sin embargo, a la manera como se han 
gestionado muchas de esas instituciones territoriales, a cargo de 
una especie de “casta” que ha hecho, deshecho y gastado sin aparente limitación alguna. Asunto que lleva a pensar en la existencia de un déficit democrático tanto por parte de los partidos 
como de la sociedad española, revelándose tanto la laxitud en los 
criterios de gestión, como en la existencia de una “cultura de la 
ostentación” bajo el maná del dinero fácil.

Junto a ello señalar la distinta percepción que un asunto tan
arraigado dentro de los usos púbicos como el de la corrupción ha
recibido en cada uno de sus contextos. Bajo la capa de una dictadura férrea, la corrupción formaba parte como un elemento permanente que anidaba en la propia entraña del sistema. Muchos
fueron los casos de los que solo algunos trascendieron a la opinión pública durante el franquismo, el más importante de ellos, el
de Matesa (1969) ventilado por vez primera y de manera insólita
ante la opinión pública gracias a la lucha de facciones en el poder, y que motivó uno de los relevos de gobierno más notorios de
toda la Dictadura. La corrupción se adaptó muy bien a las nuevas
instituciones surgidas del periodo constitucional, especialmente en
comunidades y ayuntamientos, sin pasar aparente factura electoral
a los gobiernos; interesante matiz diferenciador del modelo español. Pese a que el tema de la corrupción acabó por ser una de las
principales causas que propiciaron la caída de Felipe González y
el acceso de José María Aznar a la Moncloa, la relativa tolerancia
de la sociedad española con respecto a este fenómeno ha venido
a convertirse en un hecho casi inquietante. Una cierta cultura de
tolerancia e indiferencia respecto a conductas que van más allá de
la picaresca, bajo el estereotipo de que  cuando tocan poder “todos
roban”, ha favorecido un grado muy variable de temperaturas ante
ese hecho. Los repetidos casos de elecciones ganadas por goleada
tras revelación de mediáticas situaciones de corrupción pone de
relieve una excesiva frialdad ante prácticas que envenenan el sistema democrático, especialmente en el poder autonómico y local.
La percepción de ese fenómeno parece estar en fase variable como
consecuencia del seísmo provocado por la crisis, y la proyección de
una mirada crítica hacia la totalidad del sistema.

Desde esa tendencia el propio parlamentarismo y su representación aparece cuestionado en sus formas más que en su fondo. 
Las frecuentes menciones en clave de crítica  a “los políticos”, en 
general, o a la llamada “casta política” o la todavía más despectiva “casta autonómica”, parecen adelantar signos de desgaste 
respecto al modelo, que necesita con la máxima urgencia una 
regeneración y refundación.

Una parte de esas críticas se basan en sólidos argumentos y 
revelan el agotamiento de un modelo surgido en los días de la 
Transición. Ahora puede chirriar y parecer más escandaloso que 
durante toda una legislatura se hayan sentado en los parlamentos 
nombres elegidos dentro de las listas cerradas de los partidos, de 
los que no se conoce según los diarios de sesiones, más que unas 
pocas o ninguna intervención; representantes que han venido recibiendo emolumentos muy superiores a las del español medio; o 
el abundante ejército de asesores o personal complementario contratado a cargo del erario público por grupos políticos sin causa 
aparente, las prebendas o la falta de fiscalización respecto a dietas 
y retribuciones “millonarias” para “vips” de la política o  las 
instituciones. O los cobros de complementos de residencia  por 
diputados elegidos en las listas de las provincias, que realmente 
tienen vivienda en Madrid, o cuyo cónyuge está empadronado en 
la comunidad central. 

Bajo este perfil, la crisis ha puesto en evidencia una crítica generalizada contra “los políticos” y “la política” en su conjunto, 
que parte de razones muy sólidas, pero que a nuestro entender 
puede convertirse en un factor alarmante para la totalidad del 
sistema. Imposible que este pueda funcionar sin partidos políticos, sin sindicatos, sin patronales, sin órganos de representación 
de la soberanía popular…El desafío han de asumirlo ahora los 
responsables de esas instituciones que han empezado a perder el 
favor de la ciudadanía. 

Dentro de la contracción de gastos impulsada por la crisis se 
debate la reducción del número de diputados y concejales en cámaras parlamentarias, comunidades y ayuntamientos, de la misma manera que la opinión pública se focaliza hacia el “chocolate 
del loro” de los recortes (por ejemplo, la supresión de coches a 
los representantes de las administraciones), mientras la presión 
se relaja en torno a actuaciones mucho más eficaces tanto desde 
el punto de vista ético como recaudatorio (como la actuación 
contra el fraude y la evasión fiscal de grandes fortunas, o la creación de unos mecanismos más eficaces de actuación contra las 
corruptelas ligadas a la construcción y la gestión del suelo). Reducir diputados o concejales solo tendría sentido si se cambia el 
sistema electoral en vías a una proporcionalidad más estricta sin 
las correcciones de la ley D’Hondt. Y a la vez se genera un mecanismo más abierto de vinculación entre parlamentarios y sus 
electorados, practicamente inexistente en el actual modelo español, donde el contacto políticos-ciudadanos concluye en muchos 
casos cuando se gana el escaño o el acta de concejal. 
El foco fiscalizador de la crisis ha contribuido a poner en entredicho los propios contenidos y mensajes electorales que cada 
vez parecen estar más cerca de la publicidad engañosa. Los programas electorales y el contexto de las propias campañas, parece 
perfectamente prescindible e inútil cuando se revela la futilidad 
de sus mensajes, el gasto inútil de sus propagandas. Se trata de 
una práctica en la que han caído todos los partidos, -del “OTAN, 
de entrada no” a “OTAN si”-, pero que cobra especial relieve en 
la campaña para las legislativas del 2011, con un programa ganador por la más arrolladora mayoría conocida desde 1977, a cargo 
del Partido Popular, que a menos de medio año de haber iniciado 
su mandato en el gobierno renuncia a todas y cada una de las 
promesas del programa hasta aplicar precisamente las contrarias. 
Un hecho sin duda propiciado por la crisis, que distorsiona el 
modelo, crea una fisura entre elegidos y electores que se sienten 
utilizados y a los que se trata como a simples extras en una superproducción de masas. Desvirtuar programas electorales que 
parecen haber sido aprobados precisamente para que no se cumplan, añade una sombra de deslegitimación al sistema, banaliza y 
frivoliza el manejo de los asuntos públicos, precisamente cuando 
más necesario es el rigor y la identificación entre representantes 
y representados que sufren en sus carnes los azotes de la crisis.
El deterioro en la imagen de la política y de las instituciones es 
una consecuencia del proceso abierto por la situación, que podría 
generar una peligrosa sima, si los partidos políticos y las instituciones representativas no son capaces de reaccionar y de responder a un desafío renovador que tiene abundantes argumentos de 
peso para ser tomado en cuenta. 

Unido a ese desgaste habría que hablar de otras instituciones, 
como los sindicatos y las organizaciones empresariales, en fase de 
revisión y con imágenes en entredicho. En orden a la consolidación 
del sistema los sindicatos han merecido desde la Transición un trato de favor por su papel en el diálogo social y su contribución a la 
moderación dentro del sistema. Pero a la vez, la crisis los ha situado ante perspectivas totalmente nuevas. Desde sectores de la base 
se acusa a las cúpulas de no haberse mostrado más beligerantes 
contra los recortes que implican cercenar derechos de los trabajadores; pero a la vez, desde una ideología neoliberal evidente en 
muchas acciones de gobierno, a lo largo de estos últimas años las
centrales han recibido los mayores ataques conocidos desde que 
existe la actual democracia española, descalificaciones sin cuento 
y recortes sustanciales en las ayudas públicas con la eliminación 
de la mayoría de sus antiguos liberados. Todo ello mientras los 
jefes de los sindicatos no han renunciado a mantener contactos 
permanentes con los poderes que gestionan el Estado y la UE. 

Pero al tiempo que estas organizaciones corren un grave peligro de ser desbordadas por unas bases que exigen respuestas más 
contundentes contra la pérdida del estado de bienestar, las patronales, otro de los pilares del diálogo social, han venido adoptando 
una línea dura, presionando a favor de una flexibilidad laboral y 
el abaratamiento del despido, ahondando en la desprotección del 
trabajador, sin que se perciba todavía un esfuerzo por una mayor 
contratación de mano de obra y una creación de empleo. El deterioro de ese diálogo social y la inexistencia de marcos para lograr 
acuerdos tanto políticos como sociales, para una mejor distribución y reparto de las cargas, así como para generar un nuevo 
impulso a la sociedad española bajo la perspectiva de liderazgos 
más plurales y eficaces, revela uno de los mayores problemas de 
la actual situación. La abrumadora mayoría absoluta política del 
PP tras las últimas elecciones, y la relativa paralización del PSOE 
como oposición que no ha logrado capitalización de la crisis, revelan un escenario agotado y escasamente imaginativo, en riesgo 
de ser desbordado por populismos de todo signo, de resultados 
inciertos.   

Esa crítica además se atrinchera en el estereotipo de la generalización con frases como: “Los políticos son unos ladrones”, 
“Menos políticos y más currantes”, “Políticos, casta inutil” o 
“Politicos = aprovechados”, que se han podido leer en pancartas 
de recientes actos públicos. La falta de reacción de las instituciones y de los propios partidos ante las críticas que cuestionan su 
papel es evidente, e introduce factores inquietantes de cara al futuro, camino de una deslegitimación de facto del propio sistema. 
La actuación prioritaria de los partidos sobre las maquinarias 
electorales para la conquista del poder, ha propiciado uno de los 
mayores lastres del sistema español: la inexistencia de laboratorios para aportar ideas sobre la salida de la crisis y la intensa regeneración de un sistema que viene de la Transición y necesita una 
restructuración a la luz de los hechos. Las fundaciones ligadas 
a los partidos se han acabado por convertir en respaldos de las 
estrategias de cada uno, en el gobierno y en la oposición, y no en 
verdaderos foros de discusión y de ideas. La rigidez del sistema, 
unido a la pobreza del discurso intelectual en el que se mueven los 
partidos y la mayoría de la clase política en este país obsesionada 
por el día a día y no por la proyección de futuro, revelan un déficit en contenidos de verdadero peso democrático. En plena vorágine de la crítica contra esa clase política española, tanto en el 
gobierno como en la oposición, ni siquiera se ha sabido aislar la 
corruptela, la picaresca, los privilegios de “casta”, las prebendas, 
frente a la honradez, la autodisciplina y el rigor de profesionales 
dentro del espacio público, confinados dentro del mismo paquete 
en el que viajan los corruptos, los pícaros y los “vampiros” de 
la política. En algo han fallado los partidos: la escasa diligencia 
frente a los fenómenos de corrupción y la falta de autocrítica, 
bajo el mando del: “Estará mal, pero como son los míos”. Ese es 
precisamente el hecho más grave: mezclar ingredientes y perfiles 
dispares, sin matiz alguno, para ser servidos en el altar de la demagogia o el populismo. De esa lentitud en la reacción contra las 
corruptelas y las prebendas nacen los artefactos de esa artillería 
disparada no sólo contra los pícaros y corruptos sino contra la 
totalidad del sistema.

En esta revisión en curso de mitos de la Transición que empiezan a caer por tierra, y donde se replantean nuevos pactos o 
acuerdos sociales bajo un marco general muy distinto al de la 
década de los 70, algunas instituciones aparecen sospechosamente al margen. La jerarquía católica se ha desenvuelto de manera 
muy astuta renunciando a participar en el debate sobre la crisis, 
sin apenas  posicionamientos de los obispos, no así de la base 
donde en varios lugares se han constituido plataformas anti desahucios promovidas por sacerdotes y religiosas. La partida para 
la Iglesia es la única que no ha sufrido recorte alguno en los presupuestos, ni siquiera ha llegado a prosperar el intento de cobrar 
el Impuesto de Bienes Inmuebles sobre las propiedades eclesiales, 
excluidos los lugares de culto. Ese clamoroso silencio de la jerarquía (en temas tan graves como el riesgo de desatención sanitaria 
a inmigrantes ilegales) contrasta con sus continuos pronunciamientos sobre asuntos relacionados con la moral sexual. Michael 
Moore se preguntaba en su último libro: “¿Dónde estaría Jesús 
en los tiempos de la guerra del Vietnam?”. Pregunta que merecería muchas extrapolaciones en estos tiempos.   






CAPÍTULO 5
Cultura y “Marca España”

“No puedes vender tu talento, tu genio. En cuanto lo hagas te 
convertirás en una prostituta. Puedes vender tu obra, pero no tu 
alma” (John Ruskin)

Es preciso distinguir entre la creación cultural y el hecho cultural. La cultura obedeció en sus orígenes a un impulso creativo 
individual, pero para su creación y difusión se hacía generalmente necesario un “padrino”, un “protector” o un “financiador”. 
En el mundo existente antes del capitalismo, los reyes y nobles y 
las iglesias, eran los mecenas de la cultura. Sin ellos apenas podía 
haber difusión de esos contenidos culturales. Arquitectos, pintores, escritores, músicos, bailarines, actores, comediantes… existían porque había quien encargaba y pagaba por sus trabajos. La 
mayoría de los grandes autores dentro de la historia del arte, de 
Miguel Ángel favorito artístico del Papa Julio II, a Goya, pintor 
de corte con Carlos IV, respondían a ese modelo.

Con el capitalismo del XIX se amplía ese abanico de patrocinios, y la burguesía y la sociedad civil toma parte en la protección 
de las letras, las artes, la música y la cultura en general. A medida 
que en ese siglo el estado moderno se consolida aparece una variedad de agentes protectores o valedores de la creación. A este 
hecho se unirá desde el XX la sociedad mercantil, el poder del 
dinero. Ese pluralismo significó un paso adelante, que liberaba al 
artista y al creador de la dependencia de una sola instancia. Bajo 
el binomio “protección pública + mercado” se construyó todo 
el edificio cultural de la Europa de la posguerra, dentro de un 
sistema mixto. Frente al modelo norteamericano basado principalmente en el mecenazgo privado.

A la vez se venía a imponer una nueva realidad: la cultura
exigía recursos, inversiones desconocidas en siglos anteriores,
por la magnitud de su repercusión y la evolución de las nuevas
formas ligadas a las tecnologías, del cine al disco, de la televisión al video.

Las sociedades occidentales de la posguerra, pero principalmente las de los 60, estaban en camino de convertirse en sociedades profundamente mediáticas. El capitalismo de los años de 
la “guerra fría” construía su discurso de superioridad aparente 
respecto al llamado “socialismo de estado” de la Europa del Este 
a través de las imágenes y de la cultura de masas. En este choque 
entre propagandas en conflicto, América y Europa occidental tenían todas las de ganar. No solo por su poderosa tradición cultural sino por la propia expansión de sus productos, y la excelente 
habilidad mostrada en el uso de sus contenidos. Si Hollywood 
había sido desde el cine mudo la más poderosa arma de Occidente a favor de su modo de vida, en la posguerra europea la cultura 
se mostraba como el valor de exportación tras el que se vendía el 
resto de la imagen de un país.

Cuando se habla de las dimensiones del estado de bienestar 
se suele olvidar su papel como protector e impulsor de la cultura 
y la difusión cultural. A diferencia de un modelo como en norteamericano apoyado exclusivamente en la sociedad privada, en 
la Europa occidental las estructuras de las artes  nacieron en la 
posguerra vinculadas al impulso de lo público. Sin el estado no 
existiría ópera ni teatro, se carecería de infraestructuras para las 
artes plásticas, apenas habría posibilidades para la divulgación 
de los hechos culturales y se vería muy limitado el acceso de las 
clases socialmente menos favorecidas. Se habrían creado muchas 
menos bibliotecas públicas de préstamo gratuito, y foros para las 
artes escénicas. Los poderes públicos eran  los grandes mecenas 
de la cultura, sin tener por qué ser los únicos.

En toda Europa principalmente en Alemania y Francia, lo público cumplió el cometido de “esqueleto” para el sostén de una 
actividad y la promoción de una industria cultural, ampliada a la 
colaboración pública-privada. Un ejemplo pueden ser las redes 
de teatros y de salas de concierto de titularidad pública de esos 
países del tronco central de Europa. En la Transición española se 
observó que uno de los mayores déficits lo constituía la carencia 
de infraestructuras culturales en comparación con las europeas. 
Por eso, cuando se habla muy negativamente de la España de las 
autonomías, también hay que hacerlo de manera positiva en su 
promoción de equipamientos para la difusión de la cultura. Gracias a la cual ciudades españolas de mediana o relativa población 
cuentan con teatros o salas de conciertos como las que antes solo 
estaban abiertas en las grandes ciudades. Esa red ha servido para 
generar una creciente demanda de contenidos.

Además en el siglo XX se generó un concepto de “industria 
cultural”, en fase de crecimiento y desarrollo especialmente en 
los países más avanzados. La industria cultural era un elemento 
indisociable de la identidad, la imagen y la proyección de una sociedad desarrollada. Bajo los distintos modelos socio-económicos 
esa industria y sus productos se convirtieron en avanzadilla de un 
país. Francia lo entendió mejor que nadie en Europa con el concepto de “excepción cultural” con un alto proteccionismo a sus 
industrias, generando un verdadero mercado.

Este concepto es denominado así desde 1995, cuando en las 
negociaciones para el Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios (GATS) se planteó el tema de la relación comercio-cultura. 
En principio, desde una ideología neoliberal, el audiovisual y la 
cultura quedaban incluidos en el acuerdo con riesgo de la liberalización futura del comercio de servicios culturales. En la fase 
previa de negociación se marcaron distintas posiciones: Estados 
Unidos defendía la aplicación del principio de no discriminación, 
con libre acceso al mercado y suspensión de cuotas, así como 
la igualdad de trato a los operadores nacionales. De aplicarse 
el cine americano habría invadido la totalidad de los mercados 
impidiendo la producción local. La posición europea marcaba 
dos tendencias: la británica partidaria de la liberalización aunque 
incluyendo alguna medida de especificidad, y la francesa que se 
oponía a liberalizar el comercio de productos culturales, y por 
lo tanto a defender la “excepción cultural”. El concepto acabó 
por ser asumido por la propia UNESCO aunque bajo el término 
“diversidad cultural”.

La crisis ha hecho mella en el modelo europeo, directamente 
vinculado a la sociedad del bienestar, por el que las administraciones tienen un importantísimo papel en el impulso a la cultura. 
A la hora de realizar recortes  gobiernos como el de Rajoy parecen haber encontrado en la cultura algo parecido a un “florero” o 
un adorno. No es extraño que uno de los sectores más golpeados 
por la crisis esté siendo el cultural en todas sus dimensiones, por 
su propia dependencia de la iniciativa pública. 

Algunas de esas medidas que afectan directamente a la cultura 
han actuado como verdaderos torpedos en su línea de flotación. 
Como la subida del IVA a espectáculos y productos culturales que 
ha pasado del 8 al 21 %, cifra difícil de asumir por un mercado 
en franca regresión, y que afecta de manera muy grave a sectores 
que van del teatro al cine, de las artes plásticas al circo, de los 
conciertos a la danza. De manera sorprendente, se mantiene un 
IVA reducido a los toros y al fútbol: medida que carece de toda 
lógica y explicación.

Lo más grave de ese trato es la sorprendente ignorancia que 
parece demostrar respecto al futuro de las nuevas industrias y a 
su papel como generador de recursos. La industria cultural movía en España en el periodo 2009-10 unos 32.000 millones de 
euros, que añadiendo la facturación de las sociedades de gestión 
por el concepto propiedad intelectual, podía alcanzar los 34.000 
millones, equivalentes al 3,6 % del PIB, con un peso superior al 
del sector energético (2,75 %) y al agrario (3,4 %). Con medio 
millón de trabajadores dentro del sector. Todo ello además con la 
decisiva aportación a la creación de la “marca España”.  

La situación vuelve a poner de relieve la escasa sensibilización 
ante la cultura de la clase política, en general, y de la propia sociedad española, incapaz de entender otra cosa que un adorno 
complementario, y no como una actividad generadora de recursos y de contenidos de auténtico valor añadido. La imagen-país 
de la España actual  se posiciona sobre dos pilares: las estrellas 
de sus deportes (del fútbol al tenis) y los productos culturales. 
De manera muy lamentable la crisis se está llevando por medio 
al sector más creativo de la cultura, imposibilitado de distribuir 
sus productos en su mercado. A diferencia de las otras grandes 
potencias europeas, la cultura nunca se ha considerado en España 
un “sector estratégico” digno de la máxima protección. 

Para Alemania, Italia o el Reino Unido la cultura tiene prioridad en la construcción de su imagen de marca. Y sobre todo para 
Francia, donde se contempla como el elemento básico para la 
proyección de su país en el exterior. Principio que también comparten Canadá y Corea del Sur. En los años 50 la Francia de 
De Gaulle había descubierto que las películas de Brigitte Bardot 
podían convertirse en la avanzadilla de las grandes marcas de la 
industria francesa en el mundo: Renault, Citröen, Peugeot, Dassault…Las películas galas, las novelas, los libros, los existencialistas y los “ye-yés”, Sartre y Silvie Vartan, Truffaut y Louis de 
Funes, vendían una imagen de Francia en el mundo para públicos 
muy diferentes. Y esa actuación merecía el apoyo del estado y el 
reconocimiento de la sociedad. Cultura como valor estratégico. 

Nada que ver con España donde las destrucciones en el sector 
cultural han sido masivas, poniendo en riesgo incluso la continuidad de productos y acciones creadas en el pasado inmediato. Con 
la crisis han desaparecido orquestas sinfónicas, se han contraído 
los circuitos teatrales,  muerto antes de nacer muestras y exposiciones, y el audiovisual vive el peor momento de su historia. Lo 
más grave: la visión superficial con la que las expresiones culturales se contemplan por parte de responsables administrativos y por 
un sector de la sociedad. Con una capacidad de generar recursos 
totalmente abierta, en expansión en el resto del mundo a través 
de las nuevas redes y ventanas de explotación, este sector referencial languidece como consecuencia de los ajustes duros y de la 
contracción presupuestaria, y sus consecuencias son devastadoras no solo sobre la creación individual y el talento, sino sobre su 
propia capacidad para generar valor añadido.

El hundimiento del sector es revelador, con una caída del 18 % 
en el libro durante 2011, que en 2012 puede llegar al 10 %, una 
situación desoladora en la producción de cine con el recorte del 
36 % de las subvenciones y la eliminación de las ayudas a cortos, 
“tv movies”, a la distribución y a los guiones. Más la catástrofe 
anunciada en el teatro, que tan solo sobreviviría en Madrid y 
Barcelona, pese a haber vendido más de catorce millones de entradas en 2010 con unos 200 millones de recaudación. El salto 
de un IVA del 8 % al 21 % ha sido valorado por el sector como 
un navajazo en la yugular. La insensibilidad de la administración 
española respecto a la cultura se contrasta con el 2,5 al 7 % con 
que se grava en Francia el IVA, el 7 % de Alemania, o el 6 % de 
Holanda.

El sector tampoco ha entendido el insólito procedimiento de 
eliminación del llamado “canon digital”, que recaudaba 100 millones de euros anuales para las sociedades de gestión, pagado 
por los fabricantes de sistemas de copia, sistema que criticaban 
las asociaciones de internautas, pero que en Europa es el más 
implantado. Nada más llegar al poder el nuevo gobierno Rajoy 
decidió eliminar el canon, reemplazándolo por una cantidad a 
cargo de los Presupuestos Generales del Estado estimada en unos 
cinco millones que saldrían de los bolsillos de todos los ciudadanos. Los internautas han podido comprobar además como tras la 
eliminación del canon los productos informáticos no han descendido de precio en el mercado.

Causa sorpresa, por lo tanto, el desapego de una buena parte 
de la sociedad española y de sus representantes, sobre la cultura 
y sus estructuras, contempladas bajo un perfil absolutamente arcaico de “complemento” o de “broche de bisutería”, y no como 
motor generador de recursos para el PIB y pilar fundamental para 
la divulgación de la “marca España”. La mayor parte de los recortes dentro de las áreas locales y autonómicas han puesto los 
ojos sobre la cultura y los servicios sociales. La crisis se ha llevado 
por delante bibliotecas públicas, orquestas de música, compañías 
teatrales, grupos de danza, exposiciones, conciertos, festivales… 
El audiovisual, y el cine en primer lugar, vienen sufriendo desde 
principios de 2012  la más grave situación conocida hasta ahora, 
con un semi-parón total en su actividad, agravado por la crisis 
de las televisiones. Frente a ello las reticencias que personajes del 
mundo de la cultura y el espectáculo despiertan en espacios conservadores, ha provocado un rebrote de estereotipos inauditos 
(un diario volvía a escribir en julio de 2012 sobre “los de la zeja”, 
en alusión a artistas que participaban en concentraciones y manifestaciones contra los recortes y la subida del IVA, obviando la 
presencia de nombres muy cercanos a las posiciones del actual 
partido en el poder). Se proponía además en alguna tribuna de 
opinión la supresión total de las ayudas al audiovisual; medida 
que ni siquiera en los “paraísos liberales” como el Reino Unido o 
Estados Unidos nadie en su juicio se atrevería a lanzar al ruedo. 

La crisis además de reducir al límite la participación de las 
administraciones en el patrocinio cultural, ha tirado por tierra los 
intentos de reconducción del sistema de financiación, prometidos por el propio PP en la campaña electoral, con desgravaciones 
fiscales a la cultura. Sin ellas no se produciría ni siquiera cine en 
Hollywood, ni existirían las cada vez más pujantes industrias de 
emergentes como Brasil o Argentina. En España la diferencia de 
posiciones entre Cultura y Hacienda, se ha convertido en clamor.

En definitiva la crisis ha acabado por convertirse en “golpe 
bajo” para la cultura, y en definitiva para la propia “marca España”; abriendo distancias incluso con Italia, un estado sometido 
al mismo marcaje de los mercados sobre su deuda soberana que 
España, pero donde existe una conciencia de su papel como motor cultural. Resulta casi escandaloso, por lo tanto, que un estado 
cuna de la segunda lengua más hablada del mundo, en franca expansión, la siga viendo todavía bajo un criterio arcaico de “adorno prescindible” y no como una industria con una aportación 
significativa al PIB; que podría ser todavía mucho mayor si permaneciera bajo el impulso de una verdadera política de estado. 






CAPITULO 6
Medios de Comunicación:
A la Sombra de la Guillotina  

“La posesión de la tierra como propiedad privada es uno de 
los crímenes más aberrantes que existen. No podemos comprender el horror de este crimen porque en nuestro mundo se acepta 
como ley” (León Tolstoi)

Pocos sectores tan golpeados por la crisis en España como el 
de los medios de comunicación. La caída se ha producido tanto 
por la dureza de la situación económica como por la transición 
entre un modelo y otro, dramáticamente alterado por el impacto de la depresión. En “Libro negro del periodismo en España” 
(Asociación de la Prensa y Cátedra Unesco, Madrid, 2011), Bernardo Díaz Nosty, disecciona casi como con bisturí la tremebunda situación del sector, en el que la recesión ha agravado la que 
con anterioridad se apuntaba vinculada a un nuevo escenario 
tecnológico y cultural. En este trabajo se menciona la resolución 
del Parlamento Europeo de abril de 2004 relativa a la libertad de 
prensa, “donde se sugería la existencia anómala de dos velocidades en el desarrollo democrático de los medios en la UE”, sin 
que España se sitúe precisamente en el vagón de cabeza. Según 
Díaz Nosty: “Todos los gobiernos de la democracia española han 
coincidido en afirmar que la mejor política de comunicación es la 
que no existe, pero han desplegado una real política de relaciones 
de poder al margen del marco normativo”.

“La vecindad entre el poder y los medios, con ausencia de 
mecanismos de regulación y control, ha permitido dar alas a alas 
estrategias expansivas del sistema, mediante concesiones y apoyos a los intereses de las corporaciones afines a los Gobiernos y 
el blindaje de los altavoces mediáticos. Los Gobiernos no solo 
han operado sobre los medios de titularidad pública, dando en 
muchos casos, un sesgo gubernamental y propagandístico a sus 
contenidos informativos, sino que al igual que la oposición, se 
han apoyado en los privados para sus tácticas de polarización 
política. Una acción que ha restado credibilidad al periodismo y 
reducido su espacio de intervención crítica”.

El periodismo había tenido un papel muy importante antes y 
después de  la Transición, pero especialmente en los días de incertidumbre sobre el futuro y de duro marcaje entre partidarios del 
“bunker” del franquismo y de la evolución hacia un sistema democrático. En ese escenario la inmensa mayoría de los medios se 
decantaron abiertamente por un marco democrático. En aquellos 
primeros momentos los periodistas y los medios se convirtieron 
en auténtico objeto de deseo por los recién llegados a los escenarios de la política, que los necesitaban para hacerse conocer. Entre unos y otros se crearon sinergias y vínculos muy abundantes, 
acabando por ser utilizados mutuamente.

En la década de los 80 y 90 la estructura de la información 
en España ya mostraba peculiaridades respecto al resto de Europa, entre ellas la de una escasa difusión de la prensa escrita, 
según Dìaz Nosty, “tres o cuatro veces inferior a la de naciones 
como Alemania, Reino Unido, Países Bajos”. Así cómo un “consumo muy orientado hacia el espectáculo audiovisual generalista; 
menor desarrollo de la independencia profesional del periodista, 
debida a sus debilidades organizativas; ausencia de compromisos 
éticos verificables; fuerte dependencia política de las empresas; 
precarización laboral; contaminación de la escena informativa 
por falsos periodistas en un marco de competencias profesionales 
abierto y ambiguo” (B. Díaz Nosty: “El déficit mediático. Donde 
España no converge con Europa. Ed. Bosch, Barcelona, 2005).

Aún así, España también vivió el mismo fenómeno de otros países de desplazamiento de la información hacia el terreno del “show
business” y de reconversión de intereses desde la antigua empresa
informativa al conglomerado de negocios, con el audiovisual como
nuevo señuelo. A partir de los años 80 el monopolio de TVE se empieza a agrietar con el nacimiento de las televisiones autonómicas
en los territorios históricos de lengua no castellana, y sobre todo a
partir de 1990 con el nacimiento de las televisiones privadas.

Durante la década de los 90 se registrará un fuerte marcaje entre los dos sistemas: público (TVE y autonómicas) más privadas 
(generalistas y codificadas) sobre las que gravitará el peso de todo 
el sector de la comunicación. Es en esta década cuando el medio 
televisión se convierte en el eje sobre el que gira la actuación política, y de ello son muestra los intentos de control desde esferas 
vinculadas al poder o a los partidos. Con la incorporación del 
mercado de nuevas televisiones autonómicas se perfila un modelo extremadamente dependiente de los gobiernos de turno, hasta 
constituirse en una prolongación o juguete de los mismos. Dentro 
de esa mutua relación entre el poder y los medios se desarrollan 
prácticas cuando menos “opacas” que responden a intereses directos, y restan credibilidad a la profesión. Al final de esa época 
sobre la televisión recae casi todo el peso de la infraestructura 
cultural del país, y el referente exclusivo de la actuación pública.

No es extraño, por lo tanto, que en esa confusión de intereses, 
políticos y mercantiles, bajo el lazo de la corruptela aparezcan 
televisiones, productoras y medios audiovisuales vinculados a escándalos o casos que hoy se ventilan en los juzgados. Demostración de un clientelismo y una dependencia de dudosa ética.

Modelo extremadamente frágil dependiente tanto de los políticos de turno, como de los intereses de la publicidad. La situación se agrava por dos elementos de enorme peso: la reconversión 
tecnológica y la aguda crisis económica. La presencia de nuevas 
tecnologías permiten además acelerar el tránsito entre una televisión caracterizada por su ausencia de especificidad hacia otro 
sectorializado y tematizado, rompiendo la anterior asociación 
“medio televisivo” igual a “falta de especialización”. El tránsito 
de lo analógico a lo digital ha afectado a la totalidad del sector. 
Si la difusión de la prensa escrita era muy baja, ahora lo va a ser 
todavía más, con internet comiendo su terreno.

El gobierno Zapatero alentó los cambios más profundos en la 
estructura del audiovisual en nuestro país, especialmente sobre 
RTVE y la reconversión a la TDT. Desde su primer ejecutivo, 
tomaba protagonismo un nuevo grupo de profesionales bien relacionados con el poder, que desplazaba al hasta entonces hegemónico, nucleado en torno a Prisa, desatando una inesperada 
“guerra” de intereses entre clanes teoricamente convergentes. A 
la vez afrontó el gobierno la “patata caliente” de la televisión 
estatal con un  “agujero” difícil de ser asumido. Un costoso ERE, 
un nuevo estatuto con la desaparición del antiguo Ente RTVE, 
ahora  bajo la forma de Corporación, abrieron el camino a un 
nuevo sistema de elección de director general por el Congreso de 
los Diputados, que requería de consensos. En paralelo se buscó 
desgubernamentalizar  los Informativos, mirando hacia los modelos de prestigio siempre mencionados como el de la BBC. La 
experiencia no salió inicialmente mal y mejoró la imagen de la 
televisión pública.

Sin embargo el efecto de la ralentización de la economía se 
empezó a percibir a partir de 2007 con la caída de los ingresos 
publicitarios. Entre 2007 y 2010 superó el 30 % de media, especialmente en la prensa escrita que vio reducirse en un 47,8 % la 
inversión en publicidad, frente al 34 % de la televisión. En esa situación de inicios de recesión, las empresas privadas de comunicación presionaron sobre el ejecutivo Zapatero hasta encontrar una 
insólita valedora de sus posturas en la vicepresidenta del gobierno, 
María Teresa Fernández de la Vega. De resultas de esa comprensión, el gobierno decidió la retirada de la publicidad del TVE siguiendo el modelo francés; un modelo no desarrollado en toda su 
amplitud, contemplado con muchas dudas desde Bruselas, y aún 
hoy no cerrado. La aportación pública del estado, y un porcentaje 
sobre la publicidad de las privadas y los operadores habrían de 
dotar al presupuesto de la radio y la televisión pública. Al mismo 
tiempo el anterior régimen estricto de concesiones para la pequeña 
pantalla se liberalizaba al máximo, con el riesgo de desvirtuar o 
perder su esencia, permitiendo las participaciones cruzadas entre 
las sociedades, el alquiler o la fusión entre compañías.

En estos años se generó una verdadera “burbuja audiovisual”, 
bajo el principio de que la televisión era todavía negocio, y si no 
lo era, al menos proporcionaba otros réditos como el posicionamiento en el mercado. La transición del modelo digital a la 
TDT se realizó en pleno estallido de la crisis. De la noche al día 
los españoles descubrían que podían disponer de centenares de 
canales de todo tipo, pero que las opciones eran realmente muy 
pocas, y que la mayoría ofrecían contenidos de auténtico baratillo. Durante esa época, además, se había producido un auténtico 
“boom” educativo en torno al periodismo y la comunicación, 
con miles de alumnos lanzados cada año a un mercado entonces 
de moda. Frente a las estimaciones mundiales que mencionan a 
los medios de comunicación, las redes, la informática y el audiovisual como uno de los motores económicos de la sociedad 
del XXI, el contraste con la realidad de las oleadas de jóvenes 
titulados que en España tratan de incorporarse a un mercado en 
regresión, es muy llamativa. 

Abel, hijo de José Carlos Pérez, y por lo tanto nieto de Carmen y Ricardo, se casó hace ocho años con Trinidad Montero, 
que llevaba un hijo de un matrimonio anterior, Guillermo. Abel 
trabaja de conductor en una empresa de transporte de viajeros 
por carretera: un oficio muy sacrificado en el que los horarios 
cambian de día en día para que cuadren los estadillos de los 
trabajadores disponibles, y eso implica que cada mes  muchas 
noches, se ve obligado a dormir fuera de casa. Menos mal que 
Trinidad no está sola, ni lo va a seguir estando durante mucho 
tiempo. Y más desde que Guillermo, su hijo, ha roto definitivamente con su novia, Margarita,  y como no tiene expectativa 
laboral alguna está más tiempo en casa que en la calle.

La pena es que Guillermo, que debe andar por los veintimuchos, tiene varias licenciaturas, en Periodismo, Comunicación 
Audiovisual y creo que Psicología, ha hecho un par de master, 
y es casi bilingüe en inglés y sus pasos por el alemán también 
parecen ir a una gran velocidad. Guillermo era un chico muy 
amable, suelto, con un gran don de gentes, especialmente sociable, que se pagaba las carreras y los master dando clases de tenis 
en un club de las afueras, a pesar de sus problemas con las gafas. 
Menos mal que se decidió operar la miopía y se las quitó para 
siempre. Ya no tenía ese complejo de “raro”. Pero la concesión 
del club la ganó una compañía sueca y esta acabó por imponer 
a todo su personal.

Cuando salieron las prácticas en ese periódico en cuya escuela había realizado uno de sus master  sintió que su moral se 
elevaba. A los dos días pudo firmar con su nombre y apellido un 
pequeño suelto en la sección de local. Era demasiado, aunque la 
beca solo le alcanzaba para pagarse el menú en el restaurante de 
empresa. Al menos estaba adquiriendo soltura y mejorando sus 
relaciones, conociendo los entresijos de una profesión y lo que 
no le habían enseñado en la facultad. Más tarde, en el invierno probó suerte en una productora que preparaba un formato 
de espacio para una televisión privada. Descubrió una amarga 
verdad: casi toda la redacción eran becarios a 300 euros al mes 
por cabeza. Echó cálculos: entre la gasolina y la comida perdía 
100 euros, pero el trabajo merecía la pena. A las dos semanas de 
la emisión el canal decidió eliminar el programa de la parrilla 
vistos sus bajos resultados en el “share”. Con muy buenas palabras le dieron una carta de presentación reconociendo el trabajo 
realizado y su actitud positiva y buen espíritu de colaboración y 
trabajo en grupo. Y otra vez a buscar.

Gracias a Margarita, la chica con la que salía, encontró un 
semanario que necesitaba colaboradores. Le empezaron a pagar 
una colaboración aunque él tenía que desplazarse a la redacción 
y hacer las labores más variadas: arreglar textos, concertar entrevistas, revisar la edición… Al mes llegaron las malas noticias: 
ya no se iban a  pagar las colaboraciones por la caída de la 
publicidad. Pensó que la revista cerraría, pero excepto él y una 
chica, el resto de los colaboradores siguieron enviando trabajos 
o visitando la redacción, por aquello de no perder la firma. Vino 
después una web en la red, en la que prometían un porcentaje 
sobre la publicidad. Pero como la cantidad a repartir era tan pequeña, los dueños decidieron invitar a una caña a la redacción 
y evitarse la vergüenza de pagar unos cuatro o cinco euros por 
colaborador. 

Sabiendo lo que había estudiado y la experiencia que iba
adquiriendo en los medios le llegó una oferta que parecía algo
más seria, y con contrato. A tiempo parcial, dos horas al día
que en realidad se convertían en siete con los viajes, para vender a clientes abonos a una plataforma digital, con una base
mínima casi ridícula, más un porcentaje de comisión sobre
cada contrato. Naturalmente, si en dos meses no había llegado a superar la media de los contratos del grupo tendría
que abandonar el trabajo. Probó finalmente a trabajar con
una ONG tratando de colocar a los viandantes ofertas sobre
apadrinamiento de niños del tercer mundo. Aquí el periodo de
prueba era todavía más reducido: en un mes tendría que haber
convencido a un cupo mínimo de candidatos a benefactores.
Decidió marcharse cuando vio lo mal que se le trataba frente
a la imagen de filantropía y solidaridad que la entidad ofrecía
en su publicidad.

Ahora, a veces le sale alguna clase de apoyo en inglés a un
niño con problemas, pero la crisis en los hogares ha hecho que
también estas sean cada vez más restringidas…Menos mal que
todavía su madre Trinidad tiene alguna anciana a la que ayudar en casa en tareas de limpieza, comida y paseo… Cuando
Trinidad vuelve a la vivienda y se encuentra a Guillermo, tumbado en el sofá, sin afeitar y con la tele encendida, como una
patata cocida fría, se le enciende el pelo. Y no está dispuesta a
volver a contar a su pareja, Abel, cuando vuelva esta mañana
de hacer la ruta Barcelona-Madrid que tener “un periodista en
la familia” no le ha valido más que para gastar cuartos y cuartos en cursos y master, y que a lo más que va a poder llegar su
hijo en su vida es a salir a buscar anunciantes entre peluquerías y bares  para un boletín de barrio, donde se suelen glosan
las excelencias de las tiendas y las casas de comidas.

Algo mejor le ha ido a su ahora ex novia, Margarita. Aunque dejaron de salir hace mucho, si se encuentran en la calle se
paran a hablar o entran a tomar algo; naturalmente invitando
ella, que para eso tiene un trabajo fijo en un mensual de moda,
donde redacta sueltos a gusto del que incluye páginas de publicidad en la edición. Poco menos de 900 euros al mes, en una
categoría de “auxiliar” cuando realmente ocupa funciones de
redactora-jefe. Ahora que lo de “la antigüedad no se lleva en
los contratos de trabajo”, y las pagas se prorratean al mes para
que parezca más, está acabando de hacer un curriculum que
piensa enviar a las firmas de moda por si queda algún hueco
de aprendiza en Paris, Roma o Milán.

Como efecto del proceso de precarización, las empresas se
encontraron con una mano de obra abundante y muy barata,
dispuesta a aceptar cualquier trabajo y bajo cualquier condición. La crisis acentuaba el retroceso de la inversión publicitaria en todos los medios. Aunque la retirada de los anuncios
en TVE beneficiaba abiertamente a empresas como Antena-3 o
Mediaset, vinculada a los intereses de Berlusconi, que en 2011
había logrado el 43 % del negocio publicitario en nuestro país.
En 2010 según la empresa comunicó a la Comisión Nacional
del Mercado de Valores, sus ganancias habían sido de 70, 5
millones, el 45 % más que el año precedente, y eso dentro de
un escenario de recesión, gracias al ascenso de los ingresos que
alcanzaban 834, 9 millones, el 34 % más que el ejercicio precedente. Mientras Antena-3 consiguió 109,1 millones de beneficio
neto, el 79 % más que en 2010; todo ello como consecuencia
del fin de la publicidad en la televisión pública.

El gobierno Zapatero había concedido en su primera legislatura dos nuevas concesiones a Cuatro, vinculada a Prisa, y La Sexta, promovido por un grupo de productoras cercanas a personas
en el entorno del ejecutivo. Ambas operaciones se revelaron como
negocios ruinosos. Cuatro fue vendida a Mediaset-Telecinco, y la
deuda por la compra de las acciones de la plataforma Digital +,
verdadera rueda de molino en el cuello del grupo, se alivió por la
entrada del fondo norteamericano Liberty dentro del accionariado
, y a la presencia de Telefónica junto a Prisa y Mediaset en la citada
plataforma. En medio un conflicto de intereses entre productoras
vinculadas de alguna o de otra manera informalmente con el ejecutivo, se desató la llamada “guerra del fútbol” que enfrentó con
virulencia a los “grupos amigos”. El intento de que se fusionaran
esos intereses para la explotación de los derechos sobre las retransmisiones no salió adelante e incluso enconó las disputas.

En 2011 se encendieron todas las señales de alarma, con una 
caída estrepitosa de la inversión publicitaria que puso un punto dramático a la prensa escrita, con una emigración de anuncios a internet, sin compensar el desplazamiento de los que antes 
llegaban a los soportes no tecnológicos. La crisis impulsaba a 
un nuevo proceso de absorción con la compra de La Sexta por 
el Grupo Planeta y Antena-3, asunto en vías de recomposición, 
tras las limitaciones a la gestión de la publicidad impuestas por 
Competencia para aceptar esa fusión. Pero sobre todo la caída 
de la inversión publicitaria en las privadas y autonómicas -paliada por la fuerte campaña con la que se acompañó la salida 
de Bankia a la bolsa española- puso en jaque a los medios. Y 
lo más grave de todo, afectó a las televisiones autonómicas, que 
no pudieron compensar con un aumento de sus presupuestos las 
cantidades perdidas. Todavía en 2010, el entonces vicepresidente 
Pérez Rubalcaba anunciaba un plan de ayudas a los medios de 
comunicación en el que se preveía el aumento de la publicidad 
institucional y la compra de ejemplares por la administración.

A partir del estallido de la crisis y de la contracción del mercado en plena recesión, el empeoramiento del mercado de trabajo 
en este sector alcanzó características de clamor. Todos y cada uno 
de los grandes grupos de comunicación anunciaron expedientes de regulación de empleo, con una conflictividad creciente en 
las redacciones y estudios, con un aumento de la precarización 
y despidos masivos. En paralelo, los medios renunciaron a los 
colaboradores, último eslabón de la cadena, hasta alcanzar a la 
totalidad del espectro informativo.

De la misma manera, la lucha por la publicidad llevó en varios 
casos a groseras situaciones para captar anuncios, desdibujando 
la profesión hasta adulterarla, especialmente en los medios provinciales. El vendaval habría de afectar a todos los sistemas, con 
una feroz contracción de plantillas y aumento de la precariedad 
de sus trabajadores. 

El presidente Zapatero a lo largo de sus dos legislaturas mantuvo una atípica relación con los medios, apareciendo vinculado 
a ciertos grupos y mostrando una singular actitud, parecida a 
la de la “víctima propiciatoria”,  con medios que le atacaban 
con verdadera saña, y a los que trató de ganar con una relación 
personal privilegiada de extraños mimbres. En su segunda legislatura todas las señales de alarma estaban encendidas: el gobierno 
socialista había perdido el control sobre el discurso político, que 
ahora pertenecía a los sectores conservadores. La laxitud respecto a los “alquileres” de canales iba a propiciar la fulminante presencia de opiniones muy minoritarias de áreas caracterizadas por 
su radicalidad, que parecían  enmudecidas desde la Transición. 
La tardanza en reaccionar frente a una crisis de consecuencias 
mucho más graves de lo que se podían prever, precipitó la caída 
de Zapatero desde el “reino de los cielos” hasta el suelo.

La política audiovisual de Zapatero había sido errática, confusa, con bruscos giros, creadora de fricciones entre sus grupos 
afines, probablemente la más ambiciosa de toda la democracia 
española, pero  por sus amplias pretensiones, la más fracasada.

Bajo la intención de seguimiento estricto de la política de ajustes duros de Merkel, el nuevo gobierno de Rajoy, entró de lleno en el sector, por una doble vía: un intenso recorte a RTVE 
poniendo en peligro los servicios que ahora presta, y el cambio 
en la ley de los terceros canales, permitiendo a las televisiones 
autonómicas salir al mercado, ser privatizadas e incluso cerradas. 
De esta manera, bajo el nuevo gobierno se dejaba literalmente 
a los medios públicos al borde del abismo, en primera línea de 
las medidas de recorte, y con su futuro lleno de incógnitas. Una 
RTVE con la financiación no asegurada tras la eliminación de la 
publicidad abocada a redimensionarse a la baja. Con unas autonómicas punta de lanza de un clientelismo político, expresión del 
derroche y de la mala gestión, con los trabajadores utilizados de 
marionetas como primeras víctimas del desastre. Primeros inmolados al sacrificio en el ERE radical de la televisión valenciana y 
los que puedan venir en otras comunidades.

La dependencia clientelista de las televisiones públicas de los 
gobiernos de turno es un asunto aún no resuelto por la democracia española, dentro de una especie de bucle en el que se repiten 
las situaciones. La eliminación del sistema de elección por consenso del presidente de la Corporación RTVE y la rápida sustitución del jefe de Informativos, parecen retrotraer a un modelo 
del pasado, frente a los cambios en el sistema de elección más 
plurales impuestos en los nuevos estatutos de diversos medios 
autonómicos, incluso bajo ejecutivos del PP. La aparente incompatibilidad entre medios públicos y contenidos independientes en 
la información es un grave problema que no ha sido capaz de 
resolver el sistema español, ni siquiera el de las relaciones entre 
los partidos políticos y los medios de comunicación, muy lejos de 
la “luna de miel” que se vivió en los días de la transición.

En la asamblea general de la Federación Europea de Periodistas celebrada en junio de 2011, Elsa González, presidenta de las 
Asociaciones de la Prensa, expresó esa inquietud latente en la vida 
pública española con estas palabras: “Los periodistas españoles 
están especialmente indignados por los repetidos intentos de diferentes instituciones, especialmente de los partidos políticos, de 
manipular la información y presionar sobre nuestra profesión. 
Una de las pruebas más flagrantes y claras de esta estrategia es la 
degradación abusiva en la utilización de la conferencia de prensa. 
En los últimos años, numerosos políticos españoles rehúyen ese 
procedimiento, para refugiarse en las declaraciones unilaterales, 
sin el contraste del periodista. Se las denomina “presentaciones”, 
con las que evitan ser preguntados. Esta actitud pretende que seamos simples copistas de lo que dicen. Es un retorno al pasado, al 
periodismo declarativo sin preguntas, hechos, contradicciones, y 
especialmente sin la menor crítica” (De “Libro negro del periodismo en España”, ib)     

La crisis golpea con crudeza a los medios de comunicación, 
con una prensa escrita que se tambalea y vive un momento casi 
agónico. A lo largo del primer trimestre de 2012, según la Asociación de Diarios Españoles ha caído la publicidad en los medios escritos en un 18,76 dentro de los medios de ámbito nacional, y un 
23,06 % en la regional. Muy grave es la situación de estos medios 
que dependían en buena medida de la publicidad institucional y 
de las campañas de ayuntamientos, diputaciones y comunidades, 
eliminadas por los recortes presupuestarios, mientras las ventas 
de ejemplares caen en picado tanto por el enfriamiento del consumo como por las versiones digitales. La facturación conjunta de 
las ocho cabeceras generalistas nacionales con difusión superior 
a 80.000 ejemplares fue de 29 millones de euros, mientras los sesenta medios restantes por debajo de esa difusión se repartieron 
22 millones de euros. De idéntica manera la crisis está a punto 
de acabar con la prensa gratuita, que dependía enteramente de 
la publicidad, y que ahora sufre el declive del consumo y por lo 
tanto de la inversión publicitaria.

Frente a esta situación, la profesión periodística ha empeorado 
su imagen social, siendo identificada con el poder y sus propias 
corruptelas. Según Milagros Pérez Oliva, defensora del lector del 
diario “El País”, escandalizada por el término “manipuladores” 
con el que periodistas que cubrían los actos del 15-M eran recibidos por los indignados” (y que en varios casos se han transmitido 
en directo desde la pequeña pantalla). “En los últimos años -opina-  hemos podido observar cómo la imagen de los periodistas se 
deterioraba en las encuestas de valoración ciudadana, pero nunca 
hasta ahora las críticas se habían expresado de una manera tan 
clara”. De los correos recibidos se deducían dos posiciones: por 
una parte “una descalificación global, radical, del actual sistema 
de medios” (…) en el que el periodismo que ahora se ejerce está 
destinado a morir, pues las redes contienen el germen de un nuevo sistema de comunicación que ya no precisará de ese tipo de 
intermediación”. Y por otra, la postura de quienes creen que el 
periodismo sigue siendo necesario pero para cumplir su función 
debe cambiar radicalmente (“Libro negro del periodismo en España”, ib)       






CUARTA PARTE

Movimientos, Actores y Comparsas
en Tiempos de Depresión
CAPÍTULO 1
El Discurso de la Renovación 

“
Mírame aquí encadenado,

Escupido, sin calor, 

A los pies de la tiniebla

más súbita, más feroz,

comiendo pan y cuchillo

como buen trabajador

y a veces cuchillo sólo,

sólo por amor”

(Miguel Hernández: “Antes del odio”)  

En la Grecia clásica se había denominado “ágora” o “reunión” al espacio donde el pueblo se reunía para deliberar. En torno al ágora surgieron los demás edificios públicos, los servicios, 
los negocios, el comercio... En aquella época, las ciudades-estado 
tenían poca población y dimensiones físicas muy reducidas, y su 
democracia no alcanzaba más que a un sector de los pobladores, no a todos lo que habitaban en ella, con muchos excluidos 
que no alcanzaban el estatus de “ciudadanos”. La tradición de 
la plaza pública como espacio de debate y de actuación siempre 
estuvo presente en las civilizaciones mediterráneas. En una sociedad mediática como la que se desarrolló en la mitad del siglo XX 
los medios de comunicación electrónicos habían reemplazado al 
antiguo modelo de “democracia directa”. Los medios eran el poder en su estado más puro, dentro de sociedades complejas, de 
dimensiones amplísimas y la pantalla del televisor se convertía en 
el espejo-sucedáneo de la antigua plaza pública. Además el ambiguo término “la calle” había sido sustraído por populismos de 
todo signo, y puesto de nuevo en circulación como una moneda 
del “pensamiento único” especialmente manipulable. La democracia formal, de los tres poderes (ejecutivo, legislativo, judicial) 
del modelo clásico, se había impuesto, dentro de un ritual formal 
que cada vez se alejaba más y más de los ciudadanos de a pié en 
beneficio de las élites dominantes. 

La crisis posterior a 2007 revelaba una indudable tendencia 
a recuperar formas que parecían periclitadas o inútiles bajo la 
perspectiva de una sociedad mediática, y una democracia concebida en función de los medios audiovisuales. En Atenas, en 2008 
se había recuperado la tradición de la plaza y el ágora para manifestar el rechazo a una política de ajustes, frente a la rigidez y 
al formalismo del parlamento, teórica expresión de la voluntad 
popular. En un espacio tan alejado de las tradiciones del Mediterráneo como Islandia muchos ciudadanos se  lanzaron a las calles 
para criticar las prácticas que condujeron al país a la quiebra de 
su sistema bancario, que ahora  debían rescatar poniendo en peligro sus conquistas sociales y los bienes por los que tanto tiempo 
lucharon. El modelo se extendió a lo largo de 2011 por varios 
estados del mundo árabe en manos de autócratas que reinaban 
apoyados en la violencia o la burocracia.

El nuevo formato combinaba dos elementos tan aparentemente antagónicos, como las redes sociales por un lado, y el viejo 
ágora en forma de plaza pública o lugar de reunión de los ciudadanos. De manera sorprendente Madrid se incorporaba a ese 
modelo. El 16 de mayo la Delegación del Gobierno, dependiente 
del ejecutivo del PSOE, ordenaba el desalojo de la Puerta del Sol, 
ocupada por partidarios de la llamada “Democracia Real, Ya”, 
desde el día anterior. El desalojo no violento provocó precisamente el efecto contrario: a través de las redes se concentraron 
muchas más personas, en un fenómeno que se extendió a otras 
ciudades. La primera de las sorpresas: detrás de esa presencia 
asamblearia no había ningún partido político, ningún sindicato, 
ninguna fuerza representativa… Todavía más: los grandes partidos se habían sentido con cierta incomodidad ante esa expresión 
en plena campaña para las elecciones autonómicas y municipales. 
No tuvieron otra opción que “nadar y guardar la ropa”.
Bajo las apariencias festivas el aparente movimiento conjugaba expresiones mucho más plurales de lo que parecía, e iba mucho más allá de los jóvenes como protagonistas. En pocos días el 
fenómeno era capaz de dotarse de una estructura casi autogestionada, de un mínimo de organización para lograr su funcionamiento, de iniciar un proceso de debate entre el maximalismo 
de la utopía y el minimalismo de lo testimonial. Ante la mirada 
de los medios el llamado 15-M establecía puntos de convergencia, entre participantes de signos muy distintos, desde la acracia 
antisistema al reformismo posibilista. En unos cuantos días las 
asambleas del movimiento eran capaces de elaborar un plan de 
mínimos que venía a ofrecer un listado de medidas para la regeneración del sistema desgastado y herido por la crisis. Las imágenes reproducían pancartas y eslóganes resumidos en la frase: “No 
somos marionetas en manos de políticos y banqueros”.

El programa de mínimos logró salir adelante entre tensiones 
de las diferentes alas participantes en una actuación pública con 
olor a fiesta y un sentido de alegalidad, de permisibilidad arrebatada, recuperando la calle… De los debates del 15-M se había 
caído una propuesta que no logró el consenso necesario para formar parte del programa: la eliminación de la forma monárquica 
de gobierno. Aspecto que venía a mostrar el posibilismo de sus 
propuestas. 

Estas sintetizaban una expresión de descontento general contra el sistema que estaba a punto de llevar a los pies de los caballos al modelo de sociedad de bienestar, con una clara crítica a 
los partidos, o mejor a una forma de hacer política dentro de la 
sociedad española, en la que el bipartidismo, y los propios partidos dominantes, PSOE y PP, aparecían como cabezas visibles. 
Mientras el PP contempló al movimiento con frialdad, lejanía e 
indiferencia sin quererse pronunciar demasiado ,-no así los medios más conservadores que lo atacaron sin piedad, o aprovechándose de su crítica a los partidos lo quisieron llevar a un terreno “anti-partido”, e incluso quisieron identificar en él rasgos 
joseantonianos-, mientras el PSOE que públicamente estaba obligado a comprender y aceptar algunas de las reivindicaciones del 
movimiento se encontraba en una incómoda exposición ante el 
fenómeno. De manera paradójica pero esperada, el 15-M hizo un 
enorme daño al PSOE, minando una parte de su base electoral, 
y poniendo en evidencia el abandono de una base ideológica y 
su reconversión en un partido casi tecnocrático con una cierta 
retórica progresista. 

Bajo unas características asamblearias, horizontales y pacíficas, el 11-M se convertía inesperadamente en grupo de presión 
desde la calle, poniendo en circulación un programa de mínimos 
destinado a regenerar el sistema, en aspectos como:

a) La crítica al bipartidismo, o mejor aún a una forma de hacer 
política basada en una alternancia en la que los discursos aparecían trazados por una cierta homogeneidad. Esas críticas afectaban de una manera mucho más peligrosa al PSOE que al PP, 
porque fusionaban su imagen con la del partido en teoría más 
cercano al capital y a los poderes económicos. Se pedía una nueva 
ley electoral con un sistema proporcional sin las correcciones de 
la ley D´Hondt, con listas abiertas, lo que implicaba la merma de 
poder para las cúpulas de los partidos. Con una crítica implícita 
a la disciplina de los partidos políticos mayoritarios que ha impedido aflorar un mayor pluralismo interno. 

b) La lucha contra la corrupción política, contra los poderes 
económicos especuladores, poniendo a la banca en la picota… Se 
pedía la prohibición a los partidos de llevar en las listas electorales a candidatos incursos en casos de corrupción.

c) La estricta separación de poderes: legislativo, ejecutivo, judicial.

d) La transparencia en las cuentas públicas y la financiación 
de los partidos.

e) La abolición de los sueldos vitalicios a políticos.

f) La reforma fiscal con un sistema más progresivo y justo, con 
la implantación de la llamada Tasa Tobin.

g) La mejor regulación de las condiciones laborales.

h) El derecho a una vivienda digna.

i) La crítica a las políticas del FMI y del BCE, y la nacionalización de los bancos rescatados.

j) La reducción de los gastos militares, y el rechazo al modelo 
universitario de Bolonia, la ley de Extranjería y la denominada 
“Ley Sinde” contra las descargas ilegales.

Se trataba de un programa de máximos y de mínimos al mismo tiempo, que oscilaba de la utopía y el buen deseo a la realidad, perfectamente asumible dentro de una regeneración del sistema en algunos de sus puntos, pero condenado a quemarse por 
sí mismo. Más allá de un ideario concreto venía a expresar unas 
ideas en estado gaseoso de incomodidad respecto a la deriva del 
sistema nacido con la Transición, que los grandes partidos no 
parecían estar dispuestos a asumir. Bajo la opinión de que “todos 
los partidos son iguales”, quién más tenía que perder bajo esa 
identificación era el PSOE, cuyo electorado natural se encontraba 
sometido a un confuso cruce de mensajes.

El programa de mínimos del 15-M venía a sorprender por su 
moderación. No había en él referencia alguna a “la transición a 
un modelo socialista” como podría haber figurado en otros precedentes similares a lo largo de la historia de las pasadas décadas. 
Tampoco se hablaba de cambio en el modelo de producción, sino 
de corrección y democratización sobre toda la vida pública y social, y los desmanes de una economía especulativa. Más allá de la 
referencia a algunas “joyas” testimoniales un contenido de estas 
características podría haber sido asumido por cualquier organización reformista-progresista. 

Entre las contradicciones del 15-M estaba su particular forma 
de deliberación: pese al constante uso de las redes sociales se volvía al proceso de voto asambleario, a mano alzada. En contra de 
lo que pueda parecer no se trataba de un movimiento juvenil al 
uso sino transversal e intergeneracional, que expresaba el malestar de la ciudadanía con la clase política y con unas instituciones 
que no habían sido capaces de renovarse desde la Transición. La 
invitación fue lanzada al ruedo pero no obtuvo respuesta desde el 
espacio de los partidos mayoritarios. Las elecciones avanzaron la 
conquista del poder por el PP que habría de confirmarse al final 
de 2011, y el intenso desgaste de un PSOE difuminado y agotado 
en un discurso desideologizado. 

Frente al 15-M la oleada de actos públicos y manifestaciones del verano de 2012 como reacción al duro plan de ajuste del 
gobierno Rajoy han recuperado algunas de las reivindicaciones 
de los llamados “indignados”, pero con una expresión mucho 
más contundente, con la clase política en el punto de mira y las 
medidas del ejecutivo como expresión de un malestar que parece 
marcar el más claro divorcio entre un partido y su base electoral 
de la historia de la democracia española. Este proceso que tiene 
lugar aproximadamente un año después del 15-M ofrece unas 
características muy diferentes:

a) Aparece un mayor carácter transversal en su composición, 
tanto desde el punto de clase como de ideología. La crisis afecta no solo a los sectores más desfavorecidos de la sociedad, que 
ahora lo pueden ser todavía más, sino a las clases medias urbanas 
y a los funcionarios y trabajadores públicos, en primer término.

b) Se trata de una expresión de malestar sobre una base social 
mucho más amplia que la del 15-M, en la que también se incluyen muchos votantes que en las legislativas de 2011 dieron su 
voto masivo al PP.

c) Marcan la aparición en la vida pública de colectivos y grupos hasta ahora ajenos a la reivindicación social, partidarios de 
una regeneración democrática, como bomberos, personal sanitario y de la administración de justicia, incluso policías, junto a 
docentes, con demandas que van más allá de la queja contra los 
recortes de salarios y pagas extraordinarias, o el endurecimiento 
en las condiciones de trabajo, y que ahora pasan a cuestionar 
también al propio sistema de poder vigente desde la Transición, e 
introducen una mirada crítica contra los partidos y la clase política. Fenómeno digno de análisis y cuya posible influencia no ha 
hecho más que esbozarse. 

d) Superan las reivindicaciones de las organizaciones de trabajadores sobre medidas concretas para incidir en un cuestionamiento de la maquinaria en la que hasta ahora se ha basado el 
sistema, desde una perspectiva intergeneracional, en la que ahora 
los jóvenes son una parte, pero no los protagonistas casi absolutos como en otras ocasiones.

Esta expresión de intenso malestar que distancia a un sector 
muy importante de los ciudadanos con la clase política, se ve 
alimentada por una percepción de pesimismo creciente en la sociedad española, que rompe de manera radical con un discurso 
continuado desde hace más de medio siglo. La pérdida de ese discurso de progreso es perceptible en buena parte de la ciudadanía 
por encima de adscripciones ideológicas, tendencias políticas o 
pertenencia a una clase social.

En los años 60 el franquismo se había apoyado en esa imagen 
como elemento fundamental para justificar su propia existencia. 
Hasta 1959 las ideas de “misioneísmo histórico” de guerra civil 
se empezaban a cambiar por las de un nuevo “contrato implícito” entre gobernantes y gobernados: “Usted podrá disponer de 
objetos de consumo y tener acceso a un mejor nivel de vida, a 
cambio de que no pida participación en la vida pública”. Es más, 
la “política” entendida como el uso de las libertades en su conjunto estaba mal vista. El “desarrollismo” de la tecnocracia venía 
en último extremo a convertirse en otra ideología más. 

Cada año desde los primeros 60 se contrastaban los datos con 
respecto al precedente, anotando los correspondientes aumentos 
en el crecimiento de casi todos los indicadores cuantitativos. Esa 
idea de progreso estaba implícita en la sociedad española de la 
época, a diferencia de la terrible década de los 40 o las dificultades de los años 50. A pesar de la crisis de las monedas de 1967 
y de la energía de 1973 que tuvo efectos retardados en España, 
la percepción de una línea de progreso continuo jamás se había 
llegado a quebrar.

El discurso oficial aplicaba “cosmética” a la interpretación de 
buena parte de las magnitudes, como la de la mejora del empleo 
en la segunda parte de los 60, ocultándose el “paro oculto” endémico de la sociedad española, canalizado hacia la emigración a 
Europa. El escenario previo a la Transición no era favorable desde 
el punto de vista económico, con cifras desbocadas de inflación y 
desempleo, pero la percepción ciudadana era positiva, entre otras 
cuestiones por la puerta abierta al cambio de estructura política 
y de sociedad apuntada después de la muerte de Franco. En 1977 
la coyuntura macroeconómica era muy mala, con un inflación del 
40 % en la mitad del año, y una situación que parecía abocar a 
la economía española a una catástrofe como la de alguno de los
estados de América del Sur. Sin embargo, esa sensación de estar 
pisando sobre arenas movedizas quedaba neutralizada por un discurso de cambios acelerados implícito en los usos de la Transición. 

Los propios Pactos de la Moncloa de octubre de 1977 hay que 
incluirlos dentro de ese marco, y respondían a un nuevo discurso: 
los cambios que necesita la sociedad española para parecerse a las 
europeas exigen un marco económico mucho más saneado. Fue el 
marco político quien creó las condiciones para que se generaran 
acuerdos en lo económico. Y no al revés, como ocurre en la crisis 
de 2007-12 en la que lo económico,-el objetivo de la disciplina 
presupuestaria aunque se tenga que imponer a sangre y fuego y a 
un precio tan caro como la destrucción del estado de bienestar-, 
se impone por encima de lo político.

Se suele olvidar que en los Pactos de la Moncloa, los acuerdos 
económicos eran solo una parte, no su totalidad. Montados sobre 
el tándem Suarez-Carrillo, al que se incorporó a regañadientes 
y finalmente con entusiasmo Felipe González, permitieron llegar 
a acuerdos sobre la supresión de la censura previa, la reforma 
del poder judicial, el reconocimiento de los derechos de reunión, 
la asistencia letrada a detenidos, la despenalización del adulterio y el amancebamiento, o el desmantelamiento de la estructura 
del antiguo aparato del Movimiento; todo ello en un momento 
en el que las Cortes elegidas ese mismo año se decantaban entre un proceso reformista y otro de carácter constituyente, como 
finalmente habría de ocurrir. Ese fuerte componente político y 
de reformas presente en los Pactos estaba incluido en el amplio 
paquete de medidas económicas, que comprendían, entre otros 
aspectos: el despido libre a un máximo del 5 % de las plantillas 
de las empresas, los derechos de asociación sindical, el límite al 
crecimiento de los salarios con el 22 % como tope, igual a la 
inflación prevista ese año, la devaluación de la peseta con una 
situación de flotabilidad respecto a otras divisas para controlar la 
inflación, o los primeros pasos en la reforma tributaria.
La percepción de esa idea de progreso cobró todavía más 
cuerpo en la década siguiente, tras la incorporación de España a 
las comunidades europeas y el inicio de un nuevo ciclo expansivo 
que duraría practicamente hasta finales de 1992, pero que pese 
a nuevas alzas y caídas dentro del ciclo, se mantuvo hasta finales 
de la primera década del siglo XXI y bajo coyunturas y gobiernos 
de signo distinto.

Sólo en el momento presente esa percepción de “sociedad 
en fase de progreso” se difumina e incluso se pierde dentro de 
la ciudadanía española, abatida por un intenso pesimismo. La 
propia percepción de que las causas con debidas tanto al débil 
manejo de las instituciones europeas como a la pésima gestión 
de las españolas, añade un factor todavía más inquietante a la 
situación. Esta percepción tiene también mucho que ver con el 
desplazamiento del eje de las decisiones desde el campo de la política al de la economía. Los poderes públicos y las instituciones 
en teoría emanadas del pueblo y de la soberanía popular quedan 
en entredicho ante el poderoso empuje de “los mercados” y de la 
economía globalizada, que es quien realmente tiene el verdadero 
poder; en un esquema en el que los gobiernos actúan al dictado o 
bajo la influencia de  poderosos intereses.

La descripción de este panorama parece inquietante, y permite un cruce de líneas muy diversas dentro de la sociedad española:

a) La pérdida de la sensación de progreso, habitual desde los 60.

b) La percepción de una mayor vulnerabilidad, sin un estado 
que sea capaz de defender las conquistas sociales anteriores, que 
además se muestra inerme y sin capacidad de respuesta a decisiones que vienen desde un lejano ámbito como el de una Europa en 
crisis.

c) El riesgo en el deterioro de los servicios y las prestaciones 
básicas que hasta ahora habían constituido el tema básico de las 
acciones de gobierno, por culpa de los recortes y duros ajustes.

d) La carencia de un liderazgo desde o por encima de los partidos políticos capaz de impulsar un programa de mínimos consensuado con la más amplia base social y política posible, dispuesto 
a ofrecer otra cara distinta a la del seguidismo sicario frente a la 
presión del grupo que hegemoniza actualmente las claves de la 
política europea.

e) El desprestigio de la idea de Europa entre la sociedad española, cuyos índices de aceptación se encontraban entre los mayores de todos los estados de la UE.

Entre el 15-M y la oleada de manifestaciones y actos ciudadanos surgidos a partir del verano de 2012 hay un cambio de 
rumbo muy pronunciado. Los impactos de la crisis en la sociedad 
de bienestar alcanzan a colectivos y a capas sociales más amplias, 
y se producen en un momento de agravamiento de la situación 
económica donde apenas se ven salidas para remontar la crisis. 
Ese movimiento crítico en el que participa como protagonista un 
amplio sector de la clase media y media-baja, y que ha tenido 
expresiones de apoyo masivas como las que han secundado a la 
marcha de los mineros hacia la capital de España, las concentraciones de desempleados, o las manifestaciones de funcionarios y empleados públicos, expresión de una nueva generación 
de indignados, presionando a la clase política a la que exige un 
pronunciado cambio de actitud en la manera de contemplar las 
relaciones entre ciudadanos y administración.

El ejecutivo del Partido Popular que logró una victoria legítima e incuestionable en noviembre de 2011, se refugia en esa mayoría por aclamación, sin comprender la fisura que se abre entre 
mayoría política y mayoría social. La ausencia de un liderazgo 
ante la crisis capaz de impulsar acuerdos con el resto de las fueras 
sociales y políticas, revela un camino lleno de incógnitas, con el 
riesgo de que se abra todavía más la brecha entre administrados y 
administradores, que ya detectan todas las investigaciones sociales y las encuestas. Algunos gestos, parece que aislados, despectivos contra quienes sufren más la crisis, -como las palabras de una 
diputada que parecen recordar a las de María Antonieta contra 
los hambrientos que se asomaban a Versalles: “Si no tienen pan 
que coman faisán”-, no ayudan precisamente a esa reconciliación 
entre la política y la ciudadanía. 

Recoger esa expresión ciudadana de indignación y de desvinculación con respecto a las instituciones de representación, debería ser una labor para quienes gobiernan o han gobernado, antes 
de que la sima se convierta en un abismo infranqueable. Replicar 
a la oleada de expresiones de indignación contra recortes que deterioran la calidad de vida y ponen en entredicho las expectativas 
de futuro, con un tratamiento represivo de orden público -como 
el que parece deducirse de algunas respuestas- no haría otra cosa 
que agravar aún más la percepción que los ciudadanos tienen 
sobre lo que está ocurriendo.

Los precedentes, de Grecia a Islandia pasando por Portugal 
no son precisamente gratuitos, con terremotos en los sistemas de 
partidos, e irrupción de nuevas fuerzas políticas y desplazamiento de los partidos tradicionales. A este respecto si es indicador el 
malestar de un sector de la ciudadanía que se encuentra en la base 
del Partido Popular, también lo es el escaso aprovechamiento de 
la situación por el PSOE,  cuyo discurso de oposición es confuso. 
La crisis desgasta tanto al primer partido de la oposición como 
al  gobierno.

La repercusión del 15-M y la de la oleada de grupos y colectivos que han saltado a la arena pública y a la calle en el verano 
de 2012 tras el anuncio de las más duras medidas del ejecutivo 
Rajoy contra la crisis, no parece que vaya a tener una evolución 
paralela. El 15-M apenas logró una repercusión electoral, y si la 
tuvo fue como voto de castigo en contra del PSOE que estaba en 
el gobierno, contribuyendo a generar un difuso discurso de inquietud. La salida a la calle de colectivos y grupos absolutamente 
integrados del verano de 2012 tiene previsiblemente un mayor 
alcance por sus características de amplitud, carácter inter generacional e interclasista, expresión de malestar de muy variado 
signo, y en especial el de un electorado que dio un severo voto de 
castigo contra la política Zapatero, y que ahora se siente frustrada por las duras medidas de ajuste impuestas por el gobierno bajo 
la presión de Alemania y de la política del FMI y el BCE. Sin dejar 
de considerar la posibilidad sobre el papel de un “rescate total” y 
la intervención de la economía, con la imposición de ajustes aún 
más duros y de compromisos como los que debe asumir Grecia, 
que implican un verdadero sacrificio para varias generaciones.
En España, además la oleada de protestas del verano de 2012 
se ha producido en un marco muy complejo, donde se dibujan 
factores como:

a) Una pérdida de influencia de los sindicatos, que hasta ahora 
canalizaban las demandas de los trabajadores, con una merma de 
su protagonismo desde el principio de la crisis, ante la dificultad 
de elaborar un discurso que combine responsabilidad con reivindicación.

b) Un ataque contra las organizaciones sindicales por parte de 
los medios ultra-conservadores, incluyendo una reducción de su 
papel y de su presencia institucional, dentro de un discurso des 
legitimador cuyas consecuencias  últimas están por ver.

Ante una situación de movilizaciones en cadena, y una tendencia a expresar las protestas en la calle, la búsqueda de auténticos 
interlocutores debía ser una tarea obligada para los responsables 
públicos, para establecer un nuevo diálogo social y compromisos 
para salir de la crisis desde posiciones mucho más equitativas. 
La utilización permanente de la descalificación contra los potenciales interlocutores representa no sólo un intento de volver a un 
modelo de relaciones laborales y sociales propio de la revolución 
industrial del XIX, sino un sinsentido revisionista, estratégicamente suicida desde el pun de vista de sociedades que se basan en 
el diálogo, la dialéctica, el contraste civilizado entre posiciones de 
quienes pueden ser contrarios pero con quienes es posible llegar 
a pactos y acuerdos. Descalificar por principio a sindicatos, -por 
mucho que estos también tengan que asumir su propia lectura 
crítica-, asociaciones, entidades, partidos, etc. acaba por dar un 
“plus” a los llamados “antisistema”. El uso hegemónico de un 
poder político donde las críticas son ignoradas o muy mal admitidas, introduce un elemento de preocupación dentro de un 
sistema en el que el pacto es uno de sus ejes. Todo ello cuando al 
concepto de “mayoría política absoluta” hay que contraponer el 
de “mayoría social”, términos no siempre coincidentes.           






CAPÍTULO 2
Economía Productiva “Versus”
Economia Financiera

“Nuestro hombre era un individuo con el que nadie había 
querido tratos; era un auténtico canalla, mientras la persona que 
había firmado el cheque era la flor de la honorabilidad, muy conocida además, y, lo que empeoraba aún más el caso, una de esas 
personas que según dicen, se dedican a hacer el bien”. (Robert 
Louis Stevenson: “El extraño caso del Dr. Jeckyll y Mr. Hyde”) 

El impacto de una crisis tan devastadora sobre la sociedad española impulsa la apertura de un debate hasta ahora aplazado 
sobre el modelo productivo español. Cual debe ser ese modelo y 
que cambios deben efectuarse para recuperar el tiempo perdido y 
darle la vuelta a la situación de declive generalizado. Se trata de 
un debate en el que es preciso utilizar algunas magnitudes surgidas de las ciencias económicas, pero muy especialmente las de las 
ciencias sociales. La iniciativa no puede ser dejada en manos de 
los tecnócratas. No es una cuestión de números y de parámetros, 
sino de ideas, de ideologías. 

La España de la primera mitad del siglo XX había sido un 
país agrícola, con una estructura muy arcaica que venía del feudalismo y de los procesos de la desamortización del XIX, aunque 
con su propio atisbo de revolución industrial y la aparición de 
unas élites urbanas y una pequeña clase media en territorios de 
la periferia y en las ciudades. Un país que en las primeras décadas del siglo y hasta bien avanzados los 50 se basaba en unas 
exportaciones “tradicionales” (naranjas, productos agrícolas, 
manufacturas…). Su neutralidad durante la Gran Guerra había 
sido muy provechosa para la economía, pero cuando esos efectos 
se disiparon volvían a emerger todos los problemas a la vez: un 
deficiente modelo productivo, el desempleo endémico de muchas 
zonas, una baja productividad… A pesar de ello, España disponía de unas élites muy vinculadas a las de la Europa de la época, 
aunque carecía de sus infraestructuras. Hasta la crisis del 29 se 
habían producido incrementos constantes en el PIB. Cifras que se 
mantendrían incluso durante la República, hasta el terrible trauma de la guerra civil. 

En contra de lo que pueda parecer la economía española ha 
convivido tradicionalmente con dos factores como el déficit público y una elevada tasa de desempleo, casi como factores congénitos. El acceso de España a la industrialización evidenciaba 
características enormemente diferenciadas a las de otros países 
europeos. A mediados del XVIII en el Reino Unido se mostraba 
una evolución en la actividad económica, hasta entonces basada 
en la agricultura. La producción de recursos se canalizaba hacia 
nuevas actividades ajenas a la propiedad agrícola mientras se liberaba un excedente de mano de obra que acababa en la cada 
vez más pujante industria. El XIX con la expansión colonial y 
la llegada a la metrópolis de nuevos capitales obtenidos por la 
explotación masiva de esas nuevas tierras generó un cambio de 
sociedad, con la transformación del antiguo agricultor en proletariado, y su desplazamiento desde el campo a la ciudad y al 
suburbio, para sobrevivir en penosas condiciones de vida.

A diferencia de otros estados europeos, España había carecido de un mercado interior como el de Francia, Reino Unido o 
Alemania. En la península, la baja densidad de población y la 
inexistencia de una red adecuada de transporte, además del bajo 
nivel de la demanda y de renta, impedían ese crecimiento. Todavía la agricultura se debatía entre la acumulación de la posesión 
con las antiguas “manos muertas” (principalmente la Iglesia y la 
aristocracia) como propietarios generalmente improductivos, y el 
autoconsumo de los habitantes del medio agrícola. El déficit presupuestario era un elemento habitual a lo largo de todo el XIX.

La desaparición del imperio colonial con el final de las remesas 
de plata de América agudizaba la crisis presupuestaria. Los distintos gobiernos recurrían a emitir deuda pública para compensar 
ese déficit. Bajo el cómodo paraguas del “cupón de la deuda” 
que se cobraba de manera periódica, el estado competía contra 
el incipiente sector privado, detraía capitales que apenas se destinaban a iniciativas industriales como en otros países europeos. 
Los emprendedores no siempre estaban bien vistos, frente a la 
“seguridad” de quienes vivían realmente de “las rentas”, ya fuera 
la de la tierra o la del cupón. Tan sólo Cataluña se libraba de ese 
modelo, con un impulso a una industrialización que encontró en 
el textil uno de sus principales valedores.

La industrialización había sido muy tardía, de la época de Isabel II, con una población de bajo nivel de cualificación y un alto 
porcentaje de analfabetismo. A pesar de la permanente inestabilidad del régimen la España de Isabel II abordaba dos tareas con 
cierto éxito: a) La definición de un modelo de estado, y b) Los 
inicios de un proceso industrializador.

Dentro de la fiebre explotadora del XIX en Europa, España 
quedaba más cerca que las colonias de ultramar. Los primeros 
trenes llegaban en la mitad de ese siglo, y con ellos las inversiones 
del exterior hacia sectores estratégicos: transportes, comunicaciones, minería, servicios públicos… La carencia de capital español 
fue suplida por la inversión exterior, hasta desplazar la tímida 
presencia del dinero hispano en los nuevos negocios. Esa entrada 
de capitales contribuyó a disminuir el endémico problema del déficit en las cuentas públicas españolas.

Con la Restauración, la afluencia de capitales extranjeros disminuyó por varias razones: las consecuencias de la guerra francoprusiana, y la fiebre explotadora de nuevos recursos que el capital 
encontraba en las nuevas tierras de África, Asia y América, en 
pleno “boom” colonial del XIX, con el protagonismo de potencias como Reino Unido, Francia, Alemania, Bélgica, Holanda, 
Portugal, y en muy escasa medida, de España. A la vez la Restauración se enfrentaba a otra contingencia directamente relacionada con la aplicación de nuevas tecnologías y la mejora en los 
transportes: Estados Unidos era capaz de producir los cereales de 
manera mucho más barata y la mejora en la navegación permitía 
su colocación en los puertos a menor tiempo que nunca, con una 
clara competencia con el trigo castellano. El proceso tenía puntos 
en contacto con el acceso actual de las mercancías de China a 
los mercados internacionales y la fuerte competencia en precios 
contra los productos locales. La reacción de la España de finales 
del XIX fue similar a la de otros estados del continente: el establecimiento de fueres aranceles a los productos extranjeros. En una 
oleada proteccionista se elevaron las barreras aduaneras.

Tan solo el textil catalán era capaz de competir en otros mercados, pero la introducción de nuevos ingenios y la caída de los 
precios causó un grave perjuicio a esta industria, cuyo golpe de 
gracia empezaría a ser dictado con la pérdida de Cuba, Puerto 
Rico y Filipinas, que formaban parte de su mercado esencial. Aún 
así la repatriación de capitales españoles después de 1898 palió 
la bajada de la inversión europea. De ese modelo productivo se 
despegaba el País Vasco, con una industria del hierro cada vez 
más pujante, que además generaba capitales para el resto de las 
industrias.

El modelo identitario “déficit presupuestario permanente + 
elevada cifra de desempleados” se repitió como una secuencia 
constante. Una agricultura de subsistencia en la mitad norte de la 
Península, con estructuras de minifundismo y de autoconsumo, 
escasamente generadoras de recursos, y otra improductiva de latifundio en el sur, directa heredera de las estructuras feudales, 
que ocupaba solo unas pocas semanas del año a una mano de 
obra poco cualificada, se mostraban incapaces de abrir una estructura productiva paralela a la de las nuevas realidades que se 
estaban viviendo en Europa. La emigración, como ocurría hasta 
bien avanzado el siglo XX, ejerció un papel decisivo no solo de 
cara a aminorar las presiones sociales sino a generar capital en 
los países de destino que en muchas ocasiones volvía a retornar 
en parte a España.

Bajo esa tendencia los grandes itinerarios migratorios, del norte de España a América, y de Levante y Baleares al norte de África, redujeron presión sobre el mercado de trabajo. El estallido de 
la Gran Guerra en 1914 abría un nuevo ciclo de oportunidades 
para la burguesía española, con una afluencia de capitales que 
huían de los países en conflicto favoreciendo su reconquista del 
control de la economía. Por vez primera, además la deuda pública, quedaba en manos de los capitales nacionales.

Una vez disipados los efectos positivos de la neutralidad, se 
retomaba la política de fuerte proteccionismo y de reserva del 
mercado interno a la producción española. El proceso se mantuvo hasta el final de la guerra civil, tanto con gobiernos de un 
signo como de otro. Unido al endémico problema del desempleo, 
que alcanzó caracteres de auténtico dramatismo, una vez que los 
trabajadores eran capaces de presionar a favor de sus demandas 
gracias a las libertades que le permitía la constitución republicana. El problema estalló en toda su virulencia especialmente en 
las tierras de economía de latifundio, con una mano de obra que 
no tenía acceso a la propiedad de la tierra, a diferencia del minifundismo de la mitad norte. En esa realidad social se revivieron 
situaciones de la época de la revolución industrial en otros países, como la quema de tractores y de ingenios tecnológicos que 
reducían la mano de obra al servicio de los grandes propietarios 
de la economía latifundista, en su mayor parte residentes en las 
ciudades, y que vivían de las rentas agrícolas y de los intereses de 
la deuda pública.

En 1939 el final de la guerra civil daba lugar al inicio de un 
ciclo totalmente nuevo, determinado por el hundimiento de la 
producción y la caída del consumo, con unos indicadores muy 
inferiores a las de los años de la República. Comparativamente, 
las cifras de 1931 no se lograron igualar hasta los primeros años 
50, lo que da la medida de las dimensiones de esas casi dos décadas perdidas. Entre 1939 y 1937 la autarquía obedeció a dos 
motivos: a) Un fuerte componente ideológico ultranacionalista, 
presente en los modelos clásicos del fascismo europeo, y en el 
primer franquismo. Y b) un contexto de aislamiento determinado 
por la guerra mundial que se estaba produciendo en los aledaños 
de las fronteras españolas. 

En este contexto fuertemente intervencionista y cerrado, la 
economía estaba sometida a unos controles exhaustivos, con permisos para comerciar, cupos y contingentes a la importación, y 
un complicado sistema de licencias. El control sobre los precios 
era muy estricto. El resultado de esa política fue la generación 
inmediata de un mecanismo de corrupción de arriba abajo, facilitado por la absoluta opacidad del sistema. Ni siquiera el abastecimiento de alimentos estaba asegurado a la población, en un país 
agrícola como España. La gran sequía de 1946 estuvo a punto de 
situar a una parte de la ciudadanía ante el fantasma de una hambruna, aliviada por la importación masiva del trigo argentino, 

-cuyos pagos desataron una multiplicidad de conflictos entre las 
administraciones de Franco y Perón con sus relaciones al borde 
de la ruptura-, y a partir de 1949 del canadiense y norteamericano, tras el nuevo clima abierto por la nueva identidad mostrada 
por el régimen como bastión anticomunista en plena guerra fría. 
Desde 1941 la industrialización y la iniciativa empresarial se habían encomendado al INI bajo un modelo de capitalismo de estado. El INI llegaría a explotar una cincuentena de empresas en los 
más variados sectores. A medio plazo se había convertido en un 
verdadero lastre para el presupuesto público, con una política de 
producción escasamente rentable dictada por criterios puramente 
ideológicos. Dentro de esa política el INI producía en muchos 
casos “más caro y peor”, sin un criterio de rentabilidad asociada, 
lo que le hizo emprender negocios altamente ruinosos.

El panorama de la sociedad española de la mitad de los 50 era 
desolador, con un mecanismo productivo muy anticuado, un tipo 
de cambio de la peseta sostenido de manera artificial por razones 
puramente nacionalistas, una inflación desbocada y un fortísimo déficit presupuestario, al borde de una autentica bancarrota. 
Frente al creciente malestar social por las subidas de precios, la 
política de Trabajo, en manos del falangista Girón, reaccionó con 
revisiones al alza de los salarios, cuyo efecto se agotaba en brevísimo tiempo por el repunte del ciclo inflacionario.

El cambio de ciclo empezó a manifestarse a partir de 1957, 
cuando Franco tuvo que enfrentarse a una auténtica “opción histórica”, deshaciéndose de la política autárquica vinculada a los 
propios orígenes ideológicos de su régimen. A pesar suyo, y con 
indudables duras y rémoras, bajo la presión de una crisis amenazadora, hubo de optar por el giro económico que le ponían 
en bandeja el equipo de economistas del “Opus Dei”, a partir 
de entonces a cargo de los mandos de la economía. De manera 
harto paradójica aquella elección a regañadientes fue la que salvó 
probablemente a la Dictadura del desastre.

Frente a la situación desesperada de los primeros meses de 
1957, con las reservas del Banco de España al borde del agotamiento, el déficit por las nubes y la inflación incontrolable, el Plan 
de Estabilización apuntaba a una convertibilidad nueva de la divisa, al control de la inflación, el fomento de la inversión exterior, 
la contención de los salarios, la limitación sobre el gasto público 
y la mejora de la recaudación fiscal. 

El giro se completaba en los inicios del llamado “desarrollismo” con un alivio del desempleo a través de la inmigración en 
este caso hacia Europa. Entre 1962 y 1973 un millón de trabajadores españoles habían salido a la Europa del Mercado Común, 
dando lugar a una generación de divisas por el retorno de sus 
ahorros que cubrió el déficit comercial español entre esos años. 
Aportación de los emigrantes no suficientemente reconocida. 

En un ciclo expansivo dentro de la economía del Mercado Común, que entre 1960 y 1973 produjo crecimientos medios en el 
conjunto de la zona equivalentes al 4,8 % de media, España se 
había visto muy beneficiada a la cola de ese crecimiento europeo, con más presencia de turistas y más inversión. Entre 1964 
y 1975 el régimen impulsaba los llamados Planes de Desarrollo, 
que tenían un carácter puramente indicativo. Entre 1964 y 1967 
periodo del primero de ellos, el PIB había crecido entre el 8,7 % 
y el 5,6, con una inflación en 1965 del 14 %. Siempre con un 
déficit en la balanza de pagos, y en el presupuestario paliado por 
la aportación de las remesas de los emigrantes.

De país con una estructura productiva basada en una agricultura muy atrasada, excepto algunos focos industriales en el 
Cantábrico y en Cataluña, se pasaba a una sociedad en la que la 
industria y los servicios desplazaron al sector primario. En este 
contexto, la Dictadura cambiaba su discurso con relación a sus 
súbditos. Ahora se basaba en una mezcla de cifras en torno a 
magnitudes económicas y datos de consumo en la que la despolitización desplazaba a la antigua identidad ideológica del nacionalismo falangista. Con él llegaba un discurso de optimismo 
sobre el futuro, que seguiría presente, pese a las recaídas de 1973 
y 1975, en la ciudadanía española hasta finales de la primera década del siglo siguiente. 

La crisis del petróleo fue capaz de enfriar esa percepción hacia una proyección de progreso sin vuelta atrás, pero no de anularla. Sus efectos habían llegado a España algo más tarde que a 
otros países, pero la debilidad energética y la dependencia del 
petróleo de la economía española golpearon al sistema. Además 
la Transición añadía un elemento relacionado con la estabilidad, 
compensado por un vendaval de cambios demandados por una 
ciudadanía que estaba en fase de encontrarse a sí misma, y que 
el “bunker” de la dictadura no fue capaz de contener. En 1977 
los indicadores de la economía española no eran positivos, con 
cifras crecientes de paro, pero sin alcanzar las dantescas dimensiones de la época siguiente al final de la burbuja inmobiliaria, la 
inflación superaba el 20 % y la presión sobre los precios redundaba en petición de aumento de salarios y en un crecimiento de 
la conflictividad laboral, en un momento además de evolución 
entre los modelos sindicales del pasado y el del futuro. Mientras 
la fuga de capitales empezaba a ser escandalosa.  Los Pactos de 
la Moncloa, en su doble vertiente, económica y política, desactivaron el explosivo que podía haber hecho volar aquél dificultoso 
proceso de cambio, sin guión previo ni guía de viaje. A pesar del 
mal momento económico, el PIB creció un 0,6 % en 1975, el 
peor de los años, y ascendió a un 1,5 % en 1976. Y la caída de 
la actividad económica no alcanzó las dimensiones de la crisis 
posterior a 2008..

Tras remontar el bache económico y ante signos de un cambio 
de ciclo, el país superó el tránsito institucional, y salió delante de 
las amenazas de involución del 23-F. A partir de 1983 el gobierno 
de Felipe González se enfrentó a una economía española todavía 
en recesión hasta 1984. La moderación salarial como receta, el 
control de la inflación y la peseta mejoraron algunos indicadores, 
mientras el desempleo volvía a manifestarse verdadero problema 
endémico de España.

La percepción de progreso dentro de la sociedad española dio 
un acusado salto adelante con la plena incorporación a las comunidades europeas en 1985. Factor que además ayudó a que en 
los años siguientes la inversión extranjera tuviera un importante 
papel en el repunte económico, gracias a los bajos precios de la 
mano de obra y a la cualificación técnica. Desde 1986 se confirmaba ese ciclo positivo, mientras el gobierno daba impulso a 
reformas tan importantes como la extensión de la gratuidad en 
la enseñanza general obligatoria, auténtica piedra base del estado de bienestar. La euforia económica contribuía a evidenciar en 
esos últimos años 80, un cambio de valores, donde empezaban a 
ser socialmente reconocidos como triunfadores, los arrolladores 
financieros, intermediaros y “brokers” de la ingeniería financiera, nuevos ricos de un milagro que se exponía a la luz pública 
sin cortapisas, con jóvenes “tiburones” de las finanzas hechos 
casi de la noche al día. Y la visualización de un fenómeno como 
el de la corrupción, que en esa época llenó miles de páginas de 
periódicos, pero cuyo impacto en la política tendría efectos más 
retardados. 

La percepción del progreso de la sociedad española era una 
idea que había calado en la totalidad de la ciudadanía. Y ciertamente habían cambiado las pautas de consumo, tras la entrada 
en Europa, mejorado los intercambios y la vinculación de España 
con los ejes más decisivos del poder internacional. Pese a esa euforia e indudables crecimientos del PIB y de la renta per cápita, su 
distribución reproducía viejos modelos. Aún así desde los últimos 
gobiernos de UCD y de los primeros socialistas se mejoró técnicamente el sistema fiscal, con el IRPF como base. El ciclo tan solo se 
ralentiza tras la euforia de la España de 1992, con grandes eventos mundiales en Barcelona, Sevilla y Madrid, para caer de nuevo 
en un retroceso. Del bache se sale en 1994 donde se inicia hasta 
2007 un ciclo prolongado con un crecimiento medio de un 3,5 
% anual, que contribuye a asentar a la sociedad y la economía 
española en la mejor perspectiva de toda su historia. La bajada 
de tipos de interés y la confianza de los inversores extranjeros 
tras la entrada en la futura UE contribuyó a que la mayor parte 
de los indicadores mejoraran, incluso el desempleo que quedó en 
un mínimo del 8 %. 

Además se introducía un factor histórico en la sociedad española como era la llegada masiva de inmigrantes a partir de 2002, 
factor con una clara incidencia en el consumo y en la demanda de 
viviendas. Esa presencia cambió además la tipología de la sociedad española, que hasta entonces había sido emisora de emigrantes, y que ahora se convertía en casa masiva de acogida. Frente a 
las críticas superficiales que se han podido hacer a la presencia de 
la inmigración, como factor ha sido muy positiva en su conjunto 
y contribuyó al crecimiento de la economía. Entre 2007 y 2007 la 
aportación de los inmigrantes al PIB fue muy relevante, con cifras 
que algunas evaluaciones hacen ascender al 33 %. En esta época 
se perfiló la imagen de “España séptima potencia económica del 
mundo”, tan bien vendida a nivel interno y externo.

En paralelo se inició un ciclo de expansión exterior e internalización de distintas compañías españoles que iniciaron una 
carrera, especialmente por América y Europa. De esa aventura 
participaron las entidades bancarias y Telefónica con una gran 
iniciativa y presencia. Hasta lograr a lo largo de esa década que 
la inversión española llegará a ser por su volumen la segunda en 
América Latina. 

Ese modelo de crecimiento en los “años dorados” de expansión de la economía española debe ser relacionado con el “boom” 
de la construcción, revelando la escasa consistencia de un sistema 
basado en un juego especulativo, cuya explosión sin fecha fija podía casi predecirse. La contaminación de todo el sistema financiero por el pinchazo de la burbuja es la base de la caída en picado 
de la economía española, y del déficit presupuestario galopante 
que bajo presión europea obliga a una destrucción sustancial del 
estado de bienestar. 

Esta cuestión adelanta un futuro debate que ya se ha producido en otros países en crisis desde 2077 entre dos formas de 
contemplar la actividad económica: “Economía productiva” versus “Economía financiera”. El triunfo de este último modelo a 
través de los procesos de desregulación y de la globalización de 
las finanzas, ha tenido mucho que ver con las facilidades que la 
especulación tiene para realizar sus actuaciones. La economía financiera ha carecido de regulación, a diferencia de la productiva. 
En otra época de la historia del capitalismo las inversiones se 
constituían en torno a bienes, productos y servicios. En la economía financiera se apoyan en la pura intermediación. “Dadme un 
teléfono y haré negocios”, decía un conocido demagogo empresario español generador de imperios que caen como castillos de naipes atrapando a incautos inversores. La economía especulativa 
empezó a tener entre nosotros un destacado papel desde el final 
de la década de los 80. La burbuja tecnológica e internet dieron 
alas a esta clase de negocios especulativos en los que era posible 
hacerse rico en muy poco tiempo. En la actualidad vivimos bajo 
el influjo de esas prácticas, dentro de un sistema no regulado. Una 
buena parte del crecimiento español de las últimas décadas ha 
dependido de ese factor artificial.

En la edad de oro de la economía especulativa se vendieron y 
compraron activos (estuvieran o no “contaminados”) ajenos a 
la producción, y sin referencia a producto concreto alguno. Con 
dirigentes y ejecutivos que ganaron salarios absolutamente desproporcionados sin relación alguna con la media del mercado; 
muchos de esos beneficiados han pertenecido a entidades y cajas 
rescatadas por el FROB. 

Al cabo del tiempo el modelo se viene abajo dejando un panorama desolador. Lo que obliga a abrir un nuevo debate sobre el 
modelo de producción español, y la búsqueda de oportunidades 
tras la crisis. Otros estados europeos se han apoyado en la inversión en tecnología y en el I +D. Sin embargo España aparece muy 
lastrada en ese campo, y los intensos recortes en investigación 
consecuencia del retraimiento de la inversión pública, pronostican una pérdida de protagonismo y de competitividad, con una 
generación de investigadores al borde del fracaso. 

El retroceso de la inversión en I + D como consecuencia de 
la crisis representa una de las más graves amenazas para el desarrollo de una economía productiva en nuestro país. Según el 
“Informe 2012 sobre Tecnología e Innovación en España” publicado por la organización empresarial Cotec, el gasto en I + D 
fue de 14.588 millones en 2010, semejante al del año precedente, 
alrededor del 1,39 % del PIB. Según la distribución de ese gasto, 
el que es ejecutado por el sector empresarial tiene en España un 
peso muy inferior al de la media de la OCDE: 0,72 % del PIB 
frente al 1,63 % en Europa. La tendencia para 2012 es la de una 
bajada del 5,4 %, mientras las partidas al I + D en los Presupuestos Generales del Estado caen un 26 % con respecto al año 
anterior.

España además se verá necesitada en los próximos años de 
capital exterior para paliar su escasa generación de recursos internos como efecto devastador de la crisis. Pero ahora carece del 
encanto que en 1985 tenía para la inversión foránea, que hoy 
encuentra mejores precios en el Este o en China y los emergentes. 

Además su agricultura entra en competencia con la de países 
ajenos a la UE pero beneficiados de estatutos de socio preferente, 
con el beneplácito y el apoyo de los intereses estratégicos de estados como Francia en esos terceros países. El turismo, su “industria” tradicional, se ve además abocada a un cambio de modelo, 
a una mejora de la calidad y a una diversificación de la oferta, 
cuando los precios están a punto de ser competitivos en mercados 
muy cercanos como el sur del Mediterráneo o el norte de África, 
una vez que entren en vías de estabilización.  






CAPÍTULO 3
Medio Ambiente, Siniestralidad, Acción 
Social: Voluntarios y Profesionales

“Narciso era el mejor portavoz, de modo que lo empleaba con 
más frecuencia que a los demás. Esto provocó un equívoco. Más 
tarde mis enemigos afirmaron que había dirigido la acusación por 
su propia iniciativa… ¡Un simple liberto acusando a nobles romanos, qué escándalo! En efecto, Narciso tenía modales seguros 
e independientes, y debo admitir que me incorporé a las carcajadas generales contra él, cuando el fiel liberto de Escriboniano, a 
quien interrogaba, resultó ser superior a él en las réplicas” (Robert Graves: “Claudio el dios, y su esposa Mesalina”)

Bajo la perspectiva de un modelo económico desregulado y 
carente de límites, el medio ambiente se convierte en una simple magnitud desde una perspectiva puramente economicista. Ese 
criterio que ya estaba presente en los albores de la revolución 
industrial sufrió una inflexión en la segunda mitad del siglo XX 
cuando la prospectiva pudo constatar que no se trataba de un 
recurso ilimitado sino extremadamente frágil y dependiente de 
las acciones humanas. A lo largo de las últimas dos décadas se 
ha dibujado un enfrentamiento de posiciones entre una actitud 
de alarma ante fenómenos como el llamado “agujero de la capa 
de ozono”, y la teoría negacionista surgida desde el espacio ultra liberal que minimiza su efecto y repercusión, o simplemente 
lo soslaya. Dentro de ese escenario dos actitudes contrapuestas 
encarnan estos polos dentro del mundo occidental. Por un lado 
la de Al Gore, ex vicepresidente demócrata, abanderado de la 
crítica ambientalista, desde una posición considerada “clásica” 
desde los años 70, y hasta ahora hegemónica dentro del discurso cultural y social, partidaria de establecer limitaciones para la 
búsqueda de un equilibrio entre los seres humanos y el entorno 
ambiental. Por otro, la de Vaclav Klaus, estandarte del ultra liberalismo, contraria a establecer controles reguladores para la 
defensa del medio ambiente.

Klaus, presidente de la República Checa y economista, cuyas 
ideas vienen a situarse en paralelo con las de una Margaret Thatcher en la Europa del Este, sostiene la opinión negacionista sobre 
el agujero de la capa de ozono y el calentamiento global, a la que 
se adscriben otros poderosos referentes dentro de esa ideología, 
con la que el ex presidente español, José María Aznar ha mostrado signos de identificación. Según Vaclav Klaus el calentamiento 
es una simple magnitud que puede obedecer a posibles fluctuaciones estadísticas. El objetivo de los que denomina “catastrofistas”, 
según Klaus es “que el estado controle la producción y el consumo, limitando nuestra libertad”. “Los ecologistas no quieren 
controlar el clima, quieren controlarnos a nosotros y a nuestra 
libertad”. Los acuerdos de Kyoto para reducir las emisiones al 
medio ambiente “comprometen a las empresas con el encarecimiento de sus productos, y hacen inviables muchas compañías”. 
En declaraciones a la ultraconservadora Fox News (18-XII-2009) 
Klaus se pronuncia en contra de cualquier control medioambiental: “No creo que los políticos y los presidentes deban sugerir 
a las empresas lo que deben hacer (…) El ambientalismo es un 
camino real para detener el progreso industrial”. El nuevo “laissezferismo” también contempla que “cuanto menor control mejor”, “cuanta menos intervención pública, mayor progreso para 
la empresa privada”.

La crisis además ha reabierto un debate casi resuelto en Europa respecto al papel de las energías -“petróleo” y “nuevas alternativas energéticas” versus “energía nuclear”, dentro de un 
planteamiento de posiciones que aparece sorprendentemente 
ideologizado. La priorización de energías “más baratas” lleva de 
nuevo a colocar al medio ambiente a los “pies de los caballos”. 
El conservacionismo ambiental, sin lugar a dudas es caro;  pero 
resulta imprescindible asumirlo si no se quiere dejar a las siguientes generaciones una herencia maldita. En las últimas décadas del 
XX se tomó conciencia de que una sociedad del primer mundo 
dentro de una “democracia de calidad” era inseparable de una 
política ambiental avanzada. Este elemento es uno de los que la 
crisis ha puesto patas arriba y en situación de franca revisión del 
discurso proteccionista. La sociedad de bienestar asumió a partir 
de la década de los 70 en la protección ambiental uno de sus elementos de identidad. 

Las llamadas “políticas de recortes” han sido todavía incapaces de delimitar los conceptos de “superfluo” y por lo tanto 
“prescindible”, frente a lo que es “fundamental” y “básico”. 
Bajo un criterio meramente cuantitativo, bajo la presión de la 
reducción del déficit en términos casi dramáticos, se han sacrificado servicios, recursos y prestaciones al ciudadano. De ello son 
expresión no solo los “tajos” en sanidad o educación, sino en 
servicios sociales y protección ambiental. La gestión de la crisis 
ha provocado que se relaje o revisen normativas anteriores de 
carácter más  estricto.  

El verano de 2012 se caracterizó en España  por una sequía 
pronunciada y a la vez por una reducción notable de las políticas 
de prevención y respuesta ante los incendios forestales, que en 
esa temporada alcanzaron características a veces devastadoras y 
con víctimas mortales. Frente a ello y de manera sorprendente 
varias comunidades han reducido o eliminado efectivos dentro 
de las políticas de prevención y extinción de incendios; frente a 
los intentos de aplicar el falso “parche” del voluntariado como 
sustituto del profesional, reviviendo una vieja polémica que se 
analiza más adelante. 

A la reducción de los servicios permanentes de respuestas 
contra situaciones de riesgo o catástrofes, y contingencias relacionadas con la seguridad ciudadana, hasta ahora asumidas directamente por las áreas públicas, se vienen a unir los intentos 
de descalificación de sus profesionales. A lo largo de los últimos 
meses, colectivos de sanitarios y bomberos, entre otros cuerpos, 

-y ello viene a explicar de alguna manera su protagonismo en 
las manifestaciones contra los recortes-, han venido advirtiendo 
a la ciudadanía de los riesgos de imposibilidad en la prestación 
de sus servicios por la extrema carencia de personal y de medios 
técnicos. Especialmente en aquellas tareas que exigen una gran 
especialización como el trabajo de médicos y personal sanitario, 
o el de los bomberos que trabajan para ayuntamientos y comunidades. Varios de esos colectivos han sido cuestionados, como 
buena parte de los funcionarios públicos, bajo la calificación de 
“privilegiados” frente al resto de los trabajadores, abriendo un 
esquema de agravios comparativos de dudosos argumentos. (Recientemente se establecía un pintoresco cálculo de la productividad de los bomberos, de los que se decía que “trabajan” (sic) 
noventa minutos por cada guardia continuada de veinticuatro 
horas”, lo que de extrapolarse a cirujanos representaría que deberían cobrar sólo por las horas que permanecen en un quirófano, 
a tenores reconocerles solo por las dos horas que están sobre un 
escenario de un teatro de ópera, o a presentadores de televisión 
unicamente por los minutos que aparecen en imagen. En aplicación de ese pintoresco concepto, varios de esos parlamentarios 
“mudos” que en toda una legislatura no han sido incapaces de 
realizar intervención  alguna, deberían permanecer condenados a 
“pan y agua” o a la renta mínima de inserción, si solo cobraran 
por intervenir en un pleno o en una comisión).

Para intentar paliar la carencia de personal en actividades, 

-desde los servicios sociales a la seguridad, de la cultura a la educación-, se han descrito intentos de sustitución por parte de voluntariado, dentro de una confusión de papeles a la que no se han 
sustraído tanto gobiernos de un signo como de otro. Es notorio 
que en su momento un responsable de un ministerio socialista 
pretendiera hacer recaer buena parte del peso de los servicios sociales sobre los hombros del voluntariado,  lo mismo que ahora 
por razones economicistas se trata de impulsar desde gobiernos de 
distinto signo. Ese confusionismo (deliberado) entre voluntarios y 
profesionales es un asunto perfectamente resuelto en otros países 
occidentales y que en España todavía es susceptible de confusión.

Uno de los signos positivos evidentes en la sociedad española 
ha sido el tránsito entre un modelo vertical y desarticulado, heredado de una dictadura, y otro de mayor implicación asociativa. De una sociedad desestructurada se ha pasado a otra, mejor 
construida socialmente, pero a nivel todavía inferior al de otros 
estados europeos. La presencia del llamado “tercer sector” (la 
acción social) frente al “primero” (el estado) y el “segundo” (el 
mercado) ha sido creciente en la España de las dos últimas décadas. Sin embargo, la crisis ha afectado de manera muy grave al 
“tercer sector” al que con la política de recortes se le ha cerrado 
una de sus principales vías de financiación. Como paliativo muy 
relativo, se ha vuelto a esgrimir el papel del voluntariado, en un 
vano intento de mecanismo sustitutorio; lo que viene a constituir un peligroso error. El compromiso voluntario que implica 
realmente una identificación con un modelo solidario y transformador social implica a la sociedad civil, en su conjunto, y es un 
elemento muy positivo para su propia articulación. Pero ello no 
debe implicar el desplazamiento del técnico y del profesional, y 
su intento de cubrir ese hueco por parte de un voluntario, cuya 
motivación parece perfectamente definida, pero cuyos conocimientos técnicos deben ser puestos en entredicho, especialmente 
en tareas que requieren de una gran especialización.

Es decir: un equipo de voluntarios puede prestar un servicio 
innegable a la sociedad como grupo de apoyo en la integración 
de personas que padecen alcoholismo o que sufren drogodependencias, pero no puede reemplazar el papel del equipo interdisciplinar capaz de atender a todas las fases del proceso, desde el 
tratamiento a la reinserción. De la misma manera que un grupo 
de voluntarios puede cumplir una tarea óptima en labores de divulgación, información y prevención sobre el riesgo de incendios 
forestales, pero carece de capacidad ante intervenciones que existen respuestas inmediatas en las que aún los profesionales totalmente especializados se enfrentan a decisiones muy complejas. El 
concepto se puede aplicar a otros campos como el del voluntariado cultural: personas altruistas pueden realizar una labor muy 
positiva como agentes culturales, pero los servicios directos al 
ciudadano, como una biblioteca o un museo, necesitan mucho 
más que voluntarios que hayan decidido dedicar una parte de su 
tiempo a una tarea tan loable como la del apoyo cultural.
En el torbellino de la crisis, esa confusión (muchas veces deliberada) entre los papeles de “técnicos” y “voluntarios” aporta 
elementos de preocupación. Todavía más en la mayoría de las 
actuaciones de cooperación internacional que requieren un doble perfil, -“capacidad técnica + compromiso de transformación 
solidaria”-, que ahora bajo el pretexto de la crisis pretenden ser 
englobadas en un puro espacio  “misioneista”, propio de otras 
épocas y no de la nuestra.                  






CAPÍTULO 4
Dos Vias (Divergentes)
para salir de la Crisis

“Ahora los buenos son los malos de ayer –solían comentar 
en el bar  tras lanzar  una ojeada a las noticias-. No hay peor 
burgués que el pobre en cuento levanta cabeza. El mundo va al 
revés” (Jesús Fernández Santos: “Los  jinetes del alba”)

Las dimensiones de una depresión de las características de la 
crisis de la deuda soberana europea, que afecta especialmente a 
Grecia, España e Italia pero también a otros países, ha provocado muy diferentes lecturas e interpretaciones sobre una situación 
sin una fácil salida, y cuya prolongación tiene todos los visos se 
extenderse hasta bien avanzada la década. En su momento inicial 
la crisis no mostró la crudeza que iba a alcanzar ni la extensión a 
lo largo de mucho más tiempo del previsto. Tampoco que fuera 
a poner patas arriba al estado de bienestar, colocara contra las 
cuerdas a las comunidades autónomas dependientes financieramente del “socorro” del estado, y sembrara de tanta incertidumbre al euro y a las instituciones europeas. 

Si nos remontamos a las causas, hay que hablar de un combinado de efectos, que en cada economía, adquiere un matiz propio. En la española a partir de 2007 y 2008 se ofreció una conjunción de situaciones:

a) El final de la burbuja inmobiliaria y la escandalosa especulación en torno a la vivienda y la construcción.

b) Un desempleo en cadena y en progresión casi geométrica, 
como una llamarada lanzada hacia todo el sistema.

c) Un rápido incremento del gasto público, al tener que gastar 
más dinero para el desempleo y la atención a las personas que 
perdieron su trabajo. Pasando de una situación de superávit o 
de equilibrio a un déficit superior al 3 % permitido para la zona 
euro, que en muy poco tiempo se multiplicó con creces.

d) Una deuda pública en niveles todavía aceptables, pero a la 
sombra del riesgo de los altos niveles de deuda contraídos por las 
familias españolas para pagar las hipotecas de sus viviendas.

e) El brusco recorte del crédito fácil por parte de entidades 
financieras, que tras la crisis de las sub prime carecían de la vía de 
financiación casi ilimitada que les ofrecían los bancos europeos.

f) La contaminación del sistema bancario y de las cajas por “activos tóxicos” correspondientes al “ladrillo”, el aumento de la morosidad en las hipotecas por beneficiarios de las mismas que no
podían pagarlas, y la garantía de unas propiedades en vivienda, tasadas a precios muy altos, en general por entidades dependientes de
cajas y bancos, y cuyo precio en el mercado estaba a punto de caer,
con las consiguientes pérdidas para los activos de las entidades.

g) La desconfianza de los inversores en la economía española, 
y la presión al alza de los detentadores de deuda soberana, exigiendo un interés mucho más alto. 

h) La imposición desde la UE, el BCE y el FMI de una política 
de ajustes para intentar la reducción del déficit.

i) Un fuerte endeudamiento de las administraciones que en los 
años de bonanza podía pasar mucho más inadvertido, un sistema 
de financiación de ayuntamientos y comunidades vinculado a la 
construcción, con los consiguientes fenómenos de picaresca y corrupción asociados.

j) Una caída de los ingresos fiscales y de la tributación como 
consecuencia del enfriamiento de la economía, lo que vendría a 
gravar la situación de déficit público.

k) Un descenso en los niveles de consumo muy pronunciado, 
afectado tanto por la incertidumbre de la situación como por la 
percepción de vulnerabilidad aportado por la crisis.

l) Una primera respuesta del gobierno central con presupuestos restrictivos (2009) y el primer recorte duro de 2010, impuesto 
desde Bruselas, con la disminución de sueldo a los funcionarios, 
y la introducción de una reforma “express” de la Constitución 
para incluir la obligación en la limitación del déficit.

m) Un sostenimiento de las exportaciones, único sector que 
resiste la dureza de la crisis.

n) La aplicación de una política de empleo bajo el argumento 
de la “flexibilidad” del mercado de trabajo que reduce derechos. 
Sin que hasta ahora el mercado de trabajo haya reaccionado positivamente a estas medidas, en forma de creación de empleo.

o) La progresión del desempleo como consecuencia de la política de de ajuste, con especial incidencia en la empresa pública y 
en la administración. 

p) La transición entre los “recortes” (que parecen aludir a elementos superfluos, prescindibles o secundarios) y el ajuste duro, 
que atenta directamente contra el estado de bienestar, las prestaciones sociales y la seguridad de los ciudadanos. Dentro de una 
política impulsada por Bruselas, y especialmente por Alemania, 
de dura disciplina presupuestaria desde una ortodoxia neoliberal.

q) La crisis bancaria que afecta a diversas entidades de tamaño 
menor, hasta la de Bankia, pieza decisiva en el sistema, bajo el 
peso de la  sobre exposición a la burbuja inmobiliaria de las dos 
entidades principales (Caja Madrid y Bancaja) dentro del nuevo 
banco.

r) La petición de ayuda y el “rescate” de la entidad a cargo 
de una fórmula en la que el banco aparece directamente como 
“partenaire” pero que aunque no contabilice directamente como 
deuda, contribuye a un mayor riesgo de todo el sistema.

s) La profundización en las políticas de ajuste duro desde el 
gobierno Rajoy bajo presión del BCE y de Alemania, que afectan 
directamente a las comunidades y ayuntamientos, muchos de los 
cuales necesitan auxilio del estado, y agravan la imagen de crisis. 
Con amenaza al propio estado autonómico, la verdadera pieza 
básica de la Constitución española. La utilización del bisturí en 
los presupuestos públicos, con la subida del IVA, de dudosos efectos recaudatorios en un escenario de recesión prolongada.

t) Una fiscalización permanente desde el BCE, la UE y el FMI 
para el retorno a la disciplina presupuestaria con el tope del 3 
%, muy difícil de conseguir si la economía no se calienta, salvo 
en una más grande capacidad de desmantelamiento del estado de 
bienestar y de contracción del estado a la mínima expresión. Bajo 
la amenaza de la intervención total en la economía, que  actuaría 
de manera dramática contra partidas como la atención a los desempleados, que quedarían todavía más desprotegidos, o contra 
los pensionistas.  

Las recetas hegemónicas para afrontar un escenario tan complejo han sido las representadas por la llamada “troika” comunitaria: UE, BCE y FMI, que responden a un patrón liberal ortodoxo:

a) Estricta disciplina presupuestaria y retorno al objetivo del 
déficit del 3 % en el menor tiempo posible.

b) Contracción de las dimensiones del estado y de los servicios 
públicos. 

c) Prioridad al control sobre el déficit y la inflación.

d) Apoyo coyuntural limitado del BCE a la compra de deuda 
pública española e italiana para frenar los ataques de especuladores, siempre al acecho en el mercado.

e) Clara diferencia entre la financiación alemana a muy bajos 
tipos de interés y la de España, Italia y otros países que ha de 
soportar que la primera partida en sus presupuestos sea el pago a 
los acreedores, mientras se desmantelan buena parte de las prestaciones típicas de la sociedad de bienestar.

f) Escasa atención a las medidas de calentamiento de la economía y de inversión para mejorar la contratación de trabajadores 
y la actividad económica, a través de una mejora en el consumo.

g) Precios muy bajos del dinero que llegan a situarse en torno 
al 0,0 %, pero que aún así no sirven para reactivar la economía 
ante un panorama de incertidumbres.

h) La radicalidad en la oposición a los eurobonos de Alemania, que den respaldo a la totalidad de la zona euro, y la frialdad 
con respecto a las políticas del BCE de compra de deuda pública 
de Italia y España para paliar la subida de la prima de riesgo.

Se trata de un modelo que responde a una ortodoxia estricta de equilibrio presupuestario, como la que defiende Merkel, y 
apoyan otros estados del norte de Europa, centrada prioritariamente en el control del déficit y el retorno a la disciplina, aún a 
costa de provocar males mayores. Se trata del triunfo del “cuánto” por encima del “cómo”.

Contemplado desde una perspectiva más amplia bajo esos 
criterios económicos también los hay ideológicos y políticos. 
Durante los primeros tiempos de la zona euro los bancos de los 
países del sur tuvieron muchas facilidades para conseguir financiación que ayudó a dar créditos a los particulares para contratar 
hipotecas, como ocurrió en España. Ese crédito además ayudó a 
que las ventas de productos alemanes crecieran y la maquinaria 
exportadora germana se potenciara todavía más. Tras el estallido 
de la burbuja inmobiliaria, el modelo impone en las instituciones 
europeas una única receta: recortar para ajustar los presupuestos 
aún a costa de enormes sacrificios que podrían terminar por “matar a la criatura” Alemania teme el rebrote de la inflación en su 
país, mientras se financia a precios muy bajos, contra las elevadas 
tasas de interés que tienen que pagar los países del sur. 

Desde esa ortodoxia estricta no cabe hablar de eurobonos que 
respalden a la moneda única frente a los compradores que presionan al alza. Merkel y los cerebros económicos germanos se 
oponen radicalmente a cualquier medida de este tipo (Merkel: 
“Tendrían que pasar por mi cabeza. Lo prohibe la constitución 
de mi país”), describiendo un auténtico contrasentido del euro: 
quienes comparten la moneda única carecen del respaldo del resto de los que participan en el proyecto. Ni hay un verdadero Banco Central, ni un super-ministerio de Economía y Finanzas con 
un presupuesto común que responda por todos. 

Tan solo se acepta de manera parcial, aunque a regañadientes, 
la compra de deuda soberana española e italiana para frenar los 
ataques de los especuladores, posición a la que ocasionalmente se 
adscribe el Banco Central Europeo. Mientras se presiona a favor 
de nuevos ajustes presupuestarios y más recortes en los presupuestos de los estados más expuestos al déficit.

Frente a la posición hegemónica dominante para la salida de 
la crisis, los neokeynesianos adoptan la contraria: el déficit no es 
prioritario,  sino la recuperación, la inversión y el calentamiento 
de la economía; y una vez que la situación mejore podrá abordarse la vuelta al equilibrio con menos sacrificios, habida cuenta que 
la reactivación provocará una mejora en el consumo y una mayor 
recaudación fiscal. 

Dos autores, ambos norteamericanos y  premios Nobel de 
Economía, Paul Krugman y Joseph Stiglitz, encarnan esa posición diametral opuesta a la de la ortodoxia neoliberal. Tanto uno 
como otro se han mostrado frecuentes activistas a través de una 
intensa presencia pública contra la posición hegemónica desde la 
década de los 80 en el universo de la economía.

Krugman es autor de una “nueva teoría el comercio” que vincula con una “nueva geografía económica”. Describe dos conjunciones: el interés de los consumidores por disponer de una diversidad de marcas, por un lado, y la tendencia de la producción 
a favorecer la llamada “economía de escalas” (la concentración 
y especialización en una actividad muy concreta) en unos pocos 
países, en la que cada estado se especializa en producir una marca 
o un producto, no en diferentes marcas o tipos de producto. Lo 
que lleva a una tendencia a la concentración en unos pocos países 
o regiones con altos niveles de ingresos. 

Imputa una de las causas fundamentales del estallido de la 
crisis de 2007-2008 al contagio creado por la globalización. En 
1990 Japón logró salir de la crisis -afirma-  gracias al impulso 
dado a la exportación, no a la reforma de su sistema financiero. 
Las recetas aplicadas para responder a la crisis han sido erróneas, 
especialmente las europeas. En 2012, Krugman y Richard Layard 
promocionaron una iniciativa denominada “Manifiesto a favor 
de una política fiscal para reducir desempleo e impulsar el crecimiento”, que en realidad no era otra cosa que una especie de plataforma neo keynesiana, que en muy pocos días obtuvo el apoyo 
de miles de economistas. La propuesta generaba debate dentro de 
un sector donde en las últimas tres décadas el pensamiento neoliberal conservador había tenido un enorme predicamento.
La llamada “nueva economía” criticada por ese pensamiento, “no se debe a los cambios tecnológicos, sino a la atmósfera 
política de un cambio conservador” de la que es ejemplo la administración Bush, que  aumentó el déficit por actuaciones como 
la bajada de impuestos a los ricos, frente al aumento del gasto 
para pagar la guerra de Irak. “Políticas insensibles que estaban 
anunciando una crisis”, afirma. En 2007, Klugman había publicado el texto “La conciencia de un liberal” en la que analizaba 
las diferencias de riqueza en Estados Unidos a lo largo del siglo 
XX y la brecha entre pobres y ricos. Esta se había reducido en la 
mitad del siglo, pero desde 1980 se amplió de manera notable, de 
tal manera que había muchos más pobres pero también muchos 
más ricos. Tales diferencias parecían remontar a los niveles de los 
años 20. “Reagan ,-dice Klugman-, supo utilizar la estrategia sureña para señalar la simpatía por el racismo, sin decir nada abiertamente racista”. El Premio Nobel de 2008 se define “liberal” en 
la terminología norteamericana, que difiere notablemente de la 
europea. “Liberal” es equivalente a progresista de izquierdas o 
socialdemócrata, en la terminología europea.

Sus críticas al fracaso del sistema regulador de Estados Unidos al que atribuye una responsabilidad en la crisis, y al sistema 
financiero por la absoluta falta de controles en la que se ha desenvuelto tras la era de las desregulaciones, son una constante de 
su pensamiento. Krugman se opone a las recetas aplicadas a la 
crisis, basadas en radicales recortes presupuestarios y la austeridad como norma general. “Los recortes fiscales y la austeridad, 
dice en “¡Acabad ya con esta crisis!”  (Ed, Critica, 2012), el más 
popular de sus libros, no solo son capaces de privar de valiosos 
recursos con capacidad para circular, sino que se suman a una 
“economía de la pobreza”: los ciudadanos no tienen para gastar y los mercados son incapaces de prosperar por esa caída del 
consumo. Y no puede haber consumo mientras haya una cifra 
muy alta de desempleados. En realidad, piensa Krugman, se está 
aplicando un ajuste de costes que no es otra cosa que una reducción general de salarios. Lo que obliga a España y a los países 
que se encuentran en una situación similar a un largo periodo de 
desempleo, deflación y estancamiento: “No debe sorprendernos 
si los inversores se preguntan si los estados del sur de Europa 
estarán dispuestos a devolver todas sus deudas y si serán capaces 
de hacerlo”, escribe. 

El peor escenario para reducir el gasto público y alcanzar el 
equilibrio presupuestario es aquél en el que una economía acaba 
de sufrir una crisis financiera. Los recortes tienen que hacerse en 
situaciones de pleno empleo, cuando el sector privado es capaz 
de soportar la carga que supone la disminución del gasto público 
consecuencia de la austeridad. La falta de estímulos públicos o 
privados, según Klugman, alarga la depresión y empeora la situación. Es decir: la política de recortes y ajustes debe hacerse 
cuando se está ante una etapa de crecimiento, en la que se notarán  mucho menos los sacrificios, y el consumo no se resentirá 
gracias a que el empleo se sostiene, a la vez que la situación de las 
finanzas públicas se ve mejorada por la mayor recaudación fiscal 
obtenida por el calentamiento económico. 

Krugman señala a Alan Greespan en su etapa como presidente 
de la Reserva Federal norteamericana como “el gran causante de 
la crisis de las hipotecas sub prime”, por la falta de control del 
supervisor, y  critica a la administración Obama a la que considera “demasiado poco ambiciosa” en su política económica. La 
“bestia negra” del origen de la crisis  es en la desregulación de 
los sistemas financieros: “Debería regularse no solo la industria 
financiera sino también sus ingresos, beneficios y remuneraciones”, escribe. “Atajar el déficit solo conduce a aumentar la depresión. Se necesita un mayor estímulo constante a las economías 
para fomentar el crecimiento. Los ajustes solo conducen a mayor 
caída de la economía, a más desempleo, pérdida de servicios, e 
incluso a menores ingresos públicos”.

En sus frecuentes colaboraciones periodísticas Krugman ha 
mostrado un interés en el seguimiento de la crisis europea y de la 
española. El sur de Europa -dice-  fue víctima de una situación en 
la que se le prestó dinero para financiar los préstamos privados 
que dieron lugar a la formidable burbuja especulativa en torno 
a la vivienda, con un crecimiento desmesurado del empleo en la 
construcción, mientras los sectores industriales resultaron abandonados o poco competitivos. La economía alemana a punto de 
languidecer, se animó gracias a sus exportaciones hacia el sur alimentadas por el boom de la construcción. 

Las élites políticas europeas “embelesadas con la idea de crear 
un poderoso símbolo de unidad” (el euro) pasaron por alto en su 
día los grandes inconvenientes en la génesis del proyecto. Para 
España implicaba abandonar la peseta y a la vez el instrumento 
que a través de devaluaciones hubiera podido facilitar el proceso 
de ajuste posterior a una crisis económica”.

En su opinión, la salida de la crisis está condicionada a que 
Alemania cambie de política y aliente el crecimiento, aún bajo 
el riesgo de que pueda subir la inflación en su país. Como buena 
parte de la nueva generación de los keynesianos norteamericanos es muy escéptico sobre el futuro del euro, incluso augura 
su desaparición si no se crea una verdadera unión. En opinión 
de Krugman, el euro nació con fallos muy grandes, como la 
carencia de un mecanismo de respaldo por parte de todos los 
miembros de la zona, contrastando dos situaciones con muchos 
puntos en común, como la del estado de Florida y el de España, 
donde se produjo el estallido de una burbuja inmobiliaria. Se expresa así: “En Florida se podía seguir contando con el respaldo 
de Washington y del gobierno federal para seguir pagando los 
servicios sociales y el programa Medicare (cobertura sanitaria 
muy parcial de protección de determinados colectivos), la ayuda 
de emergencia a los que habían perdido el empleo y garantizar 
la solvencia de los bancos. Por el contrario, España carecía de
una red de apoyo como esta”. La política de Draghi, y el BCE 
de compra de bonos italianos o españoles, para evitar la presión 
sobre su deuda soberana, es aceptada muy a regañadientes por 
Alemania, que en el fondo la rechaza. Aunque cree que la compra de bonos por el BCE tampoco es el mejor camino. Ni siquiera la política de tipos muy bajos, casi al cero por ciento, sirve
para tirar de la economía, ante el clima de pesimismo y falta de 
confianza que se detecta.

El futuro del euro está en entredicho mientras Alemania no 
sea capaz de aceptar una inflación más alta. El riesgo de ruptura 
de la zona y de desaparición de la moneda única crearía a la vez 
otro problema de credibilidad del modelo europeo, y podría hacer estallar un proyecto nacido en los años 50 concebido para dar 
estabilidad a Europa, sumiendo al continente en una situación de 
difícil previsión.

La otra referencia del pensamiento neo keynesiano es la de 
Joseph Stiglitz, también premio Nobel de Economía en 2001. Stiglitz que mezcla un perfil profesional de teórico y de activista, 
compara las medidas de austeridad con la aplicación de sanguijuelas para provocar sangrías de la medicina de la Edad Media. 
“Los gobernantes se niegan a ver que la medicina no sana al paciente e insisten en administrar más sesión de sanguijuelas hasta 
que estas acaben por matar al paciente”. Según su posición, fue la 
crisis quien dio lugar al déficit, no el déficit a la crisis. 

Atribuye a la desregulación, a la globalización bajo una perspectiva neoliberal, la mayor parte de los problemas traídos por 
la crisis de 2008, bajo la influencia de lo que denomina “fundamentalistas del libre mercado”. Frente a la teoría clásica que 
encuentra eficiencia en los mercados “a excepción de ciertas situaciones”, invierte los términos: “Unicamente en circunstancias 
excepcionales los mercados son eficientes”, refutando la teoría 
de la “mano invisible”, capaz de regir la economía con eficiencia 
por sí misma y sin intervención externa,  de Adam Smith: “Los 
mercados sin control ni restricciones no solo no conducen a la 
justicia social, sino que ni si siquiera son capaces de producir con 
resultados eficientes. Los ciudadanos y las empresas en busca de 
su propio interés, no se dirigen a la eficacia económica”. Como 
opción define un equilibrio y una conjunción entre el mercado y 
la intervención pública.

Imputa una buena parte de la responsabilidad de la crisis a 
las agencias de calificación, “que convirtieron valores clasificados 
con “F” en valores “A”. “Los bancos no podían haber hecho las 
cosas que hicieron sin la complicidad de las agencias de calificación”. Stiglitz considera los planes de austeridad europeos “un 
verdadero suicidio” que conducirá a una más larga recesión, a 
más desempleo y a una pérdida de calidad de vida.

Se perfilan por lo tanto dos modelos de abordaje de la crisis: el europeo triunfante que se inspira en la ortodoxia liberal
de los ajustes para corregir el déficit público como prioridad,
aunque aumente el desempleo y la recaudación de las haciendas
públicas se hunda, y el norteamericano neokeynesiano favorable a reactivar la economía antes que a recortar, para volver a
la disciplina presupuestaria una vez que se haya superado la
etapa de recesión. El peso de la primera de las posturas, bajo la
influencia alemana, es por ahora la triunfante en las instituciones de la zona euro, aunque su radicalidad está sometida a toda
clase de contingencias.

La más importante de ellas será la evolución de la crisis griega. Este país representa el verdadero “test” de hasta dónde está 
dispuesto a llegar la UE, el FMI y el BCE, cuando existen muchas 
dudas sobre si Atenas logrará rebajar su cifra de endeudamiento 
hasta 2020 al 120 % de su PIB. Las incógnitas sobre otro nuevo 
préstamo a Grecia que exigirá más austeridad y nuevos sacrificios 
a la población, imposibles de ser asumidos, abren paso a la posibilidad de su abandono de la zona euro. Situación totalmente 
imprevista en la moneda común donde no existe un mecanismo 
de salida. Ello implicaría la declaración de insolvencia del país. Y 
por muy ordenado que fuera el proceso, no dejaría de constituir 
un auténtico terremoto contra la deuda soberana de los estados 
en dificultades, especialmente España e Italia, con una puja de la 
prima de riesgo, absolutamente difícil de ser afrontada por los 
presupuestos españoles, cuya primera partida es el pago de los 
intereses; imprescindible prioridad para el ejecutivo español que 
necesita ganar confianza en los mercados. 

El escenario es por lo tanto impredecible a plazo muy corto 
y todas las posibilidades se ponen sobre el tapete, incluida la de 
la ruptura del euro y la vuelta a las divisas nacionales. A medida 
que España no pueda hacer frente a sus pagos y la intervención 
europea sea cada vez más amplia, la autoestima del propio país 
sufrirá un golpe más duro. Es muy difícil asumir que quien se ha 
creído rico y ciudadano del primer mundo, ahora se sienta viajero 
en un itinerario hacia el abismo y la penuria. Mirando atrás, los 
fastos con los que fue saludada la llegada del euro a nuestro país 
se convierten en sarcasmo. Reconocer el fracaso de la moneda 
común también lo será del proyecto europeo víctima de sus propias contradicciones, dejando un escenario semejante al del día 
después de la batalla. 






EPÍLOGO
Personas y Magnitudes 

“
Cuando una persona se pone a trabajar, aunque se trate del 
trabajo más primitivo, sencillo y menos cualificado, el alma humana se serena. En cuanto una persona empieza a trabajar, todos 
los demonios le abandonan y no pueden acercarse a él. Un ser 
humano se convierte en un ser humano”. (Thomas Carlyle) 

Este es un libro con vocación abierta, sin rótulo final de “the 
end”, que trata de provocar opinión en los lectores. Con respuestas nada sencillas. Por primera vez en mucho tiempo las noticias 
sobre economía acaparan la atención de la ciudadanía. Términos 
muy técnicos aparecen hoy dentro del lenguaje cotidiano. La crisis financiera europea propicia una preocupación hacia una temática que antes estaba en manos de los expertos. La economía nació como una ciencia social que analiza las necesidades humanas, 
la relación entre la producción, el intercambio y el consumo entre 
bienes y servicios, y la manera como se satisfacen las necesidades 
a partir de recursos en general escasos y limitados. Asumiendo 
una versión de la economía propia de las ciencias sociales y no 
tanto de las matemáticas o la aritmética. La economía está más 
cerca de la sociología o de la psicología, que de la técnica cuantitativa. De manera errónea los tecnócratas quisieron convertirla 
en un producto desideologizado, como una regla de medir. 

Un psicólogo originario de Ucrania y residente en Estados Unidos, que de niño había sufrido en sus carnes el antisemitismo, 
llamado Abraham Manslow (1908-1970)  estableció unas tablas 
en torno a las necesidades del ser humano, describiendo un método o “pirámide” en cuya base aparecían las más primarias (comer, dormir, beber agua, respirar, abrigarse…) y las secundarias 
por encima de la supervivencia (oír música, conducir, hablar por 
teléfono, viajar…). A medida que los seres humanos iban aumentando su capacidad de consumo esas necesidades en principio secundarias cobraban una nueva importancia. Manslow se detuvo 
en un aspecto como era la auto realización y las cualidades positivas de los seres humanos. Según su pensamiento, las personas 
auto realizadas tendían a centrarse en los problemas fuera de sí 
mismos, manifestaban sentido suficiente para distinguir entre lo 
verdadero de lo falso, eran creativas y no dependían de las convenciones sociales.

Los clásicos de la economía del XX describieron cuatro ciclos: 
expansión, crisis, contracción y reanimación. En la última parte 
del siglo las crisis salvo en situaciones y países muy concretos 
habían tenido un efecto limitado. No así con la de la deuda soberana en los estados de la zona euro, forzados a un rigor extremo 
presupuestario que ponía en entredicho la relación administrados-administradores. 

Ante una perspectiva de futuro incierto podemos analizar aspectos en los que se focaliza la percepción ciudadana:

a) El ciclo no se ha cerrado, y puede que incluso “no se haya 
tocado todavía suelo”. Una “intervención directa” de la UE,  no 
parcial en la economía, representaría todavía mayores sacrificios 
para la ciudanía introduciendo un elemento de incertidumbre 
más dramático. La presión del grupo que ostenta la hegemonía 
europea en estos momentos, se basa en la extrema disciplina presupuestaria, a cualquier precio, aún a costa de la desaparición de 
la sociedad de bienestar.

b) En una parte importante de la ciudadanía española empieza a cundir la sensación de “abandono” por parte de sus representantes, preocupados con el cumplimiento de sus compromisos 
con Europa, pero que no son capaces de transmitir de manera 
verosímil que están priorizando la defensa de sus ciudadanos. Esa 
percepción de “abandono” o de “castigo” se transforma en un 
factor de inquietud que quiebra toda una teoría de la representación política y revisa un marco de relaciones hasta ahora estable 
entre ciudadanos e instituciones.  

c) De igual modo siguen siendo todavía insuficientes los gestos 
de “solidaridad” y de “comprensión” respecto a los problemas 
de las personas que están pasándolo realmente mal como consecuencia de la crisis. Esa percepción contribuye a segregar todavía 
más a los ciudadanos de las instituciones, que han fracaso en su 
intento de comunicación a una ciudadanía en fase de desengaño, 
con la que solo se parece contar cuando hay que pedir su voto. 

d) La continua presión de Alemania sobre el BCE, y sus “escrúpulos” hacia la ayuda -vía compra de deuda- para que estados 
como España o Italia queden menos expuestos a la presión de los 
mercados, genera una nueva percepción sobre Europa que difumina las perspectivas de  dos anteriores generaciones de constructores de la idea europea. Un concepto excesivamente ubicado hoy 
en el terreno de la economía y no en el de la política. La idea de 
“Europa” como proyecto va camino de convertirse en otra más 
de las víctimas de la crisis. 

e) Cuando se habla de magnitudes económicas se olvida que 
debajo de ellas existen personas. La crisis financiera ha contribuido a aumentar la sensación de vulnerabilidad en los ciudadanos, 
y a que sus niveles de autoestima se reduzcan al mismo tiempo 
que crecen sus percepciones pesimistas sobre la confianza en el 
consumo. El drama humano que existe detrás de los cinco millones y medio de desempleados, de los desahuciados que han perdido su vivienda por no poder pagar la hipoteca, de los mineros que 
se ven abocados a la emigración sin alternativas a su actividad 
en comarcas de monocultivo,  de los ahorradores atrapados en 
el laberinto de las preferentes; todo un rosario de situaciones de 
difícil calificación dentro de las coordenadas de la economía, que 
no se pueden cuantificar solo en cifras o en magnitudes.

El discurso de los ajustes como receta única, que compara la 
economía de un país a la de una familia acaba por ser falaz. No 
se recorta lo complementario, ni las necesidades más secundarias, 
no se elimina solo lo prescindible y lo superfluo. No se le despojan 
las ramas al árbol para que pueda brotar, sino que se le desgaja 
o da un golpe de hacha para eliminarlo. Así lo han entendido los 
ciudadanos de estados intervenidos o al borde del “crack” como 
Grecia forzados a renunciar a unos mínimos vitales que ahora 
son existenciales. La frivolidad con la que ciertos responsables 
públicos aluden a los recortes, como si se tratara de un ejercicio 
deportivo, evidencia una gran insensibilidad respecto a las historias humanas que hay debajo. Eliminar lo complementario es 
una cosa; dejar sin ayuda a dependientes, quitar la calefacción a 
centros escolares, retirar becas de alimentación, prestaciones a 
ancianos en situación de extrema fragilidad social, eliminar subsidios de supervivencia a desempleados, o destruir servicios sociales, atenciones sanitarias o educativas básicas, es otra.  

Dos magnitudes como el alto nivel de desempleo y la caída 
del consumo tampoco parecen contar para la política de recorte 
duro. Pero sin la mejora del empleo y la recuperación del consumo no puede haber mejora de las haciendas públicas ni aumento 
de los ingresos. Las políticas europeas solo actúan sobre una de 
las magnitudes,-la drástica reducción del gasto público-, aún a sabiendas que el resultado final puede ser la muerte del “paciente”. 
La norteamericana de Obama, aún dentro de su timidez, se basa 
en el aumento del consumo y la mejora del empleo. En el primer 
trimestre de 2012 Estados Unidos registraba un incremento del 
PIB del 2 % frente al 1,5 del siguiente, atribuido a la mejora de 
las exportaciones y especialmente al crecimiento del consumo.

Sin la mejora del consumo, no puede haber recuperación del 
empleo. La intensificación en la política de recortes, impuesta por 
el BCE, FMI y Alemania, provoca que la ciudadanía se muestre 
todavía más desconfiada respecto a su futuro, y gaste menos en 
bienes y servicios, como se observa en la compra de bienes de 
consumo como el automóvil claramente decreciente. Se trata por 
lo tanto de “una pescadilla que se muerde la cola”. Para que menos desempleados tengan que recibir ayudas hay que reactivar la 
economía, facilitar créditos a las pequeñas y medianas empresas 
para que contraten trabajadores, contribuir a que el consumo aumente, y se recaude más dinero por tributos e impuestos. Según 
los keynesianos ese debería ser el momento para hacer recortes y 
volver a la estricta disciplina presupuestaria; los recortes apenas 
se percibirían por que el sector privado podría ser capaz de generar riqueza y empleo. Según los neoliberales el estado debe tener 
como actuación primordial la de crear las condiciones para que 
los empresarios privados inviertan con los mínimos controles posibles, y gracias a su iniciativa se produciría la reactivación. Europa impone este último modelo en la periferia sin que se apunte 
una recuperación, mientras por razones tácitas, presupuestarias 
o puramente ideológicas, el llamado “estado de bienestar” se somete a un proceso de centrifugación que puede destruirlo o desvirtuarlo. 

Para acabar una frase de Kant : “Todas las personas desde la 
primera, y sin necesidad de ningún acta judicial, deberían poseer 
la tierra. Deberían poder vivir donde la naturaleza y la casualidad 
les han llevado”
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